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1. CUESTIONES DE ORGABIZACION Y OTROS ASUNTOS 

A. Estados Partes en el Pact;p 

1. Al 27 de julio de 1990, fecha de clausura del 39" período de sesiones del 
Comité de Derechos Humanos, había 92 Estados Partes en el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos y 50 Estados Partes en el Protocolo Facultativo 
del Pacto, instrumentos ambos que la Asamblea General había aprobado en su 
resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, y que habían quedado abiertos 
a la firma y a la ratificación en Nueva York el 19 de diciembre de 1966. AmbOS 

instrumentos entraron en vigor el 23 de marzo de 1976, de conformidad con las 
disposiciones de sus artículos 49 y 9, respectivamente. Por otra parte, hasta 
el 27 de julio de 1990, 27 Estados habían hecho la declaración prevista en el 
párrafo I del artículo 41 del Pacto, artículo que entró en vigor el 28 de marzo 
de 1979. La Asamblea General, en su resolución 441128, de 15 de diciembre de 1989, 
aprobó y dejó abierta a la firma, ratificación y adhesión el Segundo Protocolo 
Facultativo del Pacto, encaminado a la abolición de la pena de muerte. 
De conformidad con lo dispuesto en su artiCUl0 8, el Segundo Protocolo Facultativo 
entrará en vigor tres meses después de la fecha en que se deposite con el 
Secretario General de las Naciones Unidas el décimo instrumento de ratificación o 
adhesión. Al 27 de julio de 1990, dos Estados habían ratificado el Segundo 
Protocolo Facultativo y 16 Estados lo habían firmado. 

2. En el anexo 1 ael presente informe figura una lista de los Estados Partes en 
el Pacto y en el Protocolo Facultativo, con una indicación de los que han hecho la 
declaración prevista en el párrafo 1 del artículo 41 del Pacto, así como una lista 
de los Estados que han firmado o ratificado el Segundo Protocolo Facultativo. 

3. Varios Estados Partes han formulado reservas y otras declaraciones en relación 
con el Pacto o el Protocolo Facultativo. Estas reservas y demás declaraciones se 
reproducen literalmente en el documento CCPR1W21Rev.2. 

B. Períodos de sesiones v vrogrsmas 

4. Desde la aprobación de su Último informe anual, el Comité de Derechos Humanos 
ha celebrado tres períodos de sesiones ;I/. El 37' período de sesiones 
(923a. a 950a. sesiones) se celebró en la Oficina de las Naciones Unidas en 
Ginebra, del 23 de octubre al 10 de noviembre de 1969, el 36' período de sesiones 
(951a. a 979a. sesiones) se celebró en la Sede de las Naciones Unidas, Nueva York, 
del 19 de marzo al 6 de abril de 1990, y el 39" período de sesiones (960a. a 1008a. 
sesiones) se celebró en la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra, del 9 al 27 
de julio de 1990. Los programas de los períodos de sesiones figuran en el 
anexo III del presente informe. 

C. Comvosición Y varticioación 

5. La composición siguió siendo la misma que en 1989. En el anexo II del 
presente informe figura ucz lista de los miembros del Comité así como de los 
componentes de su Mesa. Al 37' período de sesiones del Comité asistieron todos 
los miembros del Comité excepto el Sr. Aguilar Urbina y el Sr. Serrano Caldera; 
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el Sr. Mavrommatis asistió solamente a parte de eae período de sesiones. 
Al 38’ período ae sesiones asistieron todos los miembros, excepto el 
Sr. Momnwrsteeg. Al 39O período ae sesiones asistieron toa08 los miembros ael 
Comite, excepto el Sr, Mommersteeg y el Sr, Serrano Caldera; los Sres. El-Shafei, 
Mavrommatis y Wako asistieron solamente a parte de ese período de sesiones. 

D. QJ@XI de traba 

6. De conformidad con los artículos 62 y 89 de su reglamento, el Comité 
estableció grupos ae trabajo que habrían de reunirse antes de sus períodos de 
sesiones 37’. 38’ y 39’. 

7. El grupo de trabajo establecido ae conformidad con el artículo 89 recibió el 
mandato de formular recomendaciones al Comité respecto de las comunicaciones 
presentadas con arreglo al Protocolo Facultativo y de adoptar, en su caso, 
decisiones sobre la admisibilidad de dichas comunicaciones. En el 37’ período de 
sesiones este grupo ae trabajo estuvo formado por la Srta. Chanet y el Sr. Cooray, 
el Sr. El-Shafei, el Sr. Myullerson y el Sr. Prado Vallejo. Se reunió en la 
Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra, ael 16 al 20 de octubre ae 1989, y 
eligió PresidentaIRelatora a la Srta. Chanet. En el 38O período ae sesiones el 
grupo ae trabajo estuvo formado por el Sr. Ana0 y el Sr. Foaor, la Sra. Higgins y 
el Sr. Prado Vallejo y el Sr. Wako. Se reunió en la Sede de las Naciones Unidas, 
Nueva York, ael 12 al 16 de marso de 1990 y eligió PresidentaIRelatora a la 
Sra. Higgins. En el 39’ período de sesiones el grupo de trabajo estuvo formado por 
el Sr. Andor el Sr. Cooray, el Sr. Dimitrijevic, el Sr. Mavrommatis y el Sr. Prado 
Vallejo. Se reunió en la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra, del 2 al 6 de 
julio de 1990, y eligió Presidente/Relator al Sr. Dimftrijevic. 

8. El grupo de trabajo establecido de conformidad con el artículo 62 recibió el 
mandato ae preparar listas concisas de preguntas relativas a los segundos y 
terceros informes periódicos que se habían de presentar a la consideración del 
Comité en sus períodos de sesiones 37’, 38“ y 39’, y ae examinar cualesquiera 
proyectos de observaciones generales que pudieran presentársele. Además, el grupo 
de trabajo que se reunió antes ael 39O período de sesiones estuvo encargado de 
examinar las conclusiones y recomendaciones que figuraban en el estudio sobre los 
posibles enfoques a largo plazo para la supervisión de nuevos instrumentos sobre 
derechos humanos (A/44/668) de importancia para las actividades del Comité. 
En el 37’ período de sesiones el grupo de trabajo estuvo integrado por la . 
Srta. Chanet, el Sr. Dimitrijevic, el Sr. Naiaye y el Sr. Wennergren. Se reunió en 
la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra, del 16 al 20 de octubre de 1989, y 
eligió Presidente/Relator al Sr. Dimitrijevic. En el 38’ período de sesiones el 
grupo de trabajo estuvo formado por el Sr. Cooray, el Sr. Ndiaye, el Sr. Myullerson 
y el Sr. Wennergren. Se reunió en la Sede de las Naciones Unidas, Nueva York, 
del 12 al 16 ae marzo de 1990, y eligió Presidente/Relator al Sr. Ndiaye. 
En el 39’ período ae sesiones el grupo de trabajo se compuso del 
Sr. Aguilar Urbina, el Sr. Fodor, el Sr. Ndiaye y el Sr. Pecar. Se reunió en la 
Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra, del 2 al 6 de julio de 1990, y eligió 
Presidente/Relator al Sr. Pecar. 
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-E. Otros m 

de sesiones 

9. El Comitd llevó a cabo un intercambio de opiniones oficioso sobre la manera en 
que estaba cumpliendo las obligaciones que le imponía el párrafo 4 del artículo 40 
del Pacto y sobre Pa forma en que la práctica del Comith a este respecto se había 
desarrollado en los últimos años. Existía un aauordo general en que era de encomiar 
la práctica de los miembros del Comitd consistente en formular observaciones 
generales sustantivas al final del examen de casa informe, tanto con respecto a 
puntos concretos tratados en los informes Como a temas de carácter más amplio que 
podían proporcionar directrices más generales a los Estados Partes, prbctica que 
había sido una contribucidn positiva a la labor del Comité. Aunque algunos 
miembros sugirieron que había llegado el momento de que el Comité en su conjunto 
aprobase observaciones generales al finalizar su examen de cada informe, lo que 
tendría más peso que las observaciones de cada miembro individual, otros miembros 
se mostraron escépticos acerca de la viabilidad y conveniencia de esta práctica e 
instaron al Comité a que continuara con el procedimiento actual. No obstante, se 
acordó que el debate sobre el tema de las prácticas del Comité relativas al 
cumplimiento de las obligaciones que le imponía el artículo 40 del Pacto había sido 
Útil y que se debian llevar a cabo periódicamente intercambios de opiniones 
similares. 

80 , lodo de sesiones 

10. El Comité tomó nota de una declaración del Secretario General Adjunto de 
Derechos Humanos sobre la dramática mejora del ambiente internacional que se había 
producido en loa últimos meses, incluida la distensidn prometedora entre la 
Unión Soviética y los Estados Unidos, las elecciones celebradas en diversos países 
de Sudamérica y Centroamérica, la independencia de Namibia, la puesta en libertad 
de Nelson Mandela y los acontecimientos políticos recientes de Europa oriental. El 
Comité consideraba que ésta y otras mejoras proporcionaban oportunidades favorables 
para continuar los progresos en la esfera de los derechos humanos y que estas 
oportunidades se debían aprovechar al máximo. 

QOD . od de e’ 4 

ll. El Comité señaló que el tercer iuforme periódico de Túnez, que se examinó en 
el 3Q” período de sesiones, constituía el cuarto de estos informes examinados 
durante el período que abarca este informe anual (tras del examen del tercer 
informe periódico de Chile y de la URSS en el 37’ período de sesiones y del de la 
República Federal de Alemania en el 38’ período de sesiones). Algunos miembros 
opinaban que, aunque hasta el momento se tenía poca experiencia en la aplicación de 
la metodología para examinar los terceros informes periódicos, aprobada en 
el 35’ período de sesiones a/ esta experiencia proporcionaba sin embargo una 
indicación alentadora de que el procedimiento que seguía el Comité a este respecto 
sería útil para continuar intensificando y dando más eficacia a su diálogo con los 
Estados Partes. El Comité reafirmó su intención de desarrollar nuevaa directrices, 
en caso necesario, una vez que hubiera adquirido suficiente experiencia en el 
examen de los terceros informes periódicos. 

12. En su 1002a. sesión, el Comité decidió adoptar determinadas medidas de 
seguimiento sobre sus opiniones en las comunicaciones presentadas de conformidad 
con el Protocolo Facultativo del Pacto (véanse loa párrafos 632 a 635, anexo XI del 
presente informe). En consecuencia, enmendó las directrices para la presentación 
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de primeros informes 0 informes perióclicos añaaifbdoles un nuevo pdrrafo, que aice 
lo siguiente: 

"Cuando un Estado parta un el Pacto es también parte en el Protocolo 
Facultativo y si en el período que se examina en el informe el Comit6 ha 
formulado opiniones según las cuales el Estado parte ha violado disposiciones 
del Pacto, el informe debe incluir una sección en que se explique qu6 medidas 
se han tomado en relación con la comunicación en cuestión. En particular el 
Estado parte debe indicar qué reparación ha dado al autor de la comunicación 
cuyos derechos el Comité consideró habían sido violados." 

El texto de las directrices revisadas en que figura esta adición se publicará por 
separado. 

13. En el fin de semana siguiente a la primera semana del 39' periodo de sesiones 
ael Comité, algunos miembros del Comité participaron en un seminario oficioso, en 
Ginebra, organizado por el Instituto Noruego de Derechos Xumanos, dedicado a 
examinar la práctica actual del Comité en relación con la presentación ae informes 
en virtud del articulo 40 del Pacto y a estudiar las sugerencias de posibles 
mejoras. De los debates surgieron numerosas ideas y sugerencias, que después el 
Comitó examinó brevemente, en conjunto, junto a varias otras ideas que los miembros 
del Comité habían manifestado periódicamente. En su 1003a. sesión el Comité pidió 
a su Grupo de Trabajo sobre el artículo 40, que tenía que reunirse antes cle 
su 40° período de sesiones, que examinara más detalladamente todas esas sugerencias 
con miras a presentar recomendaciones al Comité si se consideraba pertinente. 

t . F. &&lzcldad de .  l la labor del Coa 

14. El Presidente y miembros ae la Mesa celebraron una rueda de prensa durante 
el 37' período de sesiones del Comité, en octubre de 1989 en Ginebra. La 
asistencia a esta rueaa de prensa fue excepcionalmente numerosa, lo que reflejó el 
creciente interés de los medios de comunicación por la labor del Comité y, en 
general, por las cuestiones de derechos humanos. En su 38O período de sesiones, 
celebrado en la Sede en marzo de 1990, miembros del Comité participaron en una 
reunión de trabajo con representantes de algunas organizaciones no gubernamentales 
con sede en Nueva York, la que proporcionó una oportunidad para informar 
detalladamente a éstas acerca del mandato del Comité y de sus actividades y para un 
útil intercambio de puntos de vista. 

, . 
G. Fecha Y luaar ae reunion de los futuros r>erroaos * 

Be sesiones del Coti 

15. Al confirmar en su 36' período de sesiones, celebrado en julio de 1989, el 
calendario de sus futuros períodos de sesiones durante el bienio 1990-1991 y los 
lugares en que se celebrarían éstos, el Comité destacó que persistía la necesidad 
de celebrar por lo menos uno de sus períodos de sesiones cada año en Nueva York. 
Aconsejaban esta medida, en opinión del Comité, diversas consideraciones importantes 
relacionadas con el cumplimiento efectivo de su mandato, que se resumieron en el 
informe anual del Comité del cuadragésimo cuarto período de sesiones de la Asamblea 
General 31. Por consiguiente, posteriormente el Comité deploró profundamente una 
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recomendación que Biso la Comisión Consultiva en Asuntos Administrativos y de 
Presupuesto 41 que, de 8eguir88, hubiera privado al Comiti en adelante de esa 
posibilidad. 

16. En su 37’ período de sesiones , celebrado en octubre de 1989, el Comit4 llevó a 
cabo un debate a fondo acerca de este alarmante hecho, durante 41 cual hubo 
unanimidad entre los miembros por poner de relieve la importancia de que Nueva York 
siguiera siendo el lugar de celebración de uno de los períoeos Ue sesiones anuales 
del Comit4 e instaron a que no se introdujeran cambios en la prdctica del Comitd a 
este respecto. El Comit4 pidió que 8u Presidente transmitiera sus opiniones al 
respecto al Presidente de la Quinta Comisión y al Presidente de la Tercera Comisión 
de la Asamblea General en su cuadrag4simo cuarto período de sesiones. El texto de 
la carta del Presidente en el que se detallan los argumentos del Comit4 figura en 
el anexo VII A. 

17. En su 38O período de sesiones, celebrado en mareo de 1990, el Comitd expresó 
su hondo agradecimiento a la Asamblea General por la decisión de data, reflejada en 
la sección III de la resolución 441201 B de 21 de diciembre de 1989 de permitir que 
el Comité continúe celebrando sus períodos de sesiones de primavera en Nueva York. 
El Comite tomó nota de las peticiones concretas de la Asamblea General que 
figuraban en dicha resolución y acordó volver a examinar esta cuestión en au 
39O período de sesiones. 

18. En su 39’ período de sesiones, celebrado en julio de 1990, el Comitd examinó 
cuidadosamente la petición de la Asamblea General que figuraba en la sección III de 
la resolución 44/201 B en el sentido de que, al decidir el lugar de celebración de 
sus futuros períodos de sesiones, debía tomar plenamente en cuenta las 
recomendaciones contenidas en los párrafos 23.5 y 23.6 del informe de la ComisiÓn 
Consultiva 4/, incluida la necesidad de una utiliaación óptima de los recursos, así 
como las disposiciones de la resolución 401143 de la Asamblea Gen4ra1, de 18 do 
diciembre de 1985, y del artículo 37 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos. De conformidad con otra petición que figuraba en dicha resolución, 
según la cual el Comité debía informar sobre esta cuestión a la Asamblea General en 
su cuadrag&imo quinto período de sesiones por conducto del Comité de Conferencias, 
el Comité de Derechos Humanos acordó que su Presidente transmitiría sus puntos de 
vista al Presidente del Comité do Conferoocias. El texto de la carta del 
Presidente figura en 41 anexo VII B del presento informo. 

. IX. mon del w 

19. En sus sosionos 1006a. y 1008a., colobradas 41 26 y 27 do julio do 1990, el 
Comité examinó 41 proyecto de 8u 14 b informo anual qus abarca las actividados 
realiasdas on sus períodos do sesiones 37O, 38’ y 39O, celebrados on 1989 y 1990. 
El informo, con las modificaciones introducidas 4n 41 curso de los debates, fuo 
aprobado por unanimidad por el Com!té. 
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II. MEDIDAS ADOPTADAS POR LA AS-LEA GENBRAL EN SU 
CUADRAGESIMO CVASTO PEPPGDO L‘u SESIONES 

20. En su 973a. sesión, celebrada el 4 de abril de 1990, el Comité de Derechos 
Humanos examinó este tema del programa a la luz de las actas resumidas pertinentes 
de la Tercera Comisión y  de las resoluciones de la Asamblea General 441128, 441129, 
44/130, 441135 y 441156 de 15 da diciembre de 1969. El Comite tomó nota con 
especial agradecimiento de las observaciones alentadoras acerca de su labor que 
formularon las delegaciones en la Asamblea General. 

21. Al debatir acerca de las resoluciones pertinentes aprobadas por la Asemblea 
General en su cuadrag&imo cuarto periodo de sesiones, el Comité observó que 
algunas de ellas reflejaban progresos impartantes en el desarrollo de las normas 
internacionales sobre derechos humanos que le interesaban especialmente. ãn 
especial, el Comité veía con,agrado la aprobación por medio de la resolución 441126, 
del Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, encaminado a la abolición de la pena de muerte. Se señaló que el nuevo 
Protocolo Facultativo constituía un complemento normativo del articulo 6 del Pacto 
y que despuós de 8u entrada en vigor los Estados que lo hubieran ratificado 
tendrían que incluir en los informes que presentasen, de conformidad con el 
articulo 40 del Pacto, información relativa al cumplimiento de las disposiciones de 
dicho Protocolo Facultativo. El Comité puso de relieve que se debia fomentar la 
práctica de aprobar protocolos de los instrumentos internacionales existsntes. El 
Comité también observó con satisfacción que la Asamblea General, en su 
resolución 44125 de 20 de noviembre de 1969, había aprobado la Convención sobre los 
Derechos del Niño. 

22. Con respecto a la resolución 44/129, el Comité tomó cuidadosamente nota de la 
importancia que se daba en la misma a la necesidad de que los Estados Partes 
proporcionasen la información más completa posible durante los estados de 
emergencia. Dado que el Comité aún no habia examinado de qué forma se podria 
supervisar el cumplimiento de las disposiciones de los instrumentos internacionales 
de derechos humanos durante los estados de emergencia, aparte de su práctica actual 
de abordar la cuestión en el contexto de los procedimientos normales para el examen 
de los informes periódicos, se acordó que el Comité llevaría a cabo un debate 
sustantivo sobre este tema en una de sus reuniones futuras. Se señaló asimismo que 
una universidad estaba estudiando un proyecto pare establecer una base de datos 
sobre los estados da emergencia en todo el mundo, que se pondrfa a disposición de 
los miembros de todos los órganos creados en virtud de tratados. 

23. Con referencia al llamamiento que figura en la resolución 441130, instando a 
que se dé más publicidad a la labor del Comité de Derechos Humanos, el Comité 
observó con satisfacción que se había publicado el segundo volumen de la publicación 
del Comité, Selección de Decisiones Adoptadas con arreglo al Protocolo Facultativo, 
que abarca del 17” al 32’ periodo de sesiones, y expresó la esperanza de que se 
realizarían en el futuro esfuerzos para actualizar la publicación de los documentos 
oficialea del Comité. El Comité también veía con agrado indicios, procedentes de 
diversas fuentes, de que en los dos última8 años la labor del Comité en el marco 
del Protocolo Facultativo se ha dado más a conocer en los círculos judiciales y 
que la jurisprudencia naciente sobre las decisiones del Comité se iba apreciando 
crecientemente. 
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24. Con respecto a la resolución 441135, relativa a la aplicación efectiva de 
los instrumentos internacionales de derechos humanos, incluidas las obligaciones 
eu materia de presentación de informes, de conformidad con los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, el Comité observó con satisfacción que, de 
conformidad con esta resolución, se convocara en octubre de 1990 la tercera reunión 
de las personas que presiden los diversos Órganos creados en virtud de tratados 
relativos a los derechos humanos. En relación con esta reunión, y en cumplimiento 
de la resolución 1990/25 de la Comisión de Derechos Humanos, el Comite examinó las 
conclusiones y  recomendaciones que figuraban en el estudio sobre los posibles 
enfoques a largo plaeo para aumentar la eficacia del funcionamiento de los órganos 
existentes y futuro8 establecidos en virtud de instrumentos sobre derechos humanos 
de las Naciones Unidas (A/44/668), y transmitió sus observaciones y  sugerencias 
sobre los mismos al Secretario General (viase el anexo VIII). 

25. El Comité tsmbién observó con gran satisfacción que en su resolucidn 44/135 la 
Asamblea General había recomendado que se proporcionasen recursos suficientes al 
Centro de Derechos Humanos en su labor de asistencia a los órganos creados en 
virtud de tratados para las actividades de éstos. A este respecto, el Comité 
declaró que estaba plenamente de acuerdo con las opiniones y recomendaciones que 
figuraban en el informe Bel Secretario General al primer período ordinario de 
sesiones de 1990 del Consejo Económico y Social relativo al apoyo logístico y de 
recursos humanos para las crecientes actividades del Centro de Derechos Humanos. 
Además, el Comité concordaba con la recomendación del Grupo de Trabajo sobre 
computadorización y expresaba la esperanza de que se dispondría en el momento 
oportuno de los necesarios recursos presupuestarios y extrapresupuestarios a fin de 
que se pudiera iniciar sin demora el proceso de computadorisación de la labor de 
los organismos de supervisión de los tratados. 

26. Con referencia a la resolución 44/156 Ue la Asamblea General, el Comité 
opinsba que convocar una conferencia mundial sobre Uerechos humanos podría ser util 
no sólo para promover los derechos humanos sino también para conseguir recuraos 
adicionales para la protección de los derechos humanos. Podría servir también como 
foro importante para discutir las violaciones persistentes de los derechos humanos 
y proporcionar una posibilidad para hacer presión sobre ciertos regímenes culpables 
a este respecto. 
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III. INPORMES PRESENTADOS POR LOS ESTADOS PARTES 
EN VIRTUD DEL ARTICULO 40 DEL PACTO 

A, 
. Preseatacio~elos n 

27. De acuerdo con el pdrrafo 1 del artículo 40 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, los Estados Partes se han comprometido a presentar 
informes en el plaao de un año a partir de la fecha de entrada en vigor del Pacto 
con respecto a loe Estados Partes interesados y, en lo sucesivos cada vez que el 
Comitd lo pida. Para facilitar a los Estados Partes la presentación de los 
informes pedidos 8n el apartado a) del pArrafo 1 del artículo 40, el Comité de 
Derechos Humanos aprobó en su segundo período de sesiones las directrices generales 
relativas a la forma y el contenido de los informes iniciales 51. 

28. Asimismo, de conformidad con lo establecido en el apartado b) del párrafo 1 
del articulo 40 del Pacto, el Comité aprobó en su 13O período de sesiones una 
decisión sobre periodicidad, en virtud de la cual los Estados Partes habían de 
presentar informe8 subsiguientes al Comité cada cinco años 61. En ese mismo 
período de sesiones, el Comité aprobó las orientaciones relativas a la forma y el 
contenido de los informes periódicos presentados por los Estados Partes con arreglo 
al apartado b) del párrafo 1 del artículo 40 del Pacto 21. 

29. En ca%a uno de los períodos de sesiones celebrados durante el período de 
presentación de informes, se comunicó al Comité, y éste examinó, la situación 
respecto de la presentación de informes (véase el anexo IV). 

30. Las medidas adoptadas, la información recibida y las cuestiones pertinentes 
sometidas al Comité durante el período de presentación de informes (períodos de 
sesiones 37O a 39') se resumen en los párrafos 31 a 36 infra. 

70 D de sesiones 

31. En lo que ae refiere a los informes presentados desde el 36O período de 
sesiones, ae informó al Comité de que se habían recibido el informe inicial de 
San Vicente y las Granadinas y el tercer informe periódico de Finlandia. 

32. El Comité decidió enviar recordatorios a los Gobierno8 de Gabón, Guinea 
Ecuatorial, Níger y  Sud&, cuyos informes iniciales estaban pendientes de 
presentación. Además, el Comité decidió enviar recordatorios a los Gobiernos de 
los siguientes Estados Partes cuyos segundos informes periódicos estaban pendientes 
de presentación: Afganistán, Austria, Bulgaria, Chipre, Egipto, El Salvador, 
Gabón, Gambia, Guinea, Guyana, Irán (República Islámica del), Islandia, Jamahiriya 
Arabe Libia, Jamaica, Jordania, Kenya, Líbano, Madagascar, Malí, Marruecos, 
Nueva Zelandia (en relación con las Islas Cook), Países Bajos (en relación con las 
Antillas Neerlandesas), Perú, República Arabe Siria, República Centroafricana, 
Repcblica Popular Democrática de Corea, República Unida de Tanaanía, Sri Lanka, 
Suriname y Venezuela; y a los Gobiernos de Bulgaria, Chipre, Ecuador, Irán 
(República Islámica del), Jamahiriya Arabe Libia, Líbano, Madagascar, Polonia, 
República Arabe Siria, República Socialista Soviética de Bielorrusia, República 
Socialista Soviética de Ucrania, Rumania y Yugoslavia, cuyos terceros informes 
periódicos estaban pendientes de presentación. 
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33. Se informb al Comit8 de que se habían recibido el segundo informe periddico de 
Yordania y los terceros informes periódicos del Reino Unido de Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte, la República Socialista Sovidtica de Ucrania y Suecia. 

34. Teniendo en cuenta el número cada vea mayor de informes pendientes de los 
Estados Partes, el Comitd convino en que los miembros de la Mesa se reunieran en 
Nueva York con los representantes permanentes de todos los Estados Parte8 cuyos 
informes iniciales estuvieran pendientes, así como con los representantes 
permanentes de los Estados Partes cuyos segundos o terceros informes periddicos 
debieran haberse presentado hace mds de dos a%os. Por consiguiente, se estableció 
contacto con los representantes permanentes de Austria, Bulgaria, Chipre, Egipto, 
Gabón, Gambia, Guyana, Irán (República Isl&nica del), Islandia, la Jamahiriya Arabe 
Libia, JamaicaI Kenya, Madagascar, Malí, Marruecos, Perú, la República Arabe Siria, 
la República Popular Democrática de Corea, la República Unida de Tanaanía, 
Sri Lanka, Sudán, Suriname, Veneauela y Yugoslavia, que convinieron en transmitir a 
sus Gobiernos la inquietud del Comité. No fue posible establecer contacto con los 
representantes permanentes de Guinea Ecuatorial y Níger. 

35. Además, el Comité decidió enviar recordatorios a todos los Estados cuyos 
informes iniciales o segundo o terceros informes periódicos deberían haberse 
presentados antes de finalizar 01 38* período de sesiones, Bstaban pendientes los 
informes iniciales de Gabón, Guinea Ecuatorial, Níger y Sudán; 10s segundos 
informes periódicos del Afganistán, Austria, Bélgica, Bulgaria, Congo, Chipre, 
Egipto, El Salvador, Gabón, Gambia, Guinea, Guyana, Irh (República Islámica del), 
Islandia, Jamahiriya Arabe Libia, Jamaica, Kenya, Líbano, Luxemburgo, Madagascar, 
Malí, Nueva Zelandia (en relación con las Islas Cook), Países Bajos (en relación 
con las Antillas Neerlandesas), Perú, República Arabe Siria, RepÚbliCa 

Centroafricana, RepÚblica Popular Democrática de Corea, República Unida de 
Tanzania, Suriname y Veneauela; y los terceros informes periódicos de Bulgaria, 
Chipre, Ecuador, Irán (República Isl&nica del), Iraq, Jamahiriya Arabe Libia, 
Líbano, Madagascar, Mongolia, Nueva Zelandia, Polonia, República Arabe Siria, 
República Socialista Soviética de Bielorrusia, Rumania, Senegal, Trinidad y Tabago. 
Uruguay y Yugoslavia, 

39” D&tiOdO de sesiona 

36. Se informó al Comité de que se habían recibido los segundos informes 
periódicos de Austria, Madagascar, Marruecos y Sri Lanka, y los terceros informes 
periódicos de Ecuador y la República Socialista Sovi&tica de Bielorrusia. 

37. Durante sus períodos de sesiones 37’, 38’ y 39*, el Comité examinó los 
informes iniciales de Argentina, San Marino, San Vicente y las Granadinas, Viet Nam 
y Yemen Democrático, así como los segundo8 informes periódicos de Costa Rica, 
Nicaragua, Portugal, República Dominicana y Zaire y los terceros informes 
periodicos de Chile, República Federal de Alemania, Túner, Unión de Repúblicas 
Socialistas Soviéticas. La situación de los informes examinados durante el período 
que se considera y 13s informes todavía pendientes de examen se indica en el 
anexo V del presente informe. 
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38. Las secciones que figuran a continuaci¿n relativas a los Estados Partes se han 
ordenado por países teniendo en cuenta el exsmen que de los informes respectivos 
realizó el Comitd de los informes respectivos en sus períodos de‘sesiones 37’, 38’ 
y 39O. Esas secciones no son sino reseñas, basadas en las actas resumidas de las 
sesiones ael Comité en las que se exsminaron los informes, Puede encontrarse 
información más completa en los informes y en la información adicional presentada 
por los Estados Partes interesados 81, así como en las actas resumidas a las que se 
ha hecho referencia, 

, 
DemocraticQ P/ 

39. El Comité examinó el informe inicial de la República Democrática Popular del 
Yemen (CCPR/C/50/Add.2) en sus sesiones 927a. y 932a., celebradas el 25 y  el 30 de 
octubre de 1989 (CCPRICISR.927 y SR.932). El informe fue presentado por el 
representante del Estado Parte, quien sezaPÓ a la atención del Comité la decisión 
de su Gobierno, adoptad& desde la preparación del informe, de efectuar Una 
evaluación global de la evolución económica y política ael país después de la 
independencia, con miras a la preparación ae reformas que eliminarían varías 
deficiencias. En ese proceso todas las observaciones del Comité se tendrían 
seriamente en cuenta. Recientemente 88 habían adoptado diversas medidas para 
proporcionar garantías más firmes para los derechos humanos de todos los ciudadanos 
y para generalizar la democracia , entre ellas la promulgación ae una nueva Ley 
Electoral (Ley 911989) que preveía la elección de los consejos populares locales y 
del Consejo Supremo del Pueblo por sufragio universal directo. También se estaba 
estudiando activamente una nueva ley de prensa, que garantizaría la libertad de 
expresión y opinión. 

40. Los miembros del Comité f-licitaron al Gobierno de la Repriblica Democrática 
Popular del Yemen por haber ratificado el Pacto poco después de Pos aramáticoa, 
acontecimientos de 1986, así como por la presentación del informe inicial en el 
momento requerido. Esto era un indicio positivo de la aeterminación del Gobierno 
de asegurar que el goce efectivo de los derechos establecidos en el Pacto se 
hiciera realidad en el país. Aunque el informe contenía sólo escasa información 
acerca de la actual aplicación ael Pacto y de las dificultades con que tropezaba el 
Estado en el desempeño de sus obligaciones en materia ae derechos humanos, y por 
consiguiente no corresponaía totalmente a las directrices del Comité, no obstante 
ofrecía una base Util para el diálogo. 

41. En relación con el articulo 2 del Pacto, los miembros del Comité desearon 
recibir información adicional sobre la posición jurídica del Pacto en el derecho 
interno, preguntando en particular si tenía precedencia sobre otras leyes; 
preguntaron si el Pacto se había incorporado a la legislación nacional; y si las 
personas podían invocarlo directamente ante los tribunales, y en caso afirmativo, 
si había sido invocado de hecho y cuáles habían sido los resultados. También se 
preguntó si las autoridades habían adoptado medidas para asegurar que el texto del 
Pacto se difundiera ampliamente, no sólo a los órganos y oficiales competentes sino 
también a la población en general. Observando que en el artículo 35 de la 
Constitución no figuraban las opiniones políticas 0 de otra índole, el sexo, el 
color, la posición ecouómfca y el origen nacional entre los motivos prohibidos de 
discriminación, según lo previsto en el artículo 2 del Pacto, los miembros del 
Comité desearon saber si esas omisiones eran deliberadas y si habían tenido algunas 
consecuencias indeseables. Desearon también recibir información sobre el trato y 
el estatuto ae los extranjeros en el país, particularmente en la medida en que su 
trato fuera diferente del de los ciudadanos. 
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42. Los miembros del Comité preguntaron tambien si, Bs conformidad con el 
artículo 49 de la Constitución, las víctimas de violaciones de los derechos 
humanos, incluidas aquellas personas cuyos derechos fueron violados durante los 
graves disturbios de enero de 1986, podían en la práctica recurrir a los tribunales 
para demandar una indemnización y el restablecimiento de sus derechos. 
Refiriéndose a los artículos 221 y 222 del C6digo Penal0 se preguntó tambidn si la 
pena de destitución, establecida en dichos artiaulos para el abuso de atribuciones 
cometido por un funcionario público , era un castigo suficiente en los casos en que 
se hubieran cometido delitos graves, 

43. Con referencia al artículo 3 del Pacto, los miembros del Comitid señalaron que 
el informe se ocupaba sólo brevemente de la cuestibn de la igualdad de sexos y 
desearon recibir información sobre las medidas concretas de carácter legislativo y 
práctico que se hubieran adoptado para asegurar esa igualdad en la práctica. 

44. Refiriéndose al artículo 4 del Pacto, los miembros del Comith desearon recibir 
información adicional sobro los aspectos legislativos de una declaración de 
movilización general, particularmente de cualquier medida legislativa que hubiera 
adoptado el Consejo Supremo del Pueblo para regular esa declaración y para asegurar 
que toda suspensión de las obligaciones previstas en el Pacto se ajustara 
estrictamente a lo dispuesto en el artículo 4 del mismo. 

46. En relación con el artículo 6 del Pacto, los miembros del Comitd desearon 
saber qué medidas se habían adoptado para impedir que las fueraae de seguridad 
mataran arbitrariamente a personas; qu8,medfos y procedimientos se habían 
establecido para investigar a fondo esos actos} si algunos miembros de las fueraas 
de seguridad, el ejército 0 la policía se habían visto implicados realmente en 
homicidios delictivos y, en caso afirmativo, si todos esos casos habían sido 
investigados y sus autores habían sido entregados a la justiciat y si se habían 
publicado el Código Penal Militar y el Código de Procedimiento Penal Militar. 
Refiriéndose a la pena de muerte, los miembros del Comité opinaron que el numero de 
delitos penados con la pena capital, particularmente los delitos contra loa bienes 
públicos 0 la economía nacional , era demasiado elevado para ser compatible con el 
párrafo 2 del artículo 6 del Pacto. Tambidn se pidieron aclaraciones acerca de 
delitos vagamente definido8 por los que podía imponerse la pena de muerte tale8 
como los delitos contra “la paz, la humanidad o loa derechos humanos" o los 
crímenes de guerra “motivados por hostilidad hacia la República”. Se formularon 
preguntas concretas acerca de si la pena de muerte era también aplicable a loa 
menores de 18 años, y si era cierto que las 35 penas de muerte impuestas durante 
los juicios celebrados a raía de los acontecimientos de 1986 habían sido 
ratificadas por el Consejo Presidencial, antes de que expirase el plato legal de 
apelación, y que a las ll personas que fueron de hecho ejecutadas tras esos juicios 
no se les había dado la oportunidad de ver a sus familias o abogados antes de que 
tuvieran lugar las ejecuciones. 

46. Con referencia a los artículos 7 y 10 del Pacto, los miembros del Comité 
desearon saber si la tortura estaba prohibida por la ley en todas las 
circunstancias y no solamente “durante el interrogatorio*‘; qué procedimientos se 
habían establecido para investigar las denunciae de malos tratos o de la muerte de 
los detenidos; de qué recursos disponían los detenidos que eran objeto de malos 
tratoat si era cierto que los presos políticos a veces eran maltratados o 
torturadoa en algunas prisiones o centros de detención y que incluso algunos habían 
muerto como consecuencia de tales malos tratos y, en caso afirmativo, qu8 medidas 
ae habían adoptado para impedir esos abusos y para entregar a sus autores a la 
justicia; y si era cierto, según lo denunciado por algunos grupos de derechos 
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hunxinos, que los cuerpos íle algunos detenidos que habían fallecico en prisión nO 
habían sido devueltos a sus familias y, en caso afirmativo, cuáles eran ias razones 
para no entregar esos cuerpos a las familias, 

47. Con referencia al artículo 9 Bel Pacto, los miembros del Comité se 
preguntaron, en vista de las disposiciones contenidas en el pdrrafo 1 del 
artículo 276 del Código de Procedimiento Penal, si, en contra de lo dispuesto en el 
párrafo 3 del artículo 9 del Pacto, la prisión preventiva no era la regla en la 
República Democr&tica Popular del Yemen en vez de la excepciónr y si la utiiisacidn 
de la prisión preventiva larga, durante un período de hasta seis meses, era 
compatible con esa misma disposición ael Pacto. Los miembros del Comité desearon 
también saber si se habían incoado procedimientos contra funcionarios públicos por 
haber practicado detenciones ilegales o arbitrarias) y si las mismas diSpoSiCiOne8 
del derecho penal y del derecho procesal penal eran aplicables a los detenidos 
políticos y no políticos, y .si de hecho se aplicaban de la misma manera. 

48. En relación con los artículos 12 y 13 del Pacto, los miembros del Comité 
desoaron recibir información adicional sobre las leyes que regulan el derecho a 
entrar en el país y a salir del mismo, y el derecho a emigrar, y sobre cualesquiera 
restricciones a eae Derecho; así como sobre la actual situaciún en lo que respecta 
a viajar entre los dos Yémenes. 

49. Con respecto al artículo 14 ael Pacto, los miembros del Comité desearon 
recibir información adicional wbre las disposiciones legales que garantizan la 
independencia del poder judicial y de los abogados] sobre la relación entre el 
Tribunal Supremo y el Consejo Supremo del Pueblo; sobre las leyes que regUlan la 
prestación de asistencia letrada gratuita; y sobre las atribuciones Be 10s 
tribunales en los casos en que las detenciones se hayan practicado por Oraen del 
Ministerio del Interior 0 del Ministerio de Defensa. Los miembros también desearon 
saber en qué fase del procedimiento el preso tenis derecho a ver a un abogado; cómo 
se nombraban los jueces y si ser miembro del partido Único era un requisito previo 
para tal designación} si los presidentes de tribunales de primera instancia eran 
elsqidos por los consejos populares locales , según lo establecido por la 
Constitución, o si en realidad eran designados; si algunos jueces habían sido 
despedidos tras los acontecimientos de 1986 por “traición” y si la destitución de 
jueces era una práctica habituall sobre la manera en que estaba organizada la 
oficina del ministerio público y si contenía alguna unidad especial encargada de 
investigar las violaciones Ue los derechos humanos y de incoar procedimientos 
contra los funcionarios públicos acusados de abuso de atribuciones; si había alguna 
institución pública u oficina ante la que los ciudadanos podían presentar denuncias 
por la infracción de sus derechos por las autoridades públicas; y si el principio 
de la presunción de inocencia se respetaba y su observancia se garantizaba en la 
práctica. 

50. Con relación al artículo 17 del Pacto, los miembros del Comité desearon 
recibir información adicional sobre la protección del derecho a la intimidad cle la 
vida privada, tanto desde el punto de vista jurí&ico como desde el práctico, y 
pitlieron aclaraciones acerca de la información de que a veces se confiscaban los 
hogares de las personas. 

51. Con referencia al artículo 18 del Pacta, los miembros del Comité desearon 
saber que religiones, aparte del Islam, s6 practicaban en el Yemen Democrático; qué 
medidas legislativas o de otro tipo se habían adoptado para asegurar la no 
discriminación entre el Islam y esas otras religiones; qué criterios y 
procedimientos se habían establecido para el reconocimiento y la inscripción de 
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esa8 religiones) si los no musulmanes 0 no creyentes en ninguna religión tenían 
acceso a la función pública y 8 los cargos públicos sin discriminaciónt y si se 
tropesaba con dificultaties para aplicar cotidianamente la legislacibn moderna que 
había siclo adoptatia por el partido del Estado, la cual en algunos aspectos podía 
diferir de las disposiciones del derecho islámico. 

52. En relación con el artículo 19 del Pacto, los miembros del ComitA expresaron 
preocupación sobre la compatibilidad de los artículos 108, 109, 113 y 117 del 
Código Penal con el artículo 19 del Pacto, 8eííalandO que aunque no había jerarrquia 
entre los distintos derechos reconocidos en el Pacto, el artículo 19 desempe?iaba un 
papel clave en el ejercicio de la mayoría de los demás derechos. El artículo 113 
del Código Penal, que prohibía a los ciudaasnos tener contacto con loa extranjeros 
excepto a través de canales oficiales, suscitó especial preocupación y los miembros 
se preguntaron si ese artículo se aplicaba realmente, Los miembros deseaban saber 
en particular si los ciudadanos tenisn derecho a expresar opiniones discrepantes de 
las ael Gobierno y si ese derecho se respetaba en la práctica! qu8 papel 
desempeñaba el Ministerio de Información en el control y censura r3e los medios de 
información y de las editoras, y qu8 rasonea podían invocarse para restringir la 
libertad de expresión] cómo se interpretaba la expresión “legalidad democrátka” 
contenida en los artículos 125 y 126 de la Constitución, y cómo ae definía el 
delito de difundir ru.nores acerca del “sistema Bemocrático nacional”. Refiriéndose 
a la declaración preliminar del representante del Estaäo Parte, los miembros 
solicitaron también i;iformación adicional sobre el contenido de las reformas 
proyectadas relativas a la libertad de expresión y a la libertad de prensar y sobre 
la fecha prevista para esas reformas, 

53. Refiriéndose a los artículos 21 y  22 del Pacto, los miembros del COmitd 
desearon recibir información sobre las leyes y reglamentos que regulaban la 
celebración de reuniones y manifestaciones públicas pacíficas, y sobre las normas y 
reglas que regulaban las asociaciones distintas de los sindicatos. En cuanto al 
ejercicio de las libertades sindicales, los miembros desearon saber en particular 
si la Federación General de Sindicetos estaba integrada por sindicatos locales que 
habian sido establecidos independientemente por los trabajadores y si estaban 
permitidos los sindicatos fuera de la Federación General. 

54. Con respecto al artículo 23 Bel Pacto, los miembro8 Bel Comite desearon 
recibir información adicional sobre las medidas adoptadas para garantizar en 
general la igual¿tad de sexos y sobre ciertas prácticas relativas a los derechos de 
la mujer durante el matrimonio y a la disolución del mismo. 

55. Con referencia al artículo 25 del Pacto, los miembros desearon saber si la 
posición especial del Partido Socialista en el seno del sistema político, con 
arreglo al artículo 3 de la Constitución, comportaba alguna8 restricciones respecto 
del establecimiento c¶e otros partidos políticost si todos los ciudadanos podían ser 
miembros del Partido Socialista; y si había alguna diferencia entre los miembros y 
los no miembros de ese PartiBo en lo que concernía a cuestiones tales como el 
acceso a los cargos públicos y la igualdad de oportunidades en el empleo y el 
ascenso en la función publica. 

56. Obserì*sndo que el informe no contenía información alguna sobre la aplicación 
del artículo 27, los miembros solicitaron información sobre la situación de las 
minorías en el país, si las hubiere. 
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57. Reepondiendo a las proguntas formuladas por los miembros del Comité, el 
representante del Estado Parte declaró que si bien la falta de material de 
referencia hacía imposible responder plenamente a ellas, todas las preguntas y 
observaciones del Comité serían debidamente remitidas a las autoridades competentes 
del Yemen, y esperaba que el próximo informe de su país sería más detallado y 
completo. 

56. A modo de respuesta general , antes de abordar en particular las distintas 
preguntas, el representante declaró que el goce efectivo de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales dependía en gran medida de las condiciones sociales en 
un momento de terminado. Había considerable diferencia entre el reconocimiento por 
un Estado de los derechos humanos y el propÓ6itO de prOmOVerlOS, por una parte, y 
su goce efectivo, por la otra, que dependía primordialmente de la conciencia 
pública de esos derechos y libertades , así como del desarrollo general. El Yemen 
Democrático era un Estado relativamente joven, establecido en 1967 en una región 
que anteriormente estaba caracteriaada por las relaciones y tradiciones tribales, 
pero que carecía de toda forma auténtica de organización legal o judicial. El 
nuevo rdgimen se había encontrado con una situación difícil, agravada por la 
escasez de recursos y la amenaza de intervención exterior, todo lo cual había 
suscitado enormes retos en muchas esferas, en pa,?ticular la aplicación de la ley y 
los derechos humanos. 

59. Refiriéndose a las cuestiones relativas a la posición jurídica del Pacto en el 
sistema jurídico de su país y a la medida en que el Pacto ofrecía protección 
jurídica, el representante declaró que las autoridades legislativas eran plenamente 
conscientes de las insuficiencias de la Constitución a 888 respecto y estaban 
tratando de dar al Pacto la fueraa de legislación nacional. 

60. Refiriéndose a las cuestiones relativas a la igualdad y la no discriminación, 
el representante sedaló que si bien la formulación de las d1sposfciones pertinentes 
en el artículo 35 de la Constitución y en otras leyes tales como el Código Civil y 
el Código de Procedimiento Civil diferían ligeramente de las contenidas en el 
párrafo 1 del artículo 2 del Pacto, no cabía duda acerca del claro propósito del 
legislador de asegurar la plena igualdad y de poner término a todas las formas de 
discriminación. En particular, en lo que concernía a los extranjeros, el 
artículo 25 del Código Civil disponía que los extranjeros y los apátridas gozaban 
de los mismos derechos civiles que los garantizados a los ciudadanos, excepto en lo 
relativo al dewcho a la propiedad de bienes, que estaba sujeto a ciertas 
condiciones fijadas por la ley. 

61. Con respecto a las preguntas relativas a la pena de muerte, el representante 
del Estado Parte señaló a la atención el artículo 65 del Código Penal, que disponía 
que la pena de muerte sólo había de imponerse por los delitos más graves y  había de 
ejecutarse sólo en casos excepcionales, cuando la protección de la sociedad así lo 
requería y cuando una pena de prisión no ofrecía esperanza Je verdadera reforma del 
condenado. Las penas de muerte requerían la aprobación del Presfdfum del Consejo 
Supremo del Pueblo, que podía otorgar el perdón o la conmutación de la pena, y 
además la pena de muerte no podía imponerse a los menores de 16 años (quienes, en 
virtud del articulo 30 del Código Penal gozaban de la conmutación automática de 
dicha pena por una pena máxima de 3 a 10 años de reclusión); por otra parte, la 
pena de muerte no podía aplicarse a la mujer embarazada. Los procedimientos que 
habían de seguirse con anterioridad a la ejecución de una pena de muerte se fijaban 
en el artículo 22 del Código de Prisiones. La legislaclón vigente eh el mome~A.0 
del juicio de las personas que participaron en los acontecimientos del 13 de enero 
de 1966 no prevelan el plazo de 30 días entre la fecha de la sentencia y la 
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aprobación de la sentencia por el Presidium, A las cinco personas que fueron 
ejecutaâas se les había aaao la oportunidad de recibir una visita de la familia 
antes ae la ejecución ae la pena ae muerte. 

62. Con referencia al artículo 14 ad Pacto, el representante declaró que la 
legislación vigente contenía diversas garantías para la independencia at3 los 
tribunales, en particular la prohibición de la injerencia en su trabajo y la 
obligación de gue los tribunales 81s guiarb exclusivamente por la ley. Los jueces 
eran elegidos por un pla20 ae cinco aáíost a nivel ae distrito, eran elegidos por 
los consejos locales. Este era uno as los aspectos que se estaba examinando en el 
reexamen actual con miras a introaucir posibles reformas. La Constitución 
garantizaba la asistencia letrada a toaas las personas que no pudieran permitirse 
los servicios de un abogado. La persona que encontrándose en esa situación fuera 
acusada penalmente poaía elegir su propio abogado, cuyos honorarios serían pagaaos 
por el Estado. 

63. La Constitucidn no preveía la posibilidad ae establecer tribunales 
especiales. Desde 1978 había un sistema legal unificado centrad0 en el Tribunal 
Supremo de la República, El Tribunal Supremo estaba integrado por tres secciones, 
a saber: una sección civil, una sección penal y una sección militar, que 
supervisaba los tribunales con jurisdicción sobre los cuerpos militares. Cada 
sección aplicaba un aistint0 grupo ae leyes, pero un cóaig0 Penal refunaiao que 
habría de terminarse en 1990 abarcaría finalmente las tres esferas. 

64. Refiriéndose a los artículos 12 y  13 del Pacto, el representante señaló que la 
entrada en el Yemen Democrático y la salida del mismo se regían por la Ley No. 28 
de 1969. La liberta8 de movimiento entre el Yemen Democrático y la República Arabe 
del Yemen estaba garantiaada y los nacionales ae ambos países que deseaban cruaar 
la frontera podían hacerlo simplemente presentando sus tarjetas de identidad. 

65. La Constitución garantizaba tanto la libertad de religión como la libertad de 
expresión. El Estado no inmiscuía en los asuntos religiosos y la legislación 
interna no estaba influenciada por el derecho islámico. Actualmente se estaba 
examinanao la posibilidad ae ampliar el alcance del derecho a la libertad de 
expresión y de promulgar nuevas meaiaas legislativas relativas a la propuesta ae 
crear algunos perióaicos más. 

66. En respuesta a las preguntas formuladas por los miembros del Comité sobre el 
artículo 25 del Pacto, el representante ael Estado Parte señaló la disposición 
contenida en el artículo 3 ae la Conatituciór ae que el Partido estaba encargado ae 
conducir el Estado y la sociedad. 

Observaciones ueneralea 

67. Los miembros del Comité dieron las gracias a la delegación bel Estado Parte 
por sus claras y francas respuestas a las preguntas que habían formulado y 
expresaron su satisfacción por el hecho de que ae había iniciado un diálogo 
constructivo entre el Gobierno del Yemen Democrático y el Comité. La voluntad ael 
Gobierno de cooperar con el Comité era evidente, así como su deseo ae avanaar en la 
adopción de políticas y prácticas que promovieran el goce de los derechos humanos. 

68. Si bien las respuestas ae la delegación habían ofrecido al Comité una mejor 
comprensión db la situación y habían ofrecido una imagen más clara de los 
problemas, 10s miembros del Comité consideraron que muchos problemas importantes, 
tanto jurídicos como prácticos, quedaban por resolver. Hicieron amplías 
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observeciones y  sugereucias a ese respecto, sei3alalad0, entrs otras cosaar que 
subsistían cuestione5 relativas a la posición jurídica %el pacto en el derecho 
interno en los ca808 en que estuviera en conflicto con la Constitución 0 el derecho 
ordinarios la no %iWriminación, especialmente respecto de las opiniones politicast 
la aplicación concreta del principio de igualdad %e derechos del hombre y la mujer: 
el derecho a la vida y la aplicación %e la pena de muerte] las con%iciones de la 
%etención y prisión; la tortura y los malos tratos de los presos políticost la 
in%open%encia de los tribunales8 la probable incompatibili%a% entre algunos 
articulo8 del Código Penal y los artículos del Pacto, en particular los 
artículos 18 y 19; la prohibición %e contactos con extranjerost la liberta% %e 
reunión y asociación) y el estatuto de las minorías. Acogieron complacidos la 
afirmación de que las observaciones del Comith ae transnitirían al Gobierno de la 
República Democratica Popular del Yemen y expresaron la esperanza de que en 8u 
próximo informe el Estado Parte estaría en condiciones de informar al Comite de que 
sus observaciones ae habían tenido en cuenta y ae habian seguido, y de que había 
aumentado el goce de los derechos humanos por la población del Yemen Democrático. 

69. El representante del Esta%0 Parta reiteró que toda8 las observaciones 
formula%as por los miembros del Comité se transmitirían a los drganos COmpetenteS. 

Sin %u%a el próximo informe sería más completo y no sólo conten%ría información 
sobre los aspectos administrativos, legislativos y de otro tipo, sino también 
estadísticas e información de otra indole con respecto al goce de los derechos 
humanos en la práctica. Dio las gracias a toaos los miembros del Comité por las 
observaciones y amables palabras pronunciadas acerca del Yemen Democrático y les 
deseó pleno éxito en su tarea. 

70. El Presidente expresó de nuevo el agradecimiento del Comité por la da%icación 
del Estado Parte en lo relativo al goce de los derechos humanos por la población 
del Yemen Democrático. El desarrollo y los derechos humanos iban juntos de la mano 
y no podían separarse. El problema del subdesarrollo no podía invocarse como 
excusa para el goce insuficiente de los derechos humanos, y ningún %esarrollo ara 
digno %e ea8 nombre a menos que fuera acompañado de la protección y promoción de 
los derechos humanos y da su goce por la población. De las preguntaa formuladas 
por los miembros Bel Comité también se %espren%ía que había una gran necesi%a% de 
difundir información relativa al Pacto y a las obligaciones asumi%as por el país, 
no sólo entre los funcionarios públicos y los órganos encargaaos Be adoptar 
decisiones sino también entra la población, que debía conocer sus %arechos. 

71. Por Último, al Presidente expresó los buenos deseos del Comité para el 
Gobierno y el pueblo del Yemen Democrático, y agradeció a la delegación su ayuda el 
Comité en el desempeño de las obligaciones que le asigna el Pacto. 

l ,  # . eoublicas Social6SCgg Sovía- 

72. El Comité examinó al tercer informa periódico da la Unión da Repúblicas 
Socialistas Soviéticas (CCPR/C/52/A%d.2 y 6) en sus sesiones 928a. a 931e., 
celebradas los días 26 y 27 da octubre de 1989 (CCPRICISR.928 a 931). 

73. El informa fue presentado por al representante del Estado Parte, quien señaló 
que %esda la terminación del documento se habían producido importantes cambios en 
relación con los derechos humanos. Como consecuencia da las amplias reformas del 
sistema político que se estaban efectuando, los ciudadanos tenían ahora la 
posibilidad da elegir a los candidatos que protegían sus derechos e intereses 
mediante eleccj.ones genuinamente democráticas. También se habían introducido 
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mejoras para garantizar la aut&iatica libre determinación de 20s pueblos que vivían 
en la Unión Sovikica. Uno de 20s principales cambios producidos habia sido 2a 
descentralización de2 poder estatal mediante la ampliación de 20s derechos y las 
responsabilidades, especialmente en la esfera económica, de las repúbibliaas de la 
Unión y de las regiones autónomas, así como de otros grupos de2 país. También se 
estaban examinando activamente proyectos de ley referentes a temas crucia2ea, como 
por ejemplo la propiedad privada y la propiedad de la tierra, con miras a promover 
la independencia económica y la iniciativa, tanto de 20s particulares como de las 
organizaciones, 

74, La falta de mecanismos eficaces para lograr la plena realiaaci¿n de 20s 
derechos civiles y políticos era una de las principales preocupaciones de2 
Gobierno. Se habían presentado al Soviet Supremo proyectos de ley relativos al 
derecho a ingresar en el país y a salir de 62, y a la libertad de la prensa y 
otros medios de comunicación de masas, Se estaban preparando leyes sobre el 
derecho de asociación y la libertad de conciencia y de cu2to, y tambidn se estaban 
aplicando medidaz para efectuar reformas judiciales. A este ÚXtimo respecto, ya 
se habían aprobado leyes sobre el estatuto de 20s tribunales, con miras a 
garantizar Pa independencia de2 poder judicial, y se había derogado el artículo 70 
de2 Código Penal. 

Marco constitucional Y jurídico dentro de2 cual nu&@n eiercw 20s derw 
enunciati on e pac 

75. En este contexto, 20s miembros de2 Comité pidieron que se aclarara la 
situación institucional y la composición de2 Comitd de Supervisibn Constitucional 
de la URSS y que se indicara si ese &-gano había comenzado sus actividadea; si se 
ocuparía de asuntos como la coherencia y compatibi2idad de la 2egis2ación con el 
Pacto; y qué relación había entre sus funciones y Xas funciones de2 Fiscal en 
cuanto a la supervisión de la observancia de 20s derechos humanos, En 20 que 
respecta a la legislacián sobre procedimientos de apelación ante 20s tribunales por 
actos iiícitos cometidos por funcionarios en contra de 20s derechos de 20s 
ciudadanos, 20s miembros preguntaron cuál era el significado preciso de la 
expresión “actos ilícitos”; cuáles eran 20s procedimientos para apelar de una 
decisión administrativa; si 20s ciudadanos podían interponer algún recurso contra 
medidas adoptadas para “garantizar la seguridad de2 Bstado”; y si 02 fiscal podía 
intervenir por propia iniciativa o sólo cuando se hubiera presentado una denuncia. 
También preguntaron cuáles eran las normas para celebrar referendost si dstos 
podían ser iniciados por particulares; y si se había celebrado algún referendo 
durante 20s últimos tres años. A este respecto, un miembro de2 Comit6 seiialó la 
necesidad de armonizar la expresión de 2a voluntad popular con lar medidas que 20s 
gobiernos estaban obligados a adoptar para garantizar 02 cumplimiento de las nonnaa 
internacionales. 

76. Observando que se habían producido cambios radicales en e2 país dentro de2 
marco de la nueva política de m y que las actuales reformar jurídicas 
parecían haber sido iniciadas por una muttiplicidad de órganos de la Unibn 
Soviética, 20s miembros de2 Comité pidieron que ae aclarase 2s situación de algunos 
de esos Órganos y de las leyes promulgadas por ellos. Preguntaron en particular 
qué órgano tenía la responsabilidad de introducir 2aa enmiendas y modificaciones 
finales en las leyes; cuá2es eran las funciones de las comisiones permanentes de 
las cámaras y de los comités del Soviet Supremo; y si 20s decretos del Comité 
Central del Partido Comunista tenían fuerza de ley. También se pidieron 
aclaraciones respecto de si la8 disposiciones del Pacto podían invocarse 
directamente ante los tribunales, y de cuáles eran los procedimientos oficiales 
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para verificar la compatibilidad de las leyes con la Constituci¿n y las 
obligaciones internacionales del pais. Se pidi asimismo información sobre la 
naturaleza y las actividades de asociaciones o grupos privados que trabajaban en 
pro de los derechos humanos, y sobre las medidas adoptada8 para promover una mayor 
conciencia de la opinión publica respecto de las disposiciones del Pacto, Los 
miembros del Comite preguntaron tambi& ei el Gobierno se proponía hacer la 
declaración prevista en el artículo 41 del Pacto y ratificar el Protocolo 
Facultativo. 

77. Respondisndo a las preguntas formuladas por los miembros del Comité, el 
representante del Estado Parte dijo que se preveía que el Congreso de Diputado8 del 
Pueblo estableciera en su reunidn de 1989 el Comite de Supervisión Constitucional. 
Los miembro8 de este Comité se eligirían de entre especialistas y expertos 
políticos y jurídico8 por un período de 10 años. Además del Presidente y 
Vicepresidente, estaría compuesto por 21 miembros, de loe cuales 15 representarían 
a las distintas república8 de la Unión. Sue funciones consistirían en determinar 
la constitucionalidad de las leyes y reglamentos promulgados por los órganos 
legislativos y normativos. Si el Comité dictaminara la existencia de alguna 
incompatibilidad entre una ley y Pa Constitución, informaría al órgano interesado 
de la necesidad de enmendar la ley del caso. Un dictamen de este tipo tendría 
efecto suspensivo. Aunque todavía no se le habia confiado expresamente la tarea de 
supervisar la conformidad de las leyes con los instrumentos internacionales, el 
Comité asumiría sin duda alguna esas funciones, El Comité de Supervisión de la 
Constitución se encargaría de supervisar la formulacik de leyes estatale8, en 
tanto que la Oficina del Fiscal se encargaría de garantizar el respeto de esas 
leyes. De este modo, las respectivas competencias de ambos Órganos estaban 
distribuidas racionalmente y no se superpondrían. 

78. Refiriéndose a las cuestiones planteadas en relación con la Ley de 1987 
relativa al procedimiento de apelación ante los tribunales en casos de actos 
ilícitos de un funcionario, el representante explicó que, habida cuenta de que 
dicha ley no se refería a quejas por decisiones adoptadas por órganos colegiados, 
se estaba trabajando en una nueva ley que permitiría que los ciudadano8 
interpusieran apelaciones por actos ilícitos de funcionarios, ya fuera como 
particulares o como miembro8 de órganos colectivos. La definición de "actos 
ilícitos" era bastante amplia y, en qeneral, un ciudadano podía presentar una 
denuncia ante los tribunales en relación con todo acto ilícito cometido por un 
funcionario respecto del cual no se hubiera previsto otro procedimiento. Los 
ciudadanos tenían ìa libertad de presentar denuncias por conducto de los tribunales 
administrativos o de los tribunales judicialea, sin embargo, las denuncias contra 
árganos superiores del Estado y del Partido se conocían sólo en los tribunales 
judiciales. La reqlamentación No. 77, emitida por el Fiscal General el 13 de 
noviembre de 1988, había revolucionado la forma en que se tramitaban las denuncias 
presentadas por los ciudadanos, especialmente las relativas a fallos ílicito8 de 
los propios tribunales. Loa ciudadanos también podían dirigirse a los comités 
sindicales para que protegieran sus derechos. Muchas de las comisiones del Soviet 
Supremo desempeñaban también un papel importante en el fomento de respeto general 
de los derechos humanos. 

79. Respondiendo a las preguntas relativas a la celebración de referendos en la 
Unión Soviética, el representante observó que se estaba preparando en esos momentos 
un proyecto de ley sobre el particular. En la actualidad, sólo se celebraban 
referendos locales, pero se estaba estudiando la posibilidad de celebrar referendos 
a nivel nacional por iniciativa del Congreso de Diputados del Pueblo e incluso por 
iniciativa popular. Sin embargo, debía tenerse presente la necesidad de proteger a 
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los grupos minoritarios y también era fundamental educar al pueblo, quer durante 
muchos õños, no había participado directamente en el proceso de adopción de 
decisiones polítleas. Por consiguiente, ae preveía que inicialmente 6610 se 
celebrarían referendos en las repúblicas y regiones, y en relaci6n aon cuestiones 
tales como la energía nuclear o el medio ambiente, con objeto de femiliarisar al 
pueblo con el procedimiento, No se había celebrado n9ng&n referendo hasta la 
fecha, pero se estaba generaliaaado el proceso de debate nacional de las 
principales leyes durante la etapa de su preparación. 

80. Con respecto a los progresos de la alasnoat (transparenaia), el representante 
del Estado Parte señaló a la atención, entre otras cosas, que se había modificado 
la forma en que se promulgaban los proyectos de ley y que la votación en grupo a 
mano alaada se había reemplaaado por un procedimiento en dos etapas. Los proyectos 
de ley se examinaban primero en una comisión, que los remitía luego al Soviet 
Supremo. Durante la segunda lectura se introducían múltiples variantes y 
modificaciones hasta tal punto que el proyecto inicial era apenas reconocible. 
Merecía señalarse asimismo en especial que la condicidn de las decisiones adoptadas 
por el Comité Central del Partido, que antes se adoptaban conjuntamente con el 
Consejo de Ministros y tenían fueraa de ley, se modificaría a fin de que en el 
futuro ya no tuvieran carácter normativo. 

81. Respondiendo a las preguntas relativas a la situación del Pacto en la 
legislación interna, el representante subrayó que la legislación civil soviética se 
basaba en la idea de que, en caso de que hubiera una discrepancia entre la 
legislación nacional y las disposiciones de loa instrumentos internacionales en que 
la Unión Soviética era parte, debían prevalecer estas últimas. Se estaba 
preparando una ley para incorporar los tratados internacionales ratificados por 
la URSS en la legislación interna. 

82. Refiri&dose a laS preguntas relativas a la prOmOCi¿n de una mayor conciencia 
de la opinión publica respecto de las disposiciones del Pacto y el Protocolo 
Facultativo, el representante observó que las revistas jurídicas contenían 
artículos y comentarios sobre ambos Pactos, pero que era necesario darles una mayor 
divulgación. Se estaba preparando un compendio de todo8 loa instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos , así como un programa de enseñaama sobre el 
Pacto. Además, se daría amplia publicidad en todo el país a las actas de las 
reuniones en las que el Comité había examinado el tercer informe peribdico de la 
Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas. 

, re detm 

83. Con respecto a esta cuestión, los miembro8 del Comité pidieron información 
sobre los factores y las dificultades que afectaban a la aplicacián del artículo 1 
del Pacto, en particular teniendo en cuenta la declaración hecha en el párrafo 39 
del informe, de que “han surgido fenómenos negativos y deformaciones” en la esfera 
de las relaciones nacionalea, y a la luo de lar diversas interpretaciones del 
artículo 72 de la Constitución. También pidieron que ae proporcionaran ejemplos 
concretos de medidas adoptadas para ofrecer posibilidades de realiaar laa 
aspiraciones culturales nacionalea, tal como se afirmaba en el párrafo 40 del 
informe. Además, se preguntó qué diferencias había entre las repúblicas soberanas 
y las demás unidades territoriales8 c6mo podía modificarse la condicián jurídica de 
un territorio para convertirlo en república 0 región autónoma; y cuáles eran las 
funciones de la Comisión de Relaciones entre Racionalidades. 
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84. Respondiendo a las preguntas formulada.9 por los miembros del Comité, el 
representante del Estado Parte subrayó el carácter delicado del problema de la 
nacionalidad en su país y observó que las relaciones entre los distintos grupos 
étnicos se habían agravado como consecuencia del empeoramiento de las condiciones 
de vida. Además, los grupos nacionales habían comenzado repentinamente a 
preocuparse por la pdrdida gradual de su identidad cultural, y tambidn h%Día 
resurgido el resentimiento por las deportaciones efectuadas durante el periodo 
estalinista de, incluso, grupos nacionales en su totalidad. Pese a que los 
violentos enfrentamientos entre Aaerbai j &n y Armenia, la tirantea en la región del 
Alto Kerabaj, los tr&gicos acontecimientos en Georgia y los múltiples problemas de 
las repúblicas bálticas eran causa de profunda preocupación, las autoridades 
esperaban que la promuQaciÓn de una ley sobre propiedad, que otorgaría títulos de 
propiedad a los grupos nacionales, constituyera el primer paso hacia una solución. 
Destacó que esos problemas tenían una gran carga emocional y que su solución 
dependía del restablecimieoho de la calma. 

85. Rn respuesta a las preguntas formuladas en relación con el artículo 71 de la 
Constitución, el representante dijo que la disposición que reconocía el derecho de 
toda república de la Unión a separarse de la Unión Soviética, había exacerbado los 
disturbios por causas nacionalistas, Se estaba estudiando ampliamente en el país 
el significado de @‘fe%eraciÓn” y todavía no había normas jurídicas que definieran 
al procedimiento por el cual las repúblicas podían ejercer su derecho a separarse 
de la Unión Soviética. Dichas cuestiones debían tratarse con mucha cautela dado 
que afectaban tambi6n a problemas de política internacional, tales como la 
modificaci& de fronteras. Permitir que cada parte constituyente de la federación 
amenazara la integridad misma del Estado t%mbfdn antraría en conflicto con la 
aplicación de los instrumentos internacionales de derechos humanos. 

86. Se estaba estudiando un proyecto de ley sobre la independencia económica que 
guardaba relación con las cuestiones de los idiomas y las nacionalidades. Se 
hsbian establecido comisiones para eetudiar los acontecimientos ocurridos en 
Georgia y la posibilidad de repatriar a la8 poblaciones deportadas a sus 
territorios nacionales. También había un proyecto de ley sobre el libre desarrollo 
nacional de los ciudadanos soviéticos que vIvían fuera de sus repúblicas nacionales 
o sus comunidades autónomas o que no tenían repúblicas o entidades autónomas dentro 
de la URSS. Habida cuenta de que los problemas de libre determinación o libertad 
de las nacionalidades solían entrañar conflictos religiosos, au solución también 
suponía la aplicación de formas democráticas de libertad de conciencia y asociación 
religiosa. 

87. Respondiendo a otras preguntas, el representante observó que las repúblicas de 
la Unión eran Estados soberanos cuya soberanía sólo podía ser limitada en 
condiciones muy precisas originadas en la necesidad de alcanzar objetivos 
nacionales y satisfacer las exigencias del conjunto de la población nacional. La 
nueva Constitución definiría los respectivos poderes de las repúblicas de la Unión 
y de la Unión Soviética; y 8e establecería una lista exhaustiva de Zas cuestiones 
que serían de la competencia de la Unión Soviética. Toda cuestión qne no figurara 
en la lista correspondería a la jurisdicción de las repúblicas de la Unión y de 
otras entidades. También se habían establecido comisiones en varias repúblicas 
para fomentar la conciencia política, tratar de reemplaaar el enfrentsmiento por el 
diálogo y el intercsmbio de opiniones, y determinar qué cuestiones permitirían que 
%e llegara a un% solución de transacción. Lamentablemente, la labor de dichas 
comisiones no era aún del todo satisfactoria y las leyes promulgadas por las 
autoridades en algunas repúblicas no siempre habien sido objeto de una reflexión 
adecuada y no reflejaban un espíritu de transacción. 
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88. Con respecto a este problema, los miembros del Comitd preguntaron al 88 había 
puesto fin oficialmente al esta80 de excepción decretado en la regibn autbaoma del 
Alto Karabaj y en el distrito de Agdarn de la 868 de Aserbaijén, tal COMO ae había 
notificado con arreglo al párrafo 3 del artículo 4 del Pacto, el 13 de octubre 
de 19881 también pidieron que se suministrara información sobre lae consecuencias 
del estado de excepción para el ejercicio de los derechos garsntiaados por el Paoto. 

89. El representante del Estado Parte respondió que el objeto del estado de 
excepción, decretado el 21 de septiembre de 1988 en la región autbnoma del Alto 
Karabaj era proteger a la población, y que su aplicación no suponía ninguna 
discriminación que pudiera constituir una violación del Pacto. Se esperaba poder 
suprimir el toque de queda en un futuro cercano. Dado que el estado de excepci6n 
era un fenómeno nuevo y que algunos de aus aspectos carecian de definición 
jurídica, el Soviet Supremo estaba estudiando las disposiciones jurídicas 
pertinentes para armonizarlas con las de los instrumentos internacionales de 
derechos humanos. 

. La no discriminación v la zuualdad de los s~KQS 

90. Con respecto a esta cuestión, los miembros del Comitd preguntaron si el 
artículo 34 de la Constitución estaba en plena conformidad con el párrafo 1 del 
artículo 2 del Pacto. También pidieron información adicional sobre la labor, las 
funciones y la eficacia de los Consejos de Mujeres y del Comitd de Mujeres 
Soviéticas, así como sobre las medidas adoptadas para garantiaar los derechos y las 
libertades de las personas que no fueran ciudadanos sovitkicos y que residieran en 
la Unión Soviética. 

91. El representante del Estado Parte reconoció que el artículo 34 de la 
Constitución no se refería a la no discriminación por motivo8 de opihión política, 
pero afirmó que era ahora posible que se modificara ese artículo, dado que, en la 
práctica, no existía dicha discriminación. Los Consejos de Mujeres y el Comit6 de 
Mujeres Soviéticas se habían establecido para prestar asistencia a las fsmiliar, y 
también trabajaban en la preparación de leyes sobre la protecci6n de la mujer y la 
salud. La URSS no tenía una ley concreta sobre los derechos y obligaciones de los 
extranjeros, pero había cláusulas en la Constitución y en la legislación laboral 
que se referían específicamente a los extranjeros. 

E.l derecho a la vida 

92. Con respecto a esa cuestión, los miembros ael Comité preguntaron con qui 
frecuencia y por qué delitos ne había impuesto y aplicado la Pena de muerte desde 
que se examinara el segundo informe periódico de la Unión Soviética) en qu& estado 
se encontraba actualmente el estudio de la posibilidad de reducir sustancialmente 
la aplicación de la pena capitalj si se había considerado de algún modo la 
posibilidad de abolir la pena de muerte; qué normas y reglamentos regían el uso de 
las armas de fuego por la policía y las fuerzas de seguridadt si se habían 
registrado violaciones de esas normas y, en caso afirmativo, qué medidas se habían 
adoptado para evitar que volvieran a producirrol y qué medidas se habían tomado 
para proteger el derecho a la vida contra el riesgo de un desastre auclear y la 
contaminación ambiental. Además, con respecto a los trágicos acontecimientos de 
Tbilisi, se preguntó qué medidas se hsbíah adoptado para evitar su repetición y con 
qué acciones se había complementado el informe presentado por la comisión de 
investigaciones al Soviet Supremo de Georgia. 
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93, El representante del Estado Parte respondió que la pena de muerte SÓlO se 
imponla por delito8 grave8 y que hacía varios dos que esteba disminuyendo el 
número de ejecuciones. Además, aunque la m&yoría de la población estaba a favor de 
mantener la pena capital, el número de delitos susceptibles tie recibir esa pena se 
reducía constantemente, Era posible que en el fr?turo sólo 88 aplioara a ca808 de 
traición, espionaje, terrorismo, sebotaje, asesinato con circunstancias agravante8 
y violación de menoree. No podía aplicarse la pena de muerte a la8 mujeres 

embarazadas, y un proyecto de ley reciente prohibiría la aplicación de esa pena a 
menores y A las persona8 que hubieran cumplido los 60 dos en el mOment0 del 
juicio. El uso de la8 armas de fuogo por las fueraas de seguridad, especialmente 
la policía, estaba 'reglamentado especialmente por un decreto del Presídium del 
Soviet Supremo dictado el 7 de julio de 1973. En los casos excepcionales en que 
los miembro8 de las fueraas del orden utilizaban arma8 ilicitamente, los 
responsables recibían penas severas. En relación con los trágicos aCOnteCimientOS 
de Tbilisi, el representante subrayó que el Gobierno estaba tratando de determinar 
las circunstancias en que se habían producido los hechos a fin de extraer las 
conclusiones necesarias y adoptar medidas para evitar su repetición. El Congreso 
de Diputado8 del Pueblo había establecido una comisión de investigaciones, y tanto 
la Gficina del Fiscal General como la Oficina de la Fiscalía Militar participaban 
en la supervisión de las investigaciones. 

94. Respondiendo a otras preguntas, el representante afirmó que la tragedia de 
Chernobyl h&bfa tenido consecuencias extremadamente grave8 para la salud de la 
población. Después del incidente se había creado una Comisión Estatal para la 
Protección de la Naturaleza y se había constituido un Comité en el Pre8ídiWn del 
Soviet Supremo para ocuparse de la protección ambiental. Se habían realizado 
inspecciones de todas las centralos nucleares y se había clausurado la central de 
Yerovan debido a que se encontraba en una región sísmica, Aurqiie la legislación no 
contenía ninguna disposición específica para la protección de la pobltción y el 
medio ambiente contra errores que los pusieran en peligro, diversa8 cláusula8 de 
los código8 penales de varias repúblicas especificaban la reeponsabilidad de los 
directores y, de hecho, 86 habían aplicado esa8 cláusulas a los encargado8 de la 
central de Chernobyl. Se estaba estudiando en eaos momento8 un proyecto de ley que 
definiría la8 responsabilidades y aumentaría los sistemas de seguridad y protección 
en esas instalaciones. 

v la sea-es v el tw de los -0s Y 
gtros detenidos 

95. Con respecto a esta cuestión, los miembros del Comité preguntaron cuáles eran 
las principales diferencias en los regímenes carcelarios aplicados en las "colonias 
peaalea", "colonias de rehabilitación por el trabajo" y "colonias de formación 
laboral", y preguntaron si los detenidos conocían las Regla8 Mínimas para el 
Tratamiento de Reclusos y el Código de Conducta para funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley, si tenían acceso a ellos, y si estos instrumentos se 
aplicaban en las colonias. Además, pidieron mayor información sobre la aplicación 
práctica de do8 disposiciones pertinente8 del Comité Central del PCUS, de fecha 
20 de noviembre de 1986 y 4 de junio de 1987, especialmente con respecto a los 
recursos disponibles en caso8 de detención ilícita, y a las disposiciones adoptadas 
para la supervisión de prisiones y otros lugares de detención. Los miembros del 
Contité también pidieron información sobre la Orden No. 9 del Fiscal General de la 
Unión Soviética, de 'echa 19 de febrero de 1988, y sobre su aplicación; sobre los 
períodos máxrmos de detención preventiva y de detención policial; sobre las 
condiciones y la duración de la reclusión solitaria; sobre los órganos facultados 
para enviar a colonias de rehabilitación por el trabajo a personas condenadas por 
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primera veas y sobre quidn determinaba si una persona era o no un roincidento 
peligroso, Preguntaron adem6s si la detenaión en una aoloaia de rehabilitacidn por 
el trabajo podía imponerse mediante orden adminietrativa# quidn era responsable de 
la inspección y supervisión de las diversas colonias da reclusióna y cuiP era el 
procedimiento para recibir e investigar las quejas de los detenidos. 

96. Respecto de las prácticas y reglemeatacionos psiquidtriaas, los miembros del. 
Comité preguntaron qu8 progresos se habían aloanaado en la prevenaibn de los abusos 
y.errores cometidos en la esfera psiqui6trioa desde la adopaión de la disposición 
sobre las condiciones y el procedimiento que rigen la prestación de ayuda 
psiquiátrica) si una persona internada en un hospital psiquikriao tenía la 
posibilidad de apelar1 si las autoridades sovidtioas se proponian introducir un 
examen continuo de los historiales de los pacientes; si la responsabilidad Penal 
por el internamiento injustificado de una persona en un hospital psiqui6triCO sÓl0 
se aplicaba a quienes habian dadt la orden de internamiento indebidamente o también 
a los encargados de mantener a la pwsona en el hospital deepuh de su 
internemiento) y si el personal de los hospitales psiqui&triaos que habían estado 
anteriormente bajo la autoridad del Ministerio del Interior seguiría trabajando 
bajo la autoridad del Ministerio de Salud Pública, Se pidieron asimismo 
aclaraciones acerca de las alegaciones de que las personas que habían presentado su 
candidatura contra los candidatos oficiales en las elecciones de 1989 habían sido 
internadas en un hospital psiquiátrico. 

97. El representante del Estado Parte respondió que loa delincuentes eran objeto 
de diferentes regímenes de reclusión en función de su personalidad y de la gravedad 
del delito cometido. Las mujeres sólo podían ser enviadas a colonias de 
rehabilitación por el trabajo por fallo de un tribunal. Los tribunalea eran los 
únicos órganos responsables de determinar si una persona era o no un reincidente 
peligroso. Aunque aun no habia sido posible aplicar exactamente las Reglas Mínimas 
para el Tratamiento de los Reclusos, la Unión Sovikica trataba constantemente de 
adecuar en mayor medida aus regímenes carcelarios a las normas internacionales. 
El Ministerio del Interior había publicado recientemente una guía para la policía y 
los funcionarios de las prisiones sobre las normas internacionales de derechos 
humanos? además, as habían modificado las reglamantaciones internas aplioables a 
los presos. La responsabilidad de la superviaibn de los lugares de detencf¿n 
preventiva y  de otra índole incumbia al Procurador General y sus subordinados. La 
reclusión solitaria ue aplicaba solamente en colonias de rehabilitación por el 
trabajo en condiciones especiales y por un mkimo de un aíío. Además. se había 
introducido un nuevo sistema para los presos que deseaban presentar quejas por el 
trato que recibían, que consistía en depoeitar lar quejas en una caja especial que 
se enviaba directamente a la oficina del fiecal local, Deede 1985, el n&nero de 
condenoe a prisión se había reducido en un 45% 

98. Respondiendo a otras preguntae, el representante dijo que toda detención debía 
ser puesta en conocimiento de la oficina del fiscal dentro de las 24 horae y que 
éste decidía luego, en el cureo de las 48 hora8 siguientes, si se procesaría o se 
dejaría en libertad al detenido. Esta oficina tambiin tenía la obliqacibn de 
asegurar que lae detencionee ee efectuaran en estricta conformidad con la ley y 
sólo cuando fuera absolutamente necesario. En la actualidad, un eoepechoso no 
tenía derecho a defensa letrada hasta una veo efectuada la investigacidn 
preliminar, pero ee esperaba que en breve el Soviet Supremo aprobara una propuesta 
que permitiera que un abogado representara a un sospechoso en una etapa anterior 
de los procedimientos. El período máximo de detención antes del juicio era de 
dos meses, pero podía prorrogarse hasta un máximo de nueve mesea, a discreción de 
las fiscalías superiores. Sólo 8% podía mantener a una persona en detención 
administrativa dura;lte tres horas. 
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99. Ret3p0nait3na0 a las preguntas formuladas en relación con el tratamiento 
psiquiátrico, el representante subrayó que dicho tratamiento podía aplicarse ahora 
solamente con permiso del paciente oI en caso de personas con incapacidad mental y 
menores de 16 asos, de la familia del paciente o su representeate jurídico. Podían 
mantenerse recluidos a los pacientes contra su voluntad si ésto8 COnStituían un 
peligro para sí mismos y para los demás , en cuyo caso era el psiquiatra jefe del 
establecimiento interesado quien adoptaba la decisión. Lae reglamentaciones del 
6 de enero de i988 daban a los pacientes psiquiátricos la oportunidad de apelar de 
su detención ante autoridades médicas superiores y directamente ante los 
tribunales. Desde marso de 1968, era un delito penal enviar a uno. persona sana a 
un hospitaJ. psiquiátrico. No sólo dar la orden de internsmiento sino tambidn eP 
internamiento en sí constituían un delito grave. Un estudio exhaustivo había 
demostrado que no existían ya casos de ese tipo. 

100. Se estaban dedplegando’grandes esfueraos p:lra garantizar que la nueva 
disposición se aplicara adecuadamente, incluso con la ayuda de instituciones 
psiquiátricas y expertos extranjeros. Todo paciente, o su familia o un abogado, 
podían presentar una queja a un instituto médico superior o a íos tribunales. 
También se había establecido un servicio especial, constituido por psiquiatras 
jefes con funciones de supervisión y control, para determinar, entre otras cosasr 
si el internamiento en institutos psiquiátricos era realmente necesario, LOS 
diputados de los Soviets populares y los comités ejecutivos también se encargaban 
de supervisar el tratamiento de los pacientes psiquiátricos, proteger aus derechos 
e intereses legítimos, y garantizar que, cuando fuera posible, ae reinsertaran en 
una vida normal. Los miembros del personal de los hospitales psiguiátricos que 
estaban previamente bajo la autoridad del Ministerio del Interior debían obtener 
ahora la capacitación neceaaria, en cada caso particular, para actualiaar sus 
aptitudes. Las alegaciones relativas a la detención ilegal en hospitales 
psiquiátricos de personas que habían participado en las elecciones recientes habían 
sido objeto de investigaciones y ae había establecido que dichas personas habían 
sido hospitalizadas por raaones perfectamente válidas que no tenían nada que ver 
con au8 opiniones políticas ni con la campaña electoral reciente. 

, E;I derecho a un iuicio con las debidas wrantaas 

101. En relación con esta cuestión, los miembros del Comité pidieron mayor 
información sobre la aplicación efectiva de la amplia reiorma judicial; sobre Pea 
medidas que se habían tomado para garantizar que los juicios fueran auténticamente 
publico8 y estuvieran abiertos al publico y a la prensa local y ext.ranjera; y sobre 
el sistema gratuito de asistencia jurídica ae la Unión Soviética. Además, se 
preguntó si todavía era necesario que un miembro del Partido Comunista fuera 
designado jueo; quién pagaba los sueldos ae los jueces; cómo afectaría la reforma 
judicial a los abogados; si era necesario que un abogado fuera miembro de una 
asociación profesional para estar autorizado a practicar su profesión: y si el 
concepto de “legalidad socialista” se mantendría y era compatible con los esfuerzos 
por promover el imperio de la ley. 

lC2. El representante del Estado Parte respondió que, aunque el proceso de reforma 
judicial todavía ae encontraba en sus primeras etapas, ya se habían adoptado varias 
medidas importantes, especialmente con respecto al estatuto de la judicatura. Por 
ejemplo, s¿10 el Fiscal General de la URSS o de las repúblicas estaría facultado en 
el futuro para presentar cargos contra un juez, y no bastaría la existencia de 
pruebas suficientes. Del mismo modo, a fin de asegurar que los jueces fueran 
verdaderamente independientes y estuvieran libres de ia influencia de la policía, 
se habían introducido cambios importantes en el sistema de elección de los jueces 
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de los tribunales populares y también se preveían medidas para mejorar el nivel de 
idoneidad de los encargados de administrar la justicia. Otra medida adoptada para 
garantizar el derecho a un juicio con las debidas garantías era el aumento del 
número de jueces y del número de asesores del pueblo para casos penales complejos. 

103. Los jueces recibían un sueldo fijo pagado con cargo al presupuesto del Estado 
a través del Ministerio de Justicia. No eran necesariamente miembros del Partido 
Comunista y se les exigía que administraran la justicia sobre la base exclusiva del 
derecho, sin tener en cuenta consideraciones políticas de ninguna índole. Todo 
intento por parte de un juea de pronunciar fallos sobre la base de una directrilt 
del Partido equivaldría a una injerencia en el proceso jurídico y violaría la 
legislacidn pertinente y la constitución. Los abogados del país estaban 
organizados en colegios, que eran asociaciones profesionalee independientes que 
funcionaban sobre la base de la autogestión. LOS colegios eran responsables de la 
aplicación del Código de Conducta relativo a los derechos y deberes del abogado. 
La remuneración de los abogados estaba sujeta a las reglamentaciones adoptadas por 
el Ministerio de Justicia, pero había una considerable diferencia entre los 
honorarios mínimos y m&cimos que podían solicitarse por cada caso particular, 
En muchos casos se prestaba asistencia letrada gratuita, como por ejemplo en 
controversias laborales, reclamaciones de indemnización por daííos a la salud, 
quejas relativas a pensiones, quejas relativas a errores de empadronamiento 
electoral, y casos penales en los que podía demostrarse que la persona interesada 
no podía pagar. La ley exigía que los juicios fueran públicos y abiertos a todas 
las personas interesadas, incluidos representantes de la prensa local y 
extranjera. Sólo podían justificarse los juicios a puerta cerrada por fasones 
graves. No había contradicci6n entre el concepto de legalidad socialista y los 
actuales esfuersos por establecer la supremacía de la ley. Ese concepto era 
aplicable a todos los tipos de sociedad, ya fuera Capitalista 0 social.ista, si por 
supremacía de la ley se entendía un rdgimen que garantiaara los derechos y 
libertades de los ciudadanos y promoviera los valores humanos universales. 

. , , La libertad de cm Y la wn de w 

104. Con respecto a este tema, loa miembros del Comité pidieron que ae 
proporcionara información detallada sobre lo establecido en el Decreto del Consejo 
de Ministros de fecha 26 de agosto de 19661 aobre la aplicación del derecho de toda 
persona a salir de cualquier país, incluso del propio; y sobre loa criterios que se 
utilizaban para prohibir la salida. Concretamente, preguntaron cuál era la 
autoridad competente para tomar eaa decisión1 quá recura08 podían interponerse para 
apelar) si se proyectaba la revisión del Reglamento de 22 de septiembre de 1970, 
modificado por el Decreto de 26 de agosto de 1966; cuánto tiempo demoraba la 
tramitación de una solicitud presentada por un ciudadano soviético para salir del 
país, si se tenía en cuenta la opinión política de un solicitante al conceder el 
permiso para entrar en el país o salir de dl; si se preveía la eliminación del 
reqUiSit0 de la invitación; si la reunión de familia seguía siendo la condición 
para obtener el permiso de abandonar el país; si, en virtud de la nueva 
legislación, todas las personas podrían, en principio, salir del país, o ai. por el 
contrario, nadie podría salir sin autoriaación expresa; si eae derecho ae 
garantizaba a todos sin discrfminaciów si las nuevas normas podrían aplicarse 
retroactivamente a quienes hubieran presentado una solicitud de salida antes de la 
entrada en vigor de la nueva ley) y si se autorizaría el regreso de los exiliados 
politices y de las personas que hubiertn emigrado legalmente. Se pidió también 
información detallada sobre el significado de la expresión “asguridad del Rstado” y 
sobre la forma en que ésta se interpretaba en la práctica. Los miembros del Comité 
también preguntaron si se aplicaban algunas limitaciones a la libertad de 
circulación o residencia de los ciudadanos soviéticos dentro de la URSS. 
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105. El representante del Estado Parte respondió que, en virtud del Decreto de 
agosto de 1966, que había simplificado los procedimientos de solicitud, todas las 
personas, nacionales o extranjeras, podían entrar en la URSS o salir de ella por 
asuntos privados, sin discriminación alguna. Los ciudadanos sovi&icos podían 
salir del paía temporalmente por invitación de parientes 0 amigos y podían, a su 
ven, invitar a tales personas a que los visitaran en la URSS. Se habían levantado 
todas las restricciones impuestas a la salida del país cuando la mayor parte de los 
familiares cercanos del solicitante permanecían en la URSS. Sin embargo, la 
autoriaacfón para salir del país estaba sujeta al cumplimiento de obligaciones 
familiares y de otra índole, Las raaones por lae cuales ae había rechaaado una 
solicitud se comunicaban al solicitante por escrito. Los ciudadano8 podían ahora 
conservar au8 pasaportes despu de regresar del extranjero) tenían el derecho de 
trabajar en cualquier parte de la URSS excepto en el ca80 de restricciones 
territoriales aecundariaa, y podían elegir libremente au lugar de residencia. 
El Gobierne había emprendido la revisión de un elevado nirmero de solicitudes de 
visado de salida rechaaadas y, en la mayoría de los ca80ar concedió los visados; 
algunos caso8 estaban pendiente8 porque los solicitantes toaavía estaban sujetos a 
la restricción relativa a los secretos de Estado, 

106. Respondiendo a otras preguntas, el representante aij0 que no podían invocarse 
las opiniones políticas para impedir que una persona saliera del país. Para las 
personas que han tenido acceso a secretos de Estado, el proyecto de ley que 88 
estaba preparando sobre la entrada en la URSS y la salida de ella seguiría 
estipulando un límite ae cinco años a las restricciones que podían imponérseles. 
Esta nueva ley estaba en consonancia con el artículo 12 del Pacto y se aplicaría 
retroactivamente, como todas las disposiciones jurídicas que fomentaban los 
derechos de los ciudadanos y mejoraban sus condiciones de vida. 

Rl derecho a la vida vrivada 

107. Con respecto a esta cuestión, los miembros del Comité pidieron mayor 
información sobre la8 medidas adoptadas, de conformidad con la Ley del Soviet 
Supremo de la URSS de 30 ae junio de 1987, para fortalecer la libertad ante toda 
injerencia arbitraria en la vida privada, el domicilio y la correspondencia, y 
sobre las leyes y prácticas relativa8 a la compilación y salvaguardia de datos 
personales. A este último respecto, tambi%n 88 preguntó si la informac& 
incorrecta, 0 recogida 0 elaborada ilegalmente, poaía corregirse 0 eliminarse. 

108. El representante del Estado Parte respondió que, aunque la Constitución y la8 
leyes de la Unión Soviética ya contenían disposiciones que garantiaaban el derecho 
a la vida privada, así como la inviolabilidad del domicilio y  de la 
correspondencia, el Gobierno había decidido fortalecer la protección del derecho a 
la vida privada mediante la introducción de cambio8 básicos ea el C4digo Penal y en 
la Ley de Enjuiciamiento Penal, a fin de tener en cuenta las posibilidades que las 
nuevas técnica8 ofrecían para la investigación 0 la instrucción. Los me¿lios de 
información también estarían sujeto8 a sanciones por violación del derecho a la 
libertad privada mediante calumnias. La8 leyes y reglamentos actuales castigaban 
la violación ael carácter confidencial de la información médica, así como la 
revelación sin autorización ae cierto tipo de información personal. También se 
preveía la adopción de reglamentos sobre el uso de la información personal recogida 
y clasificada mediante computadoras. 
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. ibertad de relizion v de e la w an favor da 
la ouerra v de la bitación al odio & v rW 

109. Con respecto a estas cuestiones, los miembro8 do1 Comitd pidieron información 
sobre las restricciones, si las hubiera, impuestas al dereaho de loe padres a 
asegurar la educación religiosa de sus hijos1 sobre la libertad de reunión y de 
asociación de las comunidades religiosas; y sobre la utilización Be loa lugares de 
culto y la publicación de documentación religiosa. Tambidn preguntaron cuál era la 
condición jurídica y la situación de los objetores de conciencias OÓlnO se 
garantizaba el derecho a buscar , recibir y transmitir información e ideas de todo 
tipo) cuál era la situación actual del proyecto de ley sobre la libertad de 
conciencias si, habida cuenta de la introducción del proyecto de ley y de las 
reformas previstas de la legislación penal, había planes para eliminar totalmenta 
los delitos de "propaganda antisovidtica" y de %alumnia antisoviética"r si 88 
consideraba que la parte introductoria del artículo 50 de la Constitución daba un 
alcance limitado o amplio al derecho de libertad de erpresión~ si el lOVi& Supremo 
estudiaba la posibilidad de promulgar una ley de la prensa yI en ca80 afirmativo, 
cuáles serian sus características. 

110. Además, se preguntó si el proyecto de resolución sobre libertad de conciencia 
seguiría exigiendo que 8e registraran las actividades religiosas y seguiría 
estipulando la aplicación de severas pena8 a las personas que participaran en 
actividades religiosas sin haber obtenido autorización previa1 si todavía había 
comunidades religiosas no regishradas o no autorizadas; qué podían hacer dichas 
comuniaades para legalizar su situación; y si 88 legaliaaría la Iglesia Católica 
ucraniana. 

111. Respondiendo a las preguntas de lo8 miembro8 del Comit6 relacionadas con la 
libertad de religión, el representante del Rstado Parte reCOnOCi6 que la 
legislación vigente todavía no era satisfactoria, Bn la práctica, ein embargo, no 
había limitaciones reales, Un gran número de edificios, por ejemplo, habían Vuelto 
a funcionar como lugares de culto y se utilizaban frecuentemente. Según el 
proyecto de ley sobre la libertad de culto, toda persona podría elegir con plena 
libertad su actitud respecto de la religión, dar la educación religiosa que deseara 
a sus hijos, y gorar de la libertad de conciencia dentro de 108 límite8 impuestos 
por el orden publico y la moral y la salud públicas. El registro de la8 
comunidades religiosas todavía era obligatorio, pero una comunidad no registrada 
también podía celebrar servicios religioso8 en forma normal sin verse obligada, en 
la práctica, a pagar ni siquiera la multa zimbólica de 50 rublos. La única 
cuestión pendiente en esta esfera 8e relacionaba con el reconocimiento de la 
Iglesia Católica ucraniana - la Iglezia thiiata - que planteaba delicado8 problemas 
respecto de las relacione8 de las distintas confesiones entre rí. La8 autoridadea, 
que tenían razón de temer la exacerbación de la8 divergencia8 y la8 perturbaciones 
sociales que podían generar, estaban vigilando la situación de cerca y haciendo 
todos los esfuerzo8 posible8 para favorecer el acercamiento de la8 diversaz parte8 
interesadas. Los objetores de conciencia por motivo8 religio808, que era el hico 
grupo reconocido por la ley, tenían la libertad de cumplir 8u servicio en cuerpos 
no militares, como por ejemplo en loz servicios médico8 o de ingeniería civil. 

112. Respondiendo a otras preguntas, el representante dijo que 8e preveía un 
proyecto de ley sobre el derecho a la libertad de prensa que incluiría conceptos 
sumamente progresistas y exigiría que los funcionarios del Gobierno proporcionaran 
informeción a los medios de difusión. Se prohibiría explícitamente la censura y 
las restricciones se limitarían a la prevención de abusos. La "propaganda 
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antisovidtica" y "calumnia antisovi&.ica" 88 definían actualmente, de conformidad 
con la decisión de 8 de abril de 1989, como una incitacida a derrocar por la fueraa 
el Estado o el orden sovikico. 

oar en la direcc ión dc 

113. Con respecto a este tema, los miembro8 del Comitd preguntaron cudles eran los 
principales csmbioa introducido8 por los nuevo8 estatutos de loa sindicatos 
aprobados en 1987) si 88 había promulgado el proyecto de ley sobre los derechos de 
los sindicatos; cuál era el número total de trabajadores sindicados en la URSS y 
que porcentaje de la fueras de trabajo pertenecía a los sindicatos; si los 
trabajadores agrícolas estaban sindicados) ei loe miembro8 de 108 sindicatos debían 
ser miembros del Partido Comunista; si se necesitaba autoriaación estatal para 
establecer un sindicato) si las autoridades preveían la abolición de la 
autorización obligatoria para organiaar una manifestaciónl si los detenidos perdían 
su derecho de voto) y si había planes para extender el sistema de elecciones por 
distritos con mandatos múltiples a otro8 distritos electorales. Adembsr se pidió 
mayor informacibn respecto de la rsglamentacidn de las manifestaciones y la 
influencia del Partido Comunista sobre loa sindicatos. 

114, El representante del Estado Parte explicó que las enmienda8 introducidas en 
loe estatuto8 de los sindicatos aprobado8 en 1987 eran 8UperfiCiale8 y tendían 
sobre todo a adaptar 8808 estatutos a las nueva8 leyes relativa8 a las empresas del 
Estado y a los colectivos de trabajadores, Sin embargo, la Confederación de 
Sindicatos estaba preparando un importante proyecto de resolución para ampliar los 
derechos de los sindicatos. Rl número total de trabajadores sindicados en la Unión 
Soviética era de más de 100 millones. LOS sindicatos desempefiaban un papel activo 
e independiente en el país y BU establecimiento no estaba reglamentado por el 
Estado. El Partido Comunista ejercía sin duda influencia sobre loa sindicatos, 
pero los dirigente8 sindicales no eran necesariamente miembro8 del Partido. 
Se requería autoriaación para organiaar manifestaciones o desfiles sólo cuando se 
celebraran en un lugar publico. En el futuro, era probable que la8 autoridades 
sólo exigieran que 88 suministrara información respecto del lugar y  la hora de la 
manifestación prevista. Se estaba estudiando un proyecto de ley para introducir el 
sistema de distritos electorales con mandatos múltiple8 en la8 elecciones a los 
Órgano8 locales y a loa drganos de la8 repúblicas de la Uni6n. 

, de las oerw oue nerm a las 

115. Con respecto a esta cuerrtión, 108 miembro8 del Comit¿ preguntaron si existían 
factores y dificultades especiales en relación con el disfrute efectivo por la8 
minoría8 de los derecho8 que le8 correspondían en virtud del artículo 27 del Pacto. 

116. El representante reconoció que los problemas que tenían la8 minorías respecto 
de la propiedad de la tierra y la explotación de los recur8o8 de la tierra eran muy 
reales y constituían una amenasa para 8u modo de vida, e incluso para 8u propia 
existencia. Sin embargo, el Congreso estaba examinando activamente esta cuestión y 
ya había presentado un proyecto de ley en el que 88 establecían 108 derechos de las 
minorías y 8e estipulaba la obligación del Estado de proteger su cultura, lengua y 
modo de vida. 
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117, Los miembros del Comitd expresaron i3u reconocimiento a los representantes del 
Estado Parte por su cooperación durante la presentación del tercer informe 
periódico de la URSS y por haber participado en un debate eatimulatate. I3.l informe 
era satisfactorio en todos loe aspectos y muy completo. Ademda, merecia especial 
mención la forma abierta y directa en que la delegación lo habia presentado. 
La delegación sovidtica tenía un nivel y una competencia excepcioaalesr y la 
presencia del Ministro de Justicia y de un miembro del Congreeo de Diputados del 
Pueblo había sido especialmente valiosa, Era evidente que lao autoridades habian 
hecho esfueraos notables para transformar a la URSS en un Estado de derecho y que 
se habian alcanaado grandes progresos en muchas esferas que habian suscitado 
preocupaciones durante el examen de los informes anteriorea, tale.9 como la 
protección del derecho a la vida, la independencia del poder judicial, la libertad 
de conciencia, el tratamiento de las personas internada8 en instituciones 
psiquiétricas, la libertad de circulación y la libertad de participar en 
actividades politicas, Al mismo tiempo, se obeervd que la Uni6n Sovidtiaa todavia 
tenia ante si una enorme tarea en la esfera de los derechos humanoa y debia hacer 
frente a problema6 y dificultades , sobre todo en relación con los derechos de la8 
nacionalidades) el trato de las minoriast la independencia del poder judicial; la 
libertad de religión, expresión, circulación y asociaciónr y el respeto a la vida 
privada. Los miembros del Comité también observaron que el actual proceso de 
rápido cambio entrafaba el riesgo de pasar de un extremo al otro, por lo cual, 
hicieron advertencias respecto del peligro de dar origen a nuevas formas de 
discriminación. Los miembros del Comite hicieron votos por que la Unión Soviitica 
tuviera enito en la aplicación de la política de oereatrsfka y exprenaron la 
esperanza de que cuando presentara 8u próximo informe periódico ya hubiera podido 
ratif f car el Protocolo Facultativo. 

118. El representante del Estado Parte dijo que el debate bebía sido sumamente 
enriquecedor para la delegación soviética, que habia adquirido considerables 
conocimientos que serian útiles en el futuro. Awguró al Comité que* aunque la 
tarea que debía realiaar el pais era enorme, se haría todo lo posible por llevarla 
a término. A au juicio, los resultados del diálogo celebrado con el Comfti eran de 
fundamental importancia para los pueblos de la Unión Sovikica. 

119. Al dar por concluido el examen del torcer informe periódico de la URSS, al 
Presidente observó que el Comité había recibido un gran caudal de información #obre 
el modo en que la Unión Soviética estaba cumpliendo las obligaciones que le 
incumbían en virtud del Pacto y estarás ahora en mejorar condiciones de comprender 
cómo protegía los derechos consagrados en ese instrumento, así como las 
dificultades con que tropezaba al respecto. Ningún otro informe periódico había 
puesto de manifiesto progresos compar&les. Era necesario ahora obrar 
cautelosamente para asegurar que la energía generada por la8 nueva8 fueraas que ae 
habían creado se orientara hacia el cumplimiento de los autánticos objetivos de 
derechos humanos. 
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120. ~1 Comité exeminb el segundo informe periédiao de Portugal (CCPWCI42IAdd.l) 
en su8 sesiones 934e. 8 937a., aelebr%%as los díae 31 de octubre y lo de noviembre 
de 1990 (CCPS/C/SS.934 a SR.937). 

121. El informe fue presenta%o por el representante del Sstado Parte, quien subrayó 
que Portugal hacía continuo8 esfuerzo8 para armonizar 8u propia legislacibn interna 
con los nuevo8 compromieoe internacionales, en particular coa loe resultantes de 8u 

adhesión al Pacto. Por ello, se había revisado una serie de disposiciones de la 
Constitución relativas a loe derechos fun%amentales, en particular las referente8 
al estatuto de los extranjeros, el acceso B 108 tribuuales, la reforma del poder 
judicial, eP derecho penal y el proceâimiento penal. Por otra parte, también se 
habían revisado el Código.Civil y el Código Penal. 

122. El proceso de preparación del informe había sido útil aomo medio de evaluar 
los progresos realizado8 en la aplicacibn del Pacto. El Ministerio de Justicia y 
el Ministerio de Relacione8 Exteriores habían cooperado en la reunión de 
información sobre cuestiones relacionada8 con loa derecho8 humanos y en las me%i%as 
de seguimiento adoptadas, 

. 

123. En lo que reSpeCt% a esta cuestión, los miembros del Comit6 deSeabau saber si 
el Ministerio Fiscal había interpuesto algún recurso ante el Tribunal 
Constitucional Be conformidad con lo dispuesto en el pèirrafo 2 del artículo 280 de 
la Constitución y, en ca80 afirmativo, con qud resultados: ai había habi%o alguna 
decisión de 108 tribunales sobre la situación de la8 normas y principio8 de derecho 
internacional respecto del derecho nacional ordinario y las dispoeiciones 
constitucionales; cuál era el significado de los tkminos “Befecho de petición y 
acción popular” que figuraban en el artículo 52 de la Constitución y si había 
entra80 en vigor el nuevo Código de Procedimiento Penal. Tambibn deseaban recibir 
información sobre Tos factores y laa %ificulta%es que influíasb eu au caso, en la 
aplicación âel Pactos las actividade encaminadas s promover una mayor conciencia 
del público en lo tocante a la8 disposiciones del Pacto y del Protocolo PaCult8tivO 
así como aobre las facultades, la independencia, las funciones y actividades del 
“Provedor de Justiga” (Mediador) en lo que respecta a ía aplicación del Pacto. 

124. Habida cuenta de la transferencia a China de la soberanía sobre Macao en 1999, 
loa miembros e*presaron 8u especial interés en conocer el marco jurídico en el que 
ae garantizaban los derecho8 humano8 en el territorio. En particular, deseaban 
saber si el Pacto era aplicable en Macao y en el archipiélago de las Azores y 
Madeira; si en los arreglos convenidos entre Portugal y China figuraba alguna 
%isposiclÓn relativa al mantenimiento %e los derechos civiles y políticos de la 
población de Macao y si el Pacto continuaría aplicándose en el territorio después 
de 1999. 

125. Al referirse a la condición jurídica del Pacto en el derecho ínternO, los 
miembros deseaban saber cuáles eran loa mecanirmos utiliaados por Portugal para 
armonizar las disposiciones del Pacto y el derecho interno; ai las personas podían 
invocar directamente la8 disposiciones Bel Pacto ante los tribunales; si el derecho 
de petición y acci5n popular previsto en el artículo 52 de la Constitución se 
refería a alguno de los derechos previstos en el Pacto y si el Tribunal 
Constitucional estaba facultado para adoptar decis.f.ones en las cuestiones relativas 
a las obligaciones internacionales de Portugal. Los miembros también deseaban 
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recibir informacidn detallada acerca de la aomisión de derecho8 humauoe 
rocisntemonte establecida; el significado del concepto de “inconetituaioaalidad por 
acción”, consagrado en el artículo 278 de la Coaatitucióal la distinoión entre el 
Tribunal Supremo de Justicia y el Tribunal Constituoional~ el alcance y el 
significado del derecho a la información jurídica previsto en el artíoulo 20 de aa 
constitución y solicitaron una aclaracibn aceroa del derecho de lae personaab 
previsto en el artíaulo 21 de la ConetituCi¿n, “a resistir a oualquier orden que 
atente a eue derechos y libertades 0 geraakíae y a repeler pr;? la fUtWaa toda 
agresión cuando no sea posible reaurrir a la autoridad pública”. 

126. En eu respuesta a las preguntas hechas por los miembros del Comit6 en rela&& 
con Macao, la representante del Estado Parte eeaal6 que auu cuando el Paoto en sí 
no era aplicable en 888 territorio , algunos juristas portugueses aoneideraban qUeI 
en realidad, debía coneideraree aplicable, ya que los derechos en 81 previstos eran 
derechos de todas fas personas bajo administración portuguesa, En la práotiaa, 106 
residentes de Macao disfrutaban de un grado de proteccibn jurídioa igual al de 
otros ciudadanos portugueses porque la Conetituci¿n y la legielaci¿n del paie 
relativa a los derechoe báeicoe eran directamente aplicables. En una declaración 
conjunta de los gobierno8 de China y Portugal, China seaaló que uno de los 
principios que ee aplicarían en sl territorio despuóe de la transferencia de 
soberanía en 1999 sería el respeto de loe darechoe y las libertades actualee, tales 
como la libertad de erpresión, la libertad de asociación, el derecho a la huelga y 
la inviolabilidad del domicilio. Sin embargo, despucás de 1999 no se podría aplicar 
oficialmente el Pacto en el territorio. Por otra parte, el Pacto era aplioable al 
archipiilago de lae Azores y Madeira por cuanto emboe formaban parte del Estado de 
Portugal. 

127. Al referirse a las actividades encaminadas a promover una mayor conciencia del 
publico en materia de derechos hUmanoe, la representante señaló que en 1988, año en 
que ee celebró el 40° aniversario de la Declaración de Derecboe Humanoe, se 
organiaaron diversas reunioneep seminarios y  simposioe relativos a loe derechos 
humanoel ee creó en el Minieterio de Justicia un centro de derechos humanos 
encargado de reunir, elaborar y distribuir materiales eobre loe tertoe e&e 
importantes aprobados por Zas organioacionee internacionale en eea esfera; 88 
publicó una colección de ioetrumentoe internacionales de derechos humanoe que ee 
distribuyó ampliamente en las escuelas portuguesas; ee suministró infortnacián a loe 
tribunales sobre loe instrumentos internacionales de derechos humano8 y 88 creó una 
comisión encargada de examinar la mejor forma de introducir un enfoque 
multidiscíplinario en la eneeñansa de loe derecho8 humanos y de inatementar la 
sensibilidad en esta esfera por parte de loe maestro8 y G-00. Loe curdo8 del 
Colegio Portugu/e de Magiatradoe incluyen un eetudio de loe inetrumentoe 
internacionales de derechoe humano8 y todo funcfontwio de Policía lleva actualmente 
un ejemplar de un código de conducta en el que eus deberes se definen como un acto 
de defensa de la legalidad democrática y de los derechos fundamentaler del 
ciudadano. La capacitación de loe funcionarios de Policía incluye el estudio de 
los sistemas regionalee y mundíalee de protección de loe derecho8 humanos. Loe 
textos de loe instrumentos internacionalee relativos a cueetionee como la ética 
médica y el trato de 108 reclusos fueron distribuidos a los funcionario8 de 
prisiones. 

128. En respuesta a preguntaa relativas al Mediador, al reprssentante explicó que 
el Mediador era un funcionario público, nombrado por la Astilea de la República, 
quien recibía la8 quejas de las personas en relación con acto8 u omieionee de 
funcionarios gubernamentales y hacía r%cOItWidacioEes eobra la forma de reparar la 

injusticia. El Mediador también podía señalar a la atención de lae autoridades lee 
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deficiencias de la legislacibn) Bifundir infOrmaci¿n pública eobre loe derechos y 
libertades fun&usentales# efectuar inspecciones en todos los eeotoree de la 
Mmiaietraci¿n y realiaar investigaciones , en particular en lo que respecta a 
supuestos actos de tortura cometidos por la policía o funcionarios de prisiones. 

)Bl Mediador presentaba un informe anual sobre sus actividadea a la Assmblea de la 
República, en el que figuraban las estadístiaas sobre el volumen p la naturalesa de 
las quejas recibidas. En Portugal no existía una comisibn nacional de derechos 
humanos, pero una estructura ofiaiosa integrada por representantes del Ministerio de 
Juetiaia y del Ministerio de Relaciones Exteriores seguía atentamente todas las 
aatívidades encaminadas a difundir, a promover y a realisar los derechos humanos en 
el país y preparaba informes que se sometían a las instancias internacionales 
competentes. 

129. Sn cuanto a la relación entre el derecho internacional y el derecho interno, 
observó que de conformidad con el Tribunal Constitucional, las normas de derecho 
internacional establecidas en los instrumentos en los que Portugal era parte tenían 
precedencia sobre la legislación interna , con excepción de la Constituci¿n. 
Sn teoría, en caso de conflicto entre las disposiciones del Pacto y las de la 
Constitución, prevalecerían las norma8 constitucionales que determinaban la no 
aplicacibn de una dispoeicibn por motivo de inconstitucionalidad, pero esa hipótesis 
era poco probable, ya que la Constitución debía interpretarse a la luz de Pa 
Declaracidn Universal de Derechos Humanos, tal como se reflejaba en el texto del 
Pacto. El artículo 280 de la Constitucibn estaba destinado a asegurar que el 
Tribunal Constitucional actuase como un eficas tribunal de Última instancia en los 
casos en que loe tribunales se negaran J aplicar las disposiciones legales 
contenidas en las convenciones internacionales o on las leyes o decretos nacionales. 
Una vea que una disposición jurídica se hubiera declarado inconstitucional o ilegal 
en tres caeos específicos, el Tribunal Constitucional estaba facultado para 
proclamar su inconstitucionalidad. Aun cuando en un caao determinado, el Tribunal 
Constitucional podía dejar sin efecto un fallo del Tribunal Supremo, en otros ~8808, 
el Tribunal Supremo no estaba obligado a conformarse a la opinión del Tribunal 
Constitucional, salvo que la disposición se hubiese declarado ilegal por razones de 
orden general. 

130. Por Último, el representante explicó que el derecho de petición era un medio 
de promover la participación de los ciudadanos en los asuntos políticos. Las 
peticiones podían ser individuazas o colectivas y dirigirse a los drganos soberanos 
o a cualquier autoridad publica. El derecho de acción popular entra&ba el derecho 
de todos loe ciudadanos a recurrir a los tribunales, tuviesen o no un interés 
personal en el caso. Bl nuevo Código de Procedimiento Penal había entrado en vigor 
el 1. de enero de 1988. El derecho previsto en el artículo 21 ds la Constitución 
podía ejercerse 6610 en situaciones extremadas y, en una situación normal, la 
resistencia a una orden se consideraría ilegal. 

, e de- 

131. En relación con esta cuestión, los miembros del Comité deseaban saber cuál era 
la posición de Portugal con respecto al derecho a la libre determinación de loa 
pueblos de Namibia y Palestina y si Portugal había adoptado alguna medida encaminada 
a impedir el apoyo publico y privado al régimen de aoartheid de Sudáfrica. Además, 
se deseaba disponer de más imformación acerca del marco jurídico en el que se 
garantiraban los derechos humanos en Timor Oriental. 

132. Sn su respuesta, la representante del Estado Parte señaló que, desde el 25 de 
abril de 1974, Portugal había respetado escrupulosamente el derecho de los pueblos a 
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la libre determinación y  había demostrado su aompromiso al respeato aoneediendo la 
independencia a los pueblos de Angola6 p4oeambique , Cubo Verder Guinea-Biusau y Santo 
Tomé y Príncipe. Portugal recoaoaia el derecho a la libre &stmxnbnaaión del pueblo 
de Palestina y el derocho de todos loa Sstados de PS regid& inaluido Israel, a 
existir dentro de unas fronteras seguras y reaonoaidasa Portugal apoyaba desde haaáa 
tiempo el derecho a la libre determinaaidn del pueblo de SemPbia y hahia aaogido 
favorablemente el aauerdo de laa partea íntersas8as que perQkftia el e@tUal proaeao 
hacia la libre determinación~ tambidn había OOndenadO oon6tantewbeate y de manera 
inequívoca el rdgimea de m. La apllaaoidn de sancionee indiaurímfnadaa 
contra Sudáfrica se consideraba contraria a loe íntoroaea de la mayorier 3e la 
poblacidn sudafricana y de loe paises veoinos cuyas eaQnOmiae estaban estreahameate 
vinculadas a la de Sudbfriaa, pero Portugal no ab10 apoydm sino que aplicaba 
sanciones selectivas, como laa doaidídae por la ComunOdeA Europeae 

133. Timor Oriental permanecáa en la lista de territorios no autónomos de las 
Naciones Unidas, y se había reconocido a Portugal aomo POtenOía Administradora a 
causa de sus antiguas responsabilidades como Potencia colonial, Portugal bebía 
declarado que el Pacto era aplicable en Timor Orientalr pero deagraaiadeunente no 
estaba en condicionea de asegurar au aplíaaaión y respeto efeCtiVO5r ya que no tenía 
acceso al territorio, que se encontraba bajo ocupacibn. Portugal seguía oooperando 
en loa eefuermoa del Secretario General para encontrar una aolwA6n global e 
internacionalmente aceptable a ese problema. 

134, En relación con esta cuestión, loa miembros del Comftd d8aeaban que ee 
aclarara cómo podía oonoiliarse la funafh asignada a loa tribunales militarea 
durante un estado de excepcibn con el hecho de que loa ciudadanos conaarvaran 
integramente su derecho de acceso a loe tribunales y si en situaciones de emergencia 
podían suspenderse el derecho de h&eaa corpus y la8 dfsposicionea del artículo 8 
del Pacto. 

135. Ea su respuesta, la representante del Estado Parte dijo gua duade la aprobacih 
de la Constitución no había habido ningún caso de declaración de estado de sitio o 
de excepcich. La distinción entre ambas situaciones estribaba en el diferente grado 
de gravedad de loa acontecimientos que juatificeban su proclamación. Bl alcance de 
la suspensión de loa derechos era menos amplío en virtud de un estado de excepci¿n. 
Unicamente en caso de proclamación del estado de sitio se otorgaba a loa tribunales 
militares una competencia que abarcaba la inveatigaaibn y l njuiaiamiento de personas 
que violaran el estado de sitio y de aquellas que cometieran delitos contra la vida, 
la integridad física y la libertad de las personas, y contra el derecho de 
información, la seguridad de las aomuniaacionea, la propiedad y el orden público. 
Sin embargo, el derecho de acceso a loa tríbunalea no podia reatríngirae en modo 
alguno como resultado de esta competencia ampliada de loa tribunales militares, y 
loa tribunales ordinarios de derecho continuaban ejerciendo plenamente su 
competencia y funciones. En particular, durante un estado de excepción, esos 
tribunales debían asegurar que se respetaran las normas constitucionales y juridicas 
establecidas en virtud del pirrafo 112 del artículo 23 de la L+ey Mo. 46/84. 
En consecuencia, el derecho de hábeas corpus no podía suspenderse en ningún caso. 

, 
Nl?on e m 

136. En relación con esta cuestión, loa miembros del Comité expresaron el deseo 
de recibir información sobre la participación de la mujer en la vida política, 
económica, social y cultural del país y sobre la proporción de uno y otro sexo er 
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las escuelas, universiaaaes, la administracidn pública, el Gobierno y el Parlsmento, 
las I.,eaidas que estaban siendo adoptadas por la Comisión de la Condición Femenina 
para combatir la discriminación y las medidas complementarias adoptadas, de 
haberlas, después de la publicación ae las conclusiones de la Comisi6n Parlamentaria 

.sobre la canaición ae la Mujer. LOS miembros ael Comite tambián pidieron 
aclaraciones ae la referencia que se hacía en el párrafo 2 ael artículo 15 ae la 
Constitución a los derechos ‘*reservados por la Constitución y por la ley 
exclusivamente a los ciudaãanos portugueses” y de la aeciaión del Tribunal 
Coilstitucional relativa a la inconstitucionalidad del Decreto No. 2176 de la 
Asamblea General en Madeira, que fijaba un criterio de preferencia para el 
nombramiento ae profesores originarios ae esa región 0 que residieran 1~11 ella. 

137, En su reapueata, la representante del Estado Parte señaló que una mujer fue 
nombrada Primera Ministra por primera ves en 1979, otra fue Gobernadora Civil 
en 1980 y otra acababa de ser nombrada Magistrado del Tribunal Constitucional? 
que 19 de 250 diputado8 de la Asamblse de la República, electa en 1967, 3 d% 
los 24 representantes electos al Parlamento Europeo, 4 de los 56 miembros del actual 
Gobierno y 166 de un total ae 1.199 magistrados eran mujeres. Las mujeres 
representaban más del 500 de la asistencia a las escuelas, incluyendo el nivel 
secundario y aupericr. 

138. La Comisión Gubernamental ae la Condición Femenina llevaba a cabo una serie de 
actividades importantes para la promociX11 a0 la mu$~-, incluyendo el establecimiento 
ae un centro ae dooanentación esPe..:ia%izad,s: la public:aaión ae una serie ae 
estudios, folletos y documentos Inforrnr>!:ivost la ccganisación ae seminarios y 
exgosicionw3 y la preparación de pelícillss y wacerS.aS audiovisual. También había 
cooperado en la formulación Be textos juríakwb omportantes sobre cuestiones tales 
como protección de la maternidad 4 igralaaa ae la mujer efi eP trabajo y el empleo. 
La Comisión tsmbien había participado en la promoción ae la revisión ae los 
programas ae enseñanaa ae las secuelas primarias, preparatorias y secundarlas 
aestinaaos a promover la igualdad ae sexos, en el mejorafnientn dû la capacitación 
de maestros y en la asistencia a las mujeres para lograr la independencia económica 
Por mc..lic ae la asociación en cooperativas. 

139. La Cami%Ión para la Igualdad en el Empleo, en que estaban repreSentadO la 
Comisión Gubernamental de la Condición Femenina, el Gobierno, organisaciones 
sindicales y empl.eadores, examinaba las quejas de trato desigual. Sus opiniones 
eran publicadas y recibían amplia difusifn. También fomentaba las actividades 
aesifnaaas ‘.t .>frecer apoyo financiero a las empresas a fin ae que introdujeran los 
cambios neceanrios para emplear mujeres y ofrecerles unas condiciones a0 trabajo 
adecuadas y realisaba estudios e investigaciones sobre el empleo d* la mujer. 
La Comisión Parlamentaria ae la Condición Femenina se estableció 8; 1982 en el seno 
de la Asamblea de la República y  debía tomar decisiones aobre los textos que se le 
presentaban con respecto a la condición a9 la mujer. 

140. En ciertos casoa, las disposiciones constitucionales, tales como las relativas 
a la participación en la vida pública, el asrecho da petición y garantías de 
participación política, se referían erclusivsm,XIte LL los ciudadanos. Sin embargo, 
la igueiaaa entre ciudadanos y extranjeros respondía a una antigua tradición 
po-tagussa que acababa ae ser reforzada mediante la aaición al artículo 15 ae la 
Constitución de una disposición que concedía a los extranjeros residentes en el 
rerritorio portugués el derecho de votar c’? las elecciones locales. Se había 
declarajo inconstitucional 6:. Decreto No. 2176 de la Asamblea General en Madeira en 
:-irtud c!e los artículos 13 y 430 de la Constituci&n, que excluían Pa discriminación 
Pc)r rtkn de origer y según el origen regional, respectivamente. 
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Derecho a Ia vida 

141. En relación con esta cuestión, loe miembros del Comit6 preguntaron si la 
aprobación del Decreto-ley No. 430183, relativo al tráfico y el contwno de 
estupefacientes y sustancias paicotrópicas, había permitido realiaar hasta la 
fecha progresos mensurables, si 88 estaba eetudiando la posibilidad de ampliar el 
ámbito de aplicación del Decreto-ley No. 324/85 de manera que 88 indemnizara a todas 
las victimas de acto8 terroristas y no sólo a ios funcionarios públicos y a 8us 
familiareo, y si se habían producido infracciones de los Decretos-leyes Nos, 458/82, 
364/03 y 465/03, relativos a la utiliaación de armas de fuego por la policía y, en 
caso afirmativo, si ae habían realizado investigaciones y qu6 medidas 88 habían 
adoptado para impedir que se repitieran las infracciones. Asimismo se pidib una 
aclaración de la forma cómo 88 puede conciliar la autorización del aborto por motivo 
eugenico con el artículo 24 de la Constitución. 

142, En su respuesta, la representante del Estado Parte explicó que el 
Decreto-ley No. 430183 había permitido mejorar la cooperación intersectorial en 
la lucha contra el tráfico y el uso indebido de estupefacientes o sustancias 
psicotrópicas y había permitido importantes decomisos de estupefacientes procedentes 
del extranjero. En eX marco nacional, el Consejo de Ministros había aprobado un 
plan integrado de lucha contra la droga que preveía una acción en esferas de 
prevención, tratamiento y rehabilitación, y lucha contra el tráfico. En el plano 
internacional, se habían concertado acuerdos bilaterales con varios países para 
luchar contra el tráfico de estupefacientes. Aunque la extensión del 
Decreto-ley No. 324185 a otra8 categorías de personas no estaba prevista por el 
momenuo, una comisión de juristas designada por el Ministro de Justicia había 
estudiado la cuestión de la indemniaación de las víctimas y había concluido que una 
legislación especial debería asegurar la indemnización del perjudicado cuando no 
pudiera ser efectuada por el delincuente. Loa tribunales tambien podían indemnizar 
a las víctifias asignándoles loa objetos confiscados por el Estado o la totalidad o 
parte de la multa pagada por el delincuente. El Tribunal Constitucional hk&ía 
decidido no declarar inconstituciona;ea laa diaposiciones del párrafo 1 del 
artículo 140 del Código Penal, ya que protegían los derechos legítimos de la mujer 
encinta. En consecuencia, el aborto en talea circunstancias no debía considerarse 
un delito. 

143. Se habían impartido instrucciones a todos loa niveles acerca de la utiliaación 
de las armas de fuego por loa encargados de hacer cumplir la ley, durante loa 
Últimos años los casos de utilfzacionee abusivas habían sido objeto de una 
investigación con miras a la iniciación eventual de una acción penal, y la 
utilización de armas de fuego por la policía era objeto de atencibn sistemática 
por parte de loa responsables a loa máa altos niveles jerárquicos. En los trea 
caros de violaciones de loa reglamentos relativos a la utiliaacián de armas de fueqo 
en que estuvo implicada la guardia nacional republicana, las autoridades judiciales 
así como las autoridades militares habían llevado a cabo las correspondientes 
investigaciones y loa tres caaoa habían recibido amplia publicidad en loa medios de 
comunicación. En otro caso relativo a loa funcionarios del Departamento de 
Investigación Criminal, el veredicto fue de legítima defensa. 

Libertad-d de la JZ&MQXU v trahmianto de loa reclusoe v otrm8etesidoa 

144. En relación con esta cuestión, loa miembros del Comité quisieron saber si 
existían salvaguardias contra el abuso del recurso a las medidas especiales de 
seguridad y al confinamiento en celdas especiales de seguridad; ei existían 
procedimientos independientes e imparciales para la presentación de denuncias sobre 
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malos tratos infligidos a psraonas por la policia 0 por funcionarios de prisiones y 
para la investigación de Bstasr cudles eran loa plasoa máximos de la prisión 
preventiva; de qu8 recursos åiaponia una persona que alegara estar detenida 
ilegalmente, y si exiatia un derecho a indemniaación para las personas arrestadas 0 

,detenidas ilegalmente. TambfBn pidieron que ae facilitara información detallada 
aobre la privación de libertad como resultado de la “aplfcacidn judicial de una 
medida de seguridad”, las circuxiatancias y condiciones en que puede proäucirse la 
privación parcial de libertad, y el internamiento en instituciones que no fueran l%S 
cárceles y por rasones que no guardaran relacddn con la comisión de un delito. 
Asimismo se preguntó si ae observaban las Reglas minimaa de las Naciones Unidas para 
el tratamiento de Poe reclusos y si conocian foa reclu,os las normas y directivas 
pertinentes y tenían acceso a ellas. 

145. Además, se pidió información sobre las celdas especiales de seguridad y el 
rdqimen de incomunicación, las condiciones en que se permitia la utilización Be 
esposas, si se poaia mantener a un recluso en aislamiento sensorial y si se podian 
presentar como pruebas en un proceso las confesiones obtenidas bajo amenazas. 

2.46, En respuesta a lars preguntas planteadas en relación con las medidas espeCi%leS 
de seguridad, la representante del Estad0 Parte dijo que las limitaciones a loa 
derechos de loa reclusos 88 aplicaban únicamente en situaciones excepcionales que 
implicaban una amenaza para la segurida& de la prisi&a o un peligro para los otros 
reclusos y que eriqian medidas especialmente gravea. Estas mecidas debían guardar 
proporción con las necesidades de la situación y sólo debian aplicarse mientras 
durara esta situación. Incluso en loa caso8 Be una gravedad especial que exigían 
que el detenido estuviera separado del conjunto de la población penitenciaria, loa 
contactos con el mundo exterior no quedaban totalmente interrumpidos, En la 
práctica, esta cateqoria de detenidos estaba instalada en sectores especiales donde 
queaaban limitados los derechos de visita asi como loa privilegios a que da derecho 
el régimen general de detención pero laa celdas ae eatos sectores eran idénticas a 
las demás celdas. Se permitia la utiliaación de esposas Únicamente cuando otras 
medidas habian resultado ineficaces y en todo caso siempre bajo la supervisión Be un 
médico. El detenido, incluso en caso de acusaci¿n Be terrorismo o de un delito 
qrave, tenía siempre la posibilidad de comunicarse con su abogado defensor. Toda 
denuncia de malos tratos, aai como cualquier ca80 Be fallecimiento en prisión, 
implicaba la apertura inmediata de una investigación por el director del 
establecimiento de que se trataba o por autoridades superiores, de acuerdo con la 
gravedad de las circunstancias. ta protección contra el abuso se basaba en las 
garantías generales definidas en el derecho penitenciario. El jues encargado de la 
ejecuciózl de las penar vigilaba la ejecución y desempeñaba a eate respecto una 
función de consejero con ocaaián de laa viaftaa que efectuaba a loa establecimientos 
penitenciarios. La reforma del derecho penitenciario introducida en virtud del 
Decreto-ley No. 265179 tuvo en cuenta las Reglas minimaa de la8 Naciones UniBas para 
el tratamiento de los recluaoa y los detenidos tenian acceso al texto de la ley 
penitenciaria. 

147. Con respecto a la8 pregunta8 planteadas en relación con la prisión preventiva, 
la representante dijo que en loa ca808 normales, la detencibn preventiva variaba 
entre seis meaea y dos años de acuerdo con la etapa a que hubiera llegado el 
juicio. Esta norma implicaba excepciones que estaban igualmente previstas en la 
legislación y ae fundaban en factores tales como la naturaleza y la qraveaad ael 
aelito. Una persona que se considerara detenida ilegalmente podía solicitar un 
recurso de hábeas corpus. El párrafo 5 del artículo 27 de la Constitución disponía 
que toda privación &e libertad contraria a las disposiciones de la Constitución y de 
la ley obligaba al Estado a indemnizar a la persona perjudicada en las condiciones 
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establecidas por la ley. El Código de Procedimiento Penal de 1987 contenía Una 
nueva disposición que decía que toda persona que hubiera sido detenida ilegalmente, 
con carácter preventivo o de otra forma, tenía derecho a Una indemniaaaión. Este 
derecho exietía igualmente en el caso de que la prisión preventiva, incluso legal, 
resultara injustificada. 

148. Las medida8 de seguridad prevista8 en el artículo 27 de la Constitución sólo 
podían aplicarse por decisión judicial y podían prorrogarse, afempre por decisión 
judicial, mientras persistiera el carácter peligroso. Tales deCi8iOneS estaban 
sometida8 a examen deSpU de tres años como máximo. La Ley de Salud Mental erigía 
que los enfermos mentales recibieran el trato adecuado para que pudiera volver a la 
normalidad. Las medida8 privativa8 de libertad paraiales se apliaaban 8 les penas 
inferiores a tres mese8 y se cumplían 108 días libres, rdgimen que permitía a 108 
condenado8 proseguir su actividad profesional 0 su8 estudios. Existía tambidn Un 
dgimen de prueba aplicable a las persona8 condenada8 a Una pena privativa de 
libertad de tres años como msrimo. La pena "relativamente" indeterminada 88 
aplicaba 8 108 delincuente8 que demostraran una fuerte propensión a la criminalidad, 
a 108 delincuente8 to8icómanos 0 a 108 delincuente8 alCOhÓliCOS y lc duración de 
eSta pena no podía exceder del máximo de 25 edos, 

Derecho a un iuicio imoarcial 

149. En relación con esta cuestión, los miembros del Comitd quieieron saber en qud 
medida había redundado la enmienda del párrafo 4 del artículo 32 del C6digo Penal en 
un debilitamiento de la posición del acusado, si existía algún plan de asesoramiento 
y asistencia jurídica gratuitos, si en virtud del articulo 29 de la Con8titución el 
principio de la ley más favorable, consagrado en el artículo 15 del Pacto, 88 
aplicaba únicamente a una persona acusada o tambidn a una persona condenada, si las 
personas condenada8 por infracciones administrativas podían ser encarceladas, y si 
el poner a la policía judicial bajo la dirección del Ministerio Público había 
conducido a mejora8 importante8 en relación con el sistema anterior. Tsmbidn 88 
pidió información sobre la naturaleza y la competencia de los tribunales encargado8 
de la ejecución de las penas, 

150. En su respuesta, la representante del Estado Parte esplicó que dunmte la 
instrucción podían participar en el debate el Ministerio Publico, el inculpado y au 
defensor, el autor de la queja y su abogado. La asiatenaia judicial podía ner 
solicitada en todas las fases del proceso por el interesado, su sbogado o por el 
Ministerio Publico. Si el acusado estimaba que 8u defensa no lo defendía con la 
debida diligencia, podía pedir al tribunal que le designara otro defensor. La pena 
por delitos administrativos podía 8er una multa, posiblemente acompañada de otrar 
aancionea, pero no del encarcelamiento. El principio de la ley már favorable ae 
aplicsba a los procedimientos en curao y no despu de que una decieibn tenía fuerra 
de cosa juzgada. Los tribunales encargado8 de la ejecución de la8 penas eran 
tribunales ordinarios con una competencia especializada en lo que respecta a la vida 
y al trato de loa detenidos. 

151. En relación con esta cuestión, los miembro8 del Comité querían recibir más 
información sobre el significado de loe términos "amenass a la dignidad del Entado 
portugués o de sus nacionales" y sobre las disposiciones del derecho portugués 
relativas a la erpedición de pasaportes a extranjeros residentes en Portugal cuyo 
país no tuviera representación diplomática o consular en este país. También querían 
saber si el solicitante de asilo que no había presentado au solicitud en el plaao de 
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loa 60 días quedaba automáticamente sujeto a expulsión, si una apelaci¿n contra una 
orden de expulsión tenis el efecto de ausponder la orden y cuántas solicitudes de 
asilo habían sido rechazadas en los últimos dos. 

,152. En su re8puesta, la representante del Estado Parte dijo que nin& extranjero 
había sido expulsado de Portugal por no respetar al Estado portuguda o a sus 
nacionalea y la deportación no se podía efectuar por ningún motivo que fuera 
contrario a las disposiciones de los convenios en los que Portugal era parte, 
Las decisiones de expulsión se dictaban en estricta observancia de todas las 
garantías jurídicas, debían ser motivadas y el juez debía precisar, entre otras 
cosasr el plaao de ejeaución. Portugal se negaba a aceptar cualquier solicitud de 
extradición en los casos en que se pudiera aplicar la pena de muerte y no expulsaba 
a una persona a BU psis si corría peligro de persecución por motivos políticos. 
Un extranjero que pidiera asilo y no presentara una solicitud en el plazo de 60 días 
a partir de su entrada en el territorio portuguds se consideraba que había entrado 
en el país ilegalmente. La solicitud de asilo tenía que describir las 
circunstancias que justifioaban el asilo e ir acompañada de una lista de hasta 
diez refareneias. Entre 1974 y 1989 se habían concedido 767 solicitudes. Muchas de 
ellas habían sido presentadas por personas que vivían con anterioridad en antiguos 
territorios coloniales portugueses y quienes, a raíz de le descolonización, habían 
abandonado dichos territorios a causa de los persecuciones o por razones políticas. 
Se podia apelar contra la denegación de asilo, con efecto suspensivo, ante el 
Tribunal Administrativo Supremo. En muchos caso8 en que aún no se había autorizado 
la residencia permanente, se concedía un permiso temporal en espera de una decisión 
definitiva. Se sxpedían pasaportes a los apkridas o nacionalea de países que no 
tenían representación diplomkica o consular en Portugal a fin de conferirles la 
ciudadanía de un territorio nacional. 

153. Con respecto a esa cuestión, los miembros del Comité desearon recibir más 
informacibn sobre el artículo 17 del Pacto a ila luz del comentario general Ro. 16(32) 
del Comité y sobre las funciones del Consejo de Fiscalización. También quisieron 
saber quién tenía derecho a establecer un banco de datos personales y sobre qué 
bases y cómo podía obtenerse información de los bancos de datos, 

154. Respondiendo a las preguntas planteadas por los miembros, la representante del 
Estado Parte señaló que el derecho portugués protegía la intimidad de la vida 
privada en varios artículos del Código Penal, incluidos los artículos 176, 178 
a 181, 428 y 434. En un cazo, el Tribunal Constitucional había declarado 
inconstitucional una norma que había permitido a las autoridades registrar las 
tiendas y caravana6 de los gitanos. Tras el establecimiento por parte del Tribunal 
Constitucional de un cano de inconstitucionalidad por omisión relativo al párrafo 4 
del artículo 35 de la Constitución, se redact' un proyecto de ley relativo a loa 
derechos de los ciudadanos en relación con los bancos de datos, que sería examinado 
a corto plazo por la Asamblea de la República. Esa ley, entre otras cosas, 
regularía la compilación y el procesamiento de los datos personales y el 
establecimiento de ficheros de datos personalea, y 8e crearía la Comisión Nacional 
de Tratamiento de Dato8 y Libertades. 

155. El consejo de FiacaliaaciÓn cumplía una función de supervisión respecto de los 
servicios de inteligencia 3e defensa, inteligencia militar e inteligencia de 
seguridad. En caso necesario, solicitaría información complementaria acerca de sus 
actividades. En su primer informe a la Asamblea de la República, que abarcó loa 
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años 1986 y 1907, el Consejo dealaró que se consideraba responsable de verificar que 
estos servicios rospetasen los derechos de los ciudadanos y concluyd quer 
efectivamente, disfrutaban de esos derechos. 

, 

156. Con respecto a esas cuestiones, los miembros del Comitd quisieron aaber cuáles 
eran las diferencias principales entre el estatuto de la Iglesia católica y 10s de 
las demás confesiones religiosas y cómo se garantizaba el dereoho a un tratamiento 
igual de estas últimas) cukas personas habian sido reconocidas como objetoras de 
conciencia y por qud motivosr y si se reconocía el derecho a la objeción de 
conciencia al servicio militar por motivo de las creencias filosóficas del objetar. 
Además, solicitaron información sobre la asistencia religiosa a loe presos no 
católicost el derecho de los padres a educar a sue hijos de conformidad con sus 
propias creenciasl el alcance del derecho a buscar informacidn, consagrado en el 
artículo 37 de la Constitución; las sanciones contempladas, en su caso, en el 
artículo 7 de la Ley de la televisión) los arreglos para distribuir el tiempo de 
antena entre los diversos partidos políticosr y el concepto de "desobediencia 
colectiva" en las fuersas armadas. 

157, Respondiendo a las preguntas planteadas en relación con la libertad de 
religión, la representante del Estado Parte explicó que la diferencia en el estatuto 
de la Iglesia católica y otras confesiones religiosas emanaba de una diversidad 
genuina y no podía considerarse, por lo tanto , como una violación del principio de 
la igualdad. Recientemente se había adoptado una medlda legislativa para asegurar 
que todos los escolares, independientemente de au confesión religiosa, pudiesen 
asistir a las clases de educación moral y religiosa en sus eSCUela Según 8u 

religión particular. El prinoipio de la igualdad era tambidn evidente en el rdgimen 
de seguridad social aplicable al clero de la Iglesia catblica romana y  Otras 
religiones y en las exenciones fiscales concedidas a todas las confesiones sin 
distinción. Los ministros de otras religiones estaban autorisados para trabajar en 
las prisiones en caso necesario, El derecho y el deber de los padres de educar a 
sus hijos, en virtud del artículo 36 de la Constitución, abarcaban todos 10s 
aspectos de la educación y de la formación moral, civica y social de un niño. 

158. Los motivos de la objeción de conciencia podían ser religioi308, morales o 
filosóficos; la decisión de si una persona debía ser reconocida como objetora 
de conciencia correspondía a los tribunales. Bl servicio civil tenía la misma 
duración y grado de dificultad que el servicio militar y loa objetorea de conciencia 
tenían los mismos derechos y deberes que los demás ciudadanos. Hasta la fecha 
unas 700 personas habían sido reconocidas como objetoras de conciencia, la mayoría 
de ellas por motivos religiosos. 

159. Según el artículo 37 de la Constitución, los ciudadanos tenían derecho a 
ser informados por las autoridades y se había aaadido también a la Constitucián 
el derecho explícito de acceso a los archivos oficiales y a los registros 
administrativos. Aunque hasta la fecha no se había incoado ningún proceso en virtud 
del artículo 7 de la Ley de la televisión, se hsbía iniciado una acción penal contra 
un periódico por publicar un artículo susceptible de provocar discriminación o 
violencia contra ciertos grupos sociales. De conformidad con el articulo 40 de la 
Constitución, los partidos políticos y las organisacio-.as sindicales o profesionales 
disponían de un tiempo de antena fijo y equitativo, en función de su 
representatividad. El delito de *'desobediencia colectiva" supone una intención 
específica de destruir, modificar o subvertir el estado de derecho establecido 
constitucionalmente. 
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160. Con respecto a esa cuestión, los miembros del Comite preguntaron si eXi5tía 
alguna legislación que protegiera a una familia basada en una cohabitación estable 
sin que hubiese contraído matrimonior que diferencias existían entre los hijos 
nacido8 dentro del matrimonio y los hijos nacidos fuera del matrimonio en cuanto a 
BU oondicidn jurídica y sus derechosr y la forma en que el Gobierno de Portugal 
garantiaaba la aplicación del inciso e) del párrafo 2 del artículo 60 y del 
inciso h) del párrafo 3 del artículo 74 de la Constitución, También quisieron 
recibir información sobre el derecho y la práctica relativos al empleo de menores. 

161, En su respuesta, la representante del Estado Parte dijo que los matrimonios 
de facto gozaban de protección con arreglo a varias leyes. En la Constitución se 
preveía que 108 hijos nacidos fuera del matrimonio no podían ser objeto de 
discriminacidn y que ni la ‘ley ni los servicios oficiales podían utilizar una 
apelación discriminatoria en lo que respectaba a su filiacibn. Varios articUlOS 
del Código Civil habían sido suprimidos por el Decreto-Ley No. 496177, ya que 
establecían una distincibn entre los hijos nacidos dentro y los hijos nacidos fuera 
del matrimonio con respecto a la filiación, la adopción y la sucesión. Portugal 
ratificó en 1982 la Convención Europea sobre el Estatuto Jurídico de 10s Bijas 
Nacidos fuera del Matrimonio. 

162, La edad mínima para trabajar era de 14 aiios y los empleadores no podían confiar 
a los menores trabajos que pudieran obstaculizar su de8arrollo físico, espiritual o 
moral, y debían asegurar su enseñanza y su formación profesional. Lamentablemente, 
en ciertas regiones del norte del país existían aún caso8 de explotación del trabajo 
de los niños, pero las autoridades se esforaaban por enfrentarse a ese problema de 
manera realista y enérgica. Sin embargo, el fenómeno era muy complejo y exigía la 
adopción de medidas de naturaleaa y alcance diversos que se inscribieran en el marca 
general del desarrollo cultural, social y económico. A la sazón 4 millones de 
portugueses trabajaban en el extranjero en calidad de trabajadores migratorios, y se 
le8 brindaban aervioioa de asesoramiento jurídico y 5ocia1, de inspección m6dica y  
de otra índole a su salida de Portugal, a su llegada a 108 paísea de acogida, y a au 
regreso a Portugal. Se fomentaba el estudio del idioma y la cultura portugueses en 
el extranjero, 311 particular en el marco de las universidades y mediante la creación 
de escuelas destinadas a 108 portugueses emigrados. Portugal ha firmado también con 
la República Federal de Alemania, Bélgica, España, Francia y Luxemburgo acuerdos 
bilaterales sobre la enaeiíanaa del portugués en eaoa países y ratificó en 1976 la 
Convención Europea sobre el Estatuto Jurídico de 108 Trabajadores Migrantea. 

. D a Daru tm la direccián de lo8 88~tos ~ubl&~6 

163. Con respecto a esa cuestión, loa miembro8 del Comité quisieron saber si, 
con arreglo al párrafo 4 del artículo 30 de la Constitución, 105 derechos políticos 
se podían restringir bajo cualesquiera circunstancias y si alguna de talea 
circunstancias estaba actualmente en vigor; cómo la libertad de los ciudadanos de 
pertenecer al partido político de su elección armonizaba con ciertas disposiciones 
de la Constitución, que parecían preconizar un cierto modelo políticb, a saber, el 
establecimiento de un sistema socialfstat y si el no ejercicio del derecho a votar 
implicaba con8ecuencías. 

164. En au respuesta, la representante del Estado Parte dijo que la privación de 
108 derecho5 político5 debía ser objeto de una decisión judicial, de conformidad con 
108 criterio5 de aplicabilidad en vigor. La8 eentencias impuesta8 por determinados 
delito5 entrañaban necesariamente la pérdida de alguno5 derechos políticos. El voto 
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no era obligatorio y no había sanciones para quien no votara, Las disposiciones de 
la Constitución de 1974 relativas a la **transición hacia el socialismo” y e las 
nacionaliaacioaes habían sido revisadas deede entonces en favor del pluralismo de 
expresión y de la realiaación de una democracia económica, social y cultural. 

, 
Perectm de las 8xxfmm DerwxtAuUs a las 

165. Con respecto a esa cuestión, los miembros del Comitd quisieron recibir 
información sobre las medidas prácticas adoptadas para proteger los derechos de los 
gitanos y conservar el dialecto mi*nndê.a en el noreste de Portugal. 

166. En su respuesta, la representante del Estado Parte dijo que se había declarado 
inconstitucional una ley de 1920 en que se preveía un vigilancia particular de los 
gitanos y ciertas disposiciones en cuya virtud se habían admitido los regiotros 
domiciliarios de los gitanos, durante la noche y sin mandato. Habían mejorado 
también las condiciones de acceso a la ensekaa de los m8s desfavorecidos en el 
plano económico y social, en particular para los nifios gitanos. El miran8ês era un 
idioma hablado por unas 15.000 personas en el noreste del país y representaba un 
rico patrimonio cultural. Para defender ese patrimonio, se habían creado clases 
facultativas en las escuelas primarias, y pronto se introducirían tambidn en las 
escuelas secundarias. 

167. Los miembros del Comité agradecieron a la delegación portuguesa su valiosa 
cooperación y encomiaron la excelencia del informe del Estado Parte. Expresaron 
satisfacción por el progreso logrado en la esfera de los derechos humanos en 
PortugaA en el breve período transcurrido desde el regreso de la democracia. 
El hecho de que en el artículo 7 de la Constitución se elevaban explícitsmente los 
derechos humanos al nivel de principio rector de las relaciones internacionales de 
Portugal era motivo de especial satisfacción. 5in embargo, los miembros 
consideraron que sus preocupaciones no habían cesado del todo, en especial con 
respecto a la duración de la detención preventiva. Expresaron también la eaperanaa 
de recibir más aclaraciones sobre las cuestiones relativas a la situacián de loa 
extranjeros en Portugal1 el estatuto jurídico y social de la mujer; la suspensión 
del ejercicio de loa derechos durante loa estados de excepción} la obligación de los 
periodistas en ciertas circunstanciaa de revelar sua fuente8 de información; y 
respecto del tratamiento de loa prisioneros. Tambián ae expresó preocupz?i¿n por el 
hecho de que el Pacto no había aido incorporado en la legislación interna de Acao 
y, a ese respecto, ae sugirió que se presentara al Comitb un informe separado aobre 
la situación de loa derechos y las libertades en Macao. 

166. La representante del Estado Parte agradeció a loa miembro8 del Comité 6u vivo 
interés y les aseguró que todas las observaciones del Comit6, en particular sobre 
Macao, serían comunicadas a las autoridades. 

169. Al concluir el exsmen del segundo informe periódico de Portugal, el Presidente 
agradeció nuevamente a la delegación au cooperación y su prerentacián de un informe 
excelente en que se describía claramente el marco jurídico y las modalidades de 
aplicación del Pacto en la legislación interna y en la práctica administrativa. 
También reiteró el pedido del Comité de un informe detallado sobre la situación 
en Macao. 
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170. El ComitQ examinb el tercer informe peribdfao de Chile (CCPEWY5fVAdd.2 y 
Add.4) en sus eesioaes 942a, a 945a., celebradas el 6 y 7 de noviembre de 1969 
(CCPB/C/SB.Q42 a SR.945). 

171. Presentb el informe el representante del Estado Parte, quien dijo que la 
aprobaoión de la Constituaión de 1980 habia iniciado un periodo de transición hacia 
una plena democracia y hacia la moderniaacfón de muchos aspectos de la vida 
política, eaonómica p social de Chile. Casi todas las leyes orgbicas 
institucionales habían sia0 ya elaboradas y puestas en vigencia, Hizo tsmbiéu 
referencia a varios acontecimientos de gran importancia política que habían ocurrido 
en su país, en particular la consulta efectuada al pueblo chileno en octubre de 1988 
que despej6 el camino para una elección presidencial competitiva que se celebraría 
oonjuntamente con las elecciones para reprssentantes en el Congreso eL 14 de 
diciembre de 1989, así como a otro plebiscito por el que se habían aprobado 
importantes reformas constitucionales, incluidas importantes modificaciones de la 
legislación chilena destinadas a adecuarla a las disposiciones del Pacto. Se puso 
fin a todos los astados de excepción y en la actualidad no existía ninguna 
restricción a los derechos garantiaados en la Constitucibn. 

se ufca el Pactq 

172, En r0laciÓn con este tema, miembros del Comit0 pidieron que se explicasen 
las consecuencias de la publicación del Pacto en el -io Ofi&J, de 29 de abril 
de 1989, en particular lo tocante a su aplicación directa por los tribunales y otras 
instituciones, Además, se pidió información sobre el modo en que 108 tribunales 
decidirían aobre la8 incompatibilidades entre el Pacto y la Constitución) si se 
podía impugnar una legislactón si esta no respondía al Pacto; si se había 
establecido una autoridaâ para examinar la cooformiaaa de la legislación interna con 
el Pacto, y si 88 habían sacado algunas conclusiones legales de la invocación del 
Pacto en procedimientos judiciales, 

173. Los miembros del Comit0 desearon también saber si el Tribunal Constitucional 
había examinado la constitucionalidad del Pacto antes de su publicación; si era 
ahora posible impugnar su constitucionalidaù anto el Tribunal Constitucional, y 
si existía en Chile el Ierecho de apelacidn, en particular para las personas que 
consideraran haber sido acusadas injustamente de actos de terrorismo. Tras señalar 
que el Presidente Pinochet seguiría conservando la función de Comandante en Jefe 
haata 1996, miembros del Comitá pidieron que se aclarase cuáles serían las 
consecuencias de la declaración del gobierno de que ni la oposfcibn ganara las 
próximas elecciones y revocnra la Ley de amnistía, ente hecho tendría graves 
consecusncias. 

174. En respuesta a las Preguntas formuladas por miembros del Comité, el 
representante del Entado Parte dijo que el Pacto había adquirido fuetaa de derecho 
interno desde su ratificación por Chile en mamo de 1976 y que la demora en 
publicarlo en el s era atribuible a factores de procedimiento. Aunque 
algunas disposiciones de la Constitución no habían estado en consonancia con el 
Pacto, eaa situación 80 Aabra corrsgJdo ahora mediante la introducción de enmiendas 
constitucionales. La Constitución se ajustaba ahora plenamente a las disposiciones 
del Pacto, que había adquirido fuerza de derecho interno desde au publicación pero 
que durante 1989 no ae había invocado ante los tribunales. En caso de una 
discrepancia entre la Constitución y un instrumento internacional ratificado por 
Chile, la disposición pertinente de la Constitución prevalecía haata que ésta fue 
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onmenaada . El Tribunal Constitucional daba dictámenes sobre la conetitucionalidad 
de las leyes fundamentales y de cualquier otra ley cuya oonstitucioaalidaa 
estuviese en duda. NO se había plMtead0 ninguna duda acerca de la 
constitucionalidad del Paoto, y por consiguiente no había sido planteada esta 
situación ente el Tribunal Constitucional. Puesto que no existía ninguna 
discrepancia entre la Constitución y el Pacto, los tribunales estaban obligados a 
aplicar su8 ai8p08iOi0nO8, especialmente desde su promulgación oficial. 

175. Refiri&dose al derecho de apelación, el representante dijo que los 
procedimientos de apelaoidn, que hasta cierto punto habían sido limitados 
con arreglo a los estados de excepción, tenían ahora plena vigenoia. La 
Constitución enmendada disponía que el respeto de ese requisito se mantenaria en 
el futuro, incluso en momentos de emergencia pública y, por consiguiente, tanto 
los aspectos jurídicos como prácticos serían responsabilidad de los tribunales y 
no del poder ejecutivo. La Ley de amnistía se aplicaba sin disoriminaci&n a todas 
las personas que hubieran cometido delito8 durante el periodo 1973-1976. Los 
tribunales habían tenido que decidir si los delitos abaraados por la Ley de 
amnistía debían ser castigados y los responsables identificados, aun si no se les 
podía castigar. El asunto había sido elevado ante la Corte Suprema, la oual había 
decidido que no podía adoptarse ninguna medida legal respecto de tale8 cacaos y quer 
a los efectos, se consideraba que esos delitos no habían ocurrido, Aunque 1s 
decisión de la Corte Suprema no %ra obligatoria para otros tribunales, sin auda 
influiría en ellos. 

. ado de ex- 

176. En relación con esta cuestión, los miembros del Comitd pidieron que se 
aclararan las consecuencias prácticas del leVantamientO de los distintos eIItadbI3 de 
excepción, preguntando en particular si se había impuesto alguna restricoibn a loa 
derechos de las personas que habían vuelto del exilio, en particular a su libertad 
de circulacibn; si las disposiciones constitucionales relativas a los estados de 
emergencia que no eran compatibles con el Pacto serían modificadas ahora que aqudl 
se había publicado; si las medidas previstas en la vigbsima cuarta disposición 
transitoria de la Constitucibn seguirían teniendo vigencia hasta marso de 1990; 
si se revisarían los casos de las personas erpulsadas del país; si, en virtud del 
artículo 40 de la Constitución, el Consejo de Seguridad Nacional podía vetar la 
declaración de un estado de excepción pero no su levantamientos si el recurso de 
amparo se aplicaba en los estados de emergencia y de catástrofes y si un tribunal 
podía decidir, de conformidad con la Constitución enmendada, 8i la deolaracibn de 
un estado de sitio era o no impropia. 

177. En su respuesta, el representante del Estado Parte explicó que lar medida8 de 
expulsión habían dejado de ser aplicables despu&r del levantamiento del eatad de 
excepción y que cualquier persona exiliada podía ahora regresar a Chile. Ea total, 
el porcentaje de los exiliados que habían regresado era del 41,21, 6e había creado 
una comisión a fin de facilitar au reincorporación al psis y muchos exiliados que 
habían regresado habían presentado ahora su candidatura a la8 elecciones 
legislativas ya anunciadas. La vigésima cuarta disposición transitoria sálo podía 
aplicarse durante un estado de excepción. Puesto que el estado de excepción había 
terminado, las medidas contemplada6 en esa disposición habían dejado de tener 
vigencia, si bien la disposición misma no erpiraría oficialmente hasta marso 
de 1990. La medida que afectaba a las personas expulsadas Procedía de la 
Constitución y no era suprimida por el levantamiento del estado de excepción; 
sin embargo, la disposición constitucional pertinente había sido ahora anulada. 
Se necesitaba ahora la aprobación del Consejo Nacional de Seguridad para proclamar 
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al estado de excepchh y la del Parlamento para proclamar el estado de sitio. 
El Presidente necesitaba una autoriaación de estos órganos para adoptar medidas de 
excepcibn, pero no para abrogar esas medidas cua%do la situación volvía a la 
normalidad. Se pondría fin a las restricciones al recurso de amparo que tenían su 
origen en el estado de excepción mediante reforma8 constitucionales, Toda persona 
afectada por una medida aplicada en virtud de un estado de excepción podía recurrir 
a la justicia. 

178. Respecto de esta cuestión , miembros del ComitB preguntaron si se habían 
producido denuncias por presuntas torturas o tratos inhumanos desde la preeentación 
del segundo informe periódico de Chiles ei tales denuncias se habían iuveetigado 
y qué medidas se habían adoptado para impedir la repeticidn de tales actos. Se 
pidió también que se confirmase si se habían presentado denuncias por presuntas 
desapariciones durante el período objeto de examen y si tales denuncias se habían 
investigado, Refiriéndose al informe m6s reciente del Relator Especial de la 
Comisión de Derechos Humanos, miembros del Comité desearon saber cukntas personas 
habían aido reconocidas culpables a raía de las denuncias por torturas a que se 
aludía en el informe y qué sanciones se les habían impuesto, así como las medidas 
que había adoptado el Gobierno para compensar a las víctimas. A propósito de lae 
funciones de la Comisión asesora del Ministerio del Interior se formularon 
interrogantes sobre la independencia real de ésta y se preguntó si la Comisión 
tenía la posibilidad de recurrir a los tribunales o bien debía limitarse a hacer 
sugerencias. 

179, Respecto de los acuerdos concertados entre el Gobierno y el Comité 
Internacional de la Cruz Roja (CICR), miembros del Comité preguntaron si el 
Gobierno estaba dispuesto a autorioar a los representantes del CICR a visitar a 108 
detenidos en situación de incomunicación durante el período de diez dias previatos 
por la Ley antiterroristat si estaba dispuesto a reducir la duración de la 
incomunicación; si el derecho de acceso a loa detenidos por parte del CICR se 
aplicaba a los casos de detención ordenada por tribunales militares, y si los 
acuerdos concertados con el CICR y los informes de éste se publicarían. 

180. Tras observar que la Ley No. 16623 había terminado con las facultades de la 
Central Nacional de Informaciones (CNI) para mantener 8us propios lugares de 
detención, miembros del Comité quisieron saber de gué otras facultades disponía 
la CNI y si sus oficiales podían actuar en centro8 de detención distintos do 
aquéllos en que habían estado autorixados a hacerlo ante8 de la promulgación de la 
Ley en junio de 1907. 

161. Además, íos miembros desearon saber si desde el levantaíniento de los estados 
de excepción se habían producido cambios en el reglamento sobre la utilización de 
armas de fuego por las fueraas de policía y de atquridad; si se habían producido 
denuncias sobre la participación oficial en grup,s paramilitares y, en caso 
afirmativo, si talea denuncias ae habían investigado) si se había levanta.do la 
pena de muerte para los delitos vinculados con el estado de excepciónr si el 
numero de canos en que se había producido esta pena tendía a dismi.nuir, y si Chile 
evolucionaba hacia la abolición de la pena de muerte. ?reguntaron tambf&n si el 
aborto se consideraba delito er Chile y si era castigado en todos loa casos, nsi 
como el número de abortos practicados cada año, 
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182, Respondiendo a lee pregunta8 formuladas por los miembros del Comitd, el 
representante indicó que aeeae 1984 ee habían reefbiao 18 quejas por tortura o 
tratos inhumanos y que todos ellos habían sldo comentados en loa meaios ae 
comunicación. LOS acuerdos concertados con el CICR lo habían sido en parte para 
impedir que ee renovaran hechos de esta naturaleza, Las recomendaciones 
pertinentes formuladas en el informe del Relator Repecfal ee habían tenido en 
cuenta y ee habían aãoptaao una serie de medidas para corregir esta situación, en 
particular autorizando al servicio de carabineros a recibir quejas por presuntas 
torturas. 

183. En virtud de 108 acuerdos conCertadO con el CICR, 108 representantes de la 
Cruz Roja recibían cotidianamente la lista de todas las personas encarceladas y 
podían hacer que eue propios médicos procedieran a un examen m8dico de loe 
detenidos, incluso si fstoe estaban incomunicados. Loe informee presentados por 
el CICR al Gobierno eran confidenciales según la regla aplicada por ese OrgitXii8mO 
en todos loe países, Loe representantes mantenían regularmente reuniones de 
coordinación con las autoridades de la policía a fin de estudiar esos informes, 
examinar loe problemas y adoptar medidas para impedir las prácticas ilegales. 
La Ley antiterrorieta preveía un plazo prolongado de detención en situacibn de 
incomunicación para loe terroristas, pero esto podría ser modificado por el nuevo 
Parlamento despues de las elecciones. Sn el marco ael Ministerio ae Justicia 
existía actualmente una propuesta tendente a modificar la duracibn de la 
incomunicación. 

184. Desde la presentación del segundo informe periódico ee habían presentado ante 
loe tribunales siete casos de presuntas deSapariCiOneS fOr2adaSr Cuatro de 108 
cuales ya ee habían resuelto y  los otros tres eran objeto de una investigación 
juaicial. Si un tribunal las declaraba culpables de tales delitos, las personas 
reeponeables no podrían apelar con arreglo a la Ley ae amnistía. Loe grvgoe 
paramilitares eran ilegales, pero se habían producido algunas queja8 R raís de la 
muerte de tres personas secuestradas por uno ds tales grupos en septiembre 
de 1987. El Presidente del Tribunal de Apelaciones estaba investigando el caso. 

185. La Comisión Asesora del Ministerio del Interior fue creada en 1986 como 
consecuencia de una recomendación hecha por el Relator Especial, quien consideró 
necesario la creación de un organismo independiente y aotado de autoridad 
suficiente para garantizar plenamente loe aerechoe humanos. La Comisión estaba 
formada por ex miembros cle la Corte Suprema, ex dirigentes sindicales, médicos y 
juristas. No tenía poäer ejecutivo, pero tenía autoridad para efectuar visitas de 
inspección en todos loe lugares de detención y presentar un informe al respecto. 

186. La utilización de armas de fuego estaba sujeta a las dispcsiciows del C6digo 
Penal, que no habían sido modificadas por el estado de excepción e incluían 
sanciones cuando la utilización de las armas de fuego no estuviera justificada por 
loe hechos. La pena de muerte no se había aplicado äesde 1982, año en que u? 
miembro de la CNI y un miembro del servicio de carabineros, condenados por torturas 
y abuso ae autoridad, habían sido ejecutados. La legislación chilena protegia la 
vida del niño en el momento de la concepción y el aborto, incluso terapéutico, era, 
por consiguiente, un delito, aunque en algunos casos no se consideraba responsable 
al midico. La sanción no estaba dirigida contra la mujer embarazada, a la que, 
en general, se consideraba como una víctima, sino principalmente a las personas 
que practicaban el aborto. 
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187. En relacidn con este tema, los miembros del Comitd desearon saber cuáles eran 
los plaaos máximos para la detención domiciliaria 0 anterior al juicior si todas 
las víctimas de encarcelamiento o detención ilegales tenían un derecho ejecutorio 
a una indemniaaciónr si se había informado al personal penitenciario y a los 
prisioneros acerca de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento 
de los Reclusos y el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer 
c’umplir la ley y para los médicos; qud arreglos se habían hecho para la admisión e 
investigación de denuncias relativas a las condiciones de encarcelamiento, y cuáles 
serían las consecuencias del desmantelamiento de la CNI. 

188. En su respuesta, el representante del Estado Parte explicó que los 
establecimientos penitenciarios y los locales de la policía eran los Únicos 
lugares de detención en Chile. Todas las personas detenidas debían ser puestas 
inmediatamente a disposición del juea competente, que tenía cinco días para decidir 
si había necesidad de juicio. Si no había necesidad de juicio, el detenido debía 
ser puesto inmediatamente en libertad, No obstante, la Ley antiterrorista preveía, 
en algún caso muy preciso, que la detención preventiva podía prolongarse hasta diez 
días. El articulo 19 de la Constitución disponía que toda persona detenida 
ilegalmente tenía derecho a recibir una indemniaación por los perjuicios 
patrimoniales y morales que hubiera sufrido, cuyo monto era fijado por los 
tribunales. Además de esta garantía constitucional , el derecho a la indemniaación 
estaba también previsto en el Código de Procedimiento Civil. El personal 
penitenciario y los miembros de las fuerzas de policía habían sido informados de 
las normas internacionales relativas al tratamiento de los reclusos. Esas normas 
figuraban tambidn en el programa de las facultades de derecho y los presos podían 
informarse a este respecto por intermedio de sus abogados. Las reglas del derecho 
internacional en esta materia figuraban también en el programa de estudio de las 
facultades de medicina. Se habían concertado acuerdos con el CICR para que Qste 
investigara las condiciones de vida de los presos, y sus representantes presentaban 
periódicamente al Gobierno informes muy detallados para su transmisión a los 
ministerios competentes. No obstante, era cierto que los delegados del CICR 
destacados en Santiago habían afirmado que las recomendaciones que formulaban en 
los informes no siempre tenían efectos concretos. 

189. La CNI no había sido todavía disuelta oficialmente, pero el órgano legislativo 
estudiaba en la actualidad un proyecto de ley relativo a su disolución. Además, la 
Ley No. 18623 había puesto término a la posibilidad que tenía la CNI de disponer de 
lugares de detención. Cuando la CNI fuera disuelta oficialmente, sus atribuciones 
se transferirían a los servicios de seguridad. 

190. Respecto de este tema, los miembros del Comité formularon varias preguntaa 
relacionadas con los tribunales militares y , en particular, quisieron saber si 
éstos eran independientes en el sentido de lo dispuesto en el artículo 14 del 
Pacto] por qué tantos civiles seguían siendo procesados por tales tribunaleat 
por qué los períodos de detención eran tan prolongados; por qué la jurisdicción 
dependía de la condición de la supuesta víctima y no, como en la mayoría de los 
sistemas jurídicos, de la del supuesto delincuente; con qué frecuencia y contra 
quién se aplicaba el artículo 284 del Código de Justicia Militar; si el juicio de 
civiles, que hubieran herido a miembros de la fuerra de seguridad, por tribunales 
militares era compatible con el artículo 14 del Pactar y si la jurisdicción militar 
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también se aplicaba en el caso de los miembros de las fueraas armadas que* no 
estando de servicio, fueran heridos en un alterca80 con un civil. 

191. Miembros del Comité tambidn desearon saber cuál era la eituaeidn 
constitucional del poder judicial8 cual era el número de los jueces de la Corte 
Suprema y cuáles eran aua cualificaciones, qud medidas 88 habían tomado sobre las 
reeomendacionea para el establecimiento de una fueraa de policía judicial que 
ayudara a los jueces e instructores que investigaban casos de violaciones de 
derechos humanosr si los jueces que investigaban violaciones de derechos humanos 
eraa objeto de sanciones y los abogados sufrían hostigamientos por defender a 
opoai,tores del Gobiernoj si habí.a garantías adecuadas para asegurar que los 
abogados podían asietir a sus clientes de manera efectiva, de conformidad con el 
artículo 14 del Pacto, y qu6 medidas había adoptado el Gobierno para investigar 
presuntas violaciones de derechos humanos en la antigua Colonia Dignidad y si Be 
había adoptado alguna medida correctora como resultado de estas investigaciones~ 

192. Se pidieron también aclaraciones sobre loe procedimientos de apelación en el 
actual sistema jurídico y sobre la raaón de o,Ue las apelaaionea se rechaenran con 
tanta frecuencia; sobre el alcance de la Ley No. 18667 que, al parecer. autorizaba 
al Comandante en Jefe de las fueraas armadas a retener pruebas y no presentarlas a 
los tribunales por motivos de seguridad, y sobre las relaciones entre el COnsejO de 
Seguridad Nacional y el Tribunal Constitucional. 

193. Respondiendo a las preguntas formuladas , el representante del Estado Parte 
explicó que los tribunales militares administraban justicia con sujeción a las 
normas procesales y materiales del derecho común y a las garantías individuales 
establecidas en la Constitución. Tales tribunales formaban parte del sistema 
judicial, estaban sujetos a supervisión, orientación y correccibn por parte de la 
Corte Suprema, y eran independientes tanto desde el punto de vista administrativo 
como en la administración de justicia, Aunque era cierto que un alto porcentaje 
de delitos cometidos por civiles se veían en estos tribunales, muchos de ellos 
implicaban tan ab10 infracciones menores de la ley comprendidas en la jurisdicción 
militar. La duracidn de algunas investigaciones era ciertamente excesiva, pero 
ello se debía a que algunos caeos eran muy complejos. Conforme a la Ley 
antiterroriata, un civil a6lo podía ser juegado por loa tribunales militares si la 
víctima era un miembro de las fueraas armadas o de loa carabineros o si se había 
producido un ataque contra un establecimiento o inatalaci6n militar o policial. 
Un delito cometido por un miembro de las fuersaa armadas o de loa carabineroa fuera 
de servicio contra un civil se consideraría como perpetrado en calidad de civil y 
no de militar y no se jurgaría en loa tribunalea militarea. La práctica de l omter 
a civiles a la jurisdicción militar había sido objeto de fuertes críticas durante 
loa últimos a.goa en el país y actualmente se estaba preparando un proyecto de 
legislación destinado, entre otras coaaa, a limitar la jurisdicción de loa 
tribunales militares solamente a loa miembroa de las fueraaa annadaa. El Gobierno 
reconocía que todavía ae cometían algunos abuaoa en el sistema juridico y hacía 
cuanto podía por poner fin a éstos. 

194. Los requisitos que debían satisfacer todos loa jueces y funcionarioa jurídicos 
estaban estipulados en la Ley de organiaación de tribunalea, que estaba en vigor 
desde hacia 50 aIioa y tenía el caricter de una ley fundamental. Loa 19 jueces de 
la Corte Suprema eran todos funcionarios de carrera del sistema judicial designados 
por el Presidente de entre los oficiales superiores del sistema judicial 
recomendados por la Corte Suprema. El problema de establecer una fuerza de policía 
especial para la protección de los jueces se había discutido desde hacía algunos 
aiios. pero cabía esperar que al terminar el Gobierno militar, no seria ya necesario 
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establecer eaa fusrsa. En cuanto a la cuestion de Pa sancib impuesta a 
determinados jueces, éstos no habían sido castigados por la investigación de 
delitos sino por intentar dar publicidad a los casos o por negarse a respetar la 
decisión de la Corte Suprema. Los abogados defensores que se vieran obstaculiaaUo8 
en su labor de asistencia a los acusados podían protestar y los responsables serían 
sancionados. 

195. Respecto del procedimiento de apelación , era importante hacer una distinciÓn 
entre las apelaciones presentadas antes de 1900, referentes en gran parte a medidas 
en vigor bajo el estado de excepción y a menudo rechazadas, y las presentadas 
después de la reforma de la Constitución, que tenían más posibilidades de recibir 
una respuesta positiva. La Ley No. 18661 no tenía nada que ver con la retención de 
pruebas sino que estaba destinada a lograr un equilibrio entre la protección de las 
pruebas documentales secretas y la necesidad de información. Si era necesario, la 
Corte Suprema podía obligar al Comandante en Jefe a entregar la documentación de 
prueba. No había relación entre el Consejo de Seguridad Nacional y el Tribunal 
Constitucional y este último no era parte del sistema judicial. Dicho Tribunal 
era completamente independiente y tenía como función básica certificar la 
constitucionalidad de las leyes propuestas. Con arreglo a las modificaciones 
hechas en la Constitución, la composición del Tribunal Constitucional había sido 
modificada a fin de incluir dos miembros nombrados por el Consejo de Seguridad 
Nacional. Las cuestiones de las presuntas violaciones de los derechos humanos 
cometidas en la Colonia Dignidad parecían ser un problema entre la República 
Federal de Alemania y algunos de sus ciudadanos que vivían en un asentamiento 
agrícola situado en Chile. Ro se había tratado de llevar el caso ante los 
tribunales chilenos. 

, tad de circulacion 

196. En relación con esta cuestión, miembros del Comité quisieron saber si todas 
las personas condenadas al exilio habían podido aprovechar el levantamiento de 
la prohibición del regreso y si quienes lo habían deseado habían vuelto realmente 
al país. También pidieron que ae explicara en qué consistía la medida de 
extraãamiento impuesta en virtud de la Ley de seguridad del Estado. 

191. En su respuesta, el representante del Estado Parte dijo que, como resultado de 
las últimas modificaciones constitucionales, el Gobierno ya no podía exiliar a los 
cfudadanosr incluso durante un estado de excepción, y que cualquier exiliado que 
deseara regresar a Chile tenía plena libertad de hacerlo. Se había establecido 
una comisión especial, que trabajaba con la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados, que ayudaría a las persona8 a resolver los 
problema8 con que pudieran tropeaar a su regreso. La relegación había sido una 
medida excepcional utilizada durante el eatado de excepcfónr alguna8 personas 
habían sido confinadas en un determinado lugar y ae habían visto obligada8 a 
presentarse regularmente en la comisaría local, pero habían podido hacer y decir 
lo que querían. La ley seguía en vigor, pero se usaba muy rara vez. 

0 a la vi& vriva& 

190. En relación con esta cuestión, miembros del Comité desearon saber qué medidas 
prácticas había adoptado el Gobierno para impedir la censura de la correspondencia 
y la comunicación: qué legislación existía en Chile para proteger la información 
contenida en los archivos computadorizados de datos; y cuáles eran las actividades 
de la CNI en esa esfera. Además, pidieron información sobre la libertad de 
correspondencia y  sobre la legislación y  la política relativa a las Órdenes de 
los tribunales para la entrega de informes médicos en casos penales. 
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199. En su respuesta, el representante del Eatado Parte dijo que se había 
presentado un proyecto de ley destinado a preservar el carácter confidencial de las 
fichas personales. Los abogados y los m6dicos estaban obligados por ley a mantener 
un secreto absoluto sobre cuestiones relacionadas con su profesión, No obstante, 
se les podía obligar a que revelaran determinada información si el interds superior 
de la justicia así lo exigía, 

200. Respecto de esta cuestión, miembros del Comitd desearon saber si las enmiendas 
a la Ley No. 16313, recomendadas por la Comisión de la Asociación de la Prensa, 
habían sido aplicadas] si habían sido retiradas las acusaciones contra los 
periodistas hechas ante tribunalee militares; cbmo habían interpretado los 
tribunales el artículo 284 Uel Código de Justicia Militar, si a loa partidos no 
constitucionalea se les podía privar de las liboxtades previstas en el articulo 19 
del Pacto, y si se había derogado la Ley No. 16662, que prohibia la difusión de 
informaciones sobre el partido comunista y uno de los partidos socialistas de 
Chile; si el sector privado cumplía alguna funcibn en la televisión, que parecía 
ser un semimonopolio del Estado, y si los opositores del Gobierno podían expresarse 
en las diversas cadenas de televisión. 

201. En su respuesta, el representante del Estado Parte dijo que a raía de las 
críticas formuladas por varias asociaciones de informadores a las enmiendas a la 
Ley No. 10313, se había preparado un nuevo proyecto de Ley de prensa que pronto se 
presentaría al poder legislativo. La interpretación que hacían los tribunales 
chilenos do1 artículo 204 del Código de Justicia Militar era que resultaba 
imperativo demostrar que existía intención de ofender para que hubiera delito. Las 
acusaciones contra periodistas presentadas en los tribunales ordinarios se habían 
retira80 y las causaa se habían sobreseído, pero los asuntos llevados ante los 
tribunales militares no podían ser retirados porque emanaban de particulares. Sin 
embargo, los periodistas interesados estaban en libertad bajo ffansa y cabía pensar 
que finalmente beneficiarzan tambi6n de un acto de sobreseimiento, Los conceptos 
de demanda y demandante no existian en la justicia militar y los particulares no 
podían querellarse, si bien podían intervenir en las actuaciones en tanto que parte 
lesionada. 

202. Aunque los partidos políticos inconstitucionales no podían ejercer loa 
derechos consagrados en el artículo 12 de la Cowtitucián, sus miembros 
individuales disfrutaban de todos loa derechos y libertades constitucionales. 
Loa partidos cuya solicitud de inscripción hubiera sido rechaaada podían elevar 
un recurso ante e? Tribunal Constitucional. La prohibición relativa al partido 
comunista y uno de los partidos aocialintaa estaba todavía en vigor, pero sus 
dirigentes habían fomado otros partidos y algunos eran candidatos a una 
diputación. El partido comunista había sido prohibido porque su programa 
autorizaba la utilización de todos loa medios para llagar al poder y afirmaba 
otros principios incompatiolea con la democracia, pero si otro partido comunista 
presentaba un programa quo se ajustare a loa partidos Jemocdticoa no habría 
problema en inscribirlo. El kbisrno coUxtIaba una sola cadena de televisión, la 
séptima. Otras cadenas psrt-necírr a las univerüidades nacionales y provinciales 
que eran entidades privadas. Jl acceso de ‘os partidos político8 a la televisión 
estaba prohibido, salvo en el período de los 30 días que precedían a cada 
escrutinio, durante el cual todos loa candidatos tenían derecho gratuitamente a 
un tiempo de antena. La ley excluía todo monopolio de la comunicación por el 
Estado y el artículo 19 de la Constitución revisada garantiaaba la libertad de 
opinión y de información sin ninguna censura, pero con algunas reserva8 en caso de 
uso indebidc de esas libertades. 
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, * mcho de rau- 

203. Respecto de esta cuestión , miembros del Comité preguntaron si se habían 
denunciado casos de violencia contra manifestantes pacíficos y sin armas yI de ser 
así, si las denuncias habían sido investigada8 y cuáles habían sido los resultado8 
de las investigaciones. 

204. En su respuesta, el representante del Estado Parte dijo que el derecho de 
reunión se ejercía en Chile sin ninguna restricción. Cualquier persona que desease 
organisar una reunión podía hacerlo, siendo suficiente informar a la8 autoridades 
competentes acerca del lugar donde 88 celebraría y obteniendo la autorización 
correspondiente. Si durante el curso de una manifestación se producían hechos 
ilegales, data podía ser disuelta mediante la utilización de mangueras de agua8 
bombas lacrimógenas y, en caso de agresión armada o de delito grave, recurriendo a 
la utilización de armas de fuego, No se habían presentado denuncias concretas a 
este rsspeoto salvo en un caso ocurrido en agosto de 1989, en eI que tres policías 
88 comportaron de manera amenazadora frente a una multitud sin que ello estuviera 
justificado. Los tres fueron detenidos, juzgados y condenados. 

Perecho a particiDa 
, r en la direccion de los . 

asu ntos n,ublicQa 

205. En relación con esta cuestión, los miembros del Comite desearon recibir 
información sobre cómo había repercutido la derogación del artículo 8 de la 
Constitución en las personas que habían sido afectadas por decisiones adoptadas 
de conformidad con dicho artículo y sobre la8 disposiciones de la Ley sobre los 
partidos políticos, que prohibía a los partidos dar instrucciones a aus 
representantes en el Congreso. Tambián quisieron saber si había alguna restricción 
jurídica o práctica al derocho de las personas a ser elegidaa y de los partidos 
políticos a participar en la8 elöccionest cómo ae estaba desarrollando la campaña 
electoral presidencial en lo tooants a igualdad de oportunidades para el Gobierno 
y la oposición, y si la8 dfatintas opciones existentes en el plebiscito recién 
celebrado habían recibido el mismo tratamiento informativo. 

206. En su respuesta a las preguntas formuladas, el representante del Estado 
Parte dijo que la Única persona a la que se había aplicado el artículo 8 de la 
Constitución había sido eí dirigente de uno de los partidos socialistas, que 
reconocía la violencia como medio legítimo para ;.legar al poder y que había sido 
declarado inconatitucionai. Esta persona había sido objeto de un proceso público 
que había durado un alío y había sido condenada. Todas las penas previstas en el 
artículo 8 habían sido disminuidas a la mitad y se había estsblecido un 
procedimiento de rehabilitación al que po.?ía recurrir toda persona que hubiera sido 
afectad8 por la aplicación del artículo 8. La disposición de la Ley sobre los 
partidos políticos en cuestión guardaba relación con el hecho de que, en otro8 
tiempos, loa representantes habían actuado fundamentalmente sobre la base de las 
directivas de carácter inmediato que les daba su partido, a menudo sin tener en 
cuenta la voluntad de los electores; la disposición tenía por objeto simplemente 
recordar 1 los parlamentarios que debían ser lealen tanto a sus electores como a au 
partido. Los medios de información tenían plena libertad para informar sobre la 
campaña ? la misma manera libre y abierta qus durante el plebiscito de octubre 
de 1988. durante el último mes de la campaña presidencial, todos los partidos 
políticos tendrían derecho gratuitamente a un tiempo de antena sobre bases 
equitativas y de manera proporcionada a su importancia numérica. 
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207. En relación con esta ~ueati6n, miembros del COmite quisieron saber si existían 
grupos indígenas que no hubieran sido integrados plenamente aún en Pa sociedad 
chilena y, de ser así, qud medidas se habían adoptado para asegurar que esos grupos 
disfrutaban de los derechos garantiaados en el Pacto. 

209. En eu respuesta, el representante del Estado Parte dijo que el único grupo 
minoritario todavía en proceso de integración era el mapuche, el pueblo indígena 
del sur del país, Este proceso había sido difícil y los mapuches, en tanto que 
comunidad, habían sido víctimas de abusos. El objetivo del Qobierno era integrar a 
los mapuches en la sociedad y respetar su8 costumbres y su8 tradiciones, con cuyo 
propósito se había adoptado una serie de medidas. La modificación del artículo 8 
de la Constitución aportaba ahora legislación concreta que prohibía toda incitacidn 
al racismo y a la discriminación racial o social de otra índole. En los ejemplares 
del informa recientemente presentado por Chile al Comité para la Eliminaci¿n de la 
Discriminación Racial se hacía un anålisis muy pormenorizado de la situacibil de 
los mapuches. 

209. Los miembros del Comitd manifestaron su agradecimiento a la delegación del 
Estado Parte por la franqueaa y competencia con que había respondido a las 
preguntas del Comité y por haber entablado un diálogo don date que había sido 
constructfvo e interesante. Los miembros manifestaron unánimemente su satisfacci6n 
por los importantes progresos que se habían realisado en el restablecimiento del 
proceso democr8tico en Chile, en particular con la organisación del reciente 
plebiscito, las próximas elecciones presidenciales, la aprobacfdn de reformas 
constitucionales, el levantamiento de los estadas de excepcibn y el regreso de 
muchos exiriados, Sin embargo, se mostraron iqualmente unánimes al expresar au 
profunda preocupación y ansiedad por los numerosos problemas jurídicos y prdcticor 
que aún existían, Un importante motivo de preocupación era la persistencia del 
papel desempeñado por loa tribunales militares en el enjuiciamiento de civiles, que 
era una anomalía y algo absolutamente negativo. También eran motivo de profunda 
inquietud las largas detenciones previas al juicio yS en particular, la 
continuación de las denuncias de tortura. Otros motivos de grave preocupación 
incluían la falta de total independencia del poder judicial, el respeto 
insuficiente de loa derechos a la libertad de opinión, asociacibn, expresión e 
información, así como la funcián de las fueros8 armadas, cuyos poderes derivaban de 
disposiciones de una Conatituci6n que no había sido objeto de una votación. La 
demora de 12 años habida en la publicación del Pacto, lo que había impedido que los 
ciudadanos chilenos pudieran ampararse en las diaposiciones de ¿ste ante los 
tribunales, fue también motivo de crítica y los miembros instaron a que tanto el 
Pacto como las observaciones del Comité formuladas en la actual reunión se pucieran 
ampliamente en conocimiento del Gobierno pero también de toda la poblacián. Habida 
cuenta de la casi unanimidad existente en el Comit¿ rerpecto de las preocupaciones 
mencionadar, los miembros de 6ste manifestaron 6u esperansa de que el gobierno de 
Chile sacase las conclusiones lógicas y considerase que las obrervaciones que se 
habían hecho en el ComSté eran una contribucián útil a los esfuerros dignos de 
elogio que ya había emprendido. 

210. El representante del Estado Parte dijo que la reunión había sido fructífera y 
ritir l Su país estaba poniendo término a un proceso largo y doloroso, durante el 
cual, sin duda, se habían cometido errorea. Sin err>bargo, sus últimos objetivos, 
que eran el regreso a un régimen democrático, la restauración de la primacía del 
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derecho y el restablecimiento económico , no se habían olvidado .jamás y Chile 
intentaría realizar progresoz adicionales en cuanto al pleno respeto de las 
disposiciones del Pacto. Todas las observaciones que se hablan formulado durante 
el debate serían, por supuesto, comunicadas al Gobierno de Chile. 

211. Al dar por concluido el examen del tercer informe periódico de Chile, el 
Presidente dijo que estaba convencido de que el diálogo que terminaba ayudaría a 
las autoridades chilenas a aplicar plenamente los derechos humanos inscritos en 
el Pacto y señaló que el rechazo del régimen militar en el plebiscito celebrado 
recientemente incitaba también al optimismo sobre la evolución futura a este 
respecto. 

212. El Comité examinó el informe inicial de la Argentina (CCFR/C/45/Add.2) en sus 
sesiones 952a., 955a. y 956a., celebradas el 19 y el 23. de marzo de 1990 
(CCPRIWSR.952, SR.955 y SR.956). 

213. El informe fue presentado por la representante del Estado Parte, quien subrayó 
que la Argentina estaba dedicada a la promoción y la protección de los derechos 
hvmanos y había establecido un mecanismo con esos fines. Por supuesto, en vista de 
la crisis económica que prevalecía en la Argentina, era difícil seguir promoviendo 
y protegiendo los derechos económicos, sociales y culturales. La representante 
señaló que el Gobierno había presentado las comunicaciones mencionadas en el 
párrafo 3 del artículo 4 del Pacto respecto de los estados de sitio que se habían 
declarado en ía Argentina en mayo de 1969. La Argentina también había informado a 
las Naciones Unidas y presentado detalles acerca de los derechos que habían sido 
suspendidos provisionalmente durante el estado de sitio y acerca de la situación 
después de que se suspendieran esas medidas excepcionales. 

214. Loa miembros del Comité celebraron haber recibido el informe del Estado Parte 
pero lamentaron que, si bien daba una idea clara de los acontecimientos favorables 
acaecidos desde el final de la dictadura militar en la Argentina, no se daba 
información suficiente acerca de los factores y las dificultades que afectaban la 
aplicaci6n del Pacto. 

215. En relación con el artículo 2 del Pacto, miembros del Comite manifestaron su 
deseo de recibir información suplementaria en cuanto a la condición del Pacto en el 
derecho interno. Rn particular, deseaban saber si el Pacto prfmaba sobre la 
Constitución nacional, las constituciones provinciales y las leyes nacionalss, y 
qué procedimiento ae utilizaba para eliminar las discrepancias que pudieran surgir 
entre el instrumento internacional de derechos humanos y el derecho interno. 
En ese sentido, 86 pidieron aclaraciones de la afirmación contenida en el informe 
de que los derechos protegidos por el Pacto ya estaban protegidos en virtud de la 
Constitución, habida cuenta en particular de que la Argentina acababa de salir de 
un periodo durante el cual no ae había aplicado la ConstZtución respecto de los 
derechos y libertades en ella consagrados. También se preguntó si había algún caso 
concreto en que las presuntas violaciones de derechos por parte de las autoridades 
hubieran sido declaradas anticonstitucionales; si aparte de la Corte Suprema había 
algún otro tribunal con competencia para juzgar cuestiones de ese tipo, cuál era la 
relación existente entre los recursos administrativos y judiciales, y si existían 
otros derechos y garantías además de los enumerados en la Constitución. 
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216. Tambiin 88 pidió información acerca de la eStrUCtUra orgionica y las funciones 
de la Subsecretaría de Derechos Wmanos y acerca del animero y carácter de las 
denuncias que había recibido ese órgano y de la forma en que habbian aido 
tramitadas. También se preguntó qué medidas concretas se habían adoptado para 
aumentar la conciencia del público en cuanto a las disposiciones del Pacto, en 
particular entre las fuerzas de policía y de segurida% y entre los grupos 
minoritariosr cuál era el significado exacto del término “habitante” tal como se 
utilizaba en el derecho de la Argentina) y si el ertiCul0 20 de la Constitución, 
por el que se establecían los aerechos de los extranjeros, estaba de acuerdo con el 
artículo 2 del Pacto. 

217. Ademes, alguno5 miembros dijeron que dudaban seriamente que la Ley de Punto 
Final y la Ley de Obediencia Debida, así como los perdones concedido5 por Pa. 
Presidencia en octubre de 1969, fueran compatibles con el párrafo 3 del artículo 2 
y con el párrafo 5 del artículo 9 del Pacto y pidieron más información en cuantc a 
los motivos que habían inducido al Gobierno a adoptar esas medidas. También 
deseaban saber de qué recurso5 disponían actualmente las víctimas de los delitos 
cometidos por los militares a 105 que se había concedido la amnistía. También se 
preguntó si las disposiciones de esas leyes habían sido estudiada8 por los 
tribunales; cuántas investigaciones de presuntas violaciones de derechos humanos 
habían sido concluida5 y cuáles habían sido sus resultado5J cuál era la situación 
actual respecto de las investigaciones aún no concluidas y por qué el Procurador 
General había dado instrucciones a los fiscalee pera que no impugnaran la 
constitucionalidad de la amnistía presidencial. 

218. En relación con el artículo 3 del Pacto, hubo miembros que deseaban saber si 
la Subsecretaría de la Mujer había recibido alguna denuncia de discriminación y, en 
ca50 afirmativo, cuáles eran los principales temas de e8as denuncias. Se seííalb 
también que el concepto enuncia80 en algunas disposiciones de la legislación 
argentina, tales como los artículos 42 u 80 del Código Penal, de que existían 
personas a las que se les debía un respeto especial, parecía inspirado en 
principios arcaicos y ser claramente discriminatorio. 

219. Respecto del artículo 4 del Pacto , miembros del Comite pidieron aclaraciones 
acerca de las disposioiones que regían el estado de sitio en Ia Argentina y, en 
particular, pidieron información acerca del estado de sitio que había sido 
declarado tras el retorno al gobierno civil. También quisieron saber cuál ert ía 
duración máxima del estado de sitio; de qu8 garbntías disponía durante el estado de 
sitio una persona cuyos derechos hubieran sido violadosr si existía alguna 
disposición jurídica explícita para garantizar que no se menoscabaran loa derechos 
fundamentales establecidos en el párrafo 2 del artícuso 4 del Pact.0; si los 
procedimientos de hpbeas corvs y de m seguían siendo aplicables durante un 
estado de sitio; si la simple probabilidad de disturbios internos podía justificar 
que se declarara un estado de sitio; y qué control ejercía el cuerpo legislativo 
sobre las facultades asignada5 al Presidente durante el estado de sitio. 

220. En relación con el artículo 6 del Pacto, se pidió información ncerca de los 
caso5 de desapariciones forzadas o involuntarias que se hubieran producido en la 
hrgentin8 antes de que este país se hiciera parte en el Pacto y acerca de los 
resultda09 de las inveUtigacione5 pertinentes. En cuanto a los reglamentos que 
rigen el uso de las armas de fuego por la policía y las fuerras de seguridad, los 
miembros preguutaron cuántos agentes habían sido condenados y castigados por 
delitos; cuáles habían sido las penas y si se investigaban automáticamente las 
muertes de personas que participaran en manifestaciones pacíficas. También se 
pidió información acerca de las medidas que se habían tomado para responder al 
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ataque contra el cuartel La Tablada en enero da 1989, y en eae sentido, 88 preguntó 
si el Gobierno estaba investigando actualmente alguna denuncia de tortura. Además, 
los miembros pidieron detalles acerca de la aplicación de las medidas legislativas 
aobre el aborto. 

221. En relación con los artículos 7 y 9 del Pacto, se pidieron aclaraciones acerca 
del significado de la pena corporal como castigo del ~~incumplimiento de los deberes 
de asistencia familiar” que parecía incompatible con el artículo 7 del Pacto; de 
las disposiciones jurídicas y la práctica de los tribunales en cuanto a la 
indemnización por detención o encarcelamiento ilegales; y de una decisión 
específica aaoptaaa recientemente por la Corte Buprema en relación con el 
babeas corwus Los miembros también quisieron saber cuándo una persona detenida 
podía ponerse’en contacto con un abogado tras su detención y si había algún plazo 
establecido dentro del cual el detenido tenía que ser presentad0 ante el juez. 
En este sentido, se señaló que el artículo 255 del Código de Procedimiento Penal, 
que disponia que una vez concluida la declaración indagatoria ante el juez se haría 
saber al prOcesado la causa de su procesamiento y de su prisión, parecía 
incompatible con el artículo 9 del Pacto. 

222. En relación con el artículo 14 del Pacto, miembros del Comité dijeron que 
deseaban recibir más información acerca de la organización de 10s siStemaS 
judiciales civil y militar, sobre la condición jurídica de los jueces y las medidas 
que se habían tomado para reforzar la independencia del poder judicial También se 
pidieron aclaraciones acerca de la disposición en virtud de la cual las apelaciones 
en casos administrativos han de ser presentadas al mismo órgano que dictó la 
sentencia en primera instancia} de las posibilidades de recurrir contra decisiones 
administrativas ante los tribunales y del alcance de la reserva de la Argentina al 
párrafo 2 del artículo 15 del Pacto, a la luz del actual derecho internacional 
imperativo. Tambi& se preguntó si se podía denegar a un acusado el derecho a 
buscar asistencia jurídica durante las fases preliminar y de inVestig%CiÓn del 
proceso, cómo se aseguraba en la Argentina el derecho a un juicio público, qué 
procedimientos utilizaban los tribunales militares y, en particular, si su 
competencia se determinaba ratione materia 0 ratione wersona9; y si alguno de los 
civiles que habían sido condenados a muerte por los tribunales militares durante el 
período de gobierno militar disponía de algún recurso. + 

2i3. Los miemb:os del Comité desearon recibir más información acerca de la 
aplicación del artículo 17 del Pacto y quisieron saber, en particular, en qué 
condiciones se permitía la intervención de telégrafos y teldfonoa. 

224. Respecto del artículo 18 del Pacto , miembros del Comité quisieron saber cuáles 
eran los procedimientos para el reconocimiento jurídico y el registro de 
religiones, cuántas religiones que no fueran la católica había registradas y, si 
una vez registsadas, esas religiones tenían iguales derechos por la ley que la 
Iglesia Católica y si disfrutaban también de privilegios financieroe$ cuáles habían 
sido las consecuencias de la designación de la Iglesia Católica como persona 
jurídica publica; en qué forma podía reconciliarse, de hecho, la Ley No. 21.745 con 
el artículo 18 del Pacto; y si se había adoptado alguna disposición respecto de los 
objetores de conciencia. 

225. En cuanto a los artículos 19 y 20 del Pacto, miembros del Comito preguntaron 
cómo se garantizaba en la práctica a los periodistas el acceso a la información: en 
qué medida tenían que ofrecer información a la prensa los fuLcionarios: si existían 
restricciones a las actividades de lar. periodistas no registrados: y si aún 
persistía el antisemitismo en algunos círculos pese a la legislación 
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antidiscriminatoria. Se señaló que el derecho argentino no parecía cumplir las 
disposiciones del artículo 20 del Pacto dado que no contenía disposiciones para 
prohibir la propaganda de la guerra y los miembros pidieron tambidn aclaraciones 
acerca del artículo 22 de la Constitución relativo al crimen de sedición. 

226. En relación con los artículos 21 y 22 del Pacto, miembros del Comith quisieron 
saber cuáles eran las restricciones jurídicas, de haberlas, que podían imponerse a 
la libertad de reunión; cómo se garatizaban en la pr&ctica el ejercicio del derecho 
de reunión y el derecho de asociaciónr y cudlee eran los requisitos necesarios para 
formar asociaciones y partidos políticos. 

221. Respecto ael artículo 24 del Pacto, se pidib más información acerca de la 
situación de los niños secuestrados y se preguntó si había algún plan para mantener 
el banco de datos que se había establecido en relación con esos nidos, y sobre los 
motivos en que se basaba la reducción de penas por el asesinato o el abandono de 
niños perpetrados para ocultar la deshonra de la madre o de los miembros de la 
familia. 

228. En cuanto al artículo 25 del Pacto, se preguntó si se habían dado casos de 
extranjeros que hubieran votado y sido elegidos realmente en 108 municipios en que 
vivían y si la Argentina se proponía cambiar la prueba religiosa para poder 
presentarse al puesto de Presidente o Vicepresidente, que había reconocido 
contraria al artículo 25 del Pacto. Los miembros del Comite tembidn pusieron en 
duda que el requisito ae que los candidatos a senadores posean un ingreso mínino 
determinado fuera compatible con el Pacto y pidieron aclaraciones acerca de la 
declaración que figura en el informe de que la Constitución establecía derechos 
políticos “en forma implícita". 

229. Finalmente, en relación con el artículo 27 ael Pacto, los miembros del Comité 
desearon recibir más información acerca de las comunidadea aborígenes mencionadas 
en el párrafo 246 del informe; sobre el derecho de los grupos indígenas a practicar 
su propia religión y a utilizar duz idiomas; y sobre las actividades desarrolladas 
por el Instituto Nacional de Asuntos xndígenaa desde su conatftucidn en 1985. 

230. En respuesta a las preguntas hechas por loa miembros del Comité acerba del 
artículo 2 del Pacto, el representante dijo que loa dos pactos internacionales de 
derechos humanos, junto con la Convención Amerfaana sobre Derechos Humanos, habían 
sido incorporados al derecho argentino entre 1984 y 1986. De conformidad con el 
artículo 31 de la Constitución, el Pacto tenía menor categoría que la Constitución 
pero estaba en pie de igualdad con las leyes nacionales y primaba sobre las leyes 
provinciales, Las controversias sobre el derecho nacional y el derecho 
internacional se resolvían mediante la aplicación del principio general de que una 
norma ulterior primaba sobre una norma anterior acerca ael mismo tema. El Pacto 
podía ser invocado ante cualquier jurisdicción y cualquier tribunal podía aplicar 
directamente sus disposiciones. Las víctimas de violaciones de loa derechos 
humanos podían aprovechar todos loa recuraos civiles y penales previstos en el 
sistema judicial nacional, incluidos loa recuraos administrativos de ser ello 
posible. El sistema argentino no tenía ningún tribunal esPecialirado para llevar a 
cabo una revisión constitucional y esa funcián correspondía a la Corte Suprema de 
Justicia, que la ejercía mediante el procedimiento de recurso extraordinario. 
Todas las leyes ejecutivas y legislativas, con excepción ae laz leyes puramente 
discrecionales 0 ministeriales, estaban sometidas a ese examen constitucional en 
caso de que algún demandante denunciara SU inconstitucionalidad. En virtud del 
artículo 100 de la Constitución, la Corte Suprema es la autoridad última de la 
interpretación de la Constitución. 
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231. En cuanto a las cuestiones relacionadas con la Ley de Obediencia Debida, y la 
Ley de Punto Final y los perdones presidenciales de octubre de 1989, la 
representante recordó que el Pacto solamente se aplicaba a los acontecimientos 
ocurridos en la fecha de su entrada en vigor o después de ella y quer por 
consiguiente, las disposiciones del Pacto no se aplicaban a las Leyes 23.492 
y 23,049. En su sentencia el 3 de julio de 1987, la Corte Suprema declaró 
constitucional la Ley 23.521. Si bien esa ley ponía limitaciones al procesamiento 
penal de las personas que habían cometido delitos por orden de sus superiores, no 
suponía la denegación de los hechos o la criminalidad de los actos y la 
culpabilidad de quienes los hubieran cometido. El perdón presidencial tampoco 
eliminaba el delito propiamente dicho) solamente impedía la ejecución de la 
sentencia. La decisión de ejercer la clemencia se había basado en el hecho de que 
los acontecimientos de los dos decenios anteriores habían socavado constantemente 
el mantenimiento del orden público dentro de la Argentina y su finalidad era llevar 
la paz a todos los sectores de la sociedaa argentina. La Legislación argentina no 
contenía nada que impidiera proseguir la investigación ae los hechos y, en verdad@ 
esas investigaciones proseguían. Siete oficiales de las fuerzas armadas habían 
sido condenados por violaciones de los derechos humanos y, a principios de Octubre 
de 1959, se sometió a juicio a otras 34 personas , muchas de ellas por VariOS 
delitos de d,erechos humanos. 

232. En respuesta a las preguntas hechas por los miembros del Comité acerca del 
artículo 4 del Pacto, la representante dijo que se podía declarar el estado de 
sitio en caso de desorden interno o ataque extranjero que pusieran en peligro la 
aplicación de la Constitución y el funcionamiento de las autoridades creadas en 
virtud de ella. El estado de sitio se declaraba para un periodo limitado, si bien 
no era necesario especificar la duración exacta de ese período. Durante un estado 
de sitio, las atribuciones del Presidente de la República se limitaban a detener y 
desplazar personas y no tenis autoridad para condenarlas por ningún delito penal. 
Los derechos previstos en virtud del párrafo 2 del articulo 4 del Pacto seguían en 
vigor. La existencia de un estado de sitio no suponía la suspensión de la 
Constitución o una debilitación de la división de poderes entre los Órgano8 
ejecutivo, legislativo y judicial. Según la decisión adoptada por la Corte Suprema 
en 1978, pese a que la adopción de medidas tales como la detención y la 
transferencia de personas estaba prevista en la Constitución, los funcionarios no 
estaban exentos de una posible responsabilidad penal cuando sus acciones fueran un 
delito en virtud de la ley. En virtud de la Ley 23.098 de 1984 y como parte del 
procedimiento de Ubeas cozpuf!, se podia revisar la legalidad de la declaración de 
un estado de sitio. Durante un estado de sitio podía invocarse tanto el recurso de 
~lr>aro como el de meas corouq. Eataba considerándose actualmente la promulgación 
de una ley para reglamentar el ejercicio de los poderes del Órgano ejecutivo 
respecto de la imposición de un estado de sitio. 

233. En respuesta a las preguntas hechas por loa miembros acerca del articulo 6 del 
Pacto, la representante señaló que, desde el restablecimiento de la democracia, los 
distintos gobiernos constitucionales que se habian sucedido habían facilitado al 
Grupo de Trabajo sobre desapariciones forzadas o involuntarias información 
concerniente a casos de desapariciones forzadas denunciadae. La Comisión Nacional 
sobre la Desaparición de Personas (CONADEP) y la Oficina del Fiscal Publico habian 
investigado los casos que habian sido presentados a la Cámara Federal de 
Apelación. Tres de esos casos, de importancia especial, afectaban a personas que 
habían sido detenidas por el régimen militar y que ulteriormente habían reclamado 
una indemnización por detención ilegal. Demostraron que a pesar de la Ley de 
Obediencia Debida y la Ley do Punto Final era posible proseguir un litigio hasta 
lograr una indemnización. En cuanto al ataque contra el cuartel militar de 
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La Tablada, la representante dijo que se había sometido a juicio a 20 personas y 
que el 5 de octubre de 1989 se había adoptado una decisión. Tanto el fiscal 
público como los abogados defensores habían interpuesto apelaciones contra 888 
decisión y los abogados afirmaban que se habían dado casos de malos tratos y de uso 
ilegal de la fuerza por parte de la policía, afirmaciones que están siendo 
investigadas actualmente. 

234. Con referencia a:las preguntas hechas por miembros del Comitd en relación con 
el artículo 9 del Pacto, la representante dijo que en virtud de la ley era 
obligatorio ofrecer a los detenidos asistencia jurídica inmediatamente y que debía 
informarse a un juez de la presunta violación , al tiempo que se le facilitaba toda 
la documentación pertinente en un plazo de 24 horas a partir de la detención. Los 
detenidos tenían derecho a hacer una llamada telefónica indicando su paradero, lo 
que permitía a un abogado comenzar a representarles. El recurso de moarg era 
admisible en relación con toda acción por parte de las autoridades que violara, 
limitara o perjudicara arbitrariamente cualquier derecho reconocido por la 
Constitución. El derecho de meas cornu se invocaba cuando las autoridades 
publicas restringían la libertad de movimiento sin una orden o cuando se había 
hecho una detención ilegalmente. 

235. Refiriéndose a las preguntas hechas por los miembros del Comité acerca del 
artículo 14 del Pacto, la representante del Estado Parte dijo que la Argentina aún 
seguía aplicando la práctica de los procesos escritos, que disponia un período 
limitado de secreto. No se había adoptado una enmienda propuesta a derecho actual, 
encaminada a institucionalizar los procedimientos verbales y públicos. Sin 
embargo, el Código de Justicia Militar y la Ley para la defensa de la democracia 
disponían actualmente la celebración de audiencias públicas ante un tribunal en 
cuanto a los cargos, las pruebas y la declaración de expertos. Los periodistas 
tenían acceso directo a las salas de los tribunales, a las personas juzgadas, y a 
los jueces y abogados. Refiriéndose a la competencia de los tribunales militares, 
la representante explicó que el Congreso había introducido enmiendas al Código de 
Justicia Militar en 1984, en las que se disponía un régimen de transición para 
juzgar los delitos cometidos durante la represión. La jurisdicción de los 
tribunales militares se había reducido estrictamente a cuestiones militares, lo que 
reducía más aún la posibilidad de que un civil fuera juzgado por un tribunal 
militar por un delito civil. Además, existía el recurso de apelación obligatoria 
ante la Cámara Federal de Apelación contra las decisionee adoptadas por tribunales 
militares en relación con delitos militares en tiempos de paz. 

236. En respuesta a las preguntas hechas en relación con el artículo 18 del Pacto, 
la representante dijo que en la Argentina había libertad de culto pero no 
igualdad. El Gobierno facilitaba ayuda financiera a la formación de miembros del 
clero católico y para apoyar a los obispado8 y atribuía un valor especial a la 
religión católica que era practicada por la mayoría de la población. Si bien la 
Iglesia Católica tenía preeminencia y gozaba de la condición jurídica de un árgano 
publico corporativo mientras que a las demás religione8 solamente se les permití& 
funcionar como asociaciones, no hre trataba de una iglesia de Estado. Se estaban 
celebrando conversaciones con miras a conceder una condición jurídica especial a 
las religiones no católicas. En virtud de la Ley No. 21,745, 88 exigía a todas las 
instituciones y organizaciones rsligiosas no católicas que se registraran. En sí 
mismo, el registro era un procedimiento simple y una vez que un grupo estaba 
registrado se le permitía llevar a cabo sus actividades en cualquier lugar del país 
y podía pedir una exención de impuestos. Hasta la fecha, se habían registrado 
unos 2.730 grupos religiosos aproximadamente. Se había presentado al Congreso un 
proyecto de ley en el que se contemplaban reglamentos concernientes a los objetores 
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de conciencia y el 18 de abril de 1989 la Corte Suprema había'reconocido el 
principio de que la obligación del servicio militar po%ía satisfacerse sin porte %o 
arma8. Se conce%ían exenciones Bel servicio militar en ca808 particulares a Pos 
estudiante8 de los seminarios pertenecientes a los Testigos %e Jehová que 
presentaran 108 certificados necesarios de las instituciones correspondientes, 

237. Con referencia a las preguntas hecha8 por miembros del Comité acerca åel 
artículo 20 del Pacto, la repreeentante Bija que la %iscrimiaacián ae toao tipo era 

esencialmente incompatible con las di8po8icione8 %e la Constitución. En virtu% Bel 
Código Penal, el odio racial 0 religioso 8e consi%eraba como una circunstancia 
agravante respecto de %istintos delitos. La ley por la que reglamentaban las 
actividades de 108 partido8 político8 prohibía la utiliaación be nombre8 %e parti%o 
que contuvieran palabra8 que expresaran hostili%ad racial, de clase o religiosa o 
que pu%ieran provocar dicha hostili%ad. 

238. Con respecto al artículo 24 del Pacto, la representante dijo que el Banco %e 
Dato8 Genético8 obtenía y almacenaba cui%adosamente dato8 genéticoe sobre los 

miembro8 de la familia de las personas desaparecidas, Mediante el Banco, había 
sia0 posible devolver mUChO8 niños a su8 familia8 naturales. 

239. En respuesta a las preguntas he.chas en relación con el artículo 25 del Pacto, 
la representante dijo que aparte del artículo 76 %e la Constitución, que disponía 
que para poder ser elegida Presidente o VicepreaiBente %e la nación una persona 
debe pertenecer a la Iglesia Católica, no había ningun otro requisito religioso 
para aspirar a un cargo superior. Si bien ae podían prever propueotas para 
enmen%ar la Constitución respecto del artículo 76, no fa0 podía %ecPr 
categóricamente que el requisito en 81 conteniéo fuera contrario al Pacto. 

240. Respondiendo a pregunta8 relacbonadas con el 3rthalO 27 del Pacto, Pa 

representante afirmó que según el ultimo censo levanta80 en 1966,. había 
302,000 habitante8 indígena8 en la Argentina. 
mantenían au8 tradiciones. 

Se protegían SUS %erechos y 80 

241. Lo8 miembros del Comitá dieron las gracia8 a la representante Bel Estado Parte 
por la cooperación y apertura con que había conteata%o a muchaa de sua preguntao. 
Señalaron que si bien era evi%ente que el Gobierno %e la Argentina estaba 
comprometido seriamente con la protección de loa derechos humanoa que habían sido 
violados durante la dicta%ura militar, había 8113 embargo algunas causas de 
preocupación respecto de la aplicación eficaz% bel Pacto en la Argentina. Algunos 
miembros se preocuparon especialmente por la compatibilidad con el Pacto de la Ley 
de Obediencia Debida y la Ley de Punto Final y por los precedentes negativos que 
eaas mediaas podrían est8blecer, y expresaron la eaperanaa de que eaas leyes no 
menoscabaran los %erechoa de reparación de las víctimas. También manifestaron la 
eaperõnza de que el Gobierno hiciera más esfueraoa y adoptara las medidas 
apropiadas respecto de las desapariciones que habían ocurrido en la Argentina antes 
de que el país 8e hiciera parte en el Pacto. Algunos miembros se refirieron 
también al u80 de fuerza excesiva por parte de la policía, los privilegios de que 
disfrutaba la Iglesia Católica y las garantía8 relacionada8 con la prevención del 
abuao del po%er por las autoridades, en particular respecto de la práctica de la 
tortura y durante un e8tado de sitio. 

242. La repreaentaute del Rstado Parte expresó su reconocimiento al Comité por sus 
observaciones y recomendaciones y le aseguró que la8 comunicaría a 8u Gobierno. 
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243. Al concluir el examen Bel informe inicial de la Argentina, el Presidente dio 
tambi& las gracias a la representante ad Estado Parte por au cooperación y 
expresó la esperanaa de que las cuestiones planteaaas por el ComitB, en particular 
respecto de cuestiones tan importantes como 3-a tortura, que babía sia0 un gran 
mal en la Argentina, y la libertad e igualaa religiosas, fueran ebordaàas 
inmediatamente y  se informara al respecto on el segundo informe perióaico aO la 
Argentina. 

244, El Comith examfnb el informe inicial ae San Vicente y las GranaBinas 
(CCPR/C/26/Add.4) en sus sesiones 953a, y 954a., celebradas el 20 de marao de 1990 
(CCPRHYSR.953 y SR.954). 

245. El informe fue presentado por el representante Bel Estaao Parte, quien dijo 
que su país, no obstante su pequeño tamaíío y su reducida población, estaba 
resueltamente determinado a respetar el imperio de la ley y a proteger los derechos 
funciamentales de sus ciudadanos. La Constitución, que había sido elaborada 
en 1979, al obtener el país la plena independencia del Reino Unido, protegía be 
manera sustancial todos los derechos civiles y políticos que figuraban en el Pacto, 
y  se había establecido un mecanismo legal apropiado para hacer aplicar estos 
aerechos . Observó también que la Constitución preveía la apelación en toaos los 
casos que se pusiesen plantear ante el Comith Judicial del Consejo Privado 
Británico y que no había restricciones al acceso a los recursos Iegales y a la 
reparación. 

246. Los miembros del Comité agradecieron al representante por la información 
supîementaria proporcionada en sus observaciones intrOdUCtOrias. Observaron, no 
obstante, que el informe no se había preparaclo de conformidad con las directrices 
del Comité y que, en particular, carecía ae suficiente información sobre las 
mediaas y prácticas a6mfnistrativas y sobre la interpretación que en realidad aaban 
los tribunales a las disposiciones ae la Constitución. 

241. En relación con el artículo 2 ael Pacto, los miembros ael Comité manifestaron 
el deseo ae saber cuál era la situacihn precisa del Pacto en el sistema judicial y 
en la legislación interna del país} ei el Pacto podía invocarse ante los tribunales 
o ei podía ser aplicado airectamente por ellos; si algún tribunal había emitido 
decisiones juaicialea relativa8 a la aplicación del Pacto o 8e había referido a nu8 
disposiciones; qué garantía8 ofrecía la legislación para impedir la derogación de 
las normas ael Pacto; cómo podian los ciudadanos reclamar au8 derecho8 con arreglo 
al Pacto ei la ley permitía dicha derogación; y qué criterio8 ae utiliaaban para 
determinar cuándo se podía solicitar al Tribunal Supremo que actuase en calidad ae 
tribunal ae primera instancia. Además, los miembros deseaban saber en qué medida y 
en qué nivele8 ae la sociedad se había dado publicidad al Pacto y si el aiái0g0 que 
88 estaba desarrollando entre el Estado Parte y  el Comité era de conocimiento 
piMico. Se observó asimismo que la Sección 1 de la Constitución no parecía 
referirse a la8 exigencia8 de no discriminación que figuraban en el párrafo 1 del 
articulo 2 del Pacto, tale8 como las relativa8 al idioma, el origen nacional o 
social y el nacimiento 0 cualquier otra condición social. 

240. Con respecto al artículo 3 ael Pacto, los miembros desearon saber si las 
mujeres nacionales casadas con extranjero8 y que vivian en el extranjero podían 
transmitir su nacionalidad a sus hijos nacidos en el extranjero en la misma forma 
en que los hombres, y cuál era el porcentaje de mujeres en las escuelas 
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secundarias, las universidades y las distintas profesiones. Los miembros 
observaron que las secciones de la ConstPtuciÓn correspondientes al articulo 4 del 
Pacto, no indicaban cuáles eran los derechos que no admitían limitaciones ni 
derogaciones y preguntaron acerca de la forma en que, con arreglo a las 
circunstancias, se garantizaba la no derogación de tales derechos, 

249. Con respecto al artículo 6 del Pacto, los miembros del Comité expresaron 
especial preocupación por el. hecho de que el limite de edad para la aplicación de 
la pena de muerte era claramente incompatible con el Pacto y pidieron mayores 
detalles acerca de la legislación relativa a la pena de muerte y su aplicación. 
Manifestaron también el deseo de saber si la aplicación de la pena de muerte se 
limitaba a los delitos más gravesa cuántos presos estaban actualmente sentenciados 
a muertet si había planes,para abolir la pena de muerte1 cómo se reglamentaba el 
recurso a la fuerza letal, y, de manera más general, el uso de annas iie fuego) 
y con qué frecuencia causaba muertes la policía al detener a una persona. 
Se solicitó también una aclaración de las disposiciones de la Sección 2 de la 
Constitución, que parecian demasiado amplias cuando enumeraban los casos de 
privación de la vida sin que hubiera un delito penal, 

250. En relación con el articulo 7 del Pacto, los miembros del Comitd desearon 
saber si habia habido alguna decisióp judicial que hubiese determinado que la 
imposición del castigo corporal era degradante; cuál era la justificación para 
la introducción del castigo corporal en virtud del Código Penalt si exfstia 
una edad mínima para la aplicación de tal castigo; y si tal castigo se aplicaba 
en las escuelas. Preguntaron también si el derecho a no ser sometido a 
experimentos médicos y cientificos sin consentimiento estaba garantizado 
por la ley. 

251. En cuanto al articulo 8 del Pacto, los miembros del Comité manifestaron el 
deseo de recibir información relativa a la conscripción militar y a la protección 
de los objetores de conciencia. 

252. En relación con el articulo 9 del Pacto, los miembros del Comité observaron 
que el periodo de siete días para notificar las razones de la detención parecía 
excesivo y desearon saber cuál era la justificación para tan dilatado plazo. 
Con respecto a las disposiciones relativas a la privación de libertad de las 
personas que padecían de enfermedad menta!., se preguntó si la sospecha constituia 
una base adecuada para adoptar tal mediUa o si era también necesaria una orden del 
tribunal. Los miembros manifestaron también el deseo de saber si el párrafo 2 de 
la Sección 16 de la Constitución incluía el derecho a recibir reparación por 
detención 0 trato ilegales y cuáles eran las normas y prácticas respecto de la 
detención y el tratamiento de los vagos. Además, solicitaron aclaración del 
párrafo b) de la Sección 3 de la Constitución relativo a la privación de libertad 
por desacato al tribunal. 

253. Refiriéndose al articulo 10 dtil Pacto, los miembros del Comité manifestaron el 
deseo de recibir información relativa a las acusaciones de hacinamiento, a las 
deficientes condiciones sanitarias, a la falta de instalaciones de recreo y a las 
golpizas infligidas a los presos; a los procedimientos policiales para investigar 
las denuncias de los presos, y el resultado de las investigaciones realizadas al 
respecto: y a la reincidencia y la rehabilitación social de los presos, Desearon 
también saber si personas distintas de las autoridades carcelarias efectuaban 
inspecciones regulares de las prisiones; si la capacitación de los funcionarios de 
prisiones incluía información sobre l+s Reglas mínimas para el tratamiento de los 
reclusos; si los delincuentes juveniles eran mantenidos separados de los adultos en 
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las cárcelest y la edad a partir de la cual se eoask3eraba penalmente responsables 
a los adolescentes. 

254. En relación con el artículo ll del Pactos los miembros manifestaron el deseo 
de saber si existía la prisión por deudas, que podría ser incompatible con el 
artículo 11, y si alguien había sido encarcelado por no cumplir una orden del 
tribunal con arreglo a la Seccidu 3 de la Constitución. 

255. Refiriendose al artículo 12 del Pacto, 108 miembros manifestaron el deseo de 
saber si existía completa libertad de eirculacidn en el territorio y si la 
referencia constituciona: a la restricción a son88 designadas se refería únicamente 
a las personas en libertad bajo fianza. Se pidieron tambi6n aclaraciones de la 
Sección 12 de la Constitución, que se refiere a Paa restricciones de la libertad de 
movimiento de los no ciudadanos) de los casos en que se permitían excepciones 
respecto de extranjeros para garantiaar la protección de los derechos 
fundamentales; y acerca de otras leyes, si las había, en virtud de las cuales se 
protegían los derechos de los extranjeros. 

256. Con respecto al artículo 14 del Pacto, los miembros do1 Comité manifestaron el 
deseo de recibir informacidn relativa al gran atraso en los casos que esperaban 
investigación preliminar y a las medidas que se habían tomado para mejorar la 
situación) sobre la independencia y la seguridad en el cargo de los jueces) sobre 
las disposiciones constitucionales, si las había, relativas al derecho de 
apelaciónt y sobre las circunstancias en que una persona podía ser juagada en su 
ausencia. Los miembros desearon tambidn saber si la Comisión Judicial y Legal se 
ocupaba de la designación de todos los jueces o sólo de los de niveles inferiores y 
si existían programas de asistencia jurídica. 

257, Con respecto al artículo 16 del Pacto, los miembros del Comité manifestaron el 
deseo de saber la forma en que los derechos de todas las personas a ser reconocidas 
ante la ley estaba garantizado en el sistema jurídico del país. 

253. Los miembros del Comité desearon recibir información relativa a las 
disposiciones constitucionales o legislativas que salvaguardaban los derechos 
consagrados en el artículo 17 del Pacto, en especial con respecto a la vigilancia 
y a la interceptación de líneas telefónicas. 

259. En cuanto al artículo 19 del Pacto, los miembros solicitaron aclaraciones 
de la declaración que aparece en el informe a efectos de que a nadie se podía 
impedir el goce de la libertad de conciencia y expresión, excepto con su propio 
consentimiento. Expresaron tambi6n preocupación por la Sección 64 del Código 
Penal, que preveía pena de prisión para quien publicase una declaración falsa 
Y qu*# a juicio de los miembros, era incompatible con el artículo 19 del Pacto 
y con la protección de la libertad de la prensa. Además, los miembros aanifestaron 
el deseo de saber la forma en que estaba organisada la propiedad y el control de 
los medios de información; si existía un sistema de televisión y, en caso 
afirmativo, si Ara estatal o privado8 y si se requería una licencia para fundar 
un periódico. 

260. Con respecto al artículo 22 del Facto, los miembros manifestaron el deseo de 
saber si se garantizaba a los sindicatos el derecho a la negociación colectiva; 
ni se permitía a los funcionarios públicos afiliarse a un sindicato; si el derecho 
de huelga estaba restringida en alguna forma) y si existían disposiciones 
especiales relativas a las huelgas en que participaban personas empleadas en los 
servicios esenciales. 
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261. Con referencia al artículo 23 del Pacto, lo8 miembros del Comitd manifestaron 
el deseo de saber si existían restricciones al derecho (4 contraer matrimoniot cuál 
era la edad mínima para el matrimonio; si los menores de ambos 88x0s disfrutaban de 
igualdad y si la igualdad de ‘Pos cónyuges en esferas tal88 como la administración 
del hogar estaba garantizada. 

262. En relación con el artículo 25 del Pacto* ee solicitó información sobre las 
condiciones y la autoridad en virtud de las cuales el Parlamento podía ratirar a 
una persona su calidad de votante registrado y sobre el derecho de los ciudadanos 
a apelar contra tales decisiones. Los miembros desearon tambib saber por qué SS 
impedía a los ministros de religión prestar servicios en el Parlamento. 

263. Con respecto al artículo 26 del Pacto, los miembro8 indicaron el deseo de 
saber si existían idiomas’ de uso común distinto8 del inglds y si una persona que 
hablaba dicho idioma estaría en desventaja ante los tribunales. 

264. Con referencia al artículo 27 del Pacto, los miembros del Comité manifestaron 
el deseo de saber si existían grupo8 de minorías y, en ca80 afirmativo, ai tenían 
derecho a preservar su cultura, practicar 8u religión y utilizar su idioma común. 

265. En su respuesta a las preguntas. formulada8 por los miembros de3 Comiti con 
arreglo al artículo 2 del Pacto, el representante explicó que la Constitución era 
la ley suprema y que se consideraba nula y sin valor toda ley que estuviese en 
conflicto con ella. El Pacts no había sido incorporado a la legislación interna 
porque algunas de sus disposiciones estaban en conflicto con la Sección 1 de la 
Constitución; sin embargo, por lo general se encontraba una norma de derecho común 
para resolver tales problemas. En los últimos a%os se había estado considerando 
la posibilidad de la unificación pnlítisa con Dominica, Santa Lucía y Granada y, 
de llevarse a cabo tal unión, el nuevo Estado tendría que adoptar una nueva 
Constitución que pudiese incorporar otras disposiciones relativas a loa derechos 
humanos. Si bien el publico en general no estaba al corriente de la actual reunión 
con el Comité. los medios de información recibirán informes sobre la reunión 
después de que al representante regrese a San Vicente. 

266. En au respuesta a las preguntan formuladas con arreglo al artículo 6 del 
Pacto, el representante dijo que la discrepancia en cuanto a la edad mínima para 
la aplicación de la pena de muerte se plantearía ante el Gabinete 8 su regreso. 
La pena capital estaba limitada a la alta traición, el asesinato y el genocidio, 
y se ejecutaba sólo en caso de un asesinato brutal; Xa legislación no distinguia 
entre asesinato de primer grado o de segundo grado. Sin embargo, en la mayoría de 
los casos de asesinato se conmutaba la sentencia de muerte y se aplicaba Únicamente 
cuando el pueblo estaba muy encolerizado. 
la policía no estaba armada. 

Con excepción ae la unidaå antidrogas, 
Rara vez resultaba alguien muerto por acción de 

la policía, pero cuando ello ocurría se exigía una investigaci6n especial. 
Ningún oficial de policía había sido procesado por complicidad en un caso de 
esta índole. 

267. Respondiendo a las preguntas formuladas con arreglo al artículo 7 del Qacto, 
el representante explicó qua en el pasado el castigo corporal tomaba la forma de 
castigo con palmeta y de azotaina, pero que esta última fue abolida en 1983. 
El castigo con palmeta aplicado a los menores existía todavía pero se ejecutaha 
bajo condiciones cuidadosamente controladas, incluida la supervisión médica. 
El propósito de este castigo es la corrección, no la brutalidad. El castigo 
corporal era una norma cultural institucionalizada en el país que no podía ser 
ignorada, y su abolición se enfrentaría con la resistencia publica general. 

-62- 



Se consideraba que dicho castigo era necesario en un país que carecía de un 
amplio servicio de bienestar social, ya que pr0porcfoaaba Pa disciplina necesaria 
en el hogar y en la escuela y la experiencia había indicado que no tenía 
efectos negativos. 

266. En respuesta a la pregunta formulada con arreglo al artículo 8 del Pacto, 
el representante dijo que el servicio militar obligatorio no existía en su país, 
ya que no había servicio militar. Por lo tanto, no se plante*&a la cuestijn de la 
objetiión de conciencia. 

269. En respuesta a las preguntas formuladas por los miembros del Comitd con 
arreglo al artículo 9 del Pacto , el representante declaró que si bien no se había 
establecido el derecho a indemnización por detención o encarcelamiento ilegales, 
podían obtenerse daiios y perjuicios cuando el EpDunon law preveía un recurso. 

270. Respondiendo a las preguntas formuladas con arreglo al artículo 10 del Pacto, 
el representante dijo que si bien las condiciones de las c$rceles no eran ideales, 
ello no se debia a la falta de consideracibn o simpatía por parte de las 
autoridades y que ello no entraiíaba violaciones importantes de los derechos 
humanos. Se estaban proyectando nuevos servicios carcelarios que darían mayor 
importancia a la formación profesional y a la rehabilitación. Todos los presos, 
excepto los propensos a la violencia o que habían tratado de escapar, tenían 
derecho al recreo diario. En casos en que se sospechara que un guarda de prisión 
hubiese golpeado a un preso, la8 autoridades carcelarias habían tomado medidas 
disciplinarias pero tales casos eran poco frecuentes. Existía un comitd visitador 
de prisiones, en el que figuraban ministros de religión y medicos designados por el 
Gobernador General; dicho Comite visitaba las prisiones regularmente y escuchaba 
las denuncias de 1~8 presos. Desgraciadamente, actualmente loo menores de edad no 
pueden separarse de los presos adultos por falta de espacio, 

271. Respondiendo a las preguntas formuladas con arreglo al artículo 11 &el Pacto, 
el representante confirmó que existían disposiciones legales para la prisión por 
deudas y reconoció que ello estaba en contradicción con el artículo ll. 

272. En relación con las preguntas formuladas por los miembros del ComitA con 
arreglo al artículo 12 del Pacto, el representante explicó que había completa 
libertad de circulación en el país pero que un extranjero necesitaba la 
autorización neceaaria. La Conatitucidn confería al Parlamento la facultad de 
restringir la circulacibn de los no ciudadanos, pero como no ae habían promulgado 
leyes que diesen efecto a eaa disposición era 
disposición ae aplicaría en la práctica. 

imposible decir la forma en que esa 

273. Respondiendo a preguntas formuladas con arreglo al artículo 14 del Pacto, 
el representante explicd que los atrasos en los juzgado8 se debían esencialmente a 
restricciones presupuestarías, que imposibilitaban contratar jueces y personal de 
apoyo adicionales y proporcionar servicio8 adecuados en loa tribunales. 
Sin embargo, la situación había mejorado un tanto en los últimos dos años como 
consecuencia de la liberaliaación de determinado8 procedimientoa. La independencia 
del poder judicial no estaba estipulada en la Constitución pero eetaba previata en 
otroa instrumento8 y el sueldo de un juen no podía reducirse mientras ocupase el 
cargo. Con arreglo a las Secciones 96 y 99 de la Constitución el derecho de 
apelación se limitaba sólo en unas pocas cuestiones de procedimiento, tales como la 
decisión de juagar un ce80 de delito sexual en privado. La mayor parte de las 
otras decisiones de los juecas podían ser apeladas, a6.n ante el Consejo Privado de 
Londres. Actualmente, San Vicente no estaba en condiciones de proporcionar 
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asistencia jurídica amplia y sólo podía hacerlo con los atwsados de delitoa 
capitales. Sin embargo, muchos abogados convenían en defender a los pobres sin 
recibir remuneración. Además, se había dado un primer paso para establecer 
un sistema de asistencia jurídica en virtud de una ley recientemente promulgada, 
que daba al Subfiscal de la Corona el derecho da atender determinados 
casos administrativos sin coato para los que no podían sufragar los servicios 
de un abogado. 

274, Con respecto a las cuestiones planteadas con arreglo al artículo 17 del Pacto, 
el representante dijo que la ley no preveía ninguna proteccijn especial contra la 
vigilancia como, por ejemplo, la interceptación de líneas telefónicas, pero 
contenía disposiciones contra la injerencia en la correspondencia. 

‘275. Respondiendo a preguntas formuladas por los miembros del Comitd con arreglo 
al artículo 19 del Pacto, el representante dijo que a determinados fUnCiOnariOS 
públicoa se Les exigia prestar un juramento ae aiscreción que, en efecto, era 
una renuncia valuultaria al derecho a la libertad de expresión, La Sección 64 so 
había considerado necesaria para prohibir falsas declaraciones que podrían causar 
temor o alarma o perturbar la paz pública, pero no estaba dirigida a refrenar la 
libertad ae palabra y, en la forma en que estaba redactada, no podía hacerlo, 
ya que existían salvaguardias jurídicas para proteger a una persona que hacía 
una declaración en inocencia. La Sección del Código Penal de que se trata había 
sido recientemente impugnada ante el Tribunal Supremo y se informará al Comité 
de la decisión del lkibunal Supremo, Existia una sola estación de radio en eí 
país, que funcionaba como empresa libre aeP control gubernamental, y una estación 
de televisión de propiedad privada, que proporcionaron espacios de difusién a 
todos los partidos políticos durante las elecciones de 1989. Existían tres 
perióaicos nacionales ae propiedad privada y toaOs las partiaoa políticos tenían 
periódicos propios que se publicaban sin injerencia de ningún tipo por parte 
del Gobierno. 

276. Rn respuesta a preguntas planteadas con arreglo al artículo 22 del Pacto, 
el representante dijo que el derecho a formar sindicatos estaba garantisado para 
toaos, incluidos los funcionarios públicos. El derecho de huelga estaba también 
garantizado, aun para los servicios esenciales. El reconocimiento de los 
sindicatos no era obligatorio pero, por lo general, se obtenía después de un 
perioao de negociación. 

277. En relación con preguntas formuladas con arreglo al artículo 23 del Pacto, 
el representante dijo que se habían eliminado todos los impedimentos jurídicos que 
afectaban a los niños nacidos fuera del matrimonio no obstante la8 acusaciones que 
formularon contxa el Gobierno determinados sectores de la sociedad a afectos de 
que, con ello, estaba socavando la condición del matrimonio. La información 
relativa al derecho de transmitir la nacionalidad a loa hijos, que era una cuestión 
complicada, será proporcionada al Comité en fecha posterior. 

278. En respuesta a preguntas planteadas con arreglo al artículo 25 del Pacto, 
el representante declaró que las elecciones de 1989 habían sido librec y 
justas, como lo atestiguaron los muchos observadores extranjeros que asistieron 
a ellas. 

279. Respondiendo a preguntas formuladas con arreglo al artículo 27 del Pacto, 
el representante explicó que no existían grupos minoritarios propiamente dichos. 
El 75% de la población descendía de africanos, el 15% de europeos y el resto de 
indios y caribes. Existía un solo idioma, el inglés, sin dialectos ni variaciones 
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importantest por esa rasóu los redactores de la Constitución no habían considerado 
necesario referirse a la aiscriminación por motivos a0 idioma. 

280. Los miembros del Comité agradecieron al representante por sus respuestas 
completas y francas a Pas preguntas formuladas y, en general, expresaron 
satisfacción por los esfueraos que se estaban haciendo para observar y proteger Pos 
derechos humanos en San Vicente y  las Granadines. Estimaron que si bien ciertas 
derogaciones del Pacto por omisión podrían probablemente corregirse sin neceaiaad 
de enmiendas constitucioaalesr la eliminación de otras incompatibilida&es, talea 
como las relativas a la pena capital para personas menores de 18 años y la prisión 
por deudas, requerirían claramente meabaas legislativas, Ademia ae los a08 
problemas citados, los miembros expresaron tambi6n preocupación por algunos otros 
asuntos, tale8 como la utilización del castigo corporal, las condiciones de las 
cárceles, la independencia del poder judicial y las posibles restricciones a la 
libertad de palabra y a la libertad de prensa. Los miembros consideraron que se 
habia iniciado un di&logo constructivo entre el Comftd y el Estaào Parte quer 
esperaban, constituiría un ejemplo fructifero para toaOs los países de la región 
del Caribe. 

281. El representante ael Estado Parte agradeció a los miembros del Comitá por su8 
observaciones y declaró que el diálogo le había proporcionado una mejor comprensión 
de las preocupaciones del Comité en cuanto a la aplicación ael Pacto. Aseguró al 
Comité que los aocumentos que ae necesitaban para completar sus respuestas a las 
preguntas formuladas se presentarían en el futuro próximo y que el siguiente 
informe periódico ae su país sería más amplio. Al concluir OL exameoã da1 informe 
inicial de San Vicente y las Granadinas, el Presidente agradeció el representante 
por sus francas respuestas, que habian dado lugar a un diálogo muy fructifero con 
el Comité. 

* Ccsta Rica 

282. El Comité examinj 21 segundo informe periódico de Costa Rica 
(CCPR/C/37/Add,lO) en sus sesiones 958a. y 96Ga., celebradas los Uías 22 y 23 de 
marzo de 1990 (CCPRIWSR.958 y SR.960). 

283. El informe fue presentado por el representante del Estado Parte, quien llamó 
la atención del Comité sobre ciertos cambios ocurridos desde la presentación del 
informe. Los derechos que las personas podian invctcar 811 Virtud del recurso de 
amparo se habían extsndido a los previstos en los instrumentos internacionales de 
derechos humano3 aplicables en Costa Rica. Se habia croado también el Tribunal 
Constitucional como parte ae la Corte SuprJíma de Yusticia con competencia para 
conocer de los casos de inconstitucionali¿lad p be los recursos de meas c~tpu~ y 
m. Gracias a estas reformas los instrumentos internacionales de derechos 
humanos habían alcanzado el mismo rango que Isa normas constitucionales. El 
representeate añadió que el recurso de m-m l;lodí.fl ejercerse ny sólo contra ïaa 
autoridades estatales sino tambbén cottra l.os particulares que actuasen en calidad 
oficial 0 que ejercieran poderfjs centra 10s cuales los recur809 normales fuesen 
insuficientes para garantizar i.03 drtrechops y Zhf3rtaúas futld~i~ntales. También se 
habia convertido en ob?f.gecion del Estsds la ?gunldad de derechos entre bornbrea y 
mvjeres y  tie habla as.c,.Dlecido una fjfåcir?.? ?.o.t :Jerechoa Humanos a fin de rcfsraar 
la igualdad rea1 y uliminar !,z+ discrimiaacick racial, En febrera iS.9 LQ%‘J, 
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Costa Rica había celebrado elecciones por doceava vez desde 1948. Todas ellas 
habían sido democráticas y sin censuras y habían transferido pacíficamente el poder 
de un gobierno a otro. 

Marco constitucional v +urídico en el aue se aplica el Pact9 

284. Con respecto a esta cuestión, los miembros del Comité quisieron saber si se 
había dictado alguna sentencia en casos en que efectivamente se habían invocado 
directamente las disposiciones Jel Pacto, y si, había habido casos de personas 
sancionadas, conforme al artículo 7 del Código Penal, por haber cometido delitos 
punibles contra los derechos humanos previstos en los tratados suscritos por Costa 
Rica. Refiriéndose concretamente a la reciente revisión de los artículos 48 y 10 

,de la Constitución, los miembros preguntaron de qué forma procedía el recientemente 
creado Tribunal Constitucional en las sentencias sobre la inconstitucionalidad de 
una ley internal y si podía invalidar cualquier ley de Costa Rica que fuera 
incompatible con las normas internacionales y, en caso afirmativo, si los 
particulares podían entablar causas cont;a una determinada ley. Deseaban también 
tener información acerca de la composición, competencias y funcionamiento del 
Tribunal Supremo de Eleccionest las actividades relativas a la promoción de una 
mayor toma de conciencia por parte del público acerca de las disposiciones del 
Pacto y del Protocolo Facultativo) la difusión de información sobre el Pacto entre 
tribunales y juecesf y hasta qué punto tenía conocimiento el público del examen del 
informe por el Comité. Se pidió también más información sobre los factores y las 
dificultades, en caso de haberlos, que afectaban la aplicación del Pacto y sobre la 
repercusión de la crisis social y política en América Central en el goce de los 
derechos humanos en Costa Rica, especialmente en vista del gran número de 
refugiados que allí se habían acogido. 

205. En respuesta a las preguntas formuladas por los miembros del Comité, el 
representante del Estado Parte dijo que el 22 de mayo de 1986, la Corte Suprema de 
Justicia había dispuesto que, en caso de conflicto entre un tratado y una ley, 
incluso si la ley era posterior al tratado, prevalecería siempre el tratado. Así, 
los tratados internacionales estaban ahora en pie de igualdad con la Constitución, 
con la salvedad de que, en casos de conflicto entre la Constitución y el Pacto, 
habría que dar prioridad a la Constitución. El Tribunal Constitucional había 
invocado y aplicado en numerosas ocasione5 las normas de la Convención Americana de 
Derechos Humanos. 

286. El Tribunal Supremo de Elecciones, creado en virtud del artículo 99 de la 
Constitución, gozaba del mismo rango que los poderes ejecutivo, legislativo y 
judicial. Su fallo era definitivo en asuntos electorales y no podía ser revocado 
por la Corte Suprema de Justicia. En teoría, el Tribunal Supremo de Elecciones 
podría invalidar una elección, pero dado que la preparación y la supervisión de las 
elecciones eran parte de aus funciones administrativas, en la práctica nunca había 
ocurrido. El Tribunal Supremo de Elecciones era también la autoridad máxima en 
cuestiones de nacionalidad. 

287. Refiriéndose a laa actividades relativas a la promoción de una maycr toma de 
conciencia por parte del público acerca del Pacto, el representante dijo que il~ . v loa cursos sobre derecho constitucional para incluir un estudio 
sobre el Pacto. El Instituto Interamericano de Derechos Humanos impartía un curao 
anual sobre la Convención Interamericana y sobre los Pactos de las Naciones Unidaa: 
todas las organizaciones no gubernamentales de Costa Rica intereaadas habían sido 
COnvOCadas para que ayudaran a preparar el informe: añadió que el publico había 
tenido conocimiento del examen del informe por el Comité a través de los medioa de 
comunicación. 
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288, Respeto de los factores y dificultades que afsctaban la aplicaci¿n del 
Pacto, el representante dijo que la criaie Be derechos humanos de 
Centroamérica había afectado a Coste Rica debido a la gran afluencia de 
refugiados. Según cifras oficiales, desde 1918 a 1988 aproximadamente 
41.000 refugia808 habían entrado en Costa Rica. Sin embargo esta cifra 
incluía sólo a los refugiados oficialmente registrados en la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados. En realidad, Costa 
Rica, con una población total de 2,5 millones de habitantes tenía que hacer 
frente a una entrada que oscilaba entre los 300,000 y el medio millón de 
refugiados. En vista de las dificultades que había creado esta situacibn, 01 
Gobierno costarricense, después de las recientes elecciones en Nicaragua 
declaró que ya no aceptaría más refugiados de aquel país, 

-0 de excelocfóq 

289. Con respacto a esta cuestión, los miembros del Comitd manifesteron el 
deseo de recibir información detallada sobre las disposiciones legales que 
regían la declaración del estado de excepción y sobre la medida ea que se 
ajustaban a lo dispuesto en el pirrafo 2 del artículo 4 del Pacto. 

290. En su respuesta, el representante del Estado Parte dijo que, en virtud 
del artículo 121 de la Constitución, la Asamblea Legislativa tenía capacidad 
para suspender ciertos derechos y garantías estipulados en la Constituci¿n. 
Cuando la Asamblea Legislativa no estaba reunida, el poder Ejecutivo pOdía 
también ordenar la suspensión. En este caso, la suspensión debía ser aprobada 
las 48 horas siguientes por la Asamblea con el voto de dos tercios al menos de 
sus miembros. Los derechos previstos en el artículo 21 de la Constitución, 
relativos a la inviolabilidad de los derechos humanos, y los estipulados en el 
artículo 33 relativos a la igualdad de toda pereona ante la ley, no podían ser 
suspendidos, 

, 
Ii9 Qifuimirwion 8 iS 10s sexm 

291. En relación con esta cuestión, loa miembros del Comite deseaban saber 
cuáles eran las principales desigualdades entre hombrea y mujeres en lo 
referente al disfrute de los derechos políticos, económicos, sociales y 
culturalest cuál era la situación actual del proyecto de ley destinado a 
eliminar o reducir estas deaigualdadesl y si la organisación creada para 
defender la igualdad de derechos entre loa sexos estaba facultada para 
investigar y resolver los casos de discriminación que se le plantearan. 
Lqs miembros solicitaron tambi¿n información adicional sobre la participación 
de la mujer en la vida política , económicõ, social y cultural del país; sobre 
la proporción de ambos sexos ea las escuelas y universidades; y aobre la labor 
y las funciones del Centro para la Mujer y la Familia, especialmente si el 
Centro había completado la revisión de los Códigos de Familia, Penal y de 
Trabajo. Además, desearon saber en qui aspectos se limitaban los derechos de 
los extranjeros en comparación con los de los nacionales; si existían 
restricciones sobre el derecho di loa extranjeros a escribir y expresar 
libremente su opiniónt si loa padrea naturaliaados tenían iguales derechos al 
transferir la nacionalidad a sus hijos. 

292. En su reapueta, el representante dijo que en virtud de la Ley de Igualdad 
Real, aprobada el 8 de marso de 1990, se había creado una Oficina General para 
la Defensa de los Derechos Humanos, dedicada específicamente a la protección 
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de las mujeree, los niños y los consumidores. En el marco de la Oficina 

General, se había establecido una Oficina de Defensa de los Derechos de la 
Mujer para garantizar la observancia de tale8 derechos. El Centro Nacional 
para la Mujer y la Familia había completado la revisión de los Códigos de 
Familia, Penal y de Trabajo, Respecto de su situación y participación, la 
mujer representaba en Costa Rica el 200 de la población económicamente 
activa. La tasa de analfabetismo era más baja entre las rhujeres que entre los 
hombrea. En 1986, las mujeres habían ocupado 30 de los 379 puestos 
gubernamentales y había 6 mujeres de un total de 57 diputado8 en la actual 
Asamblea Legislativa. La proporción de hombres y mujeres que cursaban 
estudios primarios y secundarios era más o menos equivalente. 

293. Respecto del trato de los extranjeros, el representante dijo que los 
extranjeros gozaban de derechos civiles pero no de derechos políticos y por lo 
tanto no tenían derecho de voto. La práctica de mantener detenidos a los 
extranjeros antes de su expulsión había sido impugnada por el Tribunal 
Constitucional. En el momento de su naturalización, los padres podrían 
solicitar que la cuidadanía se extendiera también a sus hijos menores, 

. 
Desecho 

294, Con respecto a esta cuestión, los miembros del Comité desearon saber si 
existían planes para una pronta ratificación por parte de Costa Rica del 
Segundo Protocolo Facultativo del Pacto, cuyo objetivo era la abolición de la 
pena ae muerte; qu8 normas regulaban el uso por la policía y las fuerzas ae 
seguridad de las armas de fuego; si se había producido alguna infracción de 
tales normas y, en caso afirmativo, qué medidas se habían adoptado para 
impedir que se volvieran a producir en el futuro) y qué medidas había tomado 
el Gobierno en materia de atención sanitaria, en particular para reducir la 
mortalidad infantil. Además, se preguntó si habían surgido problemas de 
confrontación entre la policía y el gran número de refugiados en Costa Rica; 
si estaba permitido el aborto; y en qué momento, según la ley de Costa Rica, 
comenzaba la vida. 

295. En su respuesta, el representante del Estado Parte dijo que su país había 
abolido la pena ae muerte en 1882 y que, aunque no existía oposición ninguna, 
pasaría algún tiempo antes ae que se ratificara el Segunao Protocolo 
Facultativo ael Pacto. Las normas que regulaban el uso ¿Le armas de fuego por 
parte ae la policía y las fuerzas de seguridad eran las mismas que para todos 
los ciudadanos ael país, es decir, que las armas de fuego sólo podían 
utilizarse en casos de defensa propia. Entre 1982 y 1986 se había producido 
un marcado descenso en el número de civiles abatidos por la policía y, en 
general, el uso de las armas de fuego por la policía no constituía un 
problema. La calidad de la atención de salud podía compararse a la de algunos 
países desarrollados y la tasa de mortalidad infantil era sólo de B.7 por mil 
habitantes. Según la legislación de Costa Rica, la vida comenzaba en el 
momento de la concepción, pero el aborto estaba permitido sólo por razones 
médicas. Todos los métodos de control de la natalidad estaban a disposición 
del publico. En Costa Rica no se habían producido incidentes por la 
confrontración entre la policía y Los grupos de refugiados. 

-68- 



a v se- ae ti m3rsona Y traWnt0 ae los nresoa v d& 
xt=W 

296. Con respecto a esta cuestión, los miembros del Comitd quisieron saber qud 
sanciones y recursos preveía la ley contra la tortura 0 los tratos crueles, 
inhumanos o aegraaantest cuánto tiempo después del arresto podía una persona 
comunicarse con su abogado y con qué rapidez se informaba a su familia del 
arresto1 cuál era como promedio la duración del período de detención en espera 
de juiciot y cuál había sido el resultado de los esfuerzos para enmendar el 
artículo 108 del Código Penal. Deseaban tambidn recibir información sobre la 
detención en establecimientos distintos de las prisiones y por razones no 
relacionadas con la comisión de un delito, y sobre las disposiciones para la 
supervisión de las prisiones y otros lugarea de detención, y para recibir e 
investigar quejas, A este respecto, preguntaron cuál era la función del 
Defensor de los Derechos Humanos del Interno (reo) y cuál era la situación 
actual del proyecto de Código Penitenciario, Observando que el artículo 108 
del Código Penal preveía la posibilidad de que la detención preventiva durara 
máe de un año, los miembros preguntaron si existían disposiciones jurídicas 
que limitasen la duración de la detención preventiva y cuáles eran los 
criterios para determinar el máximo período de detención preventiva. Se 
hicieron también preguntas acerca de la concesión de libertad bajo fianaa, las 
circunstancias en gue podía mantenerse incomunica& 8 una persona) la 
legislación y la práctica en materia de penas corporales y los experimentos 
médicos y científicoll; el derecho a la indemnización en caso de arresto o 
detención ilegales] la aplicación del artículo 37 de la Constitución, y sobre 
el párrafo 38 del informe, según el cual existe el apremio corporal por falta 
de cumplimiento de la obligación de prestación alimentaria, 

297. En su respuesta, el representante del Estado Parte recordó que el 
artículo 40 de la Constitución Política disponía que nadie podía ser sometido 
a tratos crueles o degradantes ni ser encarcelado de por vida ni condenado a 
la pena de confiscación de bienes, y que toda declaracidn obtonida mediante el 
uso de la fueraa era nula y sin valor. El Organismo de Investigación Judicial 
había tomado medidas para garantizar que se sometiera a examen médico a toda 
persona que permaneciera en un centro de detención mientras se llevaba a cabo 
Id instrucción. El O.I.J., a raíz de las quejas de presuntos malos tratos a 
los detenidos acusados de terrorismo, había instituido un sistema general ae 
atención méaica para proteger la salud de los detenidos. 

298. De conformidad con el artículo 37 de la Constitución nadie podía ser 
detenido sin pruebas fundadas de haber cometido un delito o sin una orden 
escrita del juez o de la autoridad encargada del mantenimienmto del orden 
publico. En toaos los casos, el detenido debía ser puesto a dispozicibn de un 
tribunal competente en el plazo perentorio de 24 horas. Toda detención que 
sobrepasara las 24 horas daba lugar a un recurso de mas corvu& en virtud 
clel cual no sólo se exigía que la persona detenida fuese presentada ante una 
autoridad judicial sino que implicaba también un examen de la legalidad de la 
propia orden de detención. A este respecto no había distinción entre 
nacionales y extranjeros. Los detenidos podian ponerse en contacto con su 
abogado inmediatamente después de la detención y en general podían llamar por 
teléfono a sus familias. Sólo podía mantenerse ,m a una persona 
durante un plazo máximo de 10 días, si así lo ordenabsn las autoridades 
judiciales y si era necesario para completar la investigación. En Costa Rica 
no se habían producido casos de detención en instituciones psiquiátricas pero 
en las penitenciarías más importantes había una sección para presos con 
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problemas psiquiikricos, Bl número de presos excedía la aapacidad del sistema 
carcelario en un 230. Bl Defensor de los Dereahos PIumanos del Interno (reo) 
garantizaba los derechos de loe presos contra posibles violatifones. 

299. Con referencia a las auestionea relativas a la ampliación de los períodos 
da detención preventiva, el representante explicó que la legislación de 
Costa Rica preveía un sistema de fianaa. Sin embargo, los jueces podían 
denegar esta fianma, sspeaialmente en loa aaso en que la puesta en libertad 
de la persona detenida podía poner en peligro la investigación, 
La formulación de cargos y la preparaci¿n de los casos estaba reglamentada por 
el Código de Procedimientos Penales y normalmente el periodo m&cimo permitido 
para declarar procedente el proaesamiento era de un mes. 

‘300. El artículo 10 del Código Penal que preveía indemnizaciones civiles en 
casos de calumnia o falsa acusación, y la responsabilidad subsidiaria del 
Estado en los casos en que el reo hubiera sido declarado inocente en apelación 
0 hubiese obtenido sentenoia absolutoria UeapUéS da haber cumplido m&s de un 
do de prisión, Los partiaulares sólo podían presentar cargos penales en un 
numero muy limitado de casos y la responsabilidad mencionada en el caso de los 
particulares debía considerarse separadamente del reato del artículo. 

301. La Ley general de Salud prohibía los experimentos mddicos o científicos 
de todo tipo sin el consentimiento de la persona interesada, Era posible 
imponer una pena de prisión por no pagar la pensión de alimentos o no subvenir 
al mantenimiento del ex cónyuge o de los hijos, pero en la práctica, había que 
demostrar intención dolosa para incoar una acción de este tipo. Todas las 
demás formas de apremio corporal habían sido eliminadas en virtud de la Ley de 
la Jurisdicción Constitucional de 1989. 

El derecho a un iyicio imparcial 

302, Con respecto a esta cuestión, los miembros del Comitd desearon recibir 
información detallada acerca de la situad& actual y perspectivas de 
promulgación de la ley en la que ze proponía crear un tribunal superior de 
casación penal. Desearon tambi&a saber si existía algún sistema de asistencia 
y asesoramiento jurídicos gratuitos yI en caso afirmativo, cómo funcionaba; si 
las sentencias siempre se hacían públicast si existían recursos 
administrativos para los abueos de poder por parte de las autoridades 
administrativas; y si las audienciaa de h&~&# corpyñ podían llevarse a cabo 
sin la presencia del acusado. Se solicitó tambiin mayor información sobre las 
apelaciones en ca80 de sentencias de corta duración; loa requisitos para loa 
magistrados promulgados en el artículo 159 de la Constitución; las 
disposiciones jurídicaa relativas al castigo del terrorismo; y al derecho a 
contar con la asistencia gratuita de un intérprete. 

303. En su respuesta, el representante del Estado Parte explicó que la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos había considerado que Costa Rica 
violaba tanto el Pacto como la Convención knericana de Derechos Humanos por no 
aer aplicable el recurno de casación existente más que a laz penas superiores 
a los seis meaea. En consecuencia, al Gcbierno había propuesto la creación de 
una Cámara de revisión penal para las sentencias inferiores a loz seis meses. 
En la actualidad, la Asamblea Legislativa estaba examinando esta propuesta. 
El Defensor Público* ofrecía servicios gratuitos a las personas de cualquier 

* La Defensoría Publica. 
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una copia de la ssneencLa y loa periodistas podían eacrkbir acerca de cualquier 
sentencia que les pareciera iateresante. El Estado propúraioninba qratuPtarùoute 
Pos servicioa de abogados e int8rprstes a Poo aausados de delitos qw aateaiorcm 
de meaios. 

372. Con referencia a oata cuestión, 10s miombrecp de la ComisPdä pi&ieron 
aclaraciones sobre la pena be "destierro" y pidieron isöorm&wfóa aceraa de lae 
aisposiciones legales relativas a la expslsi¿n de los &xtrenjero& 801 comca 
estadísticas partInentoa que Pndbaaran eP númsro d(P expulsionee por a&o y loe 
Pundementos de las mismas. Tambidn preguntaron si la apelación de una orden de 
ùeportación tenía efecto suapcnsivor si en 01 caso de ges hubiera Ioyes que ’ 
pudieran restrinqiz la libertad de movin\featos, datas eran COmpatibäea son el 
artículo 12 del Pacto; qud estaba haciendo el Uobiereo psra impedir la retención 
por la fuersa da trabajadores haitianos que åes~abaur salir del país yr en 
Particular, gub instrucciones se habían impartido n la% fueraas dQ seyuridad 
aominiaanas que ae decía eran responsablee de esa pr&tica inaoePta.hle. 
En relacidn con esto mismo, se pidieron nuevos detalles acerca de aleyacisnes que 
figuraban en UXI informe de Y,a OIT de que Pos haitianos que hebítAn estrado 
ilegalmente en la República Dominicana eran transportados a las plantazlonea de 
caña de aaíacar por vehículos del Gobierno con escolta militar y gtlo los militares 
a menudo quitaban los documentoa de identificación a loa haitiano8 Que los 
poseían, 

373. Rn respuesta, el representante del Estado Parte enplic6 que aunque la peura 
de destierro estaha prevista en al @¿digo Penal dominicano era un an%+xonismo y 
ae hecho nunca 48 aplicaba, La leqislacidn relativa a la intnigracidn contenía 
procedimientos para el proceeamiento y la condena de extranjeros que infringieran 
las leyea. La condena por un delito podía dar lugar a expulsi¿n pero las árdenes 
ds expulsión podían ser objeto de apelacidn excepto en el caso de los traficantes 
de drogas. Sfn embargo, los traficantes de 6SOqa8 4%trMjarOs~ Io mismo que todos 
los extranjeros, tenían pleno derecho a un juicio imparcial y público con todas 
las garantías, incluido el dsrecho de hábeas corpus, Los haitianos que afluían 
constantemente a travás de la frontera para trabajar en los campos de caña 
aisfrutsban de todas las salvaguardias legales. No trabajaban en aondíciones de 
servidum’we o esclwitud y tenían derecho a la misma libertad de -Amiento que 
cualquier otra flrsonn que viviere en la Rep\iblica Dominicana. Los inmigrant*s 
haitianos eran transportndos a veces desde la frontora a su lugar de trabajo por la 
policía dominicana pero no era política del Qobierno psrmitir 01 trabajo forrado ni 
tenía 41 mnor deseo de promover tal actividad. Ira posible que so bubioran 
rtoducido algunos abusos coa respecto a los trabajadoros haitianos pero no habían 
sido oficialmente sancionados. El Gobierno podía tomar medidas para restringir la 
libertad d3 movimiento en el caso de una amanasa a la seguridad nacional o de us 
desastre natursl. 

374. Por lo que hacía a esta cuestión, los miembros del Comitó deseaban ssber cómo 
8s asequrahan en la ley y en la práctica las garantías constitucionaler relativas a 
la vida privada; sí había condiciones en las cuales pudiera violarse el secreto de 
lc comunicación telegráfica, telefónica y C%bllsqráffCat y CÓmO estaba reglamentado 
el uso de sistemas electrónicos de escucha. En respue8ta, el representante del 
Estado Parte explicó que !,as autoridades apropiadas estaban autorfsadas para entrar 
en casa de una persona en los caso8 en que hubiera pruebas Ue que los ocupantes 
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parte del territorio de Costa Rica sin los medios suficientes y un detenido 
podía solicitar un defensor de pobres en cuelquier momento despues de haber 
aido privado de libertad. Varias entidades, además, prestaban servicios de 
asistencia y asesoramiento jurídicos gratuitos en asuntos no relacionados con 
acciones penales. En todas las acciones peaalos había que dar lectura a la 
sentencia en voz alta en el momento de emitirla y, en casos no penales, 8s 
entrogaba la sentencia a las partes interesadas. 

304. Con arreglo al artículo 49 de la Constitución, se había establecido una 
jurisdicción contenciosa-administrativa para proteger a los particulares en el 
ejercicio de sus derecho8 administrativos. Los tribunales podían suspender la 
ejecución de las decisiones administrativas hasta que hubieran fallado sobre 
los hechos del caso. Los magistrados estaban obligados a depositar una fiansa 
como garantía en caso de que hubiera que indemnizar a las víctima8 de abuso de 
funciones, Los casos de terrorismo eran juzgados por tribunales penales según 
los mismos procedimientos aplicados a otros procesos penales. El Cbdigo de 
Procedimientos Penales preveía el nombramiento de un intérprete en los casos 
en que el reo uo entendia el espaGo1. EJ. recurso de babeas corou podía ser 
invocado por escrito por cualquier persona , no 8610 por el detenido, y  recibía 
prioridad sobre toaas las demes cuestiones sometida8 al tribunal. 

Libertad de movimiento v exwlei,& de extrw 

305. Con referencia a esta cuestidn, los miembros ael Comite desearon saber 
qué disposiciones jurídicas regían la expulsión de extranjero8 y en que casos 
el recurso contra una orden de expulsión no tenía efecto suspensivo; cbmc 
había funcionado en la prdctica la estrategia del gobierno para absorber el 
gran número de refugiados y con que eficacia se habian puesto en práctica los 
Acuerdos de Esquipulas relativo8 a la repatriación voluntaria de los 
solicitantes ae asilo. Se solicitaron tambien aclaraciones sobre el 
artículo 19 de la Constitución, seg6n el cual loa extranjeros no podían 
recurrir a la protección diplomática excepto en los casos previstos en los 
acuerdos internacionales. 

306. En su respuesta, el representante del Estado Parte deClar6 que la 
detención administrativa de los extranjeros durante los procedimientos de 
expulsión había sido declarada ilegal a menos que motivos penales la 
justificaran. AP.emás, toaa persona objeto de una orden de expulsión podía 
invocar el -aa coru. Costa Rica había establecido un procedimiento para 
la repatriación de refugiados, pero todas las repatriaciones tenían que ser 
voluntarias y estaban sujeta8 a revisi¿n. Costa Rica procuraba asimilar a los 
refugiados que habían optado por permanecer en el país. El artículo 19 ae la 
Constitución Política tenía como finalidad evitar las presiones ejercidas por 
las naciones poderosas contra las m6a pequegas. 

Derecho- 

307. Con referencia a esta cuestión, ios miembro8 del Comit¿ solicitaron 
información sobre la legislacidn y la práctica relativa8 a la injerencia 
autorizada en el derecho a la vida privada. Además. se preguntá tsmbi¿n si 
estaba prohibido interceptar conversaciones telefónicas o colocar dispositivos 
electrónicos ocultos para escuchar en cualquier circunstancia y si la 
correspondencia confiscada podía utilizarse como prueba en un proceso. 

-71- 



309, En su respuesta, el representante del Estado Parte señaló que aunque el 
artiaulo 24 de la Constitución afirmaba la inviolabilidad de los documento8 
privado0, en Beterminadas circunstancias los tribunales podian autorisar el 
allanatniento y la confiscación. El Código de Procedimientos Penales disponia 
que una autoridad judicial podia autoriaar a la policia 8 entrar en el 
domicilio de una persona, intervenir el telefono o interceptar la 
correspondencia y en tales casos la información obtenida podia admitirse como 
prueba. El Código Penal establecia penas para la calumnia, la difamación de 
la persona, la confisaaaih ilicita de correspondencia y la publicación de 
información confidencial 0 material insultante. 

0 reliq.iQS.9 

309, Con respecto a esta.cuestión, los miembros del Comité desearon saber qu6 
procedimientos existían para el reconocimiento y la autoriaación legales de 
las distintas confesiones religiosas) en qu6 respecto gozaba la Iglesia 
Católica Romana de tratamiento de privilegio en compsración con las demb 
iglesias o grupos religiosos) qu6 control se ejercia sobre la prensa y los 
medios de comunicación con arreglo a la legislación de Costa Rica; si todavia 
estaba en vigor la ley que exigía acreditación de los periodistas, y en caso 
afirmativo, qu6 función desempe&ba el Colegio de Periodistas en la concesión 
de la acreditación; cuál era la pena por dedicarse al periodismo Sin licenCia# 
y si el Decreto-ley No. 440 había sido anulado o enmendado, especialmente a la 
lua del dictamen de la Corte Interamericana de Derechos Rumanos. Se pidió 
tambi6n información acerca de las actividades de los periodistas extranjeros 
en Costa Rica y sobre la aplicación del articulo 294 del Código Penal relativo 
a la propaganda contra el orden constitucional. 

310. En su respuesta, el representante del Estado Parte explicó que las 
confesiones religiosas, para ser reconocidas, tenian que registrarse en el 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Guito, después de lo cual tenian derecho 
a recibir beneficios, construir iglesias y establecer escuelas. La Iglesia 
Católica Romana recibia ciertas subvenciones no otorgadas a otra8 iglesias. 
Aunque las escuelas públicas prestaban instrucción religiosa católica, íos 
alumnos podian renunciar a ella si no deseaban recibirla. De conformidad con 
el articulo 29 de la Constitución, a toda persona le estaba permitido 
comunicar sus opiniones y publicarlas sin censura previa pero también eran 
responsables de los abusos cometidos en el ejercicio de este derecho. LOS 
permisos por los que ae autoriaaba a una persona a ejercer una determinada 
prOfesiÓne con inclusión del periodismo , eran concedidos por las asociaciones 
profesionales pertinente6 y no estaban sujetos a control gubernamental. 
Si una solicitud de registro era rechaaada , el interesado po;“Jía invocar el 
recurao de s y recurrir a un tribunal de la jurisdicción 
contencioso-administrativa. La persona que ejercía el periodismo sin licencia 
lo hacia ilegalmente y ertaba expuesta a una multa. La única esigencia para 
108 corresponsales extranjeros era que presentaran una solicitud de 
acreditación al Colegio de Periodistas de Costa Rica. La legislación de 
Costa Rica favorecía la creación de nuevaa agencia8 extranjeras, que estaban 
exentas de impuestos sobre laa actividades que llevaran a cabo en Coata Rica. 
Con arreglo a la ley, la propiedad de loa canales de televisión estaba 
resetvada a los nacionales por nacimiento o naturalización. 
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311. LA ComLsión>. ñntsramerPePIPla de Derechoa Humanos, a raír de una queja 
recibida, hebíe dictaminado que no existía contradicción entre el Decreto-ley 
No. 440, relativo a.k colegio de Periodista0 de Costa Bies y la Convención 
Americana de Derechoa Ipumanos. Posferiormentx3, sin abargot Pa Coste 
Interemericana de Derechos Rumanos publioú una opinión ~,onsultiva declarando 
que había una contradicción entre ambos textos. Puesto que habia 
incompatibilidad entre la decisión vinculante de la Comisiáo Iateramerica?ra y 
la opinión consultiva de la Corte Interamericana, el Gobierno decidió no 
enmendar la Ley Org&nfca, 

312. Con respecto a esta cueatióa, los miembros del Comit6 solioitaron 
información sobre el numero de sindicatos exxetentea en Coeta Rica, au 
afiliaoión y su organiaacidn. Además, preguntaron qu6 restricciones imponía 
la ley al derecho de rouniónr qu6 requisitos ae exigían para las reuniones en 
lugares públicos) si era cierto que se favorecía el movimiento de empleadores 
aoli&&& en detrimento de loa sindicatos, 

313. En su respuesta, el representante del Estado Parte dijo que en Costa Rica 
existían 9.250 sindicatos con 175,997 miembros registrados y que se esteba 
preparando en un nuevo Código Laboral para actualiaar y  mejorar el aiatema de 
negociación colectiva. La regresibn del movimiento sindical se debía 
enteramente a factores internos, La Ley de Aisociacionea garantiaaba el mismo 
trato a los sindicatos que al movimiento m, pero 108 trabajadoras 
habían expresado su clara preferencia por eate Último debido a que los 
sindicatos carecían de estructura democrática y no saatisfacían su8 demandas. 
Las reuniones políticss en lugares públicos tenían que ser autorisadas p ae 
permitían seis mese8 antes de una elección, La autoriaación tenía que 
solicitarse en la localidad de que se tratara, y la autoridad definitiva 
residía en el Tribunal Supremo de Elecciones. 

, 
?rWa.uim ae la &ra ilia~iíí9 

314. Respecto de esta cuestión, loa miembros del Comitcá solicitaron 
información adicional sobre las actividades del Patronato blacíonal de la 
Infancia y sobre las disposiciones legales promulgadas de conformidad con el 
artículo 71 de la Constitución relativa8 a la protección del niso en materia 
de empleo, así como al trabajo de lar mujeres y loa nifioa. Memáa, aolicitó 
información aobre la igualdad de loa cónyuges durante el matrimonio y al 
disolverse éster sobre la influencia de la iglesia en lar cueationea 
familiares; y sobre las condiciones en que podía prohibirse un matrimonio. 

315. En su reapueata, el representante del Estado parte explicó que el 
patronato Nacional de la Infancia, que existía desde 1930, protegía a loa 
niñoa abandonados, lea buscaba hogares, aupervfaaba loa proceaoa de adopción, 
aseguraba el apoyo financiero de loa padrea y era parte legal en todos loa 
casoa ante un tribunal en que interviniesen menores. Con arreglo al C6digo de 
Familia, podía prohibirre en caso de que exiatieae un matrimonio previo, 
consanguinidad o falta de consentimiento, y podía disolverse por Uefunción o 
divorcio, incluido el divorcio por mutuo conaenao. La iglesia no tenía 
control aobre loa prwodimientoa de divorcio y ambo8 cónyuges disfrutaban del 
mismo trato. Loa niños menorea de siete año8 pasaban automáticamente a la 
custodia de la madre, pero para los niño8 mayores la custodia podía concederse 
a ambos. 
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316. Con referencia a esta8 cuestiones, los miembros del Comite preguntaron si 
los miembroe de los grupos minoritarios tonian acceso en condiciones de 
igualdad a la administración publica y cómo ae garantiaaba este acceso) y qué 
factorea y difieuItade8, de haberlos, habían afectado el disfrute efectivo por 
las minorías de sus derechos en virtud del Pacto. Se pidió asimismo que 88 
aclarase la referencia que en el artículo 91 de la Constitucidn se hacía a la 
euspensfón del ejercicio de los derochos políticos, así como el artículo 93 de 
la Constitucidn relativo a la propaganda política. Se preguntó tsmbi8n si una 
persona podía ser sancionada par PO participar en una eleocidnr si, de 
conformidad oon el artículo 95 de la Constitución, había esc&os reservados 
para los representantes de las minoríasr y si se habían promulgado lt3yeS 

destinadas % proteger la propiedad de las tierras Indígenas, 

317. En su respuesta, 01 representante del Estado Parte explicó que COata Rica 
tenía una población bastante homogdnea. Sus únicas minorías eran personas de 
aecendencia africana de las islas del Caribe, que representaban un 2% de la 
poblazidn, y la minoría indígena, que representaba.un OO50 de la población, 
Los miembros de las poblaciones indígenas ocupaban los cargos m6s importantes 
en la Comisión Nacional de Asuntos lindígenas. Rn la actualidad, no había 
restricciones que impidieran a lae poblaciones indígenas ejercitar sus 
derechos con arreglo al Pacto. El artículo 95 de la Constitución no se 
refería a grupos Qtnicos sino a minorías políticas. 

318. De conformidad con el Código Penal había algunos delitos que conllevaban 
la suspensión del derecho de sufragio activo y pasivo. Aunque el voto era 
obligatorio, el bocho de no votar ya no era punible con arreglo a la ley. 
El Tribunal Supremo de Elecciones era responsable de la vigilancia de toda 
propaganda política. Las disposiciones constitucionales relativas a la 
suspensión del ejercicio de los derechoa políticos por parte de los miembros 
del clero catálico reflejaban actitudes políticas y culturales prevalecientes 
en el mome.nto de reaactar la Constitución. 

319. Los miembros del Comité dieron las graciaa a la delegación del Estado 
Parte por habar mantenido un diálogo excelente y constructivo con el Comité. 
Los miembros seííalaron coa particular satisfacción que Costa Rica, aunque no 
era económicamente una potencia, tenía una sólida tradición de respeto a los 
derechos humanos. Los esfueraos emprendidos para revisar y extender los 
derechos humanos mostraban hasta qué punto era consecuente la legislación de 
costa Rica al eliminar incompatibilidades con el Pacto, conforme a su largo 
historial de independencia judicial y de tolerancia. Los miembros acogieron 
con satisfacción, en particular, la creación del. Tribunal Constitucional que 
había colocado sl Pacto an situación de igualdad con la Constitución. Después 
de observar que el informe no se había preparado en plena conformidad con las 
directrices del Comité con respecto a la forma y contenido de los informes de 
los Estados Partea de conformidad con el artículo 40 del Pacto (CCPR/C/20), 
los miembros expresaron la osperanaa de que el tercer informe periódico de 
Costa Rica suministraría más información sobre la evolucijn de la práctica en 
este país. Se señal& también que alguna de las preocupaciones expresadas por 
los miembros del Comité no habían desaparecido totalmente, en particular con 
respecto a ciertos problemas relativos a la aplicación del párrafo 5 del 
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artículs 14 del Pacto; la duración de la detención preventiva, la igualdad 
entre los sexos; el trato dado a periodistas sin licencia y la protección de 
las minorías. 

320. Al concluir el examen del segundo informe pdrfódico de Costa Rica, el 
Presidente dijo que el Comitd había apreciado en gran manera los esfueraos de 
la delegación costarricense, que había hecho posible un diálogo sumamente 
fructífero. 

aeral de Alem&b 

321. El Comite examinó el tercer informe periódico de la República Federal de 
Alemania (CCPR/C/52/Add.3) en sus sesiones 963a. R 965a., celebradas el 27 y 
el 25 de marao de 1990 (CCPR/C/SR.963 a SR.965). 

322. El representante del Estado Parte presentó el informe y dijo que en la 
República Federal de Alemania la protección de los derechos humanos se 
enmarcaba en el orden jurídico bésico, democrático y libre, establecid por 
la Lay Fundamental y desarrollado por la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional Federal. Los derechos humanos estaban consagrados en la 
Constitución y, en su calidad de derecho directamente aplicable, eran 
vinculantes para los poderes legislativo, ejecutivo y judicial. Su Oobieroo 
había dedicado largos años y esfuerzoa a promover la abolición d8 la pena de 
muerte, y además había propuesto el Regundo Protocolo Facultat,ivo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y PolPticos, que la Asamblea General había 
aprobado 8n su cuadragésimo cuarto perfodo de sesiones. Los acontecimien*os 
acurridos Últimamente 8n la República Federal de Alemania y en la Europa 
central y oriental habían justificado cabalmente 8sa acción en pro de loti 
derechos humanos y su aplicación. Rl Comité de Derechos Humanos, así como 
los demás Órganos, merecían reconocimiento y gratitud por la función que 
habían desempeñado. 

323. Con respecto a esta cuestión, varios mi8mbroa del Comité manifestaron 
su a8S80 de saber si durante el período que se examinaba había habido casos 
8n los que 88 hubiera invocado directamente ante los tribunales alguna 
disposición del Pacto o 88 hubiera h8cho referencia a sus disposiciones en 
d8CiSiOn8S judiciales, cuál 8ra la situación jurídica del Pacto en 81 derecho 
interno y dentro de la jerarquía de leyes; Cómo se velaba por la unidad 
legislativa en caso de conflicto entre la legislación de los Estados federados 
y la legislación f8d8rAlt si 81 derecho internacional tenía precedencia sobre 
01 derecho interno1 por qué 81 Gobierno había decidido no ratificar 81 
Protocolo Facultativos ai los derechoa garantfaadoa por la Ley Fundamental 
diferían de los consagrados en 81 Pacto y, de s8r allí, cómo estaban 
protegidost en qué forma 88 aplicaba 81 párrafo 4 del artículo 19 de la 
Ley Fundamental, que establecía el derecho de toda persona a recurrir a la 
vía judicial cuando sus derechos eran vulnerados por el poder público; y qu6 
otros medios existían, ademis del artículo 95 de lo Ley Fundamental, para 
salvaguardar la unidad de la jurisprudencia. Distintos miembros también 
solicitaron más detalles sobre los artículos 16 y 19 de la Ley Fundamental, 
relativos a la pérdida y la restricción de loa derechos fUndam8ntaI8S, 
respectivamente, y  sobre el párrafo 4 del artículo 20, referente al derecho 
a oPoner resistencia a toda persona que tratara de derribar el orden 
constitucional. 
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324. Además, diversos miembros manifestaron su deseo de saber si el Tribunal 
Constitucional examinaba la legislación nacional para velar por que fuera 
conforme con las obligaciones internacionales en materia do derechos humanos; 
si, como consecuencia de la reunificación de las dos Repúblicas alemanas, el 
Gobierno pensaba tomar medidas especiales para garantizar la protección de los 
derechos humanos de conformidad con las normas del derecho internacional; qué 
pasaría si la mayoría del pueblo decidiera reformar el sistema constitucionnlr 
y qud metodo existía para garantiaar el acatamiento de la voluntad de la 
mayoría. Esos miembros también deseaban saber qud publicidad so había dada en 
la República Federal de Alemania al contenido del tercer informe periódico y A 
las deliberaciones del presente período Uc sesiones. 

325. Con respecte a la futura reunificación de las dos Repúblicas alemanns, 
varios miembros dijeron que deseaban saber si la unificación se realizaría 
conforme a lo dispuesto en la Ley Fundamental vigente o mediante -un referéndumt 
si se había previsto ofrecer a los ciudadanos un abanico de posibilidades en 
materia de reunificación y de elección política más amplio que el que habían 
reflejado los resultados de las últimas elecciones; cómo veía el Gobierno la 
:aplicaciÓn del Pacto durante el proceso de reunificación; y si la protección 
de los derechos humanos, particularmente los de los grupos minoritarios, se 
vería afectada por dicho proceso. 

326. En su respuesta a las preguntas hechas por distintos miembros del Comité, 
el representante del Estado Parte aclaró que si bien en las sentencias de los 
tribunales rara vez se citaba el Pacto porque la Ley Fundemental ya contenía 
las mismas disposiciones, desde 1981 se había invocado el Pacto en 13 fallos 
de los Tribunales COnStitUCiOnal, Supremo, Administrativo y de Cuentas 
Federales, que se referían primordialmente a los derechos de los extranjeros y 
de los peticionarios de asilo político. Los instrumentos internacionales, 
tales como el Pacto, una ves ratificado pasaban a formar parte del derecho 
interno y eran obligatorioa. Si bien las disposiciones de los tratados no 
tenían el mismo rango que las normas del derecho constitucional, se aplicaban 
a través de la jurisdicción constitucional, y al interpretar la legislación 
nacional debían tenerse en cuenta las obligaciones jurídicas internacionales. 
Todavía se estaba estudiando la cuestión de la ratificación del Protocolo 
Facultativo, y los nuevos acontecimientos ocurridos en las relaciones entre el 
Este y el Oeste podrán influir en esta cuestión. 

321. Con respecto a las preguntas relativas a la Ley Fundamental, el 
representante dijo que el párrafo 4 del artículo 19 se refería a la protección 
de las autoridades y la seguridad de las fuersas armadas y de los servicios,de 
inteligencia en caso de amenaaa o peligro para el país, y que estas medidas 
sólo se aplicaban en circunstancias muy gravea. Toda persona podía recurrir 
a la vía judicial para que los tribunales ae pronunciaran sobre la legalidad 
de cualquier medida que se le hubiere aplicado. El artículo 16 de la 
Ley Fundamental se aplicaba muy pocas veces o ninguna. El párrafo 2 del 
artículo 19 de la Ley Fundamental disponía que en ningún caso se podía 
restringir el contenido esencial de un derecho fundamental, pero determinar 
qué se entendía por contenido esencial dependía de la interpretación. 
El párrafo 4 del artículo 20, relativo al derecho a oponer realstencia a Los 
intentos de derribar el orden constitucional, había que interpretarlo en 
función del pasado nacional socialista de Alemania, cuando ia estricta 
obediencia a la ley había producido violaciones de los derechos humanos y  de 
las libertades fundamentales. El derecho a la resistencia se podía invocar 
cuando no fuera posible otro recurso, pero no se podía iaterpretar que 
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autorfsara a nadie e derribar 3.o que se bahía logrado lfbre,nsn.ke por un3 
decisión de la m5yoráa da1 pueblo. 

328. Con respecto a Ya jurR~yruHancie ux~f fiead& de los tril.~uxrmln8 fep1uralos y 

de Poe Estadoo, el ropresentantt~ 6te$~lÓ que aunque lao obligaciones coatra,idao 
en virtud de un tratado internacional se debia~~ reepetar, ae roaonec,cda eierte 
libertad para aplicarlas. En caso Ce irj.terProtac.~.ones o deci5ionee 
diwrqoutes, se podía recurrir a 90s tribunales superiores, y el ‘Jkibunal 
Constitucion&l tenía potostad de 8eolarer la inapliaabilidad de cualquier 
dmisith dictada por Los tribuna%os de los Estados federados. RP Tribunal 
Constitucional tambk6n tenía competencia para determinar si existia 
incompatibilidad eratre una ley federal y une ley de un Estado. EP Gobierno 
habia publicado un folleto y anuncios especiales par& que 15 pcblaclón tuviera 
libre acceso a lo informa&n contenida eu el tercer PuPorme periddico. 

329, Respondiendo a las prequntas hechas con tespocto a la reunificaoión, el 
representante tIe1 Estado Perte dijo que era difícil contestar0 ya que la 
situación evolucionaba con tal celeridad que cualquier respuesta que diera 
podía quedar superada por los propios acontecimientoa. Parecian existir 
dos poeibilidades 5obre la turma en que se efectuuria la unificación. Wna era 

que se aplicara la Ley Fundamental, que preveis 15 posibilidad de que otras 
partes de Alemania desearan unirse a la República Federal de Alemania. 
En caso de que no se aplicara automáticeunente la Ley Fundamental a wa AlUsmaxPa 
reunificada, la cuestión tendria gu@ resolverue mediante negociaciones. Mo 
habría dificultad con respecto al cumplimiento del Pacto y de otros tratadas 
que habían sido ratificados por ambos Estucolos, pero habría que ver c&mo 5e 
solucionaría en otros casos la cuask5n del cumplimfiento ae los tratados. 

330. Con respecto a esta cuestifn, algunos miembros del Comit6 Bfjeron que 
querían saber en que casos podian limitarse los derechos de los extranjeros, 
en romparación con los de Po5 n5CfOualesr y qd diferencias habóa entre 
quienes poseian la nacionalidad de algún Estado miembro de la Comunidad 
Económica Europea y los nacionales de otroa Rutados; qu6 recurso& podían 
interponer 105 partfcuhres a quienes se lea hubieren denegado el pasaporte 
u otro documsnto ds viaje? af. la ley perrnítáa la diacrfminacidn cont,ra 
individuos, especialmente eztranjeroe, por las empresas privadast cuáles eran 
loa crIterios para fuetificar Ias rtwttrfocioneo a Ia libertad de circulación 
de los ertraujeros a fin de evitar la formaal¿n de guetos; si ab podía 
restr.inqir la libertad de circulación de loa residente8 en la Comunidad 
Económica Europea y, de ser así, en qu6 condicfonaa~ y ai oxirtian 
restricciones a la lfbertsd de circuLacA& de los gitanos. Además, divarsor 
mismbros pidieron que se les aclarara la supuesta dfsctepancia entre las 
disposiciones del Pacto y nI artículo 3 de la Ley Furbamental, pue no 
mencionaba algunos de los derecho8 establecidos en el Pacto. 

331. Rn au respuesta, el representante del Sstado Parte dijo que, en qexeral, 
todas las diaposicioaes relativas a los derechos hwwnos contsnibaa en la 
Ley Pundamental eran aplicable8 a las extranjeroa, csn la escepsdón del 
drrecho a votar en elecciones estatales o federalea, pero que el tratamiento 
dado a loa extranjeros variaba un tanto según los Eartados de la República 
Federal. Los extranjeros que resi4íar: permaner;temente en cl pía teuáM 100 
mismus derechos que los nacionales, pero en ciertos ca8os pidió reutringirte 
au libertad de circulación, y era posible que ae los negara el permiso de 
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residencia en ciertas zonas. A los que solicitaban asilo se les exigía que 
permanecieran dentro de la jurisdicción territorial 6.9 las autoridades a que 
habian sido asignados, y adem&s era posible que se les ordenara residir en 
determinados lugares. Si bien era difícil establecer comparaciones entre el 
trato dado a los nacionales y a los extranjeros debido a que las normas 
aplicables a estas dos categorías eran diferentes, todo caso de discriminación 
podía ser sometido a los tribunales. Tanto los nacionales como los 
extranjeros tenían derecho a apelar a los tribunales administrativos de 
diversas instancias si se les había negado el pasaporte u otro documento de 
viaje. Las restricciones al derecho de los extranjeros a elegir su lugar de 
residencia estaban relacionadas con el hecho de que era necesario procurar que 
la proporción ue extranjeros, que en algunas zonas industriales representaba 
el 50% de la población, no alcanzara una cifra que pudiera constituir un 
peligro para el orden público. Las restricciones a la libertad de circulación 
de los ciudadanos de la Comunidad Económica Europea 8610 podían aplicarse por 
razones de salud - las razones meramente económicas estaban excluidas 
expresamente. Los gitanos recibían el mismo trato que los demis extranjeros 
pero, como eran nómadas, habíau creado en algunos Estados problemas con 
respecto a los permisos de residencia y a la disponibilidad de lugares 
adecuados para montar sus campzmentos. Rn cuanto a las prácticas 
discriminatorias empleadas por los particulares , no era posible invocar los 
derechos establecidcs en la Ley Fundamental, pero en ciertos casOsr como los 
de discriminación contra la mujer, existía una legislación apropiada. 
El ordenamiento jurídico twqbién preveía la imposición de %?+nciOne9 contra 
otras formas de discriminación. La lista de los derechos enunciados en los 
tres primeros artículos de la Ley Fundamental no era exhaU8tiVa. Por lo 
tanto, no existía discrepancia alguna entre la Ley Fundamental y el Pacto. 

Trato de los mms Y otros deten- 

332, Con respecto a esta cuestión , varios miembros manifestaron que deseaban 
saber cuáles eran los procedimientos jurídicos y administrativos que 
garantiaaban una investigación pronta e imparoh de las presuntas violaciones 
del artículo 7 del Pacto; si durante el período que se examinaba se había 
presentado alguna denuncia al respecto y, de ser así, si se había investigado 
y cuáles habían sido los resultados; si se estaba analiaando la continua 
necenidad que hab& de aplicar medidas de seguridad en las prisiones en 
determinados casos1 si se había trasladado a algk recluso de una cárcel de 
alta seguridad a un estsblecimiento penitenciario de rdgimen abierto; si otros 
presos, además de los citados en el párrafo 64 del informe, habían sido 
puestos en libertad en consideración a la “dignidad humana”t y por qué 
recientemente se había smpliado el plaao mbrfmo legal de duración de la 
detención preventiva. 

333. Distintos miembros dijeron también que deseaban saber si se habían tomado 
medidas par8 reducir el plaao excesivamente largo de la prisión provisional 
por más de un año. y si no ae consideraba excesiva la detención 
durante 40 horas antrra de entregar el detenido al juea; cuál tra el período 
medio de reclusión de loa jóvenes, y si éstos eran alojados en departamentos 
separados de loa adultost si a los presos en régimen de m&xima seguridad se 
lea aplicaban las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de 
loa Reclusos; ai continuaban utilizándose las celdas de pacificación para los 
reclusna trastornados y si seguían realiaöndcse loa registros periódicos de 
reclusos sometidos a estrictas medidas de seguridad. Con respecto a la8 
medidas relativas a las personas que padecían el SIDA, distintos miembros 
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dijeron que deseaban saber sí 8e podía realufr a esta8 personas y, de ser así, 
quidn era el responsable de autoriaar la reclusión, en qu6 lugar y  durante 
cuánto tiempo estaban recluidasi si estas personas podían recurrir a un jueap 
si podían recibir trotemiento en contra de su voluntad; y si la prueba de 
detección del SIDA era obligatoria. También ee solicitó información sobre el 
internanliento en Instituciones peiquiitrieae y  por raaonee que no 
constituyeran delito. T8mbidn 88 preguntó si a loe objetoree de aonciencfa 88 
loe trataba como desertores. 

334. En respuesta a las preguntas relativas al artículo 7 del Pasto, el 
representante del Estado Parte dijo que la Convenafón Europea oontra la 
Tortura entraría en vigor en au paíe en 199Q. A partir de ese momento el 
Fiscal Federal podría investigar con imparcialidad las denuncia8 äe tOrtUr55. 

Además, la comisión que ee establecería en virtud de aquella convención podría 
inspeccionar las condiciones de reclueión de todos loe reclusos condenados en 
virtud del artículo 129 del Cddigo Penal, que regulaba el tratamiento y la8 
condiciones de reclusión de loe acusados de terrorismo. No ee habían 
producido denuncias de tortura8 durante el período a que ee refería el 
informe, pero en 1988 había habido un caeo de confesión obtenida por coacción 
y ee habían presentado 155 denuncias de empleo de la violencia fhiCa por 
funcionarios. En 64 de estos casos se había pronunciado el sobreeeimiento y 
ee habia absuelto a 54 de loe acusados, Treinta y siete funcionarios habían 
sido condenado8 y castigados. El uso de celdas de pacificacibn era una medida 
provisional que tenía por objeto proteger tanto a loe reclusos como al 
mobiliario de la prisión, Se realiaaban registro8 corporales de los recluaoe 
con el objeto de impedir que loe visitantes le8 pasaran objetos. 

335. No existía límite de tiempo para la prisión provisional. Si bien 45 horas 
de detención preventiva antes de que 88 produjera una decisión del juea podría 
considerarse un plaao demasiado severo, resultaría muy d8fícil acortarlo en 
la práctica. La reciente amplia&& del plaao de duracidn de la detencián 
preventiva 8610 88 aplicaba a Baviera donde, debido al abu de alguna8 
facultades policiales, ae había reformado la ley para que la duración de la 
detención preventiva dependiese de la deciaidn del juea, limitándola en todo 
caso a una semana. Había habido objeciones a ecfa disposición y el Tribunal 
Constitucional Federal ee ocuparía próximamente del cauo. En general no 
se acostumbraba a detener a las personas que rufrían del SIDA ni a rometerlas 
a un tratamiento obligatorio, pero si uno de 108 presos contaminaba 
deliberadamente a otro esto constituía, sin lugar a dudaa, una infracción 
penal y 58 actuaba en con5ecuencia. La duración media de la detención 
preventiva en el calo de 108 jóvenes era de 2,7 meae8, pero estaba en 
dimxsión un proyecto de ley para reducir e8e período. 

336. Con respecto a la legislación aatiterroriata, contenida en el 
artículo 129 del Código penal, el repre8entante del Estado Parte dijo que no 
se podía despojar de 81.18 derecho8 permanentemente a los preror condenador por 
terrorismo y que ésto8 tenían derecho a someter au caso a 108 tribunaler y  a 
loa órganos de derecho8 humanos. Los terroristas no 8e condderaban a sí 
mismos reclusos ordinarioa, sino prisioneros de guerra, y creían que tenían 
derecho a un tipo especial de internamiento que tuviera en cuenta eaa 
condición. Evitaban juntarse con otro8 presos en determinados momento8, y 
también habían iniciado huelgas de hambre para exigir que se lea mantuviera 
recluidos en compañía de otros terrorietas. Las autoridades se mostraban 
renuentes a atender esta petición, pero se les había facilitado una habitación 
donde podían pascr juntos parte del tiempo. En los Últimos años las 
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autoridades habían proaurado mejorar su61 condiciones de vfda'y el trato que 
recibían, Podían comunicarse con au8 abogados y mantener correapondenaia bajo 
cenaura y 8e les permitía tener en su8 celdas libros y aparatos electrónicos. 
Algunos de estos reclusos habían renegado del terrorismo y habían eido 
trasladados 8 prisiones de mínima seguridad. Loa artíaulos 6 y 7 del Código 
Penal regulaban la condena y el tsatamiento de los presos que constituyeran un 
peligro especial para la seguridad. Estos reclusos nunca permanecían 
completamente incomunicadoa, podían tener una radio y ver a un abogado 
defensor y recibir otras visitas, Las autoridades habían tomado medida8 para 
proteger la salud de los reclusos que estaban incomunicados. Los caso8 en que 
la policía podía internar a un individuo en un hospital psiquiátrico estaban 
regulado8 por las leyes de los ll Estados federado8 que eran muy especícicas 
en lo que concernia a los derechos de los paaientes en cuestión, La comisión 
que 88 crearía en virtud de la Convención 'duropea para la Prevención de la 
Tortura tambi$n estarra facultada para inspeccionar los hospitales 
psiquiátricos. 

331. Respondiendo a otras pregunta8 , el representante del Estado Parte dijo 
que ae hab.ia dejado en libertad a un criminal nazi en raadn de 8u avanzada 
edad. Correspondía al Tribunal Constitucional Federal decidir en que ca808 la 
edad de un recluso era un factor para ponerle en libertad, En marzo de 1900 
zblo 21 personas de más de 70 e&os cumplían penas de cadena perpetua en 
oárceles de la Repebliaa Federal. Los presos contaban con asistencia mddica 
sspeaial, con hospitales y tambien podían consultar a su médico personal. 
Los objetores de conciencia no eran tratados como desertores ni eran objeto de 
un régimen dezfavorzble, y sólo 88 les sancionaba cuando no podían convencer a 
las autoridades de la sinceridad de sus convicciones. 

~ho a iuicio imnarcial 

338. Sobre esta cuestión, varios miembroa preguntaron si la Ley de 19 de 
diciembre de 1986 para combatir el terrorismo había tenido efectos apreciables 
sobre el terrorismo en el país y si se había logrado rehcir más la duración 
de los procesos penales. 

339. En su respuesta, el representante del Estado Parte dijo n,ue un informe 
reciente presentado al Parlamento señalaba que el número de delitos cometidos 
por grupos de extrema izquierda eataba en la actualidad en el nivel má6 bajo 
desde 1960, y que ze había producido una reducción de los d&oa n la8 personas 
y a los bienes y una drástica disminución de los ataquea a las líneas de 
transmisión de energía. Se había promulgado una nueva ley que tenía por 
objeto reducir la duración de 108 procesos penales, pero todavía no se 
disponía de estadísticas sobre la duración de los procesos incoados con 
arreglo a la nueva ley. 

, de movimLgeto v  -ion de v  

340. Respecto de esta cuestión, distinto8 miembros preguntaron cuántas órdenes 
de exydsión de extranjeros se habían dictado; con cuánta frecuencia las 
autoridades administrativas decretaban la ejecución inmediata de dichas 
Órdenes y cómo se garanti: Lba en la práctica el derecho de los extranjeros a 
interponer un recurso ante los tribunales solicitando la anulación de la orden 
de expulsión o la suspensión de su ejecución inmediata. También preguntaron 
cuáles eran loe planes del Gobierno para la eventual repatriación, traslado o 
asentamiento de las persona8 que habían solicitado el asilo, especialmente en 
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vista de la prevista reunificación8 gu6 debía hacer un extranjero para 
naturalizarse; si se podía denegar a un extranjero la autoriaaaión para 
abandonar el país cuanilo ello no tuviera aonsecuencias para el orden públicoi 
si se expedían pasaportes permanentes a los nacionales8 si en caso de 
necesidad los funcionarioa de fronterss podían facilitarles duplica608 de los 
pasaportesi y cuáles eran los motivos por los que se po&ía retirar 0 denegar 
el pasaporte o prohibir a alguien que saliera del país. 

341, Respondiendo a las pregunta8 anteriores d el representante del Estado 
Parte explicó que durante 108 tres asos preaedentes 88 habían 
dictado 21,000 órdenes de deportaci¿n, pero que esto no significaba que toa08 
los individuos afectados por esas Órdenes hubieran sido expulcados. La8 
órdenes de deportación obligaban a los extranjero8 a abandonar el país si 
habían cometido un aeJ.it0, y la expulsión 88 producía únicamente si no 88 
obedecía la orden de deportación. Era rara la expulsibn de soliaitantes de 
asilo. En 1988, por ejemplo, sólo se expulsb a 200 de los 95.000 que 
solicitaron el asilo, Los derechos de los extranjero8 en caso de deportación 
o expulsión estaban protegidos por 108 tribunales administrativos. LOS 
inmigrante8 originario8 de la República Democrbtica Alemana podían entrar en 
el país y permanecer en 61, pero el Gobierno abrigaba la esperanza ae que 
muchos regresarían a su8 hogares cuando mejorara la situación en los lugares 
de donde procedían. Puesto que el país ya estaba muy poblado, el Gobierno 
trataba ae contener una nueva oleada de alemanes procedentea de otros países 
de la Europa oriental y de fomentar el retorno voluntario de los que ya 
estaban en la República Federal de Alemania. Los extranjeros podían 
nacionaliaarse aespu6s de un período de ocho años, pero no todos los 
extranjeros deseaban hacerlo. 

342. No existía discriminación entre nacionalea y extranjeros respecto de su 
derecho a salir del país. Las restricciones para deaplaaarse al extranjero 88 
aplicaban cuando la Administración tenía alguna queja contra un extranjero o 
un nacional por infracción ae la ley. Bastaba una tarjeta de identidad para 
viajar a la mayor parte ae los países, pero, previa 80licitua, 88 expedían 
paaaportes a los nacionales en ca80 necesario. Los pasaportes podían retirarse 
0 denegarse solamente en circunstancias muy concretaa, como, por ejemplo, para 
impedir la evasión de impuestos, cualquier amenasa al orden público 0 una 
infracción de las leyes sobre comercio exterior. La8 autoridades fronteriaas 
solían reponer los documento8 sin mayores dificultades cuando ello era 
necesario, excepto en los casos en que un individuo tratara de evitar au 
detención. 

Derecho a la inu 

343. En lo tocante a eaa cuestión, diversos miembro8 preguntaron si, al 
aprobar la Ley del Censo, el Gobierno había examinado debidamente la neCe8idad 
de evitar no solsmente la publicación sin autoriaación de la información 
obtenida de los individuos sino también la intromisión excesiva en UU vida 
privada, y si los cambios introducidos en la Ley sobre la protección de la 
correspondencia proporcionaban suficientes garantías contra las injerencias 
arbitrarias en la vida privada. 

344. En su respuesta, el representante del Estado Parte dijo que, con 
respecto al reciente censo, el Tribunal Constitucional Federal falló que 
toda ciudadana estaba obligado a facilitar información, que debía respetarse 
el carácter confidencial de esos datos y que no estaban a disposición de 
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auwridad alguna. Los procedimfentos especiales previstos 84 el párrafo 2 del 
artículo 10 de la Ley Fundamental, a los que podía recurrir89 en ca80 ae que 
estuviera en peligro el orden funaamentalr libro y  democrkkico, presentaban 
alguna8 aificultaaes. pero existían muchas salvaguardas y  controle8 juríãicos 
y  los tribunales administrativos tenían el poder de decidir si estaba 
justificada la intervención de las comunicaciones privadas. 

345. En cuanto a esa8 cuestione6, varios miembro8 preguntaron si 88 había 
incoad0 algún procesamiento en virtud af3i párrafo 3 ael apartado a) ael 
artículo 129 ael Código Penal, si en virtud del Código Penal podían prohibirse 
la8 manifestaciones pacíficas1 Si, en ca80 de que la policía âenegara el 
permiso, había recur8os legales; y  cuáles eran lea consecuencia8 juridicas de 
la celebración de.una manifestación pacífica sin permiso. 5808 miurnbro8 
también preguntaron cómo se interpretaba la di8pOBiCiÓn relativa a la 
prohibición del material escrito en el que se insultara a una igleafa 
establecifla en el ámbito nacional 0 a otra c0mutiia88 religiosa; si todavía 
existían en el país grupos que fomsntaran el odio racial ye en ca80 
afirmativo, qué 88 había hecho al ret3peetol si existía la tendencia a ampliar 
el alcance aei concepto au ~*verdaaes protegidas", en particular 2 raí2 de las 
afirmaciones de que el holocausto no había sucedibot y  si ae habia hecho algún 
intento, ante los tribunales, do impedir la publicación de libros, como 
"Los versículos satánicos de Rushaie** , considerado ofensivo para los 
musulmanes. 

345. RtspondienBo a las pregunta8 formulaba5 , el representsnte del Estado 
parte señaló que el párrafo 3 del apartado a) del articulo 129 del CÓdigO 
Penal se aplicaha a las personas que , mediante grafitos eecritos con 
PulverfzatIor en la8 ptifea8t3, expresaban su simpatía con organizaciones 
terroristas, El orador explicó que tale8 actos eran punibles on todo8 los 
casos como violaciones del derecho de propiedad, pero que une denuncia basac¶a 
en el contenido del mensaje, y  no en el daño causa¿io a la propiedad, tenada 
que presentarae por separado. Los mensajes escrito8 con pulveriaador que 8e 
consideraban expresiones de una posición humanitaria no de calificaban de 
violación ae la ley. En loa 10 Ó 15 último8 años no se hsbia llevado a nadie 
ante los tribunales por insultar o despreciar a la República Federal de 
Alemania 0 a uno ae BUS Estados federales. Se había procesado sólo a unas 
pocaa personas por publicar o distribuir por escrito insultos contra la 
bandera o el escudo ae la República Federal pero los tribunales fueron 
indulgentes. Recientemente el Tribunal Constitucional Rederal había 
suspendido sentencias en casos ae esa naturaleza por considerarlas 
inconstitucionales. Las sentaaaa eran punible8 si impedían deliberadsmente a 
tercero8 el ejercicio de su derecho a la libertad de circulación. En talen 
casos, la sanción habitual consistía en una multa. Las manifeltaciones 
pacifica8 al aire libre no requerían un permiso, pero había que anunciarla8 
previamente a la8 autoridades. La decisión de estas Últimas de prohibir 
0 restringir esa8 manifestaciones por razón de mantener el orden público 
estaba sujeta a revisión dentro de un cierto plazo. Cuanao 86 planteaban 
casos en que existían diversos intereses legítimos, las autoridades daban 
prioridad al derecho a la libertad de reunión. 

347. Tan sólo daría lugar a procesamiento un insulto muy grave a una ig1esj.a 
0 grupo religioso. Aunque todavía existían grupos extremistas de derecha su 
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número iba disminuyendo. Durante el periodo abarcado por ef informe los 
tribunales habían conocido de 340 asuntos relativos a derechistas y habían 
pronunciando un fallo de 183, Las afirmaciones que negaban crímenes de 
guerra, o el holocausto, eran punibles de conformidad con la ley penal, y en 
virtud de una modificación introducida recientemente el Estado pedís ahora 
tambi6n formular acusaciones, adem8s de las personas afectadas. 

348. En cuanto a esa cuestión, algunos miembros preguntaron con qu6 frecuenaia 
se había denegado un empleo a los solicitantes que ae negaban s garantiaar 
la lealtad a la Constitución y qud proporción del total de solicitantes 
representaba ese grupo] qu6 recursos había contra las decisiones de denegar 
un empleo en la administración pública si el solicitante no juraba lealtad a 
la Constitución) qué consideración merecería la prohibición de dar empleo en 
la administración pública a dos miembros del Partido Comunista a la luo de la 
reunificación, en particular si se tenía en cuenta que muchos funcionarios 
públicos eran miembros del Partido Comunista en la Bepública Demoarbtfca 
Alemana1 y si se haría retroactiva esa prohibición contra loa miembros del 
Partido. Varios miembros también pidieron aclaraciones sobre el término 
10extremfsta” utilizado en los párrafos 37 y 38 del informe y solicitaron 
informa&& acerca de la financiación de los partidos políticos. 

349. En su respuesta, ei representante del Estado Parte dijo que no disponía 
de estadísticas precisas sobre el animero de personas a las que ze len había 
denegado un empleo en la administración pública por negarse a acatar el orden 
democrático del Estado, No obstante, indicb que, por ejemplo, sólo ze rechaa6 
a dos solicitantes de un total de casi 30.000 en Baden-Wurtenberg y a 25 de 
los aproximadamente 32.000 solicitantes en Baja Sajonia. Bn las 
administraciones ferroviaria y postal del Batado no ae había denegado empleo 
por ea88 r%zones a ningún solicitante desde 1986. Se esperaba de loa 
funcionarioa que tuvieran una actitud positiva ante el Estado y la 
Constitución y que la demoatraran en el cumplimiento de aua funciones. 
La opinión del Gobierno a este respecto no había cambiado desde au informe 
inicial al Comité y no se sentía obligado a dar empleo a una persona que no 
acatara el orden del Batado. No obstante, en 1s práctica no siempre ae 
aplicaba eae principio y la disminución de lar tenaiones entre el tate y el 
Oeste tendría un efecto positivo en la contratación de peraonaa para la 
administración pública. En algunoa canoa el Tribunal Constitucional Irederal 
o el Tribunal Europeo de Derechos Humano8 habían anulado en ocaaionea la 
decisión de rechaaar a un solicitante por motivo8 de lealtad a la Conatitucibn. 

350. Aún no se habían examinado detenidamente todas lar conaecuenciaa de la 
reunificación, pero cabía suponer que, habiendo deamatrado au deaeo de tener 
un Estado basado en loa derechos democráticoa, la República Democrdtice 
Alemana seguiría promoviendo sin duda alguna el deaarrollo domocritico y los 
derecho8 humanoa. Recientemente ae habían introducido alguno8 cambios en loa 
procedimientos de financiación de los partidos políticos. Loa partidor podían 
obtener financiación de loa Estados federados, de las cotiaacioneo de sus 
militantes y de actividades para recaudar fondoa, pero tenisn la obligación de 
revelar las fuentes de sua fondos. 
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, 
Dbser%&nes Wacter g.wwz.& 

351. Varios miembros del Comité valoraron positivamente la gran calidad del 
informe, que combinaba la teoría y la práctica tal como establecían las 
directrices del ComitQ y que, a su juicio, podía considerarse un modelo de lo 
que debía ser el examen de un tercer informe periódico. También agradecieron 
la sinceridad y la competencia con que los representantes del Estado Parte 
habían contestado a las preguntas del Comitd. 

352. Si bien reconocieron que existía un mecanismo válido para la protección 
de los derechos humanos en la República Federal y el hecho de que el Estado 
Parte había demostrado su interds en la promoción y protección de los derechos 
humanos, algunos miembros dijeron que seguía preocup&ndoles un poco la 
excesiva duración de la prisión provisional antes del juicisr la duración de 
algunos procedimientos penalesa ciertos aspectos de las condiciones de 
encarcelamiento en régimen de m&xima seguridad aplicadas a Pos terroristasl el 
requisito de lealtad exigido para obtener un empleo en la administración 
pública, y el hecho de que la legislación en materia de derechon humanos de 
algunos de los Estados foderados no fuera conforme con la legialacfón 
federal. Varios miembros del Comite instaron también al Estado Parte a que 
ratificara el Protocolo Facultativo del Pacto, pues esto a su juicio daría una 
mayor protección a los derechos humanos y alentaría a otros Estados a hacerlo 
también. 

353. El representante del Estado Parte dijo que el di&logo con el Comité había 
sia0 muy fructífero y que comunicaría las opiniones y preocupaciones 
expresadas por los distintos mfambroe del Comité a las autoridades competentes 
de su país. 

354. Concluyendo el examen del tercer informe periÓdiCQ Qe la República 
Federal de Alemania, el Presidente dijo que el diálogo entre los 
representantes del Estado Parte y el Comité había sido extraordinariamente 
útil e instó al Estado Parte a que considerara el Pacto como un instrumento de 
derechos humanos valioso por derecho propio. 

355. El Comité examinó el segundo informe periódico de la República Dominicana 
(CCPR/C/32/Add.16) en sus sesiones 967a. a 970a., celebradas los días 29 y 30 
do marzo de 1990 (UXRIWSR.967 a SR.970). 

356. El informe fue presentado por el representante del Estado Parte, quien 
dijo que los tratados y convenciones internacionales, incluidos el Pacto y  el 
Protocolo Facultativo, se incorporaban en la legislación interna. Por lo 
tanto, compensaban cualquier deficiencia que pudieta existir en la 
legislación en cuanto al reconocimiento de loo derechos humanos. 

, . 
M%rco constituc&Dal Y iuradico oara la aolU del Pacto 

357. Con referencia a esa cuestión, los miembros del Comité preguntaron cuál 
era la situación del Pacto en relación con la Constitución y el derecho 
interno y si las tribunales tenían autoridad para resolver posibles 
conflictos; si se había invocado alguna vez directamente el Pacto ante los 
tribunales y, en tal caso, con qué resultados; con qué factores y dificultades 
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que afectaran la aplicacidn del Pacto, si las hubiere, ee había tropeaaUoa si 
ee había usado alguna vea el artículo 10 60 la Constitucidn para justificar la 
imposición de deberes que pudieran tener el efecto de derogar ciertos 
derechoea qué actividades relativas a la promoción de una mayor aoacieucia 
publica de las dispoeicioaee del Pacto y del Protocolo Facultativo ee habían 
roaliaado$ si ee ensoñaban los derechos humanos eomo parto del programa de 
eetudioe oxdinarboa y ei todavía existía el comit8 pro derechos humanos de la 
RopBlica Dominicana. TambPén PB piUíó información sobre las actividades de 
otras organieacionee no guhernamentalee pro derechos humanos y eobre el 
resultado de un caeo presentado do conformidad con el Protocolo Faoultetivo 
respecto de3 cual el Comitó había comuuioado eue observaciones pero no había 
recibido reepueeta del Gobierno do la Bel:.iBlice Dominicana, 

358. En reepuoata a lae cueetlonna, planteadas por loe miembroe del Comitb, el 
reproeontantic del Estado Parte dijo que el Pacto, al ser ratificado, ee 
convirtió automáticamente en parte de la legislación interna. No habían 
surgido oonflictoe entre la leqielaoiÓn interna y el Pacto, que podía aer 
invocado ante loe trfhonales por cualquier pe’reona. Esto ya había ocrrrido en 
algunos caeoe. La Conetitución ora euprema en la jerarquia do1 derecho y 
cuelyuier otra lay, hnciuido el derecho internacional, quedaba por debajo de 
ella. Dadc que 01 Pacto formaba paree de 3a Ieqialación interna dominicana, 
tanto la población como lae autoridades de aa ilep&blioa Dominicana eStabM 
ampliamente informados de la necesidad de respetar lote derechoe humanos. 
De vigilar la observancia de eeoe derechos ee encargeba no 16lo el COmitd 
nacional pro derechos humanoe efno tambidn la prensa y loe me&ioe de 
comuni~a&Sn eociaS. Los domiaicazxoe eran plenamanta aonecientee de sue 
derechos humanos y do la importancia del Pacto, y había organimacionee no 
gubaruameatalse que difuudían perlådioamente informacidn eobre 6ete entre toda 
la pobãaciin. Las autoridaå6s kw ee habían comunicado con el Comit8 &eepude 
que oste ex&weo eue opiniones sobre la queja individual que se había 
psaeentado e.a vfrtrd del Protocolo Facultativo porque tenían entendido qua la 
persona interesade había planeado informar directementa al Comitd del hecho de 
que se lxbla llegado a un arreglo entisfactorio. 

359. Con reispccto 0 eetti cueetióñ, los miwnbroe del Comitá preguntaron do qué 
salvaguardias y recursos dieponia la persona durante un estado de excepcidn, 
particularmente en el caso de que ee euepenaiera 01 hábeas corpuea qu6 derezhoe 
podían ãeroqartss durante el estado de excepción, si oe que podía derogarne alguno1 
y si se había invocado un estado de excepción a raía de loe disturbios de 1984. 

360. En teepueeta, el representante del Estado Parte dijo que todos loe derechos 
individuales quedaban salvaguardados durante el estado Ce excspción y sólo podían 
reetrinqiuee loe derechos relativos al tránsito, la eorreepondencia y el trabajo. 
El recurso de hábeas corpus pedían invocarse on cualquier momento. Derde 1965 no 
8e había producido en el país ninguna situación que requiriera ia declarocidn del 
estado de excepción. 
derecho. 

Durante loe disturbios de 1984 no de bebía suspendido ningún 

. 
lo diecrimiwion 

361. Con referencia a esta cuestión, 
disposiciones leqoles, 

loa miembroa ael ComiÍG preguntaron qui 
además del artículo 100 de la Constitución, ofrecíaíc 

garantías que se ajustaran a las disposiciones del pkrafo 1 dc; artículo 2 y del 
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arthulo í?6 del Pactos hasta qué punto ae ocupaba de las desigualdades que ah 
subsistían entre los 5exo5 el proyecto de ley que estaba ante la legislatura y Cuál 
era su situacidn actual) si la mujer casada disfrutaba de todo5 los derechos 
civiles, en qcr6 aspectos estaban limitados 105 derechoe de los extranjeros en 
comparación con los de los ciudadanost si había disposiciones legales que 
garanti5aran la protección contra la discriminaci¿a a los extranjeros; y Cuál era 
la proporción de estudiantes de ambos sexos en las escuela5 y universidades. 

362. En respuesta a las preguntas formuladas por los miembros del Comité, el 
representante del Estado Parte dijo que conforme a la legislación dominicöna no 
existia discriminación de ningiin tipo y toda5 las personas eran consideradas 
iguales ante la ley. La ley abarcaba a todos 105 individuo6 que se encontraban 
legalmente en el país y se podían decidir juicios en favor de extranjeros. 
Todas las mujeres, incluidas la5 mujeres casadas, tenían los mismos derechos y 
disfrutaban de todos los derechos civiles. Sin embargo, se estaban roformand.o 
los regirnenes de la sociedad conyugal y la patria potestad porque eran 
discriminatorios. NO había restricciones al acceso a la educación superior y 
las mujeres representaban más del 50% de la matrícula en los estudios liberales 
en las universidades, Al Gobierno le interesaba aumentar la participación de las 
mujeres y estaba en proceso de conseguirlo. 

363. RefiriBndose a este tema, los miembros del Comité preguntaron qué reqlementos 
reqían el uso ae armas de fuego por la policía nacional y las fueraas de seguridad: 
si se habían producido infracciones de esto5 reglamentos y en tal caso qué medida5 
se habían adoptado para impedir que 5e repitieran - en particular si ee habían 
investigado la8 muerte8 por el uso ilegal de arma8 de fuego y si se había procceado 
y castigado a loa policías implicadost cuánto5 infractores habían sido procesados y 
sentenciados) si había muerto alguna persona encontrándose en custodia policial y, 
en ca50 afirmativo, cuál era el ,procedimiento para investigar esa5 muertes, 
Los miumbroa del Comité tambien preguntaron cuál era la tasa de mortalidad 
infantil; cómo se comparaba la ta5a de mortalidad de 305 grupos minoritarios con el 
reato de la población; y qué meaidas había adoptado el Gobierno para mejorar la 
atención de salud. 

364. Sn respuesta, el representante del Estado Parte dijo que, 8n virtud del 
artículo 8 de la Constitución, la inviolabilidad de la vi& era fundamental para 
la realilación de los objetivo8 principales del Estado y  que Pa posesión de armas 
da fuego estaba reglamentada por los artículo5 115 y 116 del Código Penal. Lo8 
agente5 de policía recibían un curso de formación de cuatro años, estaban imbuidos 
de espíritu cívico y gozaban de la confianza de la población. Los etce8o8 
cometidos por la policía se castigaban con la destitución, o con multas, o con 
encarcelamiento, pero no eran frecuente5 y ocurrían en la mayor parte ae los ca505 
en el contexto de enfrentamientos entre la policía y delincuente8 armados. Las 
presuntas infrecciones eran inve5tiqadas por una comisión nombrada al efecto y, 
cuando era apropiado, 5e procesaba al agente en cuertión. Se había enjuiciado en 
muchos caso8 a agentes de policía y algunos habían nido encarcelado8 por Ebuso de 
poder. En la República Dominicana no existía la pena de muerte y 158 muertes en 
prisión eran muy poco corriõntes. Loa pro505 disfrutaban de protección contra los 
abusos y tenían 5cceso a procedimiento5 apropiado5 de recur8n. La taaa de 
mortalidad infantil en la República Dominicana era alta, cosa que el Gobierno veía 
con preocupaciöa. Se astabî realiaando una campaña de información y de vacunación 
para proteger la vida de los niños pequeños y reducir 15 mortalidad infantil. 
Gracias a la campaña de vacunación se habían el.imicado ya muchas enfermedades 
infantiles. 
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. d.0 los nróp808 v otros detW 

365. Con referencia a esta cuestión, los miembros del Comitd preguntaron qud 
controles se habbian establecido para que Pa8 personas detenidas o encarceladas 
no fueran sometidas a torturas 0 a tratos cruelásr inhumanos 0 degradantesr qub 
disposiciones existian para la 8upervisióa de loa centros de detenci6n y cuiles 
eran 108 procedimiento8 para recibir e investigar quejaer si se cumplían 13s Norma8 
Mínima8 de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos y si Bran 
conocidas de los presos las normas y directrices pertinentes; cuál era la 
dfstincidn entre presos acusado8 y preso8 sujeto8 a priaidn preventiva> si habia 
disposiciones legales para la segregación de loa presos juvenilss de los adultos) 
si se utilizaban todavía ciertas celdas en la6 que habían existido Condicione8 
inhumana?) si había habido, de heoho, algún caso de tratos crueles, inhumano8 0 
degradantes a los detenidos, en particular a lou trabajadores da Haití, y qud 
medidas había tomado el Gobierno para impedir o castigar esos tratoel y qud medidas 
se habían tomado o podían tomarse para aliviar el grave hacinamiento en las 
&celes, particularmente con respecto al gran numero de personas en detención 
preventiva. Los miembros del Comitd tambidn pidieron aclaraaionea sobre la 
distinción entre penitenciarías, cárceles, establecimiento8 para loa presos 
sentenciados a trabajos foraados e “instituciones eapecialeaOqr aai como información 
sobre la detención en instituciones distintas de lea prisiones y por rasones 
distinta8 de los delitos. 

366. En respuesta, el representante del Estado Parte dijo que la Ley No. 284 
regulaba el trato de los presoo y otros detenidos; el artículo 5 de esa Ley 
prohibía la tortura y el trato inhumano. Los presos en detencibn preventiva eran 
los encausados que todavía no habían sido juagadoa o sentenciados. Aunque por 10 
común esas personas quedaban libres bajo fiansa, se mantenía detenidos a ciertos 
delincuentes, particularmente loa acusados de delitos relacionados cou 10s 
estupefacientes. Desgraciadamente, el niimero de estas personas era grande, pero 
88 estaban haciendo eefueraoa para reducirlo, así como para aliviar el hacinamiento 
en las prisiones mediante la construcción de más centros de detenci6o.. Ds ese modo 
sería posible tener separadas a las diferentes categorías de pronos y cumplir mbs 
plenamente las Normas Mínimas de las Naciones Unidas. 

367. Había tribunales y prisiones especiales para loa menores de 16 aííos, ,pero 
también podía haber algunos menores en prisiones conwen. La archidiócesis 
católica había establecido una cooiaión penitenciaría que trabajaba en las 
cárceles, como también lo hacía una serie de organiracioner privadas. W 
asociaciones de abogados que están empeiiadoa en mejorar el funcionamierko del 
sistema carcelario y en coadyuvar a la rehabilitacibn de loa preroa$ laa llamadas 
“celdas estilo Viet Nam” habían sido todas desmanteladas y afortunadamente 
pertenecían al pasado. Existía un elevado numero de trabajadores haitianos 
ilegales en el país, que a meau8o eran objeto de trato arbitrario por funcionarios 
del Gobierno y por los propietarios de las plantaciones. Esta cueatibn preocupaba 
considerablemente al Gobierno. 

368. Con iespecto a este tema, loa miembros del Comítd preguntaron con qué dilación 
se informaba a la familia de una persona y  se tomaba contacto con un abogado 
despu& de la detención; cuál era el período máximo de detención antes del juicio: 
y si la pana de “degradación cívica” prevista en el articulo 114 para los que 
hubieren ordenado o cometido un acto arbitrarío o atentatorio a la libertad 
individual o a los derechos políticos do los ciudadanon era castigo suficiente para 
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tale5 delitos. También ae pidieron aclaraciones sobre la estipulacidn hecha en es8 
artículo de que loe subordinadoo que hubieren obrado por orden de superiores no 
estarían sujetos a castigo, y sobre el “procedimiento sumario” establecido en 
virtud de la Ley de hábeas corpus. 

369. En su respuesta. el representante del Estado Parte dijo que se informaban 
inmediatamente a las familias de los detenido5 y que, en casa de necesiäad, el 
Estado proporcionaba asistencia letrada gratuita. El plazo máximo de detención 
previa al juicio estipulado por la ley era de cinco días, pero ese plazo no siempre 
se cumplía por la agobiante carga de trabajo que pesaba sobre los juzgados. 
La “degradacidn cdvica” estipulada en el artículo 114 del Código Penal significaba 
que al funcionario que había cometido el delito se le privaba de su cargo y 

atribuciones oficiales con lo que podía ser enjuiciado ante los tribunales 
ordinarios. Cuando un subordinaU cometía un acto ilícito por orden del 
auperviaor, a quien se hacía responsable y se sometía a castigo era al superior, 
Esta disposicido databa de la época del Código de Napoleón y el Gobierno eataba 
reformando gradualmente todo el Código Penal. El procedimiento sumario en virtud 
de la Ley de hábeas corpus preveía el derecho de un individuo a presentar una queja 
a la oficina del Procurador General por encarcelamiento injusto y obliga a los 
jueces a entender del caso, incluso sin la iniciativa de este Último. 

Derecho a un juicio im 

370. Sobre esta cuestión, los miembrorJ del Comité pregunta.ron chmo se gC¡raUtiZZba 

la indopendencia e imparcialidad del poder judicial y si la selección de jueces por 
el Senado era compatible con el principio de esa independencia. Se indicó a ese 
respecto que la independencia del poder judicial significaba que los jueces debían 
ser independientes tanto del poder ejecutivo como del legislativo del Gobierno y 
que el modo tradicional de garantizar la independencia del podes judicial era 
aplicando mbdidao como la estabilidad en el cargo, la invariabilidad de 105 
emolumento5 y la jubilación obligatoria. También se pidió información acerca de 
las diaposiciones que regían el mandato, la destitución y la disciplina de los 
integrante5 del poder judicial y la disponibilidad de asistencia letrada gratuita 
a los acusados panales. ABemás # 105 miembro5 preguntaron si se proporcionaban 
servicios de interpretación a los haitianos que no hablaban espdol cuando 
intervenían en actraciones judiciales1 y si se había aprobado al proyecto de ley 
que daría a la Corte Suprema la facultad de nombrar jueces. 

371. En seapuesta, el representante del Estado Parte dijo que el procedimiento para 
elegir o destituir a los jueces 55 estatuía en el título VI de Za Constitucibn. 
Los fiscales eran nombrados por el poder ejecutivo. Los jueces eran nombredos por 
el Senado y su mandato tenía el mismo termino que el de los leg!slado:es. Si bien 
un nuevo Senado a veces prorrogaba el mandato de los jueces, generalmente nombraba 
jueces nuevos. U hacer eatos nombramientos, el Senado no se guiaba per ninguna 
filosofía política determinada y tomaba en cuenta las opiniones; y recomendaciones 
del colegio de Abogado4 en cuanto a las calificaciones de loa candidatos para el 
cargo de jueces. Sin ofnbergo, se habían registrado algunos casos de jueces que 
actuaban bajo influencia indebida de senadores y algunos jueces habían sido objeto 
de medidas disciplinarias por parte de la Corte Suprema por ese motivo. Se estaba 

haciendo lo posible por cambiar al actual sistema encomendands la responsabilidad 
de elegir los jueces a un consej0 nacional pero la enmienda de la Co&atftución a 
ests respecto era un asunto muy delicado. La facultad de disciplinar a todos los 
jueces la tenía In Corte Suprema y los propios jueces de la Corte Suprema estaban 
también sujetos a la autoridad discipiinaria de dicha Corte. Las tientencias eran 
públicas pero no se publicaban. Toda persona podía acudir al tribunal y recibir 
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Qbergaban a un criminal u ocultaban armas. El uso de SfSt0maS electrónicos do 
escucha no estaba reglamentado, ya que la República Dominicana no poseía tale8 
sistemas. El secreto de las comunicaciones era inviolable en todas las 
circunstancias. 

, , . tad de reliaion v -on* nrol&&&n de t9da aran- en favor de la , ra v to& anolwa del adiQ-R,&gnacFonall. racial o reli&QBQ 

375. Con referúncia a este asunte.. los miembros del Comite preguntaron por qué 
razones podía restringirse la libertad de conciencia, culto y  exprW3iÓnt CÓmO 
habían tratado los tribunales la imposición de estas restriccionest Cómo se definía 
el término “propaganda subversiva”1 si las ventajas de que disfrutaba la Iglesia 
católica se extendían también a otros grupos religiosos y ailos ateos y que 
influencia tenía la Iglesia católica sobre la libertad de religión. 

376. En respuesta, el representante del Estado Parte dijo que la República 
Dominicana permitía plena libertad de conciencia, religión y expresión y el acceso 
de todas las personas a los medios de comunicación. Las restricciones a tale8 
libertades sólo podian autorizaras en casos de amenaza al orden público o a la 
seguridad nacional. La subversión se definía en el Código Penal como las acciones 
destinadas a incitar a las personas a tomar las armas unas contra otras. Ciertas 
restricciones legalea relativas a Za subversi& databan de 1966, época en que el 
país acababa de salir de una guerra civil. De uL:ho, las autoridades no tenían 
deseo de restringir la expresión i;e opiniones y no se había procesado a nadie por 
dedicarse a propaganda subversiva. Los csndidatss a cargos políticos criticaban 
libremente al Gobierno y no había cenau?c. RQ estaba prohibfdo el agnosticismo y  
no había restricciones en materia de reiigiones distintas del catolic!smo. 
La Iglesia católica disfrutaba de considerable Influencia moral pero tenía poca 
influencia. 

, . 
Uxutad de reunion v de asociercion 

377. Cou respecto a esta cuestión, los miembros del Comit6 deseaban recibir 
infcrmación acerca del numero, la composición y la organización de los sindicatost 
las leyes y prácticas relativas al establecimiento de partidos políticos; la base 
para negar (3 los trabajadores agroindustriales, agrícolas y a otros trabajadores el 
delecho a formar sindicatos; la situación del proyecto de ley para proteger a los 
miembroc de los sindicatos contra el duspido; y la proyectada revisión del Código 
de Trabcljo, particularmente en relacibn con el derecho de los funcionarios públicos 
a la huelga y el derecho de los trabajadores agr.ícolas a participar en actividades 
sindicales. Refiriéndose al establecimiento en 1988 de una ccaisibn especial para 
examinar la situación de los trabajadores agrícolas incluidos, 8~ particular, los 
trabajadores agrícolas haitianos, los miembros del Comité preguntaron si esa 
comisión había formulado ya sus recomendaciones y, en caso afirmativo, cómo pensaba 
el Gobierno aplicarlas. 

376. En respuesta, el representante del EPtado Parte dijo que los trabajadores 
estaban en libertad de cooperar y defender sus intereses. Las huelgas estaban 
permitidas en virtud de la Constitución y de hecho se producían. Actualmente, 
algunos funcionarios, entre ellos jueces, maestros y mèdicos, se encontraban en 
huelga pese A la falta de disposiciones en el Código de Trabajo sobre huelgas de 
fuwionarios públicos. El Gobierno estaba tolerando de facto esa huelga y la 
Secretaría de Trabajo estaba ebtudiando la posibilidad de hacer extensivo el 
derecho a la huelga a los funcionarios p*ublicos. Un grupo de trabajo estaba 
realiTando la tarea de elaborar una enmienda para incluir a los trabajadores 
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agrícolas en el Cddigo de Trabajo de modo que pudieran participar en actividades 
SindiCC%lt3S. El establecimiento de partidos políticos estaba aUjet0 a la 8prObaCidn 
de la Junta Central de Elecciones. Para poder inscribirse aomo tal, un partido 
político tenía que ser capaz de demostrar que contaba con el apoyo del 5% del 
electorado. 

.d 
la Ua v el ning 

379, Con referencia a esta cuestión, los miembros del Comitd deseaban recibir 
información sobre las leyes que establecían la igualdad de Sos cónyuges y Pr8Veáw 
la protección de los derechos de propiedad de las mujeres aasadas, así como sobre 
la ley y la práctica relativas al empleo ae menores. Los miembros del Comité 
también deseaban saber qud diferencia había, si es que había alguna, en la 
situación y los derechos de los niños nacidon dentro y fuera del matrimonio, y si 
era verdad que se había rehusado la nacionalidad dominicana a los hijos de 
haitianos indocumentados. 

380. En respuesta, el representante Uel 5stado Parte expliab que cuando las pnrejas 
habían decidido vivir en un régimen de propiedad comunitaria, la propiedad era 
administrada por el marido. Sin embargo, se estaba actualmente estudiando la 
posibilidad de un cambio que diera a la mujer igualdad de derechos a 868 reSpeCtOa 
En virtud de las actuales leyes sobre la herencia, 10s hijos ilegítimos que habían 
sido reconocidos por su padre heredaban la mitad de lo que herfddaban 108 hijos 
legîtimos y los no reconocidos no tenían derecho alguno a herencia, Estaba en 
estudio un proyecto de ley que estipularía el reconocimiento de los derechos de los 
hijos ilegítimos a la herencia. El empleo de menores de 18 años estaba prohibido 
por la ley pero, desgraciadamente, en la práctica era corriente ver a menores 
trabajando en diversas ocuPacione8, con la excepcibn de Las induatrias importantes, 
donde la Ley se aplicaba estrictamente, No era práctica oficial negarse a 
inecribir a los hijos de padres haitianos, pero no se podía excluir la existencia 
de casos aislados en los que determinados funcionarios lo hubieran hecho. 

381. En conexión con este asunto, los miembros del Comité preguntaron cómo se 
garantizaba el acceso a la función publica en t¿rminos generales de igualdadr qué 
medios se utilizaban para hacer que se pusiera en práctica la obligación de votar 
y cuál había sido la tasa de sbstencrón en las últimaa elecciones) por qu6 los 
miembros de las fuerza8 armadas y de la policía estaban privados del derecho a 
votar; y por qué loa delincuentes rentonciados perdían el dorecho a votar. 

382. En respuesta, el representante del Estado Parte dijo que el único requisito 
para participar en la función pGblica era estar calificado para el puesto de que 
80 tratara. Los cargos electivos estaban abiertos a todos los que pudieran atraer 
los votos necesarios. No ze impusieron penas al 30 a 4OI bel electorado que se 
ahztuvo en las últimas elecciones. Una persona que oztuviera cumpliendo una 
sentencia por un delito solsmente perdía el derecho a votar mientras l stsba 
encarcelada. Se negaba el derecho a votar a los miembros de lar fuerzas armadas 
teniendo 8x1 cuenta la participación excesiva del ejército en la política en el 
pasado y la necesidad de conservar la neutralidad política del ejército. 
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, Perechos de las minorm-i 
383. Rn relación con esta cuestión, los miembros del Comitd deseaban recibir 
información con respecto al tsmaiI0 de las minorías Btnicas, religiosas y 
lingüísticas existentes en la República Dominicana y sobre cualesquiera medidas 
que hubiera adoptado el Gobierno para promover el goce de sus derechos en virtud 
del artículo 21 del Pacto. I 

384. En respuesta, el representante del Estarlo Parte dijo que aunque los 
dominicanos tenían muchos y diversos orígenes étnicos, lingtiísticos y religiosos, 
no había sido necesaria legislación especial para promover los derechos de las 
minorías ya que las minorías estaban integradas en la sociedad y aus derechos 
estaban protegidos del mismo modo que los de la mayoría de los ciudadanos 
dominicanos. 

Qbservaciones aenereles 

385, Los miembros del Comitd dieron las gracias a los representantes del Estado 
Parte por los esfuersos quo habían hecho para responder a las preguntas del Comité, 
pero insistieron en que se necesitaba mucha m6s información acerca de la situación 
de los derechos humanos en la República Dominicana. Expresaron au decepción porque 
ninguno de’los dos informes que se habían presentado hasta la fecha se había 
ajustado a las directrices del Comité, ya que eran demasiado generales y carecían 
de la información específica que podría servir de base para un examen detallado 
de las diversas cuestiones y para el tipo de diálogo del cual podría beneficiarse 
más el Estado Parte. Por lo tanto, los miembros del Comitd instaron al Estado 
Parte a que proporcionara, en su tercer informe periódico, información m&s 
concreta, con las estadísticas pertinentes,, así como información social y política 
y explicaciones de la manera en que se aplicaban de hecho las leyes dominicanas, 
para que el Comitd pudiera obtener una idea clara de los hechos reales relacionados 
con la observancia de las disposiciones del Pacto. 

386. Los miembros expresaron preocupación especial sobre ciertos aspectos de la 
situación de los derechos humanos en la República Dominicana que parecían no estar 
en consonancia con algunas disposiciones del Pacto, incluida la redacción vaga de 
muchas disposiciones constitucionales y legales sobre la restricción de ciertos 
derechos individuales, que Pjrecía dejar demasiado campo a la interpretacián por 
las autoridadest la situación y el trato de los trabajadores haitianos en el país, 
que daban la impresión de entra6ar violaciones importantes del Pacto en varios 
aspectos; las garantías inadecuadas de la independencia del poder judicial8 
la protección insuficiente del derecho de los trabajadores a la asociacián, 
particularmente de los trabajadores agrícolas, y de su derecho a protección contra 
la discriminación antisindicatos y contra la intetvencibn indebida por parte de los 
empleadores) los problemas relativos a la duración de la detención preventiva y las 
condiciones de encarcelamiento; y la discriminación en el trato de los hijos 
nacidos fuera del matrimonio. 

387. Al terminar el examen del segundo informe periádico de la República Dominicana, 
el Presidente expresó la esperansa de que el informe próximo del Estado Parte 
estuviera en consonancia con las directrices prescritas. También pidió al Estado 
Parte que informara por escrito al Comité de las medidas adoptadas para resolver 
las quejas que se habían presentado en virtud del Protocolo Facultativo y respecto 
de las cuales el Comité había sometido sus opiniones. 
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388. El Comité examinó el segundo informe periódico de Nicaragua (CCPR/C/52/Add.9) 
en au9 sesiones 975a. a 978a., celebradas los días 4 y 5 de Bbril de 1990 
(CCPRXISR.975 a SR.978). 

389. Presentó el informe el representante del Estado Parte* quien seaaló a la 
atención del Comité una serie de acontecimientos que demostraban la importancia 
que su Gobierno atribuía a la promoción de los derechos humanos desde que había 
asumido el poder la Junta de Gobierno para la Reconstrucción Nacional. A ese 
respecto señaló, entre otras cosas, que el pluralismo político se había fortalecido 
gracias a ias elecciones presidenciales y legislativas celebradas en 1984 y a la 
aprobación de la nueva Constitución en 19871 que, de conformidad con el artículo 46 
de la Constitución, todos disfrutaban de la protección y del pleno ejeraicio de 
los derechos establecidos en los instrumentos internacionales de derechos hutanos, 
incluido el Pactot que se había derogado la Ley de mantenimiento del orden y 
la seguridad pública, así como el decreto por el que se habían creado los 
tribunales populares antisomocistas, y como consecuencia se había excarcelado a 
casi 4.000 antiguos miembros do la Guardia Nacional. El principio del pluralismo 
político se había fortalecido tambidn con la aprobación de la Ley Electoral, 
de 24 de agosto de 1988. 

390. El representante del Estado Parte señaló tembidn que la Ley General de Medios 
ae Comunicación Social había creado las condiciones apropiadas para la celebración 
de las elecciónes de 1990. Las elecciones de febrero de 1990, cuyo resultado 
había sido adverso al partido oficialista, se celebraron en presencia de m&s 
de 2.000 observadores y fueron el proceso electoral más limpio de la historia de 
Nicaragua. La transmisión del poder en forma pacífica y ordenada se haría el 25 de 
abril de 1990 de conformidad con los acuerdos firmados recientemente y estaría . 
garantizada por el marco jurídico establecido por la Constitución. 

* * l 

marco constitucional v iuradaco nara la aolael PactQ 

391. Con respecto a esta cuestión, algunos miembros del Comite preguntaron cu&l 
era la jerarquía de las disposiciones del Pacto dentro del derecho nicaragüense; 
si había habido algún caso en el que se hubieran invocado directamente ante loa 
tribunales las disposiciones del Pacto y, de ser así, con qu6 rerultadoa; qu6 
recursos se podían interponer en el caso de que una Ley nacional fuera contraria 
a las obligaciones internacionales) si había habido algún caso en el que se hubiera 
impugnado la constitucionalidad de las disposiciones de una ley, de un deoreto o 
de un acto administrativo por el hecho de que desvirtuara la esencia de un derecho 
reconocido por el Pactos si la Comisión Nacional para la Promoción y Protección 
de los Derechos Humanos había tenido ocasión de investigar o denunciar abusos o 
violaciones de los derechos humanos, y de tomar medidas correctivaal y qui efecto 
habían tenido las nuevas leyes que regulaban los recursos de w y babeas corpyg 
y la declaración de inconstitucionalidad, sobre leyes anteriorea taler como la 
Ley de Amparo de 21 de mayo de 1980. Además, algunos miembros desraban saber en 
qué medida se había tenido presente a la opinión pública 31 redactar la nueva 
Constitución) de qué manera se aplicaba la Ley de Amparo a la presentación de 
denuncias ante los tribunales; cómo se aseguraba la independencia de la Comisión 
Nacional para la Promoción y Protección Ue los Derechos Humanos respecto del poder 
ejecutivo y se garantizaba la inamovilidad de sus miembrost y  cómo se comparaban 
sus facultades para aplicar recursos concretos con las de otros órganos judiciales 
o legislativos. Algunos miembros solicitaron también información acerca de las 
consecuencias que la guerra civil y la intervención exterior habían tenido sobre 
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los derechos humanos garantizados por el Pacto, sobre las actividades relacionadas 
con la promoción de una mayor toma de conciencia de las dispoaiaiones del Pacto y 
el Protocolo Facultativoj y sobre los esfueraos para difundir esa información entro 
las autoridades encargadas de hacer cumplir las leyes y entre la población de las 
comunidadeo indígenas de la región de la costa atlántica. 

392. En lo que respecta al período de transición en curso, y refiridndose en 
particular a la Ley de Amnistía, algunos miembros preguntaron qu6 delitos y qu6 
período de tiempo comprendería la emnistíaj aómo había reaccionado la opinión 
pública ante la.aprobaciÓn de la ley; si 6sta comprendía tanto la comisión de 
delitos politices como de otra índole, y si abarcaba los delitos cometidos por los 
“contras” y los miembros del Ej6rcito Popular Sandinista) y qud tipo de reparacidn 
se otorgaría a las víctimas de los delitos que constituían una violación del 
Pacto, Tembidn se pidieron aclaraciones sobre el alcance del privilegio de 
inmunidad y sobre las circunstancias en que se podría otorgar. 

393. Respondiendo a las preguntas formuladas por los miembros del Comitd, 
el representante del Estado Parte explicó que la Constituci¿n no contenía 
ninguna disposición relativa a la relación jerárquica entre los instrumentos 
internacionales de derechos humanos y el derecho nicaragüense, El artículo 46 de 
la Constitución, que estipulaba que todos debían disfrutar, sin restriccidn alguna, 
de los derechos establecidos en tales instrumentos, debía ser entendido a la 
lua del artículo 182 de la Constituci¿n, según el cual no tendrían valor los 
tratados que fuesen incompatibles con las disposiciones de la Constitución, 
Por consiguiente, cuando un derecho concreto no estuviese incluido en la 
Constitución, las disposiciones de un tratado internacional serían aplicables y 
se considerarían superiores al derecho interno , mientras que en el caso de que 
hubiese una discrepancia entre dicho instrumento y la Constitucicin prevalecería 
esta última. En los casos en que surgiera una presunta contradiocibn entre el 
derecho común y una o más de las disposiciones da1 Pacto reconocidas por la 
Constitución, se podrían aplicar recureos constitucionales con arreglo a la Ley 
de Amparo. Las disposiciones del Pacto se habían invocado ante loa tribunales en 
varios casos, por ejemplo en los juicios de Eugene Haeenfus o de Mario Alegría, 
ambos indultados ulteriormente. Una ley, un decreto-ley o un decreto reglamento 
que directa o indirectamente violase los derechos establecidos en el Pacto se podía 
impugnar ante los tribunales. En uno de esos casos de conflicto se había reformado 
la ley que establecía las funciones jurisdiccionales de la policía para retirar del 
ámbito de la policía la facultad de imponer penas. 

394. En virtud de la nueva Ley de Amparo aprobada en 1988, cualquier persona 
natural o jurídica podrá interponer el recurso de amparo contra acciones de la 
administración que hubiesen violado o intentado violar los derechor o garantías 
proclamados por la Constitucibn. El rec ‘80 de b&&9@ corgup podía interponerlo 
la parte agraviada o cualquier ciudadano en cualquer momento, incluso durante un 
estado de emergencia, cuando el caso entrañase la privación o amenasa de privación 
ilegal de la libertad de una persona. Cualquier ciudadano podía presentar un 
recurso de inconstitucionalidad contra cualquier ley, decreto o reglamento, 
pero sólo se había recurrido a ese procedimiento en casos excepcionales. Una 
declaración de inconstitucionalidad hacía que una ley fuera inaplicable pero no 
la derogaba necesariamente. 

395. El propdsito principal de la Comisión Nacional para la Promoción y Protección 
de los Derechos Humanos era investigar y denunciar violaciones de los derechos 
humanos cometidos en perjuicio de cualquier persona en cualquier parte del 
territorio nacional, la Comisión podía entre otras cosae, corregir actos 
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administrativos que afeataban Pos derechos humanosa recurrir a los tribuales para 
interponer recursos judiaiales~ emitir recursos de habeae_.corrrPls en relación con 
actos que afectaban la integridad física de una persona; solicitar una opinidn 
mddiaa forense sobre la salud de un prisioneror y recomendar indultos y medidas 
talos como la libertad condicional y la libertad bajo palabra. La Comisión era 
un órgano independiente formado por diea expertos imparciales, que gOzabatI de 
una autonomía an&loga a la de los integrantes de la Corte Suprema. La Comieibn 
se ocupaba tambida de promover entre el público una mayor conciencia de las 
disposiciones del Pacto y del Protocolo Pacultativo; desempefiaba un papel 
prominente en la aplicación de programas eduaativos sobre derechos humanos; 
y garantizaba que la educación para los derechos humanos se incluyese en 10s 
planes de estudio de toaos Pos establecimientos de enseííanaa, 

396. Respondiendo a las preguntas relativas a la Ley de Amnistía de 1990, el 
representante explicó que los Acuerdos de Tela concertadOs por los Presidentes 
centroamericanos habían establecido procedimientos para desmoviliaar a loe miembros 
de la resistencia nicaragüense y garantisar BU reintegración pacífica a la vida 
civil l En virtud de esos aauerdos, los miembros de la resistencia nicaragüense 
que entregasen sus armas no serían procesados por crímenes de índole política o 
militar cometidos en el pasado. En interds de la paz y la reoonciliacibn 
nacionales, el Gobierno sandinista había perdonado tambidn a los ex miembros de la 
Guardia Nacional de Somoza, los reclusos sentenciados por crímenes contra el orden 
público y los miembros de las fueraas armadas nicaragüenses que habían oometido 
delitos en tiempos de guerra y de conflicto, Sin embargo, se habían tomado 
disposiciones reparatorias en favor de las familias de vi.ztiaas de violaciones de 
los derechos humanos. Las personas que habían dessürpeñado el cargo de Presidente o 
Vicepresidente de Nicaragua desde las elecciones de 1984 disfrutaban de por vida 
del privilegio de la iumunidad. Al mismo tiempo, la legislación nicaragüense 
contemplaba un procedimiento que permitía suspender la inmunidad. 

397. Con referencia a este tema varios miembros preguntaron si el poder legislativo 
tenía alg&n tipo de control sobre la facultad confiada al Presidente de proclamar 
el estado de emergencia; cuál era la diferencia entre el estado de emergencia y 
el estado de guerra y si había alquua disposicibn jurídica que garantioara que no 
se podían suspender los derechos fundamentales establecidos en el párrafo 2 del 
artículo 4 del Pacto. Con respecto a esta última cuesti&n, algunos miembros 
pidieron aclaraciones aaerca de las circunstancias que habían justificado 
suspensiones de los artículos 10, 26 y 27 del Pacto. Tambiin preguntaron si 
se había declarado de nuevo el estado de emergencia en 1989 yI en caso afirmativo, 
si se habían cumplido las disposiciones del psrrafo 3 del artículo 4 del Pacto. 

398. En su respuesta, el representante dijo que las modalidades correspondientes 
a la imposfcidn y levantamiento de los estados de emergencia l stsben requladas 
por los artículos 165 y 186 de la Constitución, así como por la Ley de Estado de 
Emergencia Nacional, de 19 de octubre de 1988, en cuyo artículo 2 se establecocía 
que el Presidente, en caso de guerra o cuando así lo exigiese la seguridad 
nacional, situaciones económicas o calamidades publicas, estaba facultado para 
suspender en parte o en todo el territorio nacional los derechos y garantías 
establecidos en la Constitución, con excepción de los we se enumeraban en su 
artículo 186, por un plato determinado y renovable. ka Asamblea liacional debía ser 
informada de cualquier medida de este tipo, pero no tenía control legislativo sobre 
la cuestión. La Ley era totalmente compatible con las disposiciones del artículo 4 
del Pacto y estipulaba varios recursos, tale8 como el de amparo y de hebeas 
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para proteger loe derechos y garantías cuya vigencia no había sido euependida 
por loe decretos de emergencia. Asimismo una persona podía’apelar para que se 
revisase un acto administrativo de un funcionario nuperior en un plaeo de seis 
días. El estado de emergencia que ee había declarado en 1982 se había prorrogado 
euceeivemente, y ol Gobierno había hecho eiempre la debida notificación de dicha 
medida, En interde de la paz general en Centroamdrica , el Gobierno había deciaido 
recientemente levantar el estado de emergencia aun cuando las caueee que le habían 
dado origen no habían desaparecido todavía. 

, 

399, En relación con seta cuestión algunos miembros del Comitd pidieron información 
detallada acerca de le eficacia de los programas de acción destinados a promover 
la plena igualdad entre hombree y mujeres, con inclusión de loe programas de 
educabhi y de salud y del programa de loe Centros de Desarrollo Infantil. Tanbien 
preguntaron en qu8 aspectos, aparte del ejercicio de loe derechos políticos, se 
limitaban loe derechos de loe extranjeros en comparación con loe de loe nacionalee, 
y ei loe no nacionales que residían permanentemente en Nicaragua estaban sujetos 
a restricciones en lo que hacía a la elección de profesión y lugar de trabajo, 

400, En eu respuesta, el representante del Estado Parte dijo qua el Gobierno habia 
aplica’do medidas encaminadas a integrar en la vida productiva a hombree y mujeree 
en un pie de igualdad. En las profesiones relacionadas con la salud se 
daeempe&ban más mujeres que hombree, las mujeres tenían derecho a ocupar cargos 
públicoe, las clases eran mixtas en el 908 de las escuelas primarias y secundarias, 
y las mujeree casada5 goeaban de independencia en cuestiones relacionadas con la 
nacionalidad, Ue conformidad con el Decreto No. 867, de noviembre de 1981. En loe 
Centros de Deearrollo Infantil no imperaba discriminación alguna por motivos de 
50x0. En el articulo 21 de la Conetituci¿n se garantizaba a loe extranjeros el 
goce de loe mismos derechoe de que disfrutaban loe nacionalea, con sujeción a 
ciertas restricciones estipuladas en la legislación interna, pero no podían ocupar 
cargos públicos. 

401. Con respecto a esta cuestión , varios miembros del Comité preguntaron qué 
norma8 y reglamentos regían el uso de arma8 de fuego por la policía y las fuerzas 
de seguridad; si durante el período al que ee refería el informe habia habido 
alguna denuncia de presuntas desapariciones lle;*adae a cabo por la policía 0 las 
fueraae de eeguridad, o con eu apoyo y, en caeo afirmativo, si eeae denunciae 
habian sido investigadas por las autoridades y con qu8 resultadoe; qué medidas 
habia tomado el Gobierno en la esfera de la atención eanitaria, en particular para 
reducir la mortalidad infantil; y cbmo ee comparaba la tasa de mortalidad infantil 
entre loe grupos étnicos con la de la población en general. 

402. En eu reepueeta, el representante del Estado Parte COnfirmd que había 
habido cae08 de desaparición, sobre todo en las eonae de guerra. Con frecuencia, 
cuando algunae persona8 ee habian sumado a loe “contraa” sin poner eee hecho en 
conocimiento de eue familias, éstas habian informado de 8u desaparición. También 
se habían producido desapariciones como consecuencia de loe encuentros armados 
entre el Ejército Popular Sandinista y loe “contrae” y, en ocasiones, había 
resultado dificil determinar quién pertenecía realmente a la categoría de loe 
desaparecidos. Se habían organizado amplias campañas de inmunización contra la 
poliomielitis, la viruela y el sarampión, y también se habían realizado esfuerzos 
con el objeto de combatir el Paludismo, A los niños se lee deba leche en las 
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escu0lw. ta poblacibn étnica de Hioaragua temáa acceso, sin discriminación 
alquna, a los mismos servicios de atencfön de salud, auquer en oca8ionesr había 
sido difícil llegar a 8088 poblaciones porque vivóan en 90nae remotas y eentian 
recelo ante la medicina modwna. 

403, Respecto de esta cusatiön, varioe miembros del Comid preguntaron si 88 había 
aclarado la situacibn leglal por lo que reepoctabn a la tortura deaaritpr an el 
informer cudles eran loa procedimientos para reaibir Q investigar la6 denunciaa 
en relación co11 el artículo 9 del Poato; ei había habido alguna denunaia de Qee 
tipo durante el periodo gua se examinaba y, ea caso afirmativo, si habían aido 
investigadarr esas denuncias por las autoridadee y aon qu8 reaultadoai oudlea eran 
lae sanciunes en caso de infracci6n de las disposiaiones del artículo 4 de la 
Orden No. 069-86 del Ministerio del Interior, de 21 de oatxabre de 1986r si 88 
aplicaba dicha Orden al 080 de lae llamadas “ahiquitas”J ei 88 aplicaban las Reglas 
Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los EOsclusoa~ ai las normas y 
directrices de prisión eran conocidas por los reclusos y acaeaibles a &tosJ y si 

había preaoa políticos en Nicaragua vr en caBo mfirmativo, por qué razones 88 lea 
había dstsnido, Varios miembro6 pidieron también más información aobre la supuesta 
incapacidad del Gobierno para identificar a los prhiiomros de guerra y establecer 
listas? las condiciones y la duración de la detención en rdgimen de inoomunicación 
en celda solitaria, la protección que se daba a las personafl que habían sido 
hechas prisioneras durante el co,flicto awado interno, la definición de lo que se 
entendía por preso político y delitos políticos, la aplicación de la Ley de AmparoJ 
y el régimen de rehabilitación ds los presos, 

404, %a ~u respuesta, el repreaantante explicó que el tratamiento de loa presos 
y d’rmks detenidoe, lo regulaba el sistema penitenciario naaional, que estaba sujeto 
a la superviei8n del Ministerio del Interior. La tortura física 0 mental no podia 
justificarse bajo ninguna circunstancia y la Constitucibn garantiaaba la dignidad 
y la integridad de la persona. El procedimiento para investigar la8 presuntas 
violaciones de los derechos enunciados en el artioulo 9 del Pacto figuraban la 
Ley do Amparo de 1980 y se aplicaban las decisiones de loa tribunales. El empleo 
de lar, llamada8 “chiquitas” se había eliminado en 1989 y el Comitb Internacional de 
la Cruz Boja, que había visitado en 1989 loa aitioa en que supueatamento existían 
prisiones secretas, no había encontrado ninguna. La Crua Roja Internacional había 
llevado también a cabo m eatudlo del número de interno8 de la8 penitenciaría8 
nacionales y regionales. En tiicaragua no había preaoe polítiaoa yI con cbieto 
de crear un clima de pa% las personas que habían aido detenida8 por delitos 
que ponían en peligro la seguridad del Estado habían aido indultada8 durante 01 
reciente procero electoral. Un equipo de paicólogoa y 80ció1ogo8, que trabajaba 
directamente con la población penal, determinaba cuándo un recluso que había aido 
Capturado durante el pwíodo de conflicto armado 80 había rehabilitado y podía l er 
sometido a un régim6n de tratamiento máa benigno. En el marco del l iatoma de 
cAreeles abiertas, loa detenidoa podían trabajar libremente en sonar públicas y 
pasar los fines de aemana con uus familiar. Bao8 preaoa rara vea trateban de 
escapar. 

405. Con respecto a esta cuestión, vario8 miembro8 del Comit6 preguntaron cukto 
tiempo después del arresto podía una persona comunicarse con au abogadoJ cuál era 
la duración máxima de la detención en espera de juiciot qué diapoaicionea regían 
la puesta en libertad en eapera de juicioJ cuáles eran, con arreglo a la 
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Ley de Funciones Jurisdiccionale de la Policta Sandialata, la8 facultad638 
judicialos de la policial y, a falta de una disposiciön eeFeoífica para indemnizar 
a Pos víctimas de arresto o detencibn ilegal o a las personas condenadas 0 
encarcelaàas por error, aómo podía obtenerse e8ta indwnnk~acion. Pidieron tambi8n 
información sobre la reclusión en inetitucionea disbirrtas de las penitenciarías y 
por motivo8 que lpo fueran el haber cometido un delito1 ecbre la existencia de 
normas relativa8 al examen judicial de las decisiones de colocar a enfermos 
mentales 011 institucionest y cobre la legislacit% que regia la detención preventiva. 

406. En au re8pueeta, el representante del Estad0 Parte dijo que, con arreglo a la 
Ley de Funciones Juri8diccionalae de la Policía Sandini8W todo acusado había de 
poder comunicarse con un abogado en el tdrmino de 72 boras. Desgraciadamentor 88 
habían cometido alguno8 abu808, ya que había habido acusados a 108 que no 88 les 
había permitido ponerse en contacto con un abogado, pero estoa problema8 habían 
sido superados gracia8 al recuf8o de amparo y a que ae había dado una EOrmaCiÓn más 
acelerada a los miembro8 de la policía en lo que atañía en la aplicación de la ley 
y los procedimientos legales. En un plazo mbimo de cinco días, contados desde 
el arresto del acusado, el juez insttructor de la policía debía, en el término de 
otras 24 hora8, evaluar los hechos y decidir si ponía en libertad de inmediato a 
la persona acusada o remitía el caso al procurador fiscal, En este ultimo Casor 
el procurador fiscal tenis tres días para examinar las circunstancias del caso y 
decidir si había que iniciar el procedimiento de instrucción. Así pues, el periodo 
m&ximo de detención ante8 del juicio era de nueve días, Con arreglo a la ley 88 
podía poner en libertad al acusado en espera de juicio bajo fianza 0 bajo 8u 
responsabilidad personaî. 

407. La reparación en caso de arresto ilegal o de encarcelamiento injusto podía 
obtenerse a trav68 de 108 tribunales en virtitd de procedimientos establecidos en 
el Código Civil para las violaciones de derecho8 humanos. A las embarazadas y las 
personas con enfermedades mentales, crónicas 0 contagiosas se las colocaba en 
instituciones distintas de las prisiones de conformidad con el Código de 
Instrucción Criminal. 

408. Con respecto a esta cuestión, varios miembros del Comité pidieron 
información sobre las disposiciones jurídicas y administrativas que regían la 
seguridad en el cargo, el despido y el régiman disctplinario de los miembros de 
la judicatura y cómo se garantizaba la seguridad en el cargó y la independencia 
del poder judicial; las diferencias jurisdiccionales entre los tribunales 
ordinarios, los Tribunales Populares Antisomocistas y los tribunales militares] 
la participación popular en los tribunales y la clase y número de casos que se 
habían asignado a los Tribunales Populares Antisomocistas con arreglo al Decreto 
No, 10741 la organiaación y funcionamiento del Colegio de Abogados en Nicaragua; y 
la disponibilidad de asistencia letrada para les acusados de delitos penales. 
Además, algunos miembros deseaban saber cómo se nombraba a los jueces militares. 

409. En su raspuesta, el representante del Estado Parte explicó que los jueces de 
la Corte Suprema sa elegían entre los candidatos que figuraban en las listas que el 
Ejecutivo sometía a la Asamblea Nacional. Estas listas las elaboraba el Presidente 
en consulta con los miembros de la abogacía, varios partidos políticos y otros 
órganos gubernamentales. Los jueces de la Corte de Apelaciones eran elegidos 
por la Corte Suprema. Las funciones de los Órganos disueltos, como la policía 
sandinista, el tribunal de la vivienda y los tribunales agrarios, se habían 
puesto en manos de la rama judicial cuya independencia había quedado con ello 
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fOrtal%Cida* La unica experiencia de Nicaragua en ouanto a la participación 
popular en los tribunales había sido la de los Tribunales Populares Antisomocistas. 
creados en 1983 y disueltos por el Decreto No. 295 de 20 Be enero de 1988. Todos 
los casos que había pendientes ante estos tribunales habían sido transferidos a 
loe tribunales ordinarios. Los entiguos miembros de la guardia Naoional y los 
contra8 que estaban todavía encarcelados habían sido amnistiados por una orden 
de 9 da febrero de 1990. LOS tribunales militares se ocupaban únicamente de 
personal militar 0, en casos excepcionales, de civiles implicados en delitos de 
car&cter militar. Las pereonas que habían sido juagadse por un tribunal militar 
podían apelar ante le Corte Suprema. No exietía una organiaación o un grupo 
profesional que dosempeiiara las funciones de un colegio de abogados. Los acusados 
que no tenían medios económicos podían obtener aeeooramiento jurídico de un aboga%0 
defensor de oficio designado para asistirle. 

410, Respecto de esta cuestión, varios miembroa del Comi& preguntaron qud 
disposiciones regían la expulsión de extranjerosI cutido oareckn de efecto 
suspensivo los recursos contra las órdenee de expulsi&a~ y si eetaba todavía 
vigente la Ley de Amnistia de 23 de enero de 1985. Deseaban recibir tambih 
estimaciones estadísticas acerca del numero de nacionales que habían aLandonado 
Nicaragua con posterioridad al 19 de julio de 1979 y acbre el cúmero de personas 
que habían regresado desde la promulgación del Decreto No. 1353, de 4 de diciembre 
de 1983 y de la Ley No, 1 de 23 de enero de 1985. 

411, En su respuesta, el representante del Datado Parte dijo que oe conformidad 
con la Ley de Migración del 4 de mayo de 1982 un permiso de residencia podía ser 
revocado o denegado, sin explicaciones por delitos contra la política estatal o la 
seguridad nacional, o por injerencia en los asuntos intet’nos y políticos del pafa. 
Se podía presentar una petición ante el Ministerio del Interior para que tbwioaae 
una orden de expulsión y, de conformidad con el artículo 27 de le Conótitución, 
podía invocarse el recurso de amparo ante la Suprema Corte de Justicia ai la 
uonfirmacidn administrativa de la expulsibn causaba algún perjuicio, La Lop de 
Zunniatía de 23 de enero de 1985 había sido prorrogada varias voaeu y recientemente 
había sido ampliada por la Ley de Reconciliación Nacional aprobada el 13 de marso 
de 1990, Entre abril de 1989 y febrero de 1990 se había concedido amnistía a un 
total de 211 peraonaa, No ae conocía el número total da nicaragüensoa que habían 
dejado el país después de julio de 1979 o habían vuelto a 61 deapu¿r c’? diciembre 
de 1983, pero mda de 5 millones de personas habian salido dr Nicaragua o enêsado on 
ella por diversas rasonea. 

412. Con respecto a esta cuestión, algunos miembros del Coaiti preguntaron si habbfa 
habido alguna denuncia de abuso de autoridad por allanamiento del doaiciiio y, en 
caso afirmativo, si se habían investigado ostoa casos y se habían tomado medidas 
para castigar a loa culpables e impedir la repetición de eataa infracciones. 

413, Rn au reapueata, el representante dijo que, en principio, el domicilio, la 
correspondencia y las comunicaciones de todoa los ind.ividuoa eran inviolablea, 
de conformidad con el artículo 26 de la Constitución, y no se podía allanar ni 
registrar un domicilio sin orden escrita expedida por un juea. Sin embargo, 
debido a las especiales circunstancias imperantes en el país asta norma hebírp 
sido suspendida y, en casos excepcionales, la policía sandinista había registredo 
domicilios sin orden de allanaRliento. 
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414. Con reopecto a ostas oueetiones , varios miembros del Comitd preguntaron si el 
Decreto No, 639 de 1981 se aplicaba a las igleRia& sectas 0 denominaoiones, como 
tales o únicamente a laa de %aociacione8” u “organiaaaiones’~~ qué reglamentos 
regían el registro, funcionamiento y control de las denominaciones religiosas8 
qué medidaa ae habían tomado para hacer cumpñir loa artículos 1, 2 y 3 de la Ley 
General sobre Medios de Comu&h!ación Social y 8ua enmiendas y eobre el resultado 
de loa procedimientos judiciales entablados, de aonformidad con eata Lf~yr y si 
exietían emisoras de radio o televisión de propiedad privada ytr en calo negativo, 
qué medidas ae habían tomado para garantiaar que las Opiniones diaidentea tuvieran 
una oportunidad raaonable de $er escuchadas. 

415. Algunos miembros deseaban saber también quién podía cancelar la peraonalidad 
jurídica de las arociacioneti religiOi%WJ Si Se enaofiaba religi6n en las eacueh3 

laicaa, por qu& el número de religioso:, aatóliúoô había disminuido tan radicalmente 
entre 1979 y 1986r si la responeabilidad penal que podía corresponder a quienes 
trabajaban en los medios de cOmuniC!aaiÓn se regia por las diaposiciones de la Ley 
Genera3 sobre Medioa de Comunicaci&n Soaialt si existían otros requirritoa aparte 
Jel registro para establecer una estación do radio 3 de televisibn o de fundar un 
periódisor y si Nicaregua tenía u3 código de ética independiente en materia de 
periodismo. 

416. En ruspueeta a lea preguntas rclativaa a la libertad de religión, el 
representante del Eatado Parta dijo que las amccia~ioaea u organiaaaionea 
religiosas estaban reguladao por la Ley de 15 de noviembre de 1953 (Decreto 
No. 1346), pero la buncióa del registro central de asociaciones había sido 
transferida al WinSsterio del Xnterior. En caso8 do amenasa contra la seguridad 
nacional, la facultad de otorgar 0 cancelar la personalidad jurídica competía a 
Xa Asamblea Nacional. Ilabía total libertad para dar onsehnaa religiosa on las 
ewzrelaa y colegios privados y públicos+ De hecho, muchas eacuelas privada6 
estaban dirigidas por aacerdote8 y recibían fuertea subvenciones del Gobierno. 
Los problemas que afectaban a los grupos religiosos se debían a la situación de 
guerra y no a per9scutAones. 

417. Nefiriénûoae a lao cuestiones relacionadas con la libertad de expresión, el 
reorenentantn dijo ye existían 25 radioemisora8 privadas en el país, pero los 
canalee de ti3ldVi8iÓn estaban bajo control estatal. Durante la campaZa * 
electornl de 1990 los partidos de la opoaicida habían tenido aaaemo en condiciones 
equitativas a la radio y la telovisiÓnU De conformidad coa la Ley sobre los Medios 
de Comunicación ae había aplicado la conruta dio on forma limitada en cao08 en 
que los medios de comunicación habían incitado a la violencia o habían monomcabado 
la seguridad nacional. Para disipar cualquier temor de que la Ley pudiera ser 
utiliaada con fines represivoe durante la campaíía e~eatoral, se había tranrferido 
t41 control de loa medius de comunicación al Con.ejo Sup:emo Electoral y éste había 
aplicado la Ley de modo que maximiaara el acceso de los partido8 a los medios de 
comunicación. Tanto la Ley sobre loa Medioa de Comunicación como 01 Decreto 
No. 5L1, que restringía ía información relativa a asunto8 de raguridad interna y 
defensa nacional, habían nido reemplarados por la Ley No. 78 de 8 de marzo 
dt. 1990. Nicaragua no tenía un código de etica independiente para el periodismo. 
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Libertad de reunión v asociación 

416. Con respecto a esta cuestión, algunos miembros del Comité preguntaron cuáles 
eran las principales disposiciones nuevas que regían la8 asociaciones conforme a lo 
dispuesto en el Decreto No. 1346 y si este Decreto había entrado en vigora si los 
funcionarios públicos podían formar sindicatos; y cudles serían las consecuencia8 
del futuro nuevo código laboral) y qud normas se aplicaban a las manifestaciones de 
carácter apolítico. 

419, En su respuesta, el representante del Estado Parte dijo que el Decreto 
No. 1346 seguía vigente y que tras su aprobación se habían creado más de 
130 asociaciones civiles y religiosas. El nuevo Código Laboral que se estaba 
estudiando apuntaba a garantizar el cumplimiento de las normas de la Organización 
Internacional del Trabajo, No existían sindicatos de funcionarios públicos. Las 
manifestaciones públicas, para las que se exigía permiso , estaban reglamentadas por 
la Policía Sandinista, que actuaba de conformidad con los reglamentos pertinentes. 

. # 

420. Con respecto a esta cuestión, algunos miembros del ComitA deseaban recibir 
información sobre la legislación y la práctica por lo que respectaba al empleo de 
menores. 

421, En su respuesta, el representante señaló que del empleo de menores se 
ocupaba el capítulo TV del Título IV de la Constitución y en el Decreto No. 1065. 
El artículo 84 de la Constitución prohibía el trabajo de los nisos. Se habían 
creado programa8 apropiados para el desarrollo del niño. 

, , 
Derecho a txeicfDar en la direccion de 10s as-r 

422. En relación con esta cuestión, varios miembro8 del Comitd preguntaron cómo se 
garantizaba el acceso equitativo a la administración pública de los miembros de las 
minorías etnicaz, religiosas y lingüísticas y de los diversos partidos políticos; 
si los miembros de laz fuerzas armadas podían pertenecer a partidos políticos y 
participar en la vida política; y por cuánto tiempo y a travkz de qud proceso era 
posible decretar la pérdida de derechos políticos. En su rezpuezta, el 
representante dijo que la Ley sobre la Adminiztracidn Pública prohibía la 
discriminación por razón de sexo, religión u opinión política y obedecía al 
propózito de que hubiera pluralismo político entre loa funcionarios públicos, 
Había plena libertad para formar partidos políticos y en laz eleccionez recientea 
habían participado diez de ellos. Loz miembros de las fuerzaz armadas podían zer 
elegidos para desempeñar cargos públicos, pero debían renunciar a su cargo militar, 
y podían participar plenamente en la vida política del país en la medida en que 
ello fuera compatible con aus actividades militares anteriores. La suspensión de 
los derecho8 político8 y civiles de una persona ae decretaba una vez declarada 6zta 
culpable y dictada sentencia condenatoria en su contra por delitos contra el orden 
público. Las minorías podían debatir sus problemas en la Asemblea Nacional de 
conformidad con el Estatuto de Autonomía. 

, 8 de las nerwnas oertenebntes a minottas 

423. Con respecto a esta cuestión, varios miembros del Comité pidieron información 
sobre los cambios introducido8 por el Estatuto de Autonomía de la Región de la 
Costa Atlántica, y de qué manera habían votado las minorías en esta región en las 
elecciones celebradas el 25 de febrero de 1990. 
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424. En su respuesta, el representante del Estado Parte dijo que había habido 
cambios en los procedimientos de eleccidn de las autoridades poXítica8 y 
administrativas en las dos regiones autónomas creadas por el Estatuto para 
garantiaar el respeto de las tradiciones de 108 grupo8 étnicos de cada región. 
Se habían iniciado proyectos económicos en los sectores de la pesca, el transporte 
aéreo, la euseñanaa y la explotación agropecuaria, así como programas para difundir 
información en lenguas autóctonas mediante la prensa escrita, así como por radio 
y televisión. También se había fomentado la explotación minera, pesquera y de 
otros recursos a efectos de proteger 108 derechos de las minorías, consolidar 
la estructura política y administrativa del país y asegurar que no hubiera 
discriminación entre la región de la Costa del Atlántico y la del Pacífico. 
Se habían hecho esfuerzos especiales para que las minorías participaran plenamente 
en las elecciones de febrero de 1990. La UNO había ganado en la mayoría de las 
comunidades minoritaria8 de la región per0 también habían sido elegidos algunos 
candidatos sandinistas. ’ 

QJ259rvaciones aeneralea 

425. Varios miembros del Comitd felicitaron al Estado Parte por haber presentado un 
informe excelente, y elogiaron a la delegación por la cooperación y competencia de 
que había dado muostras al responder a las preguntas del Comité. Algunos miembros 
señalaron con particular satisfacción que la reciente revisión legislativa había 
traído como consecuencia la derogación o reforma de alguna8 normas desacertadas 
respecto del mantenimiento de la ley y la seguridad nacional. La promulgación de 
la reciente Ley de Amparo, la abolición de 108 Tribunales Populares Antisomocistas, 
la aprobación de la Constitución de 1907 y, por Sobre todas las cosas, la 
realización ejemplar de las elecciones recientes de febrero de 1990 y la 
esperada transmisión pacífica del mando al nuevo Gobierno, habían sido unos 
logros excelentes que prometían la continuación de la consolidación del proceso 
democrático y la mejora de la situación de los derechos humanos en el país. 
Al mismo tiempo varios miembros recordaron que se había suspendido una amplia gama 
de derechos durante varios estados de emergencia muy prolongados y que ciertas 
CUe8tiOaeS concretas relacionadas con ellOS, aSí como con varias dispo8icione8 
constitucionales y legales no habían tenido una respuesta satisfactoria. A vario8 
miembros les seguían preocupando de forma especial algunos aspectos conflictivos, 
entre los que se contaban la facultad que teni’a la policía de imponer penas hasta 
de seis meses; la insuficiente libertad de prensa; las garantías inadecuadas para 
asegurar la independencia del poder judicial; el no cumplimiento del párrafo 3 del 
artículo 9 del Pacto con respecto a la duración de la detención preventiva; la 
falta de disposiciones adecuadas para indemnizar a las víctimas de las violaciones 
de derechos humanos; y el alcance excesivamente amplio de la reciente Ley de 
Amnistía de 1990. 

426. El representante del Estado Parte agradeció a los miembros del Comité su vivo 
interés y les aseguró que sua observaciones serían transmitidas tanto al actual 
Gobierno como al Gobierno entrante. El pueblo nicaragüense había hecho muchos 
sacrificios para lograr la paz que estaba ahora al alcance de la mano. Confiaba en 
que esto crearía las condiciones óptimas para un progreso democrático y la 
protección de los derechos humanos. 

427. Poniendo fin al examen del segundo informe periódico de Nicaragua, el 
Presidente agradeció de nuevo a la delegación la forma constructiva en que se habia 
llevado a cabo el diálogo con el Comité. Los acontecimientos favorables que habían 
tenido lugar como resultado de las recientes elecciones habían impresionado al 
mundo entero. Esperaba que los aspectos no totalmente cubiertos en el segundo 
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informe periódico se tratarían en el próximo informe que sin duda mostraría una 
aplicación cada vez mayor del Pacto en Nicaragua. 

. 

425, El Comité examinó el informe inicial de San Marino (CCPR1C1451Add.l) en 
sua 980a. y  981a. sesiones, celebrada8 el 9 de julio de 1990 (CCPR/C/SR.990 
y SR.951). 

429. El informe fue presentado por la representante del Estado Parte, quien hioo 
observar que, desde la presentación del informe, la República de San Marino se 
había adherido a la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes y había aceptado la competencia de la Comisión Europea de 
Derechos Humanos y del Tribunal Europeo de Derechos HumanOs. Además, en virtud de 
un acuerdo celebrado recientemente con Italia, San Marino había recuperado su 
autonomía en la esfera de la información, lo que tendría consecuencias favorables 
sobre el ejercicio del derecho a recibir información. 

430. Los miembros del Comité dieron una calurosa bienvenida a la delegación y 
observaron que San Marino gozaba de una reputación positiva en cuanto al respeto de 
los derechos humanos. Sin embargo, los miembros expresaron su preocupación por la 
brevedad del informe 8 indicaron que no se había preparado a tenor de laS 
directrices del Comite. Expresaron la esperanza de que, en su próximo informe, el 
Estado Parte incluyera información sobre todos los artículos del Pacto y 
proporcionara ejemplos prácticos de la aplicación de sus disposiciones, 

431. En relación con el artículo 2 del PaCtOr los miembros del Comité desearon 
recibir aclaraciones sobre la existencia de una Constitución escrita o de Otras 
disposiciones fundamentales que tuvieran carácter constitucional 0 de una carta 
básica de derechos humanos. Tambi6n desearon saber cuál era la condición jurídica 
exacta ael Pacto en la legislación interna) si existía una jerarquía de leyes en 
general; cómo se resolvería un conflicto entre las leyes internas y las 
disposiciones del Pacto) si había comités o comisiones especiales encargados de 
cuestiones de derechos humanos? y si se había difundido en el psis el texto del 
Pacto y demás información concerniente a 61. Además, los miembros desearon recibir 
aclaraciones sobre la declaración contenida en el informe de que no podían 
invocarse ante los tribunales todas las disposiciones del Pacto y solicitaron 
ulterior información sobre la Ley No, 59, de 8 de julio de 1974. 

432. En relaci¿n con la libre determinación, los miembros del Comiti pidieron 
aclaraciones sobre la relación de la República con Italia en lo que se refería a 
los aspectos externos de la libre determinación y desearon saber si esta cuestibn 
había suscitado algún problema en la esfera de los derechos humanos, sobre todo con 
respecto a las extradiciones o reivindicaciones de extraterritorialidad. 

433. En relación con el artículo 3 del Pacto, los miembros del Comité desearon 
saber cuál era la proporción de mujeres que ocupaban cargos públicos, sobre todo 
en la legislatura, el Congreso, la administración publica y la enseñanza, y si 
San Marino se había adherido a la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer. 

434. Haciendo observar que el informe no contenía información sobre el artículo 4 
a01 Pacto, los miembros del Comité desearon saber qué disposiciones jurídicas 
serían aplicables si se proclamara un estado de excepción en la República y si 
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había algún control para garantiaar que en tal situaoión no quedaran sin efecto las 
disposiciones del Pacto. 

435. Haciendo observar, en relación con el artículo 6 del Pacto, que no existía en 
San Marino la pena capital, los miembro5 desearon saber cómo se tipificaban los 
delito8 graves en San Marino y cuál era la pena mkima aplicable a esos delitos. 

436. En relación con el artículo 7 del Pacto, los miembros acogieron con 
satisfacción el hecho de que San Marino se hubiese adherido a la Convención contra 
la tortura, pero desearon reoibir información concreta sobre las disposiciones 
jurídicas existentes que prohibían los tratos o penas crueZeso inhumano8 o 
degradantes. 

437. En relación con el artículo 9 del Pacto, los miembros del Comitd desearon 
saber cómo se garantiaaba 'la presunoidn de inocencia en el procedimiento penal> qu8 
disposiciones existían para que una persona apelara contra su detención, sobre todo 
si la policía no lo ponía en conocimiento del tribunal; cuál era la duracidn máxima 
de la detenoibn provisionalr cuánto tiempo llevaba, por t&mino medio, el 
enjuiciamiento de un caso penal9 y si había un retraso considerable en el 
enjuiciamiento de estos casos. Se pidió también información sobre la práotica de 
la libertad bajo fianza, 

436, En relación con el artículo 10 del Paoto, los miembro8 del Comité pidieron 
información sobre las disposiciones jurídica5 que regulaban el trato de los presos 
o demas detenido8 y desearon saber si se cumplían las disposiciones del pdrrafo 2 
del artículo 10 relativas a la separación de los inculpados y condenados. 

439, En relaoián con el artículo 13 del Pacto, 105 miembros del Comitd desearon 
recibir ulterior información sobre los artículos 121 y 127 del C6digo Penal, que 
regulaban la expulsión de extranjeros, y desearon saber si las autoridades 
administrativas, así como los jueces, tenían facultades para dictar órdenes de 
expulsión. 

440, Loa miembro8 del Comité pidieron aclaraciones sobre si se cumplían en la ley y 
en la práctica las exigencias del párrafo 3 del artículo 14 del Pacto e hicieron 
observar a este respecto que la falta de disposiciones relativa5 a la indemniaación 
en caso de fallo erróneo era contraria al artículo 14. También desearon saber si 
se habían previsto leyes que establecieran tal indemnisaciónt si el requisito de 
que loa extranjero5 satisficiesen la cautfo aolv,& era compatible con los 
artículos 2, 14 y 26 del Pacto; qué disposiciones había para formar abogados y 
nombrar jueces y garantirar la independencia de iatoat por qu¿ solemente podía 
nombrarse jueces a personas que no fueran nacionales9 si había en San Marino 
tribunales adminiat~ativoa además de loa civiles y penales9 y si se había pensado 
en establecer la institución del m. 

441. Refiriéndose a los artículos 17 y 18 del Pacto, loa miembros desearon saber 
cuáles eran las circunstancias excepcionalea que justificaban la violación del 
carácter privado de las comunicaciones y si las leyes relativas al libelo y la 
calumnia no imponían restricciones excesivas al derecho a la libertad de expresión. 

442. En relación con el artículo 22 del Pacto, loa miembros del Comité desearon 
recibir información sobre las disposiciones jurídicas que regía2 el establecimiento 
de nuevos partido5 políticos en el país. 
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443. En relacibn con loa artículos 23 y 24 del Pauto, loa miembros desearon caber 
si había alguna diferencia entre la igualdad de derechos entre parejaa caaadaa y no 
casadas y qud proteccibn y asistencia prestaba a las madres la aomunidad. Se pidió, 
tambidn aclaración sobre la expreeión utiliaada en el informe en relacibn con la 
“igualdad moral” de loa esposos. 

444. En relación con el artículo 25 del Pacto, loe miembros del Comitd desearon 
recibir informaci¿n sobre laa leyes relativas al derecho de voto. 

445. En relación con el artículo 27 del Pacto@ loa miembros del Comiti desearon 
saber si había alguna minoría nacional o religiosa p, en aaso afirmativo, si ae 
había planteado algún problema en relación con el ejercicio de loe derechos 
incluidos en dicho artículo. 

446, Respondiendo a las preguntas formuladas en relaaión con el artículo 2 del 
Pacto, la representante dijo que, traa la adopcibn de un tratado internacional por 
el Parlamento de San Marino, se promulgaba un decreto que daba al tratado fuerra de 
ley, Dicho tratado podía entonces ser invocado por cualquier aiudadano. En el 
caso del Pacto, no se habían promulgado leyes aOncreta8 referente8 a 8ue 
disposiciones, salvo el decreto en virtud del cual había entrado en vigor. La 
RepUblica de San Marino no tenía una Constitución eacrlta. Sin embargo, dado que 
su población era tan ~610 de 2U.000 habitantes, ae habfan garantiaado en la 
práctica los derechos humanos fundamentales en virtud de la legíalacibn normal, 
desde el siglo XVII. En 1974, ee habfa promulgado la Ley blo, 59 por la que se 
concedía una protecci¿n jurídica oficial a esoa derechos y libertades, incluidos, 
en general, los enunciados en el Pacto. $1 artículo 1 de diaha ley reconocfa las 
normas de derecho internacional como parte integrante del derecho interno. Las 
disposiciones de la Ley No. 59 ~610 podían ser modificadas por una mayoría de doe 
tercios del Parlamento, mientras que las leyes ordinarias eran aprobada6 por una 
mayoría simple, 

447. Rn relacidn con la cueati6n de la libre determiaaoió& la representante dijo 
que no había vínculos constitucionales entre Sen Marino l Italia, sino tan l ¿lo 
vínculos convencionales. La primera Convencibn databa de mediados del siglo XIX y 
reglamentaba diversos aspectos de la vida intercomunitaria. 80 había puestos de 
aduanas en las frontera8 de San Marino y loa arreglos aduaneros estaban confiados 
en su totalidad a las autoridades italianas. Se habfa establecido la plena 
reciprocidad de loa derechos civiles y políticos de loa ciudadanos de ambos paises 
en el artículo 4 de una Convenci6n de 1939, que disponfa, entre otras cosa@, que 
los ciudadanos podían desempesar cargos públicos en cualquiera de ambos paf808 y 
ejercer profesiones comerciales y liberales en pie de igualdad. 

448. Refiridndose a las cuestiones planteadas en relaci&n son el articulo 3 del 
Pacto, la representante dijo que, pese al hecho de que el reconocimiento de loa 
derechos de la mujer habfa sido bastante tardfo, la proporción de mujeres que 
participaban activamente en la administración pública era relativamente elevada. 
Cinco de loa 60 miembros del Oran Conaojo General y dos de loa 10 miembros del 
Congreso, que era el brgano central del poder ejecutivo, eran mujeres. Troa 
mujeres habían desempeaado en el pasado el cargo de Regento Principal, que 
equivalía a Jefe de Estado. La mayorfa de loa puestos en la l afora de la enae&naa 
estaban desempeñados por mujeres, las cuales estaban igualmente bien representadas 
en los servicios diplomáticos consulares y en loa escalones más altos de la 
administración publica. Pese al deseo de la República de adherirse a la Convención 
para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, todavía 
no había podido hacerse esto. El reducido tamaño de la estructura administrativa 
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interna de San Marino influía en las obligaciones internacionales que podía asumir, 
por lo que había una tendencia a que la República tardara en adherirse a tratados 
internacionales. 

449. Respondiendo a cuestiones relativas al artículo 14 del Pacto, la representante 
indicó que, aesde el siglo XVII, se había limitado a los no nacionales la 
posibilidad de ser nombrados jueces. Hasta época reciente, los jueces habían sido 
nombraaos por tres aííos, con sujecibn a la reconfirmación por el Consejo. La 
exigencia de la rsconfirmaci¿n cada tres años había sido abolida recientemente, 
pero se estaba estudiando de nuevo la posibilidad de volver al sistema anterior 
como medida para garantiaar, en un país de población tan reducidas la imparcialidad 
de la justicia. Los tribunales administrativos fueron establecidon por vez primera 
el 1“ de enero de 1990, 

450. En relación con el establecimiento de partidos políticos, la representante 
observó que, con arreglo al artículo 16 de la Ley No. 59, de 0 de julio de 1974, 
todos los ciudadanos tenían derecho a asociarse y a afiliarse a sindicatos o 
partidos políticos. Seis partidos políticos estaban representados actualmente en 
el Gran Consejo General, integrado por 60 miembros. 

451, En relación con el artículo 25 del Pacto, la representante indicó que todos 
los ciudadanos de 18 o más a8os de edad a los que no se hubiera dejado en suspenso 
nua derechos políticos tenían derecho de voto, del mismo modo que los 18,000 
ciudadanos de San Marino que residían en el extranjero. Los residentes en el 
extranjero tenían derecho a ser reembolsados del 758 de los costos en que hubieran 
incurrido para regresar a la República cada cinco años a fin de votar en las 
elecciones al Consejo. El derecho a ser’elegido al Consejo correspondía a todos 
los ciudadanos adultos que conservaran sus derechos políticos, con la excepción de 
que miembros de la misma familia no podían ser elegidos al Consejo al mismo 
tiempo. No había minorías en la República de San Marino, 

452. Loa miembro8 del Comité dieron las gracias a la representante del Estado Parte 
por las explicaciones que había proporcionado, que habían aclarado las líneas 
principales de las leyes escritas de San Marino. Sin embargo, consideraron que, 
aunque la Ley No. 59, de 8 de julio de 1974, que contenía la declaración de 
derechos de los ciudadanos, parecía ser una lay que , en cierto modo, proporcionaba 
las mismas garantías que una disposición constitucional, tendrían que aclararse en 
el próximo informe muchas esferas de la legislación interna, incluidas las 
cuestiones básicas de si se aplicaban todas las disposiciones ael Pacto y si podían 
invocarse esas disposiciones ante los tribunales. Los miembros expresaron también 
preocupación acerca de aisposiciones concretas, incluida la falta de una 
disposición para la revisión de decisiones judiciales por un tribunal superior; la 
falta de disposiciones relativas a la indamnización en caso de sentencia errónea; y 
la falta de seguridad en el cargo para los jueces. 

453. -“E miembros expresaron la esperanaa de que el segundo informe periódico del 
Eztt40 Parte se preparase de conformidad con las directrices del Comité y  
conL. y.ers información más concreta sobre la condición jurídica del Pacto y la 
aplicación de cada uno de sus artículos, así como particulares concernientes a las 
dificultades prácticas con que se hubiese tropeaado. Expresaron también la 
esperanra de que el informe contuviera respuestas a las preguntas formuladas 
durante la reunión que habían quedado sin contestar y sugirieron que se incluyesen 
en el informe copias de los documentos pertinentes, entre ellos los textos de 
convenciones, leyes y decisiones judiciales. 

-106- 



454. Al concluir el examen del informe inicial de la República de San Marino, el 
Presidente dio de nuevo las gracias a lö delegación del Estado Parte por su plena 
colaboración en un diálogo constructivo con el Comité que compensaba la escasez de 
información contenida en el informe. El Comite esperaba con interés recibir 
información más completa en el segundo informe periddico de San Marino, que debía 
presentarse en enero de 1992, 

Viet Mam 

455. El Comitd examinó el informe inicial de Viet Nam (CCPR/C/26/Add.3) en 
sus sesiones 982a., 983a., 986a. y 957a., celebradas los días 10 y 12 de julio 
de 1990 (CCPR/C/SR.982, SR.983, SR.986 y SR.987). 

456. El informe fue presentado por la representante del Estado Parte, quien, tras 
describir la difícil historia de su país en el curso de los 45 años pasados, 
declaró que la República Socialista de Viet Nam acababa de emprender un amplio 
movimiento de renovación y reformas radicales encaminado a liberalizar la economía 
y a democratizar el régimen político, lo que creaba obligaciones en lo relativo y 
respecto a la promoción de los derechos humanos tanto para los individuos como para 
los poderes públicos. 

457. La representante señaló a la atención de los miembros del Comit6 las nefasta8 
consecuencias para Viet Nam de la guerra de agresión que se libró contra 81 pese a 
la opinión mundial. Señaló también que la Asamblea nacional vietnamita había 
adoptado en 1985 el primer Código Penal moderno del país, que, en particulare 
preveía medidas de represión para los crímenes contra la paz, los crímenes Contra 
la humanidad, los crímenes de guerra y el reclutamiento de mercenarios. 

458. Algunos miembros del Comité observaro- con satisfacción que el informe inicial 
de Viet Nam era conciso y que se había redactado de conformidad con las 
orientaciones del Comité y se refería a todos los artículos del Pacto con excepción 
del artículo 4. Al mismo tiempo, pidieron más información sobre la situación de 
hecho existente en el país y sobre las dificultades que experimentaba el Gobierno 
para dar efecto a todas las disposiciones del Pacto. 

459. En lo relativo al artículo 2 del Pacto, alguncs miembros del Comitb deseaban 
saber cuál era la jerarquía de las disposiciones jurídicas en general y m6s 
concretamente cuál era el lugar que ocupaba el Pacto en la legislación interna de 
Viet Namt si podía invocarse el Pacto y si los tribunales debían aplicarlo; si el 
texto del Pacto se había publicado y difundido en el país, y si la ratificación del 
Pacto había entrañado modificar ciertas leyes y costumbres. Tras haber tomado nota 
con satisfacción de que Viet Nam había ratificado un gran número de instrumentos 
internacionales relativos a derechos humanos, preguntaron cuáles eran las 
instituciones que garantizaban a los vietnamitas la posibilidad de ejercer los 
derechos enunciados en dichos instrumentos. 

460. Algunos miembros del Comité pidieron también explicaciones más pormenorizada6 
sobre la clasificación de los derechos fundamentales en tres grupos que se hacía en 
el informe y sobre el problema de concordar con las disposiciones del Pacto los 
artículos 2 y 4 de la Constitución vietnamita. Expresaron asimismo el deseo de 
disponer de más información sobre el proceso de renovación actualmente en curao en 
Viet Nam y las posibles consecuencias de ese movimiento para el respeto de los 
derechos humanos enunciados en el Pacto. Además, algunos miembros del Comité 
observaron que no se incluía mención alguna, ni en la Constitución ni en el 
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informe, sobre el derecho a la no BLiacrimPuaaión por motivos 5!e opiaion poláttca. 
garantiaado en eI párrnfo 1 del ertículo 2 del Pacto, y deseaban sabex que recursos 
estaban a disposición de las víctimarn de e5a disuriminacidn. Lo8 miembro5 
expresaron también preocupacibn sobre la insistencia que invart~lements se hacía 
en el informe sn el derecho eoberano del Estado sobre el individuo, al que se 
exigía estar aI servicio de la sociedad, señalando que una actitud semejante estaba 
en contradiecibn implícita con el Pacto. 

461. A propósito del artículo 9. del pacto, algunos miembros del Comitd, tras haber 
declarado que se debían condenar las atrocida&es cometidas por el zágimen de 
Po1 Pot en Camboya, señalaron que son los pueblos de cada país quienes debían 
resolver los problemas internos y que la intervención de Viet Nam en los asuntos de 
Camboya no era de desear. En este aontexto, querían sabor si las tropas 
vietnamitas se habían retirado totalmente de Camboya. Tambien pidieron 
aclaraciones sobre la reserva de Viet Nam al p&rrafo 1 del artículo 46 del Pacto 
sobre la base de que “en conformidad con el principio de igualdad soberana de los 
Estados, los Pactos deben estar abiertos a la participacidl de todos los Estados 
sin discriminación o limitación alguna”. 

462. En relación con el artículo 3 del Pacto, algunos miembros del Comité 
preguntaron cuáles eran las desigualdades entre hombres y mujeres existentes antes 
de que se hubiera modificado y revisado la Ley de matrimonio y familia de 1986; qué 
modificaciones habían tenido que aplaaarse y si estas se tendrían en consideración 
al elaborar el nuevo código civtl, Además, ue pidieron informaciones 
pormenoriaadas sobre el porcentaje de mujeres que ocupaban puestos en la Asamblea 
Nacional, en el Consejo de Estado, en el Consejo de Ministros, en el Tribunal 
Popular Supremo y en las Comisiones populares de control supremas. 

463. A propósito del artículo 4 del Pacto , algunos miembros del Comit6 preguntaron 
ai los largos períodos de lucha que Vfot Nam había conocido no habían dejado 
secuelas, incluso 15 aiios despues de la uuificanión del país8 cu6les eran los 
derechos que no se habían restablecido y que derechos se habían suspendido desde la 
entrada en vigor del Pacto; si la Constitución preveía el estado de sitio u otro 
estado de excepción, y cuáles eran las modalidades de aplicaci6n de éstos y que 
derechos podían suspenderse en casos semejantes. 

464. En relación con el artículo 5 del Pacto, los miembros observaron que si bien 
no cabía duda de que la guerra era responsable de muchas de las dificultades que 
Viet Nam experimentaba para aplicar las disporiciones del Pacto, ello no debería 
convertirse en justificacibn para no respetar cierto8 derechos fundamentales o para 
establecer limitaciones intolerable8 robre los derechos y libertades reconocidos en 
el Pacto. 

465. A propósito del artículo 6 del Pacto, los miembros deseaban 8aber qué delitos 
estaban sujeto a la pena de muerte y pidieron estadísticas correspondientes a los 
últimos cinco años sobre el número de personas condenadas a muerte, el número de 
ejecuciones y los delitos de que ae trataba. Algunos miembros del Comité, habiendo 
observado que el Cbdfgo Penal vietnamita preveía un número excesivo de infracciones 
que podían ser punibles con la pena capital y algunas de las cuales tenían un 
carácter político 0 económico, deseaban saber si Ilas autoridades vietnamitas tenían 
previsto reducir el numero de delitos de este genero. Por otra parte, deseaban 
saber detalles sobre las políticas aplicadas respecto de la planificación de la 
familia y sobre las disposiciones que regían el aborto, en particular para la mujer 
cesa&a. 
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Q66. A propásito del artículo 7 del Pacto, los miembros del Comité pidieron 
informaciones más pormenoriaadas sobre la situacidn de fos detenidos en los campos 
de rehabilitación y sobre las medidas adoptadas por las autoridades vietnamitas 
para mejorarla. Querían saber también si se habían adoptado medidas encaminadas a 
garsntisar la formación de las fueraas de policía 0 de las fuersas armadas en lo 
rslativo a los derechos de la persona reconocidos en la legislación nacional y en 
los instrumentos internacionales; si se habían iniciado investigaciones par6 

aclarar casos de muertes y sevicias y, en caso afirmativo, cu8les habían sido los 
resultados. 

467. Respecto del artículo 6 del Pacto, los miembros pidieron información sobre el 
trabajo forzado y preguntaron cómo se conjugaba ess. práctica con la política de 
rehabilitar a las personas condenadas a penas de reclusi&, Se pidieron datos más 
amplios sobre el funcionamiento de los campos de rehabilitaci¿ni sobre los motivos 
por los cuales se podía enviar a ellos a una persona1 sobre la posibilidad de 
impugnar una orden de detención en un campo de rehabilitacidn, y sobre la 
compatibilidad de la legislación nacional con las disposiciones del pkrrafo 3 del 
artículo 6 del Pacto, 

468. A propósito del artículo 9 del Pacto, algunos miembros del Comitd pidieron 
aclaraciones sobre la función de las comisiones populares de cont&ol; las 
modalidades para elegir a sus miembrosf las condiciones que debian cumplir 
los miembros de las comisiones populares; el procedimiento y funcionamiento de las 
comhiones populares) los recursoa de que disponía el individuo que considerase que 
la comisibn popular de control lo había tratado abusivamente y las autoridades que 
vigilaban el funcionamiento de las comisiones populares, a fin de evitar sbusos. 
También se pidieron precisiones sobre la práctica de libertad condicionalt la 
indemnización a que tenía derecho la víctima de detención o condena ilegal y el 
procedimiento para obtenerla, así como la duración máxima de la posible prórroga de 
la Betención provisional. 

469. A propósito del artículo 10 del Pacto, algunos miembros del Comite ae 
preguntaron cuál era la realidad que subyacía en la expresión “educaci¿n 
sociopolítica” y si un condenado podía negarse a someterse a eaa prictica. 
Deseaban saber si existían diferencias entre los establecimientos penitenciarios y 
los establecimientos de rehabilitación y cuáles eran los motivos por los que se 
podía internar a una persona en esos establecimientos. Por lo que respecta a los 
campos de rehabilitación, los miembros del Comité señalaron que 8e trataba de una 
forma de detención sin juicio y que esta medida era incompatible con el nuevo 
Código Penal y, en cualquier caso, contraria a las disposiciones del Pacto. 
Tsmbiin se preguntó si existía en viet Nm el rigimen celular y en qué casos se 
aplicaba; hasta qué edad se aplicaba la legislación sobre los menores delincuentes, 
y cuál era la edad de mayoría penal. 

470. Respecto al artículo 12 del Pacto, los miembros del Comité pidieron 
aclaraciones de la expresión “limitaciones establecidas por la lsy por razones d6 

seguridad y de ord6n público" y deseaban sab6r qué restriccion68 86 aplicaban a los 
desplasamientos de empleados públicos al 6xtranjero. Los mfembros pidieron tambi/n 
información sobr6 el procedimiento para la salida d6 Vi6t Nam y el regreso al país 

y si podían adoptarse medidas discriminatorias contra personas que regresaban en 
cuso de que hubieran dejado el país ílegalmente. Algunos miembros del Comiti 
mtnifestaron el deseo de saber si había en Viet Nam certificados de residencia; si 
esos documentos constituían una restricción a la libertad de circulación Bentro del 
país, y si el hecho de no poseer ese documento podáa dar lugar a acciones penales. 
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Tras plantear el caso de los *‘zaEugiatIos de la mar ‘*, algunos miembros del Comité 
Preguntaron qué medidas de orden interno habían adoptado las autoridades 
vietnemitas para limitar o Impedir ese Exodo. 

471. Rn relación con el artículo 14 ael Pacto, algunos miembros ael Comité deseaban 
saber cuál era la estructura ae la judicatura y en qué medida se garantizaba su 
inaepenaencia. Se pidieron aclaraciones sobre la autoridad que designaba a los 
miembros de los tribunales, las garantías de independencia, los medios previstos 
para que no interviniesen en la acción de los tribunales órganos externos, como las 
comisiones populares ae control, y sobre el procedimiento para solucionar 
conflicto8 de competencia entre un tribunal y una comisión popular de COntrOl, 
Se pidieron informaciones más amplias sobre el procedimiento y todos los trámites 
que deben cumplirse en el caso ae que el inculpado o su defensor pidieaen una * 
prórroga por no tener tiempo suficiente para preparar la defensa. Se preguntó 
tambidn si el derecho a utilizar su propio idioma hablado y escrito, que se 
reconocía a los ciudadanos que pertenecían a minorías diferentes, se aplicaba 
tambih en el caso de los extranjeros. Se expresó la opinión ae que no parecía 
respetarse cabalmente en Viet Nsm el principio de presuncibn de inocencia y que las 
normas relativas al pronunciamiento de sentencia definitiva parecían estar en 
contradicción con las disposiciones del artículo 14 del Pacto. 

472. Respecto del artículo 15 del Pacto, algunos miembros del Comité deseaban tener 
garantías de que en Viet Nam se aplicaba siempre la regla de no retroactividad de 
las leyes. Señalaron que, a diferencia de la legislación vietnamita. el 
artículo 15 del Pacto no preveía posibilidad alguna de infligir una pena más fuerte 
por un delito cometido antes ae la adopción de una nueva ley. 

473. A propósito ael artículo 18 ael Pacto , algunos miembro8 del Comité, habiendo 
señalado que se habían producido en Viet Nam ciertos abusos del derecho a la 
liberta8 de religión, preguntaron en qué circunstancias estimaron las autoridades 
que 86 habían producido abusos del derecho de libertad religiosa y pidieron 
ejemplos concretos de esos abusos. Deseaban tambidn saber si se habían aaoptaao 
medidas contra los autores de estos abusos. Los miembros tambien querían saber si 
88 extendía a todos los credos el derecho a la libertad de creencias religiosas, o 
si algunos estaban sujetos a restricciones. 

474, Con respecto al artículo 19 del Pacto , algunos miembros opinaron que el 
artículo 67 de la Constitución restringía considerablemente la amplitud de los 
derechos enunciados en el artículo 19 del Pacto y pidieron una aclaración al 
respecto. También pidieron aclaraciones respecto de la cenaura con carácter 
temporal y en particular preguntaron qué se entendía por “en caso de emergencia y 
de ser necesario”. Además, algunos miembros quisieron saber si la censura se había 
aplicado en la práctica; si en Viet Nam se podían conseguir periódicos extranjeros, 
y si las actividades de los corresponsales extranjeros estaban sometidas a alguna 
restricción. 

475. A propósito del artículo 22 del Pacto, algunos miembros del Comité preguntaron 
si en Viet Nam existían sindicatos independientes de la Confederación de Sindicatos 
de Viet Nam y, en caso afirmativo, si gozaban de los mismos derechos que esta 
última. También pidieron más información sobre el procedimiento jurídico para la 
creación de sindicatos. Refiriéndose a la mención de las personas “que han sido 
privadas de sus derechos de ciudadanía o contra las que se haya entablado una 
acción judicial ante los tribunales”, preguntaron en qué circunstancias se podía 
privar a las personas de sus derechos civiles. 
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476. En relación con los artículos 23 JI 24 del Pacto, algwiO8 miembro8 del Comité 
pidieron más precisiones sobre el matrimonio forzado> sobre los efectos del 
matrimonio religioso en relacidn con el civil: sobre el matrimonio de hecho1 y 
sobre los derechos de los niños nacidos fuera del matrimonio, en particular desde 
el punto de vista de la sucesión. Algunos miembros también preguntaron si en la 
práctica había alguna discriminación entre los niîios fundada en Pos antecedentes 
políticos de sus padres, 

477. Respecto del artículo 25 del Pacto, se planteó la cuest3Ón del papel 
preponderante del Partido Comunista y de la compatibilidad entre esta situación y 
el respeto de los derechos políticos amparados por el Pacto. 

478. En relación con el artículo 26 del Pacto, los miembros se preguntaron si 
efectivamente se había restablecido plenamente la comunicación entre el Norte y el 
Sur y habían desaparecido las tensiones y recriminacionest quisieron saber 
concretamente si las personas del Sur que participaron en la lucha armada goaaban 
de los mismos derechos que las que habían servido en las fuerzas armadas del 
Norte. Algunos miembros también quisieron saber si, de hecho aunque no fuese de 
derecho, los miembros del Partido Comunista eran privilegiados por lo que 
respectaba al disfrute de determinados derechos sociales y económicost si la 
finalidad de la entrega de cédulas de identidad a los ciudadanos era simplemente 
facilitarles un documento que los identificase o tambidn garantizar a sus titulares 
determinados derechos y privilegios dependiendo del tipo de documento de que se 
trataset cómo y cu&do se expedían los documentos de identidad; por qud motivos 
éstos podían ser denegados, y en qud medida semejante denegacibn podía considerarse 
una privación de los derechos civiles. Algunos miembros también preguntaron qud 
medidas estaba tomando el Gobierno de Viet Nam para mejorar la situación de un gran 
número de trabajadores vietnamitas que trabajaban fuera del país, especialmente en 
Europa oriental, que según se informaba era malísima. 

479. En relación con el artículo 27 del Pacto, algunos miembros pidieron que se 
aclarara la expresión “costumbres atrasadas” utilizada en el informe y preguntaron 
qud distinción se hacía entre costumbres buenas y malas y  de qu¿ manera ae habían 
zbolido estas últimas. También pidieron que se lea proporcionaran ejemplos de 
medidas que efectivamente ae hubiesen tomado con respecto a :aa minorías para poder 
determinar si se las había tratado en forma congruente con laa garantías enunciadas 
en el artículo 27 del Pacto. 

480. Rn respuesta a la8 preguntas formuladas por miembros del COmit¿, la 
representante del Estado Parte declaró que, en lo que se refería a la relación 
entre loa instrumentos internacionales y la legislación interna, las autoridades 
vietnsmitaa reconocían que la aplicación de estos instrumzntoa no dependía 
exclusivamente de disposiciones constitucionales o legislativas, que en general no 
eran suficientes. Vfet Nam apreciaba la asiatencfa que el Comité prestaba a loa 
Estados Partea al recordarles con insistencia las obligaciones que habíaz contraído 
en virtud del Pacto. Recién se había promulgado un decreto-ley sobre la finna, la 
ratificación y la aplicación de loa instrumentos internacionales, que en adelante 
deberían acatar todos los árganos estatales. Viet Ntuz deseaba avansar en la 
aplicación del Pacto, pero tropezaba con dificultades inconmensurable8 debido a su 
aislamiento y falta de recuraos. La representante expresó la esperanza de que loa 
organismos de las Naciones Unidas ayudasen a Viet Nam a mantenerse en la vía del 
progreso que ae había trazado, libre de toda injerencia en aua aauntoa internos. 

481. La representante describió diferentes aspectos del proceso de renovación que 
estaba en marcha en Viet Nam, en particular en las esferas económica y 
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legislativa. En el plano de la economía, desde el sexto Congreso ael Partido 
Comunista, el Estado y las empresas colectivas no eran ya los úidcos dos sectorea 
ae la economía reconocidos por la Constituciónr las empresas privadas, las 
cooperativas, las empresas familiares y los socios extranjeros se consideraban 
igualmente sectores económicos. En el plano legislativo, en adelante todas las 
leyes serían adoptaaas por mayoría ae dos tercios y ya no por unanimidad. 

482, En cuanto a la división del país entre Viet Nam del Norte y Viet Nam del SUrr 
la representante subrayó que la reunificación constituía un gran acierto para el 
país pue6, lejos ae ser hermanos enemigos, 10s ciudadanos de las a0f3 partes ae 
antes vivían en armonía y cooperación. A propósito Bel papel ael Partido 
Comunista, señaló que era preciso considerar que la instauración del pluralismo, 
que algunos estimaban conveniente , tomaría mucho tiempo y por lo demás tenía muy 
poco que ver con la mentalidad vietnamita, El Partido Comunista seguía existiendo, 
pero el único Órgano dotaao de poderes constitucionales y legislativos era la 
Asamblea Nacional, en cuya actuación no intervenía el Pt.rtido. 

483. Con respecto a la incompatibilidad constatada por miembros del Comité entre 
determinadas disposiciones constitucionales y las ael Pacto, la representante 
puntualizó que en su mayoría esas disposiciones ya no estaban en vigor. En efecto, 
en Viet Nam se estaba elaborando ura nueva constitución; su finalidad eran en lo 
fundamental, asegurar un nuevo equilibrio ae fuerzas a favor de la Asamblea 
Nacional, que permitiese el máximo posible de participación popular. 

404. En respuesta a preguntas formuladas por los miembros del Comité con respecto 
al artículo 0 del Pacto, la representante ael Estado Parte observó que para 
promover la reconciliación nacional era indispensable recurrir a la 
rehabilitación. Señaló que al egresar de un campo de rehabilitación las personas 
pasaban a ser nuevamente ciudadanos ordinarios, que ya no tenían por qu6 
avergonzarse ae su pasado ni ser portadores ae ningún estigma, 

485. En respuesta a preguntas planteadas por los miembros del Comité sobre el 
artículo 9 del Pacto, la representante del Estaao Parte indicó que la 
Instrucción Na 49 relativa a la detención administrativa no era en absoluto ilegal 
sino que emanaba de un decreto del Consejo ae Estaao, En efecto, la Comisión 
Legislativa había pedido que se modificaran o anularan algunas aisposiciones de la 
legislación en esta esfera a fin ae velar por el respeto#de garantías efectivas 
conforme a la ley, pero el procedimiento ae la detención administrativa sequía 
siena0 necesario. No se aplicaba en forma arbitraria sino en el respeto estricto 
ae la legalidad. 

486. A propósito de las preguntas formuladas por los miembros del Comit6 en 
relación con el artículo 12 ael Pacto, la representante ael Estado Parte señaló que 
había tres tipos de procedimientos por los que se regía la realización ael derecho 
a salir aei país y regresar a él. Respecto de los “refugiados ael mar”, el 
Gobierno de Viet Nam había aeclaraao que se permitiría la repatriación voluntaria 
desde ei pais de primer asilo en condiciones que garantizaran la seguridad y  la 
dignidad de la8 personas conforme a la legislación nacional y al derecho 
internacional y que ella no iría acompañada de medidas represivas o 
aiscriminatoriaa. Se autorizaria a los repatriados a volver a sus lugares ae 
origen o a otros lugares de su elección y el Gobierno facilitaría su integración a 
la vida normal. Respecto de la libertad de circulación y de residencia, precisó 
que los ciudadanos vietnamitas tenían derecho a escoger libremente su lugar de 
residencia y podían circular libremente por su territorio. Estos derechos estaban 
sujetos a determinadas restricciones que se aplicaban fundamentalmente a las 
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personas condenadas, y ello se debía a taaones de orden publico y de seguridad y no 
a razones económicas. Cada ciudadano vietnamita poseía a la vea una cédula de 
identidad y una tarjeta de residencia. Este último documento, que no confería 
ningún privilegio especial, acreditaba el domicilio y era expedido por las 
autoridades de policía local. 21 sistema de tarjetas de residenaia no estaba 
concebido para impedir que los ciudadanos eligieran su domicilio donde mejor les 
pareciese sino para mantener un equilibrio en la distribución de la población entre 
la ciudad y el campo. 

487. Respecto de las preguntas formuladas por los miembros del Comitd sobre del 
articulo 18 del Pacto, la representante del Sstado Parte recordó que el pueblo 
vietnamita en su gran mayoría profesaba tradioionalmente la religi¿n budista, que 
era más bien una norma de vida que una religión en el sentido estricto de la 
palabra. A su juicio las acusaaiones que habían formulado organiaaciones 
extranjeras sobre presuntas detenciones arbitrarias de religiosos carecían de todo 
fundamento. Precisó que en Viet Nam no habia personas detenidas a reís de sus 
convicciones religiosas. 

488, En relación con las preguntas formuladas por los miembros del Comit6 acerca 
del artículo 22, la representante del Estado Parte declar6 que la Ley de 20 de mayo 
de 1957 sobre el derecho de asociacibn ya no respondía a las necesidades actuales y 
que se estaba elaborando una nueva ley sobre esta materia. En cuanto se pusiera en 
vigor, las autoridades vietnamitas informarían a los miembros del Comité sobre las 
condiciones necesarias para crear una asociaoibn. 

489. Por último, la representante del Estado Parte , en nombre de la delegación de 
Viet Nam, invitó al Comit6 y a organiaaciones no gubernamentales tales como 
Amnistía Internacional a informarse directamente sobre la realidad de la situación 
en Viet Nam y a constatar la verdadera orientación de los esfueraos desplegados en 
el país para velar por el respeto de la justicia y del derecho humanitario. 

, Qbservaoiones de caracter aem 

490. Los miembros del Comit6 agradecieron a la delegación de Viat Nam la 
información que había facilitado al Comitb como complemento de la contenida en el 
informe inicial, sobre todo ea lo que se refería al proceso de renovación. 
Advirtieron que, aunque la delegación de Viet Nam hsbía ilustrado ampliamente la 
situación de Viet Nam desde diversos ángulos , no habia facilitado suficiente 
información sobre la aplicacibn concreta del Pacto. Los miembro8 del Comiti 
señalaron una serie de esferas que seguían riendo motivo de preocupación y 
formularon preguntas que habían quedado sin respuesta durente el ex-en, 

491. Algunos miembros del Comit¿ hicieron varias observaciones y comentarios 
específicos sobre lo anterior. Se observó, por ejemplo, que aún no se había 
introducido en Viet Nam un autintico pluralismo y que seguirá suscitando problemas 
la cuestión de garantiaar el ejercicio de los derechos políticos. Era evidente que 
en muchas de las esferas que se habían examinado el derecho y la práctica en 
Viet Nam estaban lejos de ser consonantes coa el Pacto. Sn cuento a la práctica de 
la rehabilitación, algunos miembros se preguntaron si existian o no pruebas 
concretas de la conducta criminal de todas las personas detenidas en campos de 
rehabilitación; qué tribunales se habían pronunciado sobre esoa casos; y cuándo 
habían tenido lugar tales juicios, No estaba claro qu6 restricciones concretas 
preveía la legislación al derecho a estudiar, viajar o residir en el extranjero y 
si tales restricciones eran compatibles con el párrafo 3 del artículo 12 del 
Pacto. Con respedto a la detención administrativa, la cuestión no radicaba en que 
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la prictica fuese 0 no legal en virtud de la legislación interna sino en que la ley 
correspondiente fuese o no compatible con las obligaciones internacionales 
contraídas en virtud del Pacto. Cabía preguntarse lo mismo respecto de las leyes 
en virtud de las cuales se detenía a los miembros de determinadas sectas 
religiosas, ae restringia la libertad de expresión o se sometía a las personas a 
arresto domiciliario sin juicio, Se manifestó preocupación ante la posibilidad de 
que los recientes decretos administrativos fueran incompatibles con las medidas más 
liberales introducidas por el nuevo código penal. 

492. Tomando nota de que se estaba considerando una nueva legislación en la esfera 
de la libertad de asociación, los miembros seiialaron que era muy importante que en 
este plano no se confiriesen amplias facultades discrecionales a las autoridades 
administrativas. Se mencionó en especial la importante función que desempeñaban 
los grupos particulares de derechos humanos al informar a la población sobre SUS 
derechos, función vital que no podría cumplirse si no se autorizaba la existencia 
de esos grupos. Algunos miembros también destacaron que, si bien las prácticas 
nacionales debían examinarse a la luz de la historia y la cultura de cada país, era 
importante comprender que el propósito fundamental de garantizar la protección 
internacional de los derechos humanos era establecer determinadas normas 
universales que fuesen reconocidas por todos los Estados. 

493. Los miembros del Comitd manifestaron la esperanza de que los miembros de la 
delegación de Viet Nam, de regreso en su país, señalarían a la atención de las 
autoridades las actas de las sesiones del Comité consagradas al examen del informe 
inicial de Viet Nam, Seííalaron que confiaban en que se harían las modificaciones 
necesarias y en que al Estado Parte facilitaría en su próximo informe el tipo de 
información que necesitaba el Comité para poder ayudarlo en su importante programa 
de renovación, 

494 l La representante del Estado Parte dijo que su delegación apreciaba las 
francas sugerencias formuladas por los miembros del Comité. Viet Nam tenía plena 
conciencia da la necesidad de cambiar y de hecho ya estaba cambiando; esperaba 
estar en condiciones de mencionar muchas mejoras cuando sa presentase al segundo 
informa periódico. Su delegación tendría mucho gusto an continuar al diálogo que 
había iniciado con el ComitB. Poniendo fin al examen del informe inicial de 
Viat Nam, el Presidente agradeció a la delegación de Viet Nam su disposición a 
cooperar con el Comité en un diálogo constructivo. Seña16 que el Comité 
agradecería al Gobiwno de Viet Nam que a su debido tiempo respondiaae a las 
preguntas hechas por los miembros y facilitase además informacibn zobre las 
eventuales dificultades con que se hubiese tropezado al aplicar las leyes y los 
procedimientos judiciales destinados a garantizar el disfrute de los derechos 
enunciados en el Pacto. 

495. El Comité examinó el tercer informe periódico de Túnez (CCPR/C/52/Add.S) en 
sus sesiones 990a. a 992a., celebradas el 16 y el 17 de julio de 1990 
(CCPR/C/SR.990 a SR.992). 

496. El informe fue presentado por el representante del Estado Parte, quien puso de 
relieve los acontecimientos ocurridos desde la presentación del segundo informa 
periódico de Túnez y, en particular, los hechos acaecidos desde el 7 de noviembre 
de 1987, fecha de la toma de posesión del Sr. Ben Ali como Presidente de la 
República. Túnez había optado así decididamente por la promoción de los derechos 
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del hombre y de las libertades individuales, dentro del respeto a su tradioión de 
apertura y a0 tolerancia. b38p0nait3na0 a 088 criterio , se habían establsaido 
varias comisiones encargadas de revisar las principales leyes vigentes y de velar 
por la plena observancia de las disposiciones de 105 instrumentos internaaionales, 
inmediatamente aplicables en virtud de lo dispuesto en el articulo 32 de la 
Constitución, Por otra parte, el 7 de noviembre de 1900 se habia concertado un 
Pacto Nacional, que consagraba la soberania nacional, el régimen republiaano, el 
pluralismo y el respeto a los derechos individuales. En esa construcaión, 
constituía una prioridad la igualdad entre el hombre y la mujer, que ae proclamaba 
en el preámbulo y en el articulo 6 de la Constitución, No obstante, esa protecaión 
se encontraba necesariamente limitada por el medio sooiocultural prevaleciente en 
el psis, 

497, Subrayando la opción democrática y liberal de su Gobierno, el representante 
puso de relieve que el 3 de mayo ae 1908 se hsbia adoptado una ley sobre los 
partidos politices, NO obstante, quienquiera que deseara fundar un partido 
politice debia respetar cierto número de reglas tendiente8 a garantizar la 
perennidad de los progresos realizados en el pasado y en el presente. Así, 105 
principios y opciones de los partidos debian proscribir el fanatismo, el racismo y 
todas las demss formas de discriminación, y a los partidos les esteba enpresamente 
prohibido apoyarse en una religión , un idioma, una rasa 0 ,una región. Por otra 
parte, en el marco de la jurisdicción administrativa se habia oreado una sala 
especial para examinar 105 recuraos que pudieran presentar loe ciudadanos que 
estimaran que las autoridades no habian respetado dicha ley. 

490. También en lo ooncerniente a las libertades de religión, expresión y 
asociación se habian producido novedades tale5 como la concesión a la seccián 
tunecina de Amnistía Internacional de la autorisación necesaria para ejercer, 
legalmente aus actividades, y la modificación introducida en el Código de la 
Prensa, el 2 de agosto de 1900, modificación según la cual la auspensibn de todo 
periódico es de la incumbencia exclusiva de 105 tribunales. Entre 158 otras muchas 
novedades ocurridas en este periodo figuraban la supresibn del Tribunal de 
Seguridad del Estado, la ratificación sin reservas de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Tortura y otro5 Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, la supresión de la pena de trabajos forzados, la amnistia concedida a 
las personas condenadas por infracciones cometidas con móviles politices, y el 
hecho de que ningún condenado a muerte hubiera sido ejecutado desde el 7 de 
noviembre de 1907. El representante informó finalmente que una ley de 10 de abril 
de 1990 había ampliado las atribuciones del Consejo Constitucional creado en 1907, 
de modo que dicho Consejo pudiera ser consultado sobre todos los proyectos de leyes 
orgánicas o de leyes relativas a los derechos fundamentales, 

I 
Marco constitucional y +uruSco en w ae mUca el Pasas2 

499. A este respecto, loa miembros del Comiti preguntaron si, durante el periodo 
considerado, había habido casos en que las disposiciones del Pacto hubieran sido 
directamente invocadas ante loa tribunalea, mencionadas en decisiones judiciales, o 
consideradas por los tribunales como prevalecientes sobre las de una ley interna 
por ellos considerada como contraria al Pacto; si las comisiones encatgadaa, entre 
otras coaas, de revisar el Código Penal y el Código de Procedimiento Penal, y de 
reformar el estatuto ae 105 jueces, habían terminado su trsbajot cuáles eran, en au 
caso, el carácter de las revisiones propuestas o previstas por dichas comiaionea, y 
su incidencia sobre el disfrute de los derechos contenidos en el Pacto; qu& 
actividad práctica había llevado a cabo, durante el período que ae examinaba, la 
Liga Tunecina de los Derechos Humanos a fin de promover y proteger el goce de 
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dichos derechos; que incidencia había tenido el Pacto lacional,sobre el ejarcicio 
de los derechos humanos incluidos en el Pacto de Dereahoa Civiles y Políticos) y 
cíPales aran las perspectivas de que TÚnea ratificara el Protocolo Facultativo del 
Pacto. 

500. Por otrca parte, ee solicitaron informaciones aomplementarias sobre la 
situación del Pacto en relación con el derecho interno tunecino, en lo concerniente 
a la posibilidad de que las personas víctimas de violación de sus derechos 
presentaran un recurso que fuera a la vez Útil y rápido yI en particular, sobre 
los “mecanismos convergentes” que , según se decía en el informe, había establecido 
Túnea para garantiaar las libertades reconocidas por el Pacto. Se pregud 
tambien, si, en el marco de la reforma del estatuto de los jueces, se preveían 
modificaciones en el funcionamiento del Consejo Superior de ia Magistratura con 
objeto de hacer mayor su independencia en relación con el poder ejecutivo; qué 
actividades se habían emprendido para dar a conocer mejor lafi 8tiaposiciones del 
Pactos si la instauración de la pluralidad de partidos podía conciliarse con una 
Constitución basada en el sistema de partido Único; y si en la adopción del Pacto 
Nacional habían participado loa representantes de las fUerZa políticas 
oficialmente reconocidas. 

501. En lo concerniente a las relaciones entre el Gobierno y las organiaaciones no 
gubernamentales de protección de loa derechos humanos, se pidieron aclaraciones 
sobre la independencia de la Liga Tunecina de los Derechos Humanos, ,sobre 10s 
límites de su competencia en lo relativo a las acusaciones de violación de los 
derechos humanos y la reparación de las víctimas de tale8 violaciones, y sobre las 
actividades de la Liga en materia de promoción de loa derechos humanos. Se 
preguntó asimismo si la Liga era consultada antes de la redacción de los i:formes 
periódicos de Túnes, y que actividades llevaba a cabo la sección tunecina de 
Amnistía fnternacional. 

502, Por lo que se refiere a la ampliación de las funciones del Consejo 
Constitucional, se preguntó si este organismo tenía competencia para dar su opinión 
al Presidente de la República sobre la conformidad de loa proyectos de ley con el 
Pacto; cual era el procedimiento para la deaigna&n de sus miembros; cual era la 
duración del mandato de iatoa y las condiciones para au destitución; de qué modo 
se garantizaba su independencia, y cúalea eran las consecuenciaa de las decisiones 
que adoptase, especialmente cuando estimara que una ley era inconstitucional. 
Y, a este respecto, ae preguntó si ae había previsto el establecimiento de otro 
mecanismo, independiente del poder leq~alativo y del poder ejecutivo, que pudiera 
adoptar deciaionea con fueraa de obligar. 

503. Respondiendo a las preguntar formuladas acerca de la situación del Pacto en el 
ordenamiento jurídico interno tunecino , el representante del Estado Parte recordó 
que el artículo 32 de la Constitución tunecina consagraba la primacía de las 
convenciones internacionales sobre la ley nacional. Por otra parte, ciertos 
texto8 legf8latfvos, como la Ley sobre los Partidos Políticos o la relativa a las 
experiencias midicas y científicas, se referían expresamente a las disposiciones 
pertinentes del Pacto. En caso de conflicto entre una norma internacional y una 
disposición legal interna, el juez trataba en lo posible de aplicar la regla 
internacional, si bien, en ciertos caaoa, muy raros, como eI del principio de 
igualdad en materia de herencia, el entorno social lo impedía. En todo caso, los 
magistrado8 tenían muy en cuenta el Pacto y no dudaban en aplicarlo directamente 
cuando se 10 invocaba expresamente como aplicable al caso considerado, 
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504. En cuanto a las comisionee creadas para la revisión de le legislación 
tunecina, el representante explicó que si muchas de ellas no habían termina80 
todavía su8 trabajos, ya 88 habían aprobado, sobre la base de 8ue recomendacione8, 
proyectos relativo8 al arresto, a la detención preventiva 0 a la supresidn de 108 
trabajo8 for2ados. 

505. Respondiendo a las pregunta8 formulada8 en relación aon la Liga Tunecina de 
los Derechos Human08, el representante destacó que ésta era particularmente 
representativa de la conciencia coleotiva de la población. P0.r otra parte, ese 
organismo, así como aus órgano8 dirigentes, disponían de una independencia 
absoluta, y  8u Mesa estaba integrada por personalidades proaedentes de todo8 los 
horizontes políticos. Su presupuesto respondía al modelo a,l&sico del de una 
asociación, Sus miembro8 estaban autorizado8 para visitar a 108 detenidos. La 
Liga había visitado así recientemente varios centros de detención, entre ello8 la 
prisión central de Túnez, a fin de determinar si la adminiatraaión observaba las 
reglas aplicable8 en materia de reclusión, y  había comprobado las importante8 
mejoras introducida8 en esta esfera. La Liga era regularmente informada por el 
Gobierno acerca de los proyectos de ley relativo8 a los derecho8 de 108 
individiios. Un alto funcionario del Ministerio del Interior, directamente 
responsable ante el Ministro, estaba encargado de recibir todas la8 queja8 o 
peticiones procedentes de la Liga y  de dirigir las investigaciones efectuada8 para 
responder a ellas. Esa actividad había tenido con8ecuencias muy positivas en 
numerosos ca808, por ejemplo en 108 de retirada de pasaportes y  cancelación de 
prórrogas de incorporación a filas en el caso de estudiante8 que hubieran 
perturbado el orden publico provocando huelgas en las universidades. Finalmente, 
la Liga era casi automáticamente consultada sobre todo proyecto de ley relativo a 
los derechos humanos y  las libertades públicas, y  había participado en la 
elaboración del Pacto Nacional. 

506. Respondiendo a otra8 preguntas, el representante subrayó que todas las fuerzas 
de la nación, entre ellas vario8 movimientos políticos, habían participado en la 
elaboración del Pacto Nacional. Dicho Pacto reflejaba el consenao a que habían 
querido llegar las distintas sensibilidades políticas a fin de promover el respeto 
de los principios acerca de los cuales exi8tía un amplio acuerdo en la sociedad 
tunecina. Dado que los fundamentos de ese acuerdo residían en una adhesión 
voluntaria encaminada a contribuir al desarrollo del país en un ambiente de 
tranquilidad, dignidad y  respeto de las libertades y  de la persona humana, no podía 
decirse que el Pacto Nacional tuviera fuerza legal de obligar. El representante 
indicó asimismo que la cuestión de la ratificación del Protocolo Facultativo del 
Pacto seguía en estudio, aunque nada se opusiera en principio a au ratificación. 
Las disposiciones del Pacto se enseñaban en ciertos establecimientos, como la 
Escuela de Policía, con objeto de promover el respeto de loa principios consagrados 
en el Pacto por parte de los futuro8 responsables de la aplicación de la ley. 
Por otra parte, la Constitución no ae había concebido desde el punto de vista de un 
sistema de partido único y, por lo tanto, había facilitado la reciente adopción de 
la ley orgánica sobre la pluralidad de los partidos políticoa. Túner tenía un 
régimen presidencial, en cuyo marco se habían establecido ciertas garantías para 
contrarrestar loa amplios poderes de que disponía el Presidente de la República. 
Además, se había abolido el principio de la Presidencia vitalicia. Refiriéndose a 
la independencia de la magistratura, 
el Presidente de la República, 

agregó que loa magistrados eran designados por 
el cual tenía debidamente en cuenta las propuertas 

qus le presentaba el Consejo Superior de la Magistratura. Eate Consejo estaba 
compuesto por miembro8 natos y  miembro8 elegidos por sus colegas, lo que constituía 
una garantía de independencia. Los magistrados no podían, por otra parte, aer 
encausados sin que previamente el Consejo hubiera levantado su inmunidad. 
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507. En respuesta a las preguntae formuladas acerca del Consejo Constitucional, 
el representante subrayó que su creación poc.os semanaa después de la declaración 
del 7 ae noviembre de 1987 reflejaba la voluntad de establecer una tradición en 
materia de consultas sobre la constituciona;idad de las disposiciones legales en 
Túnez s Una ley reciente, de fecha 18 de abi*il de 1990, disponía que ese Órgano 
debía ser obligatoriamente consultado por el Presidente de la República antes 
de que éste presentara proyectos de leyes orghicas o de leyes relativas a los 
derechos fundamentales ante la Cámara de los Diputados, Cuando el Consejo 
consideraba que ciertas disposiciones eran contrarias a la Constitución, el 
Presidente de la República podia devolver el proyecto para nuevo examen al 
departamento ministerial competente y, por lo general, el proyecto era declarado 
inconstitucional. En todos los casos, el Presidente tenía la obligación de 
transmitir a la Cámara de Diputados la opinión del Consejo Constitucional. 
Al Consejo podían igualmente someterse todas las cuestiones relativas a la 
organización y el funcionamiento de las instituciones. El eventual recurao al 
Consejo Constitucional para que éste formulara gnosteriori su opinión sobre la 
constitucionalidad de textos legales ya promulgados , estaba siendo todavia objeto 
de discusiones, y no se aplicaría , en su casoI hasta una etapa ulterior. LO8 
miembros del Consejo, cuyo número se había reducido de ll a 9 (con inclusión del 
propio Presidente de la República) eran nombrados por éste y se dividían en 
miembros natos y otras personalidades. La duración del mandato de estas últimas 
se dejaba a la discreción del Presidente de la República , mientras que los miembros 
natos formaban parte del Consejo mientras ocuparan el cargo en cuya virtud se 
habían incorporado a él. 

508. En relación con esta cuestión, los miembros del Comité deseaban saber si 
existían disposiciones legales , aparte del artículo 46 de la Constitución, que se 
refirieran a la implantación del estado de emergencia y, en caso afirmativo, si 
dichas disposiciones estaban en armonía con el párrafo 2 del artículo 4 del Pacto. 
Por otra parte, se preguntó cuál era la duración máxima del estado de emergencia; 
si la Asamblea Nacional podía adoptar medidas para levantar el estado de emergencia 
cuando considerase que las circunstancias lo justificaban; y si existía algún tipo 
de control judicial sobre las medidas adoptadas durante su vigencia. Se pidieron 
también aclaraciones sobre los límites de ;as facultades discrecionales de que 
disponían las autoridades administrativas durante el estado de emergencia. 

509. En su respue&a, el representante del Estado Parte explicó que el Decreto 
de 26 de enero de 1978, que regulaba el estado de emergencia, sólo se había 
aplicado en dos ocasiones, a saber, en enero de 1978 y en enero de 1984. En ambos 
casos las autoridades legislativas y ejecutivas había velado por que no se hiciera 
nada que rebasara los límites de lo permitido con arreglo al citado decreto. Por 
otra parte existía un tribunal administratlvo, que era competente para ocuparse 
de todas las decisiones y de todos los abusos administrativos y que, en caso de 
necesidad, adoptaba medidas encaminadas a la suspensión del acto de que se 
tratara. La vigencia del estado de emergencia no limitaba las facultades de 

ese tribunal para controlar en todas las circunstancias las decisiones de la 
administración. 

, Po discriminacion e iaualdad de 10s sex- 

510. En lo concerniente a esta cuestión, los miembros del Comité deseaban recibir 
información detallada sobre los planes actuales para eliminar de la legislación 
tunecina las desigualdades que todavía subsistían, como las relativas a la 

-llO- 



herencia, la concesién de la nacionalidad sobre la base de la filfaci& la 
discriminación contra las esposas en virtud del artículo 407 del Cbdigo Penal, y 
las prerrogativas del esposo como cabesa de familia; también solicitaron 
información sobre las actividades realiaadas durante el período que abarcaba el 
informe, particularmente por la Unión Nacional de Mujeres Tunecinas, para promover 
el papel y la condición jurídica de la mujer. Por otra parte, se preguntd si 
existía algún plan para garantiaar la igualdad de trato de toda8 las mafwes 
trabajadoras) si la Ley de Educación, que se mencionaba en el informe, ee extendía 
a la formación universitaria de las mujeres1 si la filiación de un ni80 podía 
definirse tambidn por su relación con la esposa o con la madre no casada; y Si 
existían disposiciones sobre licencia de maternidad en sectores de empleo distintos 
de la administración pública, Se pidieron, en particular, explicaciones eobre los 
sectores en que todavía existía en la pr&tica cierta discriminación, como por 
ejemplo en materia de sucesiones, donde parecía existir un conflicto evidente entre 
las disposiciones del Pacto y la legislación tWIeCina. 

511. En au respuesta, el representante del Estado Parte biso notar que el proceso 
de aplicación del principio de igualdad entre los dos sexos en Túnez desde su 
independencia había sido gradual, En esa evolución había que evitar todo mal paso 
que pudiera influir negativamente en la estabilidad de la familia, basada en norma5 
y tradiciones ancestrales. No obstante, eao no había impedido que el poder 
legislativo adoptara mucha5 medida5 positivas , como la abolicibn ae la poligamia y 
el divorcio por repudio, la igualdad en cuanto a la patria potestad sobre los 
hijos, la concesión de la guarda del ni60 a la madre en caso de fallecimiento del 
padre, y el otorgamiento de una pensión 61 cónyuge que hubiera sufrido perjuicios 
morales 0 materiales. En lo concerniente a la nacionalidad, la esposa o madre 
podía transmitir, en cierta5 condiciones, su nacionalidad al eaposo o hijo, y un 
niño extranjero podía obtener la nacionalidad tunecina sobre la base de una simple 
declaración hecha dentro del aíio anterior a au mayoría de edad. El artículo 20'1 
del Código Penal databa de 1913, 6poca en que la poligamia estaba ampliamente 
difundida en la sociedad tunecina, pero aería indubablemente modificado, en el 
sentido de una mayor igualdad, en el contexto de la revisión actual del Código 
Penal. En cuanto a las prerrogativas del eaposo como jefe de familia, había que 
recordar que 105 derechos y obligaciones de los cónyuges, tal y como se formulaban 
en el Código del Estatuto Personal, correspondían a las funcione5 actualmente 
desempeñadas en el hogar por el hombre y la mujer. tas mujeres estaban 
representadas en los consejos municipales en una proporción ael 14% y seis mujeres 
habían sido recientemente elegidas miembros del Parlamento. Taatbfh había una 
mujer en el Gobierno, y las mujeres constituían el 44\ de la población escolar. 

512. Sequía existiendo desigualdad entre los nexos, pero cada ves eran mayores 105 
progresos que se hacían para la introducci¿n ae una legislación más equitativa, 
Así por ejemplo, los jueces que entendían en los casos de divorcio estaban 
obligados a dar prioridad a la esposa en lo concerniente al hogar familiar. 
En cuanto a la8 herencias, el representante recordó que, dado el fuerte sentido de 
unidad de la familia tunecina, las perspectivas que se ofrecían a las jóvenes no 
eran por lo general discriminatorias. No obatants, era imposible foraar las 
cosas en este sector concreto y abolir principios que estaban vigentes desde 
hacía 14 siglos. 

Qexecho a la vida 

513. En relación con esta cuestión, los miembros del Comité preguntaron si se había 
1 previsto alguna revisión del Código Penal para reducir el número de delitos que se 

t castigaban con la pena de muerte. Por otra parte, se solicitó información sobre 
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las dificultades que impedían la introducción de un proyecto de ley para la 
abolición de dicha pena, y sobre la aplicación de ésta a los delitos de violación. 

514. En su respuesta, el representante de Túnez! dijo que una comisión especial de 
revisión de la legislación penal había propuesto que se redujera el número de 
delitos punibles con la pena capital. Por otra parte, desde 1987 no 88 había 
ejecutado ninguna pena de muerte1 todas habían sido conmutadas por la de prisión 
perpetua. La duración exacta de las penas que de hecho habían de cumplirse 
dependía, sin embargo, de factores tales como la conducta de los reclusos, 
Convino además en que la lista de delitos punibles con la pena de muerte era 
larga yI como primera medida, debía reducirse. 

515. En relación con estas CUestionesr los miembros del Comite deseaban saber si 
había habido denuncias de torturas o delitos análogos durante el período del 
informe yD si así era, si se habían hecho investigaciones y los transgresores 
habían sido procesadost qué medidas estaban considerando las autoridades tUaeCinaSr 
aparte del trabajo civil obligatorio, para combatir el desempleo y evitar la 
delfncuenciar si había planes de derogar la Ley No. 7822 de 8 de marso de 1978; y 
qué proporción de personas acusadas de delitos leves o graves estaban detenidas 
en espera de juicio y cuál era el porcentaje de esas personas que habían estado 
detenidas por un período de 18 meses por lo menos. También pidieron información 
sobre la detención en instituciones diferentes de las prisiones y por causas 
diferentes de la comisión de delitos. 

516, Además, se pidió información detallada sobre 23 presuntos caaos de tOrtUra y  
tres muertes sospechosas en custodia. A este respecto, se preguntó si se había 
procesado a los responsables, si se había indemnizado a las víctimas y qué medidas 
prácticas se habían tomado para poner fin a tales prácticas. Algunos miembros 
preguntaron qué procedimiento, aparte de la Ley No. 87-70 de 1987, relativa 8 la 
obligación de los funcionarios de policía de registrar todo acto de violencia 
cometido contra personas en custodia policial, se seguía con respecto a las 
denuncias de tortura o malos tratos; y si el no suministro de medicinas a los 
detenidos se consideraba mal trato. También se pidió aclaración de la aplicación 
del artículo 13 & del Código Penal, según el cual los jueces podían delegar el 
interrogatorio de sospechosos en agentes de policía. 

517. Con respecto a la detención en custodia, ae preguntó si los detenidos tenían 
derecho a solicitar la asistencia de un abogado o a comunicarse con su8 familias; 
cuál era el período máximo de detención en custodia y por qué razone8 podía 
prorrogarae; el grado de la facultad del juez examinador de decidir sobre la 
duración de períodos de detención; y qué disposiciones jurídicas eran aplicables a 
la detención sin juicio. También se preguntó si existía alguna legislación que 
rigiera la detención de drogadictos, vagos o personas con enfermedades infecciosae; 
sí una persona detenida en un hospital psiquiátrico tenía el derecho de solicitar 
un examen judicial de au caso; y si los trabajos forzados habían sido abolidos por 
la Ley Nc. 89-23 de 1989. Por último, algunos miembros observaron que el trabajo 
civil obligatorio, empleado como medio de combatir el desempleo, parecía ser 
incompatible con el artículo 8 del Pacto. 

518. En su respuesta, el representante del Estado Parte subrayó que, después de los 
cambios que ocurrieron el 1 de noviembre de 1987, había sido una prioridad de las 
autoridades aplicar efectivamente la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y la legislación interna pertinente. Por 
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tanto, el Gobierno estaba haaiendo todo lo posible por hacer conscientes de sus 
obligaciones a los diversos servicioa pertinentes y por establecer estructuras 
administrativas para descubrir e investigar casos de abuso de poder. Durante el 
período del informe, había habido 20 denuncias de tortura, dos tercios do las 
cuales habían resultado justificadas. Los responsables habían sido condenados a 
períOåO8 de prisión y autom&ticamente suspendidos. Con respecto a tres ca.808 de 
muerte violenta en establecimientos penales , las investigaciones habían demostrado 
con apoyo de pruebas medicas que 88 tratabe de suicidios. Tezbien se han procesado 
ante los tribunales 129 casos de abuso de poder por funcionarios públicos yI hasta 
ahora, ae han dictado nueve sentencias de prisión. Se reconocen los peligros 
inherentes a la multiplicación de las gg,@.&wions rogatoirga, pero la falta de un 
número suficiente de jueces examinadores hace inevitabltr la prkctica por el momento. 

519, Respondiendo a otras preguntes, el representante indicó que la ley de 1978 que 
introduce el trabajo civil había tenido por objeto beneficiar a los jóvenes que no 
seguían estudios ni tenían empleo. Estos jóvenes eran empleados en diversos tipos 
de obras públicas, recibían formación profesional y recibían una paga equivalente 
al salario mínimo garantiaado, Como se había adoptado una amplia gsma de otras 
medidas para combatir el desempleo y la delincuencia , el sistema de trabajo civil 
podría finalmente no ser necesario en el futuro. La detención antes del juicio 
de seis meses0 prorrogable a 18 mesas , era tal vez demasiado larga, y tambien se 
reconocía que, a causa de la lentitud del proceso judicial, no era raro que pasara 
un período largo antes de la vista de la causa. El Gobierno de Túnea estaba 
tratando de resolver el problema estableciendo un nuevo instituto para la formación 
de jueces y creando mbs tribunales. El término “detención” era adecuado ~610 en el 
caso de las persona8 privadas de su libertad por sentencia judicial, No había 
otras razones de detención, Todo ciudadano que estuviera mentalmente enfermo y que 
constituyera una amenaaa para el orden público o la seguridad pública podía ser 
internado en un hospital psiquiátrico, pero sólo mediante orden expedida por el 
Ministro de Salud Publica. La persona interesada 0 un pariente podía apelar de tal 
internacián a un comit6 mixto médico legal. Recientemente se ha presentado un 
proyecto de ley de aalud mental por el cual sólo los hospitales y las instituciones 
medicas estarían autorizada8 para internar personas que padecieran dezdrdenes 
mentales. 

520. El período de custodia estaba fijado por la ley en cuatro días, renovable una 
vez, con la posibilidad, como excepción, de dos días más. En ningún caso la 
custodia podía exceder legalmente los diea días, período que de consideraba 
razonable en vista de diversas dificultades práctica8 de su acortamiento, como la 
falta de funcionarios de policía judicial competentes para hacer investigaciones. 
Los casos excepcionales en que el período de custodia había sido mayor se 
investigaban a fondo, y ae habían aplicado sanciones. Varias comisiones se 
dedicaban activamente a armonizar en la mayor medida posible todos los códigos 
tunecinos con las diaposiciones del Pacto. Por ejemplo, se estaba procurando 
eliminar los defectos con respecto a la posibilidad práctica del detenido de 
ponerae en contacto con un abogado o con su familia. La ley de 26 de noviembre 
de 1987 sobre la custodia y la detención antes del juicio permitía que el detenido 
o miembros de au fsmilia pidieran un examen medico durante o al fin del período de 
custodia. Toda denegación de tal solicitud debía 8er objeto de una declaración 
escrita refrendada por el detenido. 
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0 a un iuicio iusm 

521. Con respecto a esta cuestión, los miembros ael Comité preguntaron, en vista 
de las facultades discrecionales ael poder ejecutivo respecto del nombramiento, 
asignación y permanencia en el cargo ae los jueces, cómo se garantizaba la 
independencia e imparcialidad ael poder judicial en Túnea, También deseaban saber 
si existía algún plan de aistencia juridica y asesoramiento gratuitos y, si aui 
era, cómo funcionaba. Además, en vista ae que la apelación ante una instancia 
superior no siempre era posible en el caso ae sentencias por delitos graves, se 
preguntó si se pensaba adoptar medidas para eliminar esta deficiencia, que no 
parecia estar de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo 5 ael articulo 14 ael 
Pacto. Con referencia a los tribunales militares de Túnez, los miembros 
preguntaron si las decisiones ae un tribunal militar podían ser revisadas por el 
Tribunal Supremo; si había alguna tendencia sensible a reducir la competencia de 
los tribunales militarest y cómo se determinaria si un tribunal militar o un 
tribunal ordinario era competente en casos en que los acusados formaran un grupo 
en el cual hubiera miembros ae las fuerzas armadas. 

522. En su re8puesta, el representante de Trines recOrtl¿ que el Consejo Superior de 
la Magistratura, que estaba compuesto de miembros ex officiq y ae miembros 
electivos, debía apoyar toaas las propuestas con respecto al nombramiento de 
jueces, cuya independencia e imparcialidad estaban plenamente garantizadas por la 
Constituafón y otras Bisposiciones, La asistencia juridica estaba a aisposición ae 
los acusados de conformidad con un decreto de 1956 que disponia la asignación de 
abogados para defender los intereses ae personas probadamente necesitadas, No 
obstante, no se disponia actualmente en Túnez de consultas gratuitas con abogados. 
Con ciertas excepciows relativas al derecho administrativo, la legislación 
tunecina ofrecía toaas las garantias judiciales, incluida la rctaucción automática 
de sentencias en ciertas condiciones y el derecho de apelación. Los tribunales 
militares eran instituciones de larga data, debidamente constituidos y de carácter 
no excepcional, que funcionaban ae conformidad con las reglas normales del 
derecho. Estos tribunales trataban la totalidad de toda causa en que estuviera 
envuelto personal militar. Esto incluia dictar sentencia con respecto a todo 
coacusado no militar. No se había consiaeraao necesario disolver estos tribunales, 
que estaban presidiaos por jueces civiles, pero la cuestión se mantendria en 
estuaio. 

, , taa ae cirwon v exoulsion ae exwiero6 

523. Con respecto a esta cuestión, los miembros ael Comité deseaban saber en 
cuántas ocasiones se había limitado la expedición, renovación 0 prórroga de 
pasaprtes durante el periodo del informe, conforme a la Ley No. 75-40, de 14 de 
mayo ae 1975, y si la presentación ae un recurso contra la orden ae expulsión 
dictada por el Ministerio ael Interior producía automáticamente la suspensión ae 
la medida. Además, se pidió aclaración con respecto a la conformidad con el 
artículo 12 del Pacto ae las restricciones ae la expeaición 0 de la renovación ae 
un pasaporte cuando la persona pudiera perjudicar la buena reputación de Túnez. 
Además, se pidieron datos complementarios sobre las 196 personas a quienes se habia 
retirado el pasaporte y cuyos derechos habían sido restablecidos gracias a la 
acción de la Liga Tunecina de los Derechos Humanos. También se pidieron datos 
adicionales sobre la noción de expulsión según se entiende en el derecho tunecino, 
sobre la posibilidad de que el Ministro del Interior delegue sus facultades con 
respecto a la firma de decretos de expulsión y  acerca del derecho de los ciudadanos 
tunecinos de salir del país. 
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524. Respondiendo a las Cuestione8 que se han planteado con respecto a las 
restricciones de la expedición de pasaportes , el representante de TÚnes indicó 
que los casos en que podían aplicarse restricciones se definian de manera muy 
restrictiva en la Ley de 14 de mayo de 1975. Tales restricciones eran aplicables a 
petición del ministerio público o cuando el interesado era objeto de proceso 
judicial, era buscado por un delito o con miras al cumplimiento de una pena de 
prisión. Además, otras restricciones se basaban en las nociones de orden público, 
de seguridad y de atentado a la buena reputación de Túnea en el e%tranjerOe Las 
nociones de orden público y de seguridad se referian a la lucha contra los grandes 
azotes internacionales del tráfico de drogas, Bel secuestro de personas con miras a 
la prostitución, de la delincuencia grave y del terrorismo. El tdrmino “buena 
reputación” que se usaba en estas disposiciones era anticuado y ya no correspondia 
a los objetivos actuales de Túnez, No obstante, en el caso de los tunecino8 que 
cometían delitos en el extranjero - como el delito de proxenetismo cometido por 
nacionales tunecinos en otros paises - la restricción de la expedición 0 renovación 
de un pasaporte por la rasón de que la persona po8ia perjudicar la buena reputación 
del pais togavía estaba plenamente justifica8a. Todas las limitaciones que 
afectaban la expedición de pasaportes se aplicaban con la mayor prudencia, y las 
comisiones encargadas de los expedientes estaban puestas bajo el control de loa 
poderes públicos, Además, toda persona afectada por una limitación que a su juicio 
fuera ilegal 0 irregular po8ia presentar un recura0 por abuso de autoriaad ante el 
Tribunal Administrativo. Por último, de las 296 personas que habian solicitado la 
intervención de la Liga Tunecina de los Derechos del Hombre por esta rasón, 
casi 209 habian encontra&o una solución, 

525. Respondiendo a otras preguntas , el representante indicó que, en virtud de la 
Ley de 8 de marso de 1968, sólo el Ministro del Interior - sin que fuera posible 
ninguna delegación de poderes en este terreno - podia dictar un &ecreto de 
expulsión contra un extranjero cuya presencia en el territorio tunecino 
constituyera una amenaza inmediata para el orden público, Una suspensidn de la 
ejecución del decreto podía concederse por un periodo limitado por rasones 
humanitarias o materiales y se expedia dentro de las 24 horas. El decreto de 
expulsión podía a su ves ser objeto de un recurso. En todo caso no habia habido 
expulsiones desde 1987. El representante aclaró que, si el extranjero no pOdia 
salir de Túnes, se le concedia una suspensión de la ejecución del decreto por 
razones humanitarias y se le confinaba a una residencia hasta que pudiera Salir del 
país. 

526. A este respecto, los miembros del Comiti preguntaron si exirtian 
procedimientos estipulados para la inscrfpción oficial 0 la autorisación be las 
religiones 0 sectas religiosas que no fueran el Islam, el catolicismo, el 
protestantismo 0 el judaismot cuánta8 de tale8 sectas religiosas minoritariaa 
estaban actualmente establecidas en TÚnezt y si alg& periódico nacional habia sido 
incautado o algún periódico extranjero prohibido por el Ministerio del Interior 
durante el periodo del informe. También pidieron información sobre las actividades 
del Consejo Superior de Información desde su creación en enero de 1989. Además 
ae preguntó si la creación de periódicos requería sólo una notificación 0 la 
autorisación oficial del Ministro del Interior; por qué rasones podía denegarse tal 
autorización; y si era posible apelar de la decisión del Ministerio del Interior de 
denegar la autorización de publicación o de una decisión del tribunal de primera 
instancia que suspendiera la publicación de un periódico. Se pi&ió aclaración con 
respecto a la difamación por la prensa y, en particular, sobre los medios de 
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defensa disponibles y del dereCh,O de respuesta previstos en el.CbdigO de la 
Prensa. Se preguntd a este respecto si se tendía a proteger menos a los p0lític0s 
y a otras figuras públicas contra los riesgos de difamación 0, si por el contrario, 
seguía existiendo un sistema relativamente rígido de protección de las figuras 
públicas. Además, se preguntó en qu6 medida estaba garantizada la objetividad en 
la radio y la televisión, si existía un organismo que reglamentara los medios 
audiovisuales, si había una reglamentación que garantiaara el derecho de toda 
persona de buscar, recibir y difundir datos e ideas de toda clase, y si los 
periodistas estaban representados en el consejo de administración 0 participaban en 
el nombramiento del director del periódico, Finalmente, se pidi información sobre 
las restricciones de la libertad de expresión y sobre su conformidad con el 
artículo 19 del Pacto, 

527, Respondiendo a las preguntas , el representante del Estado Parte subrayyó que el 
ejercicio de la libertad de religión era un derecho establecido por la COnStitUCiÓn 
y plenamente garantizado en la práctica. Ademes, el Código de la Prensa había sido 
objeto de modificaciones fundamentales, Por ejemplo, ya no incumbía al Fiscal de 
la República, a simple solicitud del Ministerio del Interior, secuestrar sine dia 
diarios 0 periódicos. Ahora el Ministerio del Interior sólo podía secuestrar un 
número de la publicación y sólo por rasones graves, El Ministerio del Interior 
había recurrido tres veces a tal disposfoidn, Estas medidas tenáan Carácter 
excepcional y habían sido tomadas por raeones de infracción grave de la ley y 
de violación grave del orden público, con exclusión de toda otra consideración. 
El Consejo Superior de Información estaba encargado de elaborar medidas para 
garantizar plenamente la libertad de expresión, de información y de comunicaci¿n, 
facilitar la evolución de la legislacián en sste terreno y desarrollar y mejorar la 

. calidad de la infraestructura técnica en la esfera de la información. También se 
dedicaba a hacer respetar el principio del multipartidismo y el derecho a la 
diferencia en la expresión de las diversas tendencias políticas en la radio y la 
televisión. En cuanto a la difamación en la prensa , el representante puso de 
relieve un ejemplo que demostraba que, si bien el C&digo de la Prensa contenia 
diapoafciones que podian calificarse de arcaicas, la interpretación y la aplicación 
de la legislación seguían siendo flexibles. Por otra parte, el Código de la Prensa 
reconocía a las personas que se consideraban difamadas por un artículo,de prensa el 
derecho de hacer publicar correcciones en el órgano de prensa que hubiera publicado 
el artiwlo. 

528. Rn respuesta a otras preguntas, el representante indicó que la autoriaación 
que expedía el Ministerio del Interior para la creación o la aparición de un 
diario, un periódico o una revista constituía una decisidn administrativa que se 
concedía sólo 8i el candidato reunía todas las condiciones requeridas. En cuanto 
a la libertad de conciencia de loa periodistas, no existía en Túnes ninguna 
disposición que lea impidiera asociarse a la dirección de la empresa de prensa en 
que trabajaban. 

. de aso- 

529. A este respecto, loa miembros del Comité preguntaron si habían participado en 
las elecciones parlamentarias y presidenciales celebradas el 2 de abril de 1989 loa 
tres nuevos partidos políticos establecidos después de la sanción de la Ley 
No 88-32, de 2 de mayo de 1988, y qué resultados habían obtenido; cuál era la 
composición política actual del Parlamento tunecino; y cuántas solicitudes de 
autorización del funcionamiento de partidos políticos habían sido rechazadas con 
arreglo a la ley orgánica de 2 de mayo de 1980. 
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530. En su respuesta, el representante del Estado Parte declar6 que los treo 
partidos creados después de la sanciba de la ley de 2 ae mayo de 1988, que habían 
elevado a siete el número de partidos políticos de Túnea, habían obtenido 
entre 0,15 y 0,370 de los votos en las recientes elecciones parlamentarias y 
presidenciales, Las elecciones legislativas habían dado la victoria a laa listas 
Be la Agrupación Constitucional Democrática, que habían obtenido la totalidad de 
los 141 escaños de la Cámara de Diputados. En virtud de la ley orgánica ae 1988, 
toda organiaación que deseara organiaarse como partido político debía satfsfaaer 
ciertas condiciones, las principales de las cuales 88 referían al respeto y a 
la defensa de los derechos humanos y de los logros de la nacibn, de la fo%%a 
republicana de gobierno, de sus fundamentos, del principio de la soborania popular 
y de los principios del estatuto personal. En la mayoría de los casos, las 
solicitudes de constitución de partidos pollticos que habían sido rechaaadas lo 
habían sido por vicio de forma. No obstante, una solicitud había sido rechaaada 
recientemente porque algunos de los fundadores de la agrupación habían sido objeto 
de una condena definitiva a prisión de tres aíios, Toda decisión de rechaao de 
tal solicitud era susceptible de recurso ante una chara especial del Tribunal 
Administrativo. 

, Proteccicn de la familia v de los ni308 

531. A este respecto, los miembros del Comite pidieron más información sobre la0 
relaciones entre el Consejo Superior de la Infancia y el Ministerio de la Infancia 
y la Juventud sobre las actividades que estos órganos habían desarrolla&o desde su 
establecimiento y sobre la aplicación de los artículos 53 y 55 del C¿digo del 
Trabajo, relativos al empleo de menores. 

532. En su respuesta, el representante del Estado Parte subraye que el COnOejO 
Guperior ae la Infancia era una estructura consultiva interdepartamental 
especialiaada que ayudaba al Ministro de la Infancia y la Juventud - que la 
presidía - en la elaboración ae la política gubernamental sobre la infancia. 
La Inspección General del Trabajo encargada del control de la aplicación de las 
disposiciones del Código de Trabajo, incluidas las ae los artículos 53 y 55 de 
dicho c6aig0, era un cuerpo de funcionarios especialiaados y jurados que tenían la 
facultad ae denunciar infracciones del C¿digo del Trabajo por medio de actas que oe 
remitían al Fiscal de la República. 

, 
PP 

533. A este respecto, los miembros del Comit& preguntaron si la privación del 
derecho de voto a las personas condenadas a penas de prisibn superiores a trer 
meses 0 a una pena suspendida superior a seis meoes se aplicaba sólo durante un 
período determinado 0 de modo permanente. Tambiin oe preguntó si había habido 
casos ae destitución ae personas de religión islámica empleadas en la 
administración pública. 

534. Respondiendo a las preguntas, el representante declaró que la prohibición de 
votar no era definitiva. Los artículos 367 y 370 del Código de Procedimiento Penal 
preveían que la rehabilitación podía concederse después as un período de trer aííor 
a partir del cumplimiento ae la pena, de su prescripción 0 de au remisión en cae0 
de pena criminal, y delrpu8s de un año del cumplimiento de una pena correccional, si 
el condenado había tenido buena conducta durante la detención. El representante 
indicó también que, según una regla muy estricta de la administración pública 
tunecina, la religión del funcionario no podía figurar en au expediente, el 
funcionario no podía ser destituido sin razones válidas y que incumbía en todo caso 
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al Consejo de Disciplina aeterminar la graveciaa ae la falta aometiaa. Por tanto 
era imposible determinar si entre los muchos recursos de anulación de decisiones 
administrativas figuraban algunos procedentes de adeptos del Islam. 

Qbservaciones aenerales 

535. Los miembros del Comitd se felicitaron del excelente informe de Túnez y del 
carácter sumamente constructivo ael d,iblogo que 86 había desarrollado entre la 
delegación tunecina y el Comité, que había permitido a bte evaluar más claramente 
la evolucidn rápida que se había producido en Túnez desde 1987, La liberación 
de políticos, la creación ae instituciones nuevas, el establecimiento del 
multipartidismo político y los esfueraos tendientes a armoniaar más el conjunto 

ael sistema legislativo can las disposiciones de Pacto constituían un progreso 
indiscutible en la protección de los derechos humanos y eran buen augurio del 
futuro, No obstante, algunos miembros estimaron que sus preocupaciones no ae 
habían disipado completamente , en particular con respecto a la duración y a las 
condicionee ae la custoaia y a la persistencia de ciertas meaidas discriminatorias 
de las mujeres, en particular la desigualdad en la sucesión. También se 
mencionaron el trabajo civil obligatorio, que era contrario a las disposiciones del 
artículo 8 ael Pacto; casos de tortura o de malos tratos en locales de la policíai 
la pena capital, que, si bien no se aplicaba en la práctica, seguía prevista para 
un número demasiado grande de casos; y la legislación sobre pasaportes así como 
ciertas disposiciones de la ley sobre la prensa relativas a la difamación y a la 
suspensión de periódicos; la existencia de recursos a la ves útiles y rápidos; 
y ciertas restricciones ae la posibilidad de crear partidos políticos, 

* 536. El representante del Estado Parte subrayó que el diálogo que acababa de 
desarrollarse había permitido a la delegación tunecina aarse mejor cuenta de los 
puntos débiles ae la situación de los derechos humanos en TÚneo y aseguró al Comité 
que SUE observaciones se transmitirían tanto al Gobierno como a las diversas 
comisiones encargadas ae revisar la legislación. Mbe aaelante se informaría al 
Comité ae las reformas que se emprendieran , a meaiaa que se adoptaran, 

537. Terminando el examen del tercer informe periódico de Tunes, el Presidente 
agradeció a la delegación tunecina su espiritu de cooperación. Los importantes 
progresos hechos desde el comienzo de la reestructuración de Tunee demostraban la 
voluntad política del Gobierno de avanzar por ese camino y de introducir en la 
situación prevista las mejoras que todavía eran necesarias en ciertas esferas. 

538. El Comité examinó el segundo informe periódico del Zaire (CCPR/C/57/Add.l), 
junto con información aaicional presentada con posterioridad al examen del informe 
inicial (CCPR/C/4/Aaa.ll)r en sus sesiones 993a. a 995a., celebradas los días 17 y 
18 de julio de 1990 (CCPR1WSR.993 a SR.995). 

539. El informe fue presentado por el representante del Estado Parte, quien explicó 
que, habida cuenta del escaso tiempo transcurrido desde la8 anteriores 
comunicaciones de su Gobierno en 1987 y 1988, el segundo informe periódico se 
limitaba a proporcionar información sobre modfficociones recientes ae 11, 
legislación nacional y sobre las dificultades enfrentadas y los progresos 
realizados en la protección y promoción de los derechos de los ciudadanos. 
Recientemente habían tenido lugar en el Zaire algunos cambios políticos importantes 
que entrañaban, en particular, el abandono del sistema de partiao único y el 
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restablecimiento Bel sistema multiparti6lista. Esta mo8ificacióa fue anunciada por 
el Presidente en abril de 1990, cuando indicó que en lo sucesivo habría tres 
partidos que participarkn en la vida política del Zafre. Un gobierno de 
transición se encargaría ae tomar las disposiciones institucionales, necesarias y 
una comisión especial redactaría una nueva constitución. La Constitución vigente, 
que se había modifioaao para dar cabida al nuevo pluralismo político, seguiria en 
vigor hasta el 30 de abril de 1991. TambiBn se anunció la celebración de 
elecciones primarias, legislativas y presidenciales en 1991, Por otra parte, el 
Código de la Familia del Zaire, q!le había entrado en vigor el lo de agosto de 1988, 
introdujo dos innovaciones importantesl el derecho de una viuBa a suceder a su 
esposo fallecido y la abolición del concepto de hijo natural. 

. 
MaW en el aue se 801 ica el Pãof;p 

540. A propósito ae esa cuestión, los miembros del Comité pidieron aclaraciones 
respecto de la jerarquía del Pacto dentro del sistema jurídico ZairenSe. 
Preguntaron, en particular, si se podía invocar directamente 01 Pacto en los 
tribunales yI en caso afirmativo, si había ejemplos al respecto y si se habían 
resuelto las contradicciones entre la legislación nacional y el Pacto. TambiAn 
deseaban saber por qu6 se había limitado a tres el número ae partidos políticos 
autorizados en el nuevo sistema constitucional} cuáles eran las atribuciones y 
funciones be los Comisarios de Estado (Ministros) en lo que respectaba a las 
apelaciones ire las decisiones del Tribunal Supremo , especialmente las del Comisario 

de Estado del Ministerio de los Derechos y Libertades del Ciudadano, y qu6 medidas 
se habían adoptado para promover una mayor toma de conciencia publica de las 
&sposiciones del Pacto y del Protocolo Facultativo , particularmente mediante los 
medios de comunicación y programas educativos. En relación con el Último 
instrumento mencionado, los miembros del Comité deseaban saber que mediaas habían 
adopta80 las autoridades aairenses como consecuencia ae las observaciones 
formuladas por el Comité en relación con las comunicaciones Nos, 13811903, 24111987 
y 242/1907. Por otra parte, pidieron aclaraciones acerca de las acusaciones de que 
los autores de las comunicaciones enviadas al ComitB con arreglo al Protocolo 
Facultativo habían sfa0 sometidos a actuaciones jurídicas y que algunos ciudadanos 
rairenses habían sido objeto de torturas y malos tratos simplemente por estar en 
posesión de documentos tales como el Pacto. 

541. Además, los miembros del Comit& observaron que el segun8o informe periádico 
ael Zaire no se ajustaba suficientemente a las orientaciones del Comité relativas a 
la forma y contenido ae los informes, señalando en particular que la información en 
respuesta a preguntas anteriorea del Comité , así como sobre las dificultades 
enfrentadas y los progresos realizados en la aplicación del Pacto, era demasiado 
breve. También deseaban saber si el poder legislativo del Zaire tenía que 
consultar al Tribunal Supremo antea ae ratificar un tratado, o simplemente estaba 
facultado para hacerlo si tenía dudas en cuanto a la constitucionalidad del 
tratadot si la Constitución había tenido que mo8ificarse como resultado de la 
ratificación del Pacto; cuál era la composición y las atribuciones del Consejo 
Juaicialt cuál era el significado y finalidad de los “días abierto8” organizados y 
presididos por el Presidente Bel Consejo Judicial] qué efecto tenía una decisión 
del Consejo en los ca808 planteados ante los tribunales, y cu era el papel de los 
tribunales de seguridad del Estado en la administración de justicia. Tras señalar 
que las recientes revisiones de la Constitución no incluían cambio alguno respecto 
Be los derechos civiles y políticos, los miembros preguntaron también si el 
Gobierno zaitense consideraba que esos derechos habían sido protegidos 
adecuadamente bajo la antigua Constitución y si la a&hesión del Zaire a la Carta 
Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos había tenido alguna influencia en la 
interptetación que se hacía en los tribunales aairenses de la Constitución. 
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542. A propósito del referéndum celebrado recientemente en el Zaire para establecer 
el pluralismo político, los miembros preguntaron si, de heoho, 'ese acontecimiento 
no había sido simplemente un plebiscito organiaado por el Gobierno en apoyo del 
partido gobernante, que era el único capaz de organizar una campaña y presentar 
ideas políticas. A ese respecto, deseaban saber específicamente qué 88 lo que se 
había planteado en el referéndum; cómo 8e había realizado date) si se habían 
permitido consultas previa8 entre grupos políticos; sobre qué bases 8e había 
escogido entre otros muchos a los tres partido8 designados, y cuáles eran los 
programas de los tres partidos propuestos , así como la razón de que el pueblo del 
Zaire no pudiese decidir por sí mismo cuántos partidos políticos deseaba sostener, 

543, En cuanto a la competencia del Ministerio de los Derechos y Libertades del 
Ciudadano, los miembros preguntaron si éste tenía carácter consultivo o 
investigador) cuál había sido la función del Comisario de Estado del Departamento 
en la revisión de la Constitución zairense , y cuáles eran las funciones del 
Comisario en la aplicación de las disposic:ones del Convenio. En cuanto a las 
facultades del Ministro de Justicia respecto de las decisiones del Tribunal 
Supremo, se preguntó si se apelaba al Ministro sistemáticamente 0 sólo como última 
inetancia y qu6 medidas podía adoptar el Ministro de Justicia en casos de condena8 
ilícitas. 

544. En su respuesta, el representante del Estado Parte dijo que el artículo 59 de 
la Constitución revisada de 5 de julio de 1990 disponía que un tratado ratificado 
por el Zaire tenía preferencia sobre 8u derecho nacional cuando había un conflicto 
entre uno y otro. El mismo artículo disponía que si el Tribunal Supremo de 
Justicia, en consulta con el Presidente de la República o la Asamblea Nacional, 
declaraba que un tratado que se hubiese presentado al poder legislativo contenía un 
artículo en conflicto con la Constitución, el tratado sólo se debería ratificar 
después de haber modificado en consecuencia la Constitución. Las dificultades en 
la aplicación de los Pactos Internacionales de Derechos Humano8 en el Zaire se 
debían principalmente a la falta de medios y recurso8 del país. Pese a esa8 
dificultades prácticas, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
goaaba de gran importancia respecto de la Constitución zairense. 

545. El Consejo Judicial era una institución que abarcaba a la totalidad de los 
tribunales del país, tanto civiles como militares, y que funcionaba 
independientemente, pero que estaba supervisado y coordinado por e: Presidente del 
Consejo. Loa “días abiertos” constituían una actividad del Presidente del Consejo 
Judicial en respuesta a protestas populares debida8 a la’excesiva lentitud de los 
procedimientos judiciales. Los tribunales militares tenían preferencia sobre los 
civiles y sólo entendían en casos en los que estuviesen implicados miembros de las 
fuersas armadas. Administrativamente, las dos estructura8 estaban presididas por 
el Consejo Judicial al que actualmente se denomina de ordinario Ministerio de 
Justicia. Las revisiones de la Constitución del 5 de julio de 1990 se habían 
encaminado primordialmente a los cambios de orden político. No se habían incoado 
procedimientos judiciales en el Zaire contra 108 autores de comunicaciones con 
arreglo al Protocolo Facultativo. 

546. Respecto del pluralismo político, el representante explicó que desde finales 
de abril de 1990 se habían creado más de 40 grupos políticos activos. Todos ellos 
harían campaña en cualquier proceso de consulta y, en 1991, esos grupos se 
presentarían ante el pueblo, el cual determinaría qué tres partido8 políticos se 
mantendrían oficialmente en la estructura política básica del país. La limitación 
a tres partidos políticos se había decidido para evitar la repetición de la trágica 
experiencia de los años 1960 a 1965, cuando un multipartidismo sin limitaciones 
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había causado grave8 dificultades y causado la muerte de mfis de medio millbn de 
personas, El sistema de tres partido8 permitiría le expreeibn de opiniones de 
izquierda, derecha y centro. 

547. El Tribunal Supremo de Justicia constituía la Última instancia de apelación 
cuyas decisiones ni siquiera el Ministro de los Derechos y Libertades del Ciudadano 
podía impugnar. Si el Ministro consideraba que una decisión del Tribunal Supremo 
contenía un error judicial, la única posibilidad que le quedaba era consultar al 
Ministro de Justicia para ver si de alguna manera se podía reparar la injusticia, 
Se estaba examinando actualmente un caso de esa naturalesa. El Ministerio de 
Derechos y Libertades del Ciudadano tenía tres funciones: informar a la gente, 
frecuentemente analfabeta, acerca de sus derechos) educar a los ciudadanos en el 
ejercicio de su8 derechos, y supervisar la aplicaaión de 108 instrumentos 
internacionales en los que el Zaire era parte. El Ministerio había publicado un 
folleto que informaba a los ciudadanos de sus derechos en relación con la seguridad 
y los tribunales y pronto saldría un segundo volumen que trataría de los derecho8 
de los ciudadanos en relación con las autoridades administrativas y que contendría 
información sobre las disposiciones del Pacto y del Protocolo Facultativo. También 
patrocinaba actividades educativas y programas radiofónicos semanales sobre los 
derechos y libertades del ciudadano, que se transmitían en francés y en los cuatro 
idiomas vernáculo8 principales del Zaire. El Ministro de los Derecho8 y Libertades 
del Ciudadano no había tenido ninguna función específica en el reciente proceso de 
revisi& constitucional. 

, 
Libre determbwion 

548. A propósito de esta cuestión, los miembro8 del Comité preguntaron cuál era la 
posición del Zaire con respecto a la lucha por la libre determinación Ge 108 
pueblo8 sudafricano y palestino, y si las autoridades sairenses habían adoptado 
alguna medida concreta contra el régimen de mrtheid de Sudáfrica. En particular, 
se preguntó qué factores intervenían en la oposición del Zaire a la aplicación de 
sanciones a Sudáfrica. 

549, En su respuesta, el representante del Zaire dijo qu8 su Gobierno había creado 
un comité nacional contra el w&&j para promocionar y coordinar todas las 
actividades relativas a la lucha contra el al>arthei8. El Gobierno aPoyaba tanto 
las sanciones como el diálogo en relación con el rdgimen de Suddfrica. Recordó 
también que desde 1975 el Gobierno había autorizado a la Organisación de Liberacián 
de Palestina a mantener una oficina en Kinshasa y que la posición de su Gobierno en 
la cuestión de Palestina era que los palestinos debían tener su patria y que 
deberían existir fronteras seguras para todos los Estados de la región. 

550. Acerca de este tema, los miembros del Comité preguntaron qu6 disposiciones 
legislativas, si las hubiere, regían la declaración de un estado de sitio o de 
excepción en cumplimiento del artículo 52 de la Constitución y, en particular, si 
de conformidad con el párrafo 2 del artículo 4 del Pacto el derecho a la vida se 
incluía entre los derechos fundamentales que no se podían suspender. 

551. El representante respondió que, después de la independencia, el Zaire había 
vivido un período difícil durante el cual se habían elaborado textos en relación 
con la declaración de un estado de excepción. No obstante, esos textos nunca se 
habían aplicado y en consecuencia nunca se había planteado a ese respecto la 
cuestión del derecho a la vida. 
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552. En relación con este tema, los miembros del Comité dewaban Saber qué medidas 
se estaban estudiando en el Zaire para eliminar la discriminación resultante de 
ciertas disposiciones de los códigos civil, penal y de la familia en lo gue 
respectaba a la igualdad de los sexos1 si se había previsto alguna medida adicional 
para proteger el derecho de las mujeres a la igualdad de oportunidades on materia 
de empleo y a un trato igual respecto de la remuneraciónt cu&l era el número y 
proporción de muje*.rs en el Parlamento y otros cargos públicos elevados, como la 
magistratura, y en las profesiones liberales, las categorías superiores de la 
función pública y la empresa privada, y en qu6 aspectos distintos del ejercicio de 
los derechos políticos se limitaban los derechos de los extranjeros en comparación 
con los de los ciudadanos. Los miembros tambidn observaron que las disposiciones 
legales como las que permiten a un marido oponerse a que su mujer trabaje parecían 
estar en contradicción con,el Pacto. 

553. En su respuesta, el representante señaló que las disposiciones jurídicas que 
permitían a un marido oponerse a que su mujer trabajase nunca se habían impugnado 
ante los tribunales, Cuando ocurría esa oposición, 2.a mujer por lo general 
prefería renunciar al trabajo, Tal vea el mejor enfoque de esa cuestión fuese 
educar a las mujeres para reclamar sus derechos a través del Parlamento. 
No obstante, el Gobierno del Zaire consideraba mejor avanzar cautelosamente, ya 
quer si bien las disposiciones de que Se trataba podían suprimirse, en la práctica 
la actitud del marido subsistiría y también sería necesario cambiarla. En la 
actualidad, había 10 mujeres diputadas en el Parlamento y a ellas les correspondía 
entablar la batalla. No obstante, en general, las mujeres del Zaire gozaban de 
todos los derechos previstos en el Pacto y estaban representadas en el Parlamento, 
el Gobierno, la administración pública y otras profesiones. Los extranjeros 
disfrutaban de los mismos derechos que los ciudadanos zairenses, aparte de que no 
eran elegibles para votar y no podían tener acceso a las zonas mineras. 

Derecho a la viti 

554. A propósito de esta cuestión, los miembros del Comité deseaban recibir 
información pormenorizada acerca de los acontecimientos ocurridos recientemente en 
Lubumbashi, indicando, en particular, si se había adoptado alguna medida punitiva 
contra las autoridades regionales Supuestamente responsables de las muertes que 
allí habían ocurrido. También deseaban Saber cuáles eran las normas y reglamentos 
que regían el empleo de armas de fuego por la policía y fuerzas de Seguridad; Si se 
había producido alguna infracción de tales normas y reglamentos y, en caso 
afirmativo, qué medidas se habían adoptado para impedir que volvieran a producirse; 
cuántas veces habían impuesto los tribunales la pena de muerte en los últimos cinco 
años y con cuánta frecuencia se había ejecutado esa sentencia; cuánto tiempo debia 
esperar un condenado a muerte antes de saber si Sería ejecutado o si se le 
conmutaría la pena y a este respecto cuál era la situación precisa de los 
condenados a muerte cuyo proceso había tenido lugar dos años antes y que todavía no 
habían sido ejecutados, y qué progresos se habían hecho para reducir la mortalidad 
infantil en el país durante el período que ae estaba examinando. 

555. A propósito, principalmente, de los acontecimientos de Lubumbashf. los 
miembros del Comité pusieron de manifiesto su preocupación ante los representantes 
del Estado Parte. Los acontecimientos ocurridos en mayo de 1990 habían hecho 
aparecer una serie de violaciones graves cometidas por funcionarios públicos que 
habían sido confirmadas por testimonios de estudiantes, profesores de enseñanza 
superior, miembros del Movimiento Popular de la Revolución y eclesiásticos. ISstos 
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testimonio8 revelaban tarfibbón la desaparición de 23 estudiantes, por lo qus 88 
pedían aclaraciones a este respecto. Se preguntó igualmente cuál era la intención 
de los poderes públicos para reparar los perjuicio8 sufrido8 por las víctimas y  8~8 
parientes. 

556. En au respuesta, el representante del Zaire explicó el contexto en que 8e 
habian encontrado los poderes públicos con motivo de las violentas agitaciones 
en la universidad y  proporcionó detalles sobre loa graves incidentes ocurrido8 
en Lubumbash:! en la nGche del 10 al 12 de mayo que habían dejado un saldo de 
10 herido8 graves, uno de 108 cuales había fallecido posteriormente. Seaaló que se 
había constituido una comisión parlamentaria de investigación para depurar la8 
responsabilidades en el incidente y  que todas las autoridades civiles y  militare8 
de la región de Shaba implicada8 en el a8unto habían sido separadas de BUS cargo8 y  
puestas a disposición de los tribunales. La instrucción del ca80 estaba en mano8 
de la Fiscalía General de la República en Kinshasa y  el proceso publico 88 
celebraría próximamente, Hasta la fecha, no se tenía noticia de ninguna 
desaparición de estudiantes en Lubumbashi. Llegado el momento, la8 víctimas se 
constituirían en parte civil para exigir la reparación de los daños. El Comité 
tenía a su disposición la lista de todas las autoridades implicadas y  cuya 
responsabilidad se había reconocido en esta cuestión. 

557, Seguidamente, el representante ofreció datos sobre ios reglamento8 aplicable8 
al empleo de armas de fuego por la policía y  las fuersas de seguridad. Indicó que 
la utilización de arma8 de fuego sólo podía hacerse a petición de la autoridad 
competente y  que toda violación de esta norma constituía'una infracción nastigada 
por el Código Penal y  par el Código Militar. be hecho, no eran raro8 los ca808 de 
sanciones. Por otra parte, el representante hiso referencia tambidn a las condenas 
a muerte, pronunciadas de conformidad con el Código Penal, contra reos de atraco a 
mana armada y  confirmó que los condenado8 no habían sido ejecutados. También 
aportó datos sobre los procedimientos de recurso contra la pena capital y  seaaló 
que la ley no fijaba un plazo máximo para la decisión final. En cuanto a la 
mortalidad infantil, el representante hiso referencia al programa de cuidados de 
salud primaria oreado por el Gobierno sairense e indicó que la mortalidad infantil 
había disminuido notablemente en el país. 

de los oreapa v  otros detw 

558. Respecto de esta cuestión, los miembros del Comité observaron que se había 
recibido información acerca de muchos casos de brutalidad policial y  corrupcidn de 
los funcionarios públicos y  expresaron el deseo de saber qué procedimientos 
jurídicos y  administrativos garantizaban una instrucción rápida e imparcial de las 
presuntas infracciones sl artículo 7 del Pactos si había hsbido alguna denuncia de 
ese tipo durante el período objeto de estudio y, en caso afirmativo, si esas 
denuncias se habían investigado y  con qué resultados; qu6 disposiciones habis para 
supervisar e inspeccionar, en forma sistemática, los lugares de detención en 
Kinshasa y  en las provincias; si el Código Penal del Zaire contemplaba el destierro 
como sanción por determinados delitos; si se observaban las Reglas Mínimas ds las 
Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos; y  si esas disposiciones se 
habían dado a conocer a las fuersas de policía, las fuersas armadas y  el personal 
de prisiones y, en general, a todos los encargados de efectuar interrogatorios. 
A este respecto, se hizo referencia a la información relativa a muchos casos de 
brutalidad policial y  de corrupción de funcionarios públicos. Los miembros del 
Comité también pidieron aclaraciones acerca del propósito de la Ordenanza 
Legislativa No. 89-049 & de 23 de septiembre de 1989. Preguntaron si el 
Ministerio de los Derechos y  Libertades del Ciudadano había iniciado algún 
procedimiento de conformidad con esa ley. 
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559. En particular se hicieron preguntas acerca del anunciado cierre de los lugaxes 
de detención del Consejo IaciomP de Seguridad en el Zaire y de su entrega a 1%~ 
fuerzas de la polic&%. Se preguntó qu8 disposiciones reglamentarias habrían reyido 
las actividades y el funcionamiento de esos centrosa quidn estaría habilitado para 
inspeccionar esos centros de detención preventivat si el Ministerio de los Derechos 
y Libertades habría seguido teniendo competencia respecto de todos los centros que 
habrían pasado a estar bajo autoridad de la policíat de qu6 forma se organiaaban 
concretamente las visitas a las prisiones; en qu8 condiciones se podían prolongar 
la detención preventiva y la prisión provisional; y en qu8 condiciones ee 
encontraban los praeoa %n las prisionss militares. 

560. En su respuesta, el representante del Estado Parte se refirió a varios textos 
legislativos que regían la privación de libertad y, en particular, los artículos 76 
y 80 de la Ordenanza Legislativa relativa al ejercicio de las atribuciones de la 
policía judicial, en los que se garantizaba a las personas bajo detención 
preventiva la posibilidad de ser examinadas por un médico y se garantizaba también 
la inspección de los locales de detención preventiva para comprobar en qud 
condiciones se desarrollaba la detención. Efectivamente había habido casos de 
funcionarios de policía que habían cometido abusos en lugares de detención, pero el 
Gobierno del Zaire procuraba poner fin a esas situacione9, sobre todo adoptando 
medidas para formar y sensibilizar a los oficiales de la policía judicial. 

561. El representante precisó a continuación que en virtud de la Ord%nanza 
Legislativa No. 89-049 Ma de 23 de septiembre de 1989 se había facultado al 
Ministerio de los Derechos y Libertades del Ciudadano para que pudiera recurrir 
de oficio a los tribunales si se ponía en su conocimiento un caso de tOrtUra. 
Sin embargo, el Ministerio de Justicia había considerado que las garantías vigentes 
bastaban para que quienes se consideraran víctimas de tortura hicieran valer sus 
derechos, por lo que la Ordenanza quedó sin efecto en 1990. Con todo, el 
Ministerio de los Derechos y Libertadea del Ciudadano se proponía volver a 
presentar su proyecto, 

562. Además, el representante preCiSÓ que el destierro - que en el Zaire se 
denominaba “relegación” - era una medida administrativa que podía adoptas el 
Ministerio del Interior. Sin embargo, en el marco de las reformas políticas en 
curso en el país, el Ministeric de los Derechos y Libertades del Ciudadano había 
preparado un proyecto de ordenansa legislativa para derogar esta disposición. 
Recalcó que todas las medidas destinadas a abolir e 1 dekltierro y el confinamiento 
administrativo que había anunciado el Consejo Nacional de Seguridad el 22 de mayo 
de 1990 88 traducirían en textos legislativos. 

563. El representente ae refirió también a las disposiciones en virtud de las 
cuales las autoridades oficiales estaban obligadas a inspeccionar todos los lugares 
de detención. El Ministerio de los Derechoa y Libertades del Ciudadano se 
encargaba de inspeccionar los lugares de detención como mínimo una ves al mes 0 
cada ves que lo estimaba necesario. Las familias que no sabían en qu6 lugar de 
detención se encontraba un pariente suyo, podían dirigirse al Ministerio que 
procedía a ordenar una investigación. El representante decìar6 que en el Zaire 88 
aplicaban las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los 
Reclusos y a ese respecto dio datos acerca de la formación jurídica que recibían 
los miembros de las fuerzas del otden bajo la supervisión de9 procurador de la 
República. 
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564. Con respecte 4 esa cuestión, los miembros del Comit6 se reffrierou a problemas 
de Vxabajos forzosos”, problemas de los que se hablaba en los párrafos 49 a 53 del 
informe complementario del Zaire y pidieron iaformacidn acorca de las medidas 
correctivas que pudieran haber adoptado Pos Ministerios de Justicia, de 
Administración Regional y de Agricultura. Tambi& preguntaron si la duracibnr de la 
detención previa al juicio ordenada por el juez de instrucción tenía un límite 
máximo y, si no había tal límite, cuál era la práctica real de los tribunales y 
cómo se garantizaba que la detención previa al juicio no se prolongara 
indsfinidamentet cuánto tiempo despu de su detención podía una persona ponerse en 
contacto con su abogado y cuánto tiempo transcurría después de la detención de una 
persona hasta que se informaba a su familia. 

565. En su respuesta, el representante del Zaire declaró que en su país no había 
trabajos forzosos, Conforme a la ley, se incitaba a los desempleados de las zonas 
urbanas a que buscaran empleo en el campo y en algunos casosr por ejemplo, cuando 
se producían cat&strofes naturales , se preveía que efectuaran trabajos de utilidad 
pública. Además, por decreto presidencial de 1987 YQ había derogado la ley en Ia 
que se recomendaba a los jóvenes que estudiaran ciertas materias en la 
universidad- El representante precisó a continuación que la policía disponía de 
48 horas para decidir si iba a poner en libertad a un detenido o si lo iba a 
presentar al Ministerio publico. Esa regla se aplicaba tambidn en los centros de 
detención que dependían de los servicios de seguridad. 
el plazo de 4d horas de detención preventiva, 

Si a veces se sobrepasaba 
se debía a los problemas de 

comunicación en las regiones del paás más alejadas de la capital. El juez de 
instruccibn tenía un plazo de 5 días para decidir la suerte de un acusado y el 
magistrado 25 días, plazo que, en ciertas circunstancias, se podí% prolongar. 
El acusado podía comunicarse con un abogado inmediatamente después del período de 
detención preventiva. El oficial de policía debía informar inmediatamente de la 
detención de una persona a su familia. 

566. Con respecto a esa cuestión, los miembros del Comi& ezpre%aron el deseo de 
saber qué progresos se habían realizado en el Zaire desde que se había examinado el 
informe inicial en lo relativo al nombramiento y la capacitsción de los jueces, en 
particular con respecto a su independencia del poder ejecutivo9 si había en el 
Zaire un sistema de asistencia y asesoramiento jurídicos y, en caso afirmativo, 
cómo funcionaba9 cuál era la composición y jurisdiccibn del Tribunal de seguridad 
del Estado y si ese Tribunal había visto algún asunto desde el examen del inform% 
inicial. 

567. En au respuesta, el representante del Zaire dio información sobre la formación 
que recibían los jueces en 8u país y aclaró que a los cacusados que no disponían de 
los medios de obtener los servicios de un abogado ae les proporcionaba asistencia 
letrada gratuita. El Consejo Judicial coordinaba los trabajo6 de los tribunal.8 
civiles y militares. Loa jueces eran independientes tanto durante IU formación 
como en el ejercicio de sus funciones. Su independencia estaba garantizada por el 
artículo 101 de la Constitwiin y por 1% ley sobre el poder judicial. Eran 
inamovibles. Con todo, habia en el Zaire tribunales “itinerantes” y los jueces 
tenían que desplazar86 a distintas regiones sin que por ello quedara comprometida 
8u independencia. Los juscea elegidos por el Ministerio de Justicia eran nombrados 
por decreto presidencial. 
podía imponerles sanciones. 

El Consejo Judicial Superior et% el Único órgano que 
El Tribunal de Seguridad del Estada era una 

jur?sdicciÓn ordinaria por BU composición y su procedimiento. 



, rtad de cira v exoulsión de ertxanieroa 

566. En relación con esa cuestión, los miembros del Comit6 pidieron información 
adicional acerca de la aplicación del párrafo 1 del artículo 12 del Pacto, en 
particular acerca de las restricciones a la libertad de circulación y a la 
residencia de extranjeros. También preguntaron si había disposiciones y 
reglamentos. especiales respecto de la expulsión de los extranjeros a quienes no se 
hubiera reconocido como refugiados. Además, se pidió información acerca de la 
situación de los refugiados procedentes de Angola. 

569. En su respuesta, el representante confirmó que en el Zaire los extranjeros 
disfrUtaban de codos los derechos, a excepcibn de los derechos políticos, y que la 
libertad de circulación de los extranjeros sólo se limitaba en las sonas de 
explotación minera. Sin embargos no se podía invocar la legislación del Zaire si 
un extranjero representaba.una amenaza para la seguridad del Estado. En cuanto a 
loa refugiados de Angola, dijo que parte de ellos estaban prácticamente asimilados 
y que no había en el país campamentos de refugiados como tales, Por lo demás, 
en 1969, con la ayuda del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para ìos 
Refugiados, muchos angolefios habían regresado por propia voluntad a su país. 

.  l tad de exoreslon 

670. Con referencia a ebtn cuestión, los miembros del Comité preguntaron si la 
recién anunciada liberalización del sistema políticc del Zaire había tenido algún 
efecto en las leyes y reglamentos relativos a la libertad de expresión, sobre todo 
en la disminución de la censura, En particular se pidió información acerca del 
estatuto de los periodistas y de ciertas presiones del poder público que limitarían 
su libertad, en vista de que la radio y la televisión eran monopolios del Estado. 
A este respecto, algunos miembros del Comité manifestaron interés en saber cómo se 
proponía garantizar el Gobierno del Zaire la libertad de expresión de los 
periodistas y preguntaron si había periodistas detenidos a quienes se hubiera 
acusado de infracciones de carácter políticos si la prensa estaba sometida a la 
cenaura y en qué format si se preveía permitir el acceso a los medios de 
información y criticas la política del Gobierno , como parte de las reformas 
políticasr qué reglas había que cumplir para orqanisar una manifestación pacífica; 
y si había habido algún caso de secuestro de publicaciones. 

571. En su respuesta, el representante del Estado Parte declaró que en efecto había 
habido casos de periodistas a quienes se había detenido por criticar al Gobierno, 
pero eso había sucedido antes del 24 de abril de 1990. Al anunciarse la abolición 
del partido único y las reformas políticas, habían aparecido en el Zaire un número 
cada vez malar de periódicoa. Por otra parte, la radio y la televisión sólo podían 
estar en manos del Estado, pues loa particulares no tenían los medios para lanzarse 
a una empresa de eae tipo. En el Zaire existía la censura para proteger la moral y  
los valores tradicionales y también por motivos políticos. Sin embargo, la 
situación estaba cambiando. Además, el derecho de reunián pacífica estaba 
reconocido, pero por ramones de seguridad, para orqaniaar una reunión pacífica 
había que presentar una solicitud de autorioación a la Administración. 

, ertad de aaociacfon 

572. Con respecto a esa cuestión, los miembros del Comité pidieron información 
adicional acerca de la recién anunciada introducción del multipartidismo en 
el Zaire y preguntaron cómo afectaría a la organización y  las atribuciones del 
Movimiento Popular de la Revoluci&. Algunos miembros del Comité también 
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preguntaron qu8 criterios se utilizatian para situar a los tres nuevos partidos del 
Zaire, en el abanico político del país, si para crear asociaciones se imponía la 
obligación de inscribirse, cu era el procedimiento que había que seguir para 8SOr 
cómo se trataría a las asociaciones que se dedicaran a la promoción de 108 derecho8 
humanos, si se imponian restricciones al derecho de los extranjeros a Constituir 
asociaciones y qué consecuencias príkticas tendrían para la libertad de reunión y 
asociación las decisiones tomadas en mayo de 1990. 

573. En su respuesta, el representante dijo que de conformidad con una Ley de 1965, 
en el Zaire todo el mundo podía crear una asociacidn, que estaría en libertad para 
funcionar conforme a su propio sistema , a reserva de que el Presidente de la 
República diera una orden por la que le reconociese personalidad jurídica. En la 
actualidad, la Liga Nacional pro Derechos Humanos esperaba ser reconoci8a 
oficialmente por el Presidente. Conforme al nuevo sistema se podían celebrar 
asambleas políticas normalmente, con sujeción a los reglamentos vigentes que 
imponían la obligación de obtener una autorización previa. La organiaación de los 
partidos políticos se trataba en un proyecto de ley que actualmente estaba ante el 
Parlamento. El hico csiterio aplicable a los tres partidos nuevos Sería la 
voluntad del pueblo, que elegiría entre las diversas alternativas que se le 
ofrecían. 

< # Protecclon de la familia v  e 1 niñQ 

574. A este respecto, los miembros del Comith pidieron información sobre la 
protección que ofrecía la ley del Zaire n los niiios que trabajaban antes de llegar 
a la edad autorizada, así como aclaraciones sobre los diferentes conceptos de la 
familia, acerca ae la8 disposiciones legislativas que regían el matrimonio y 
tsmbién sobre la exclusión en el C6digo de la familia del Zaire del concepto de 
“hijo natural”, 

576. Ea su respuesta, el representante del Zaire explicó que todo el concepto de 
hijo natural había sido rechazado por el poder legislativo partiendo del principio 
de que el hombre que concebía a un hijo - dentro o fuera del matrimonio - Bebía ser 
legalmente responsable de él. Los conceptos de la “familia nuclear” y “familia 
ampliaâa” se habían tenido en cuenta al redactar la legislación. La escolaridad 
era obligatoria hasta los 14 a?ioa de edad, pero había menores, sobre todo de niñas, 
que abandonaban la escuela. 

, , o a oarticioar en l&&$eccion de los as-s pubu 

576. Con referencia a esta cuestión, 105 miembros ael ComitB preguntaron qu6 
consecuencias tendrá la reforma del sistema constitucional del Zaire por lo que se 
refería a la participación de los ciudadanos en la dirección de 105 amntor 
públicos. 

577. En su respuesta, el representante del Zaire dijo que conforme al nuevo sistema 
político del país los ciudadanos tendrían mucha más libertad de la que tenían 
durante el sistema monopartidista. 

Qbservaciones geneta9es 

578. Los miembros Bel Comité expresaron su reconocimiento al representante del 
Estado Parte por proporcionarles información ae fondo acerca de la aplicación de 
las disposiciones del Pacto en el Zaire. Con eso había demostrado que el Gobierno 
ael Zaire deseaba cooperar con el Comité y había compensado en parte la falta de 
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información ae que adolecia el informe, Se había entablado un diálogo fructífero, 
pese a que no se había dado respuesta D todas las preguntas quri se hablan hecho. 

579. Con referencia a la reciente evolución política ael Zaire, los miembros ael 
Comité celebraron la reforma constitucional por la que se abolía el sistema 
monopartidista, así como los demás cambios políticos. Esas reformas constituían w 
paso adelante en el proceso democrático y en la promoción de los derechos humanoa. 
Al mismo tiempo, los miembros del Comitd estimaban que no habían sido cabalmente 
informados respecto de la aplicación ael Pacto en el sistema juríaico ael Zaire ni 
respecto de su influencia real en el Usfrute de los derechos civiles y políticos a 
nivel nacional. Al parecer había toda una serie ae características que estaban en 
contraaiccián con diversas afsposicionf38 del Pacto y que planteaban importantes 
cuestiones. 

580. A este respecto, los miembros del Codté observaron que pese a las reformas 
que se habían introducido en el Zaire , era evidente que habría que efectuar más 
mejoras si se pretendía eliminar algunas formas ae discriminación, sobre todo 
contra las mujeres casadas. Además, era preciso tomar mediaas para derogar el 
secreto sobre el destierro1 acelerar el procedimiento para tomar decisiones 
definitivas en caso ae penas de musrtel fortalecer los controles y las uormas 
jualciales respecto de las condiciones ae detención, prisión previa al juicio y 
trato ae los aeteniaos; reforzar la independencia ael poder juaicial y evitar la 
brutalidad y los abusos de la policía y de las fuerzas de seguridad en flagrante 
violación ae la ley. A este respecto, los miembros recalcaron que era aún más 
necesario si se pretendía evitar una repetición ae acontecimientos tan graves como 
los ocurriaos en Lubumbashi en mayo ae 1990 que se adoptaran meaiaas positivas, 
También había que tomar meaidas para fomentar la liberta8 de prensa, el libre 
acceso a los medios de comunicación y para garantizar la libertad de expresión. La 
transición de’un partido único a un sistema tripartidista sblo aebía cOnsiderer8e 
como un primer paso hacia la institución ae un verdadero pluralismo político. 

581. Los miembros del Comité expresaron su preocupación por el hecho de que las 
autoíiaaaes ael Zaire seguían sin responder a las comunicaciones presentaáas por 
ciudadanos del Zaire con arreglo al Protocolo Facultativo. Era indispensable que 
el Zaire cooperara con el Comité proporcionándole la información solicitada y 
respetando las conclusiones ael Comité. También recalcaron que el que un ciudadano 
ael Zaire ejerciera su derecho a enviar una comunicación al Comité n0 debía 
exponerle en ningrin caso a represalias. 

582. El representante del Estado Parte dijo que el Zaire tendria en cuenta las 
observaciones formuladas con miras a cumplir con las obligaciones que le incumbían 
en virtud del Pacto, Aseguró al Comit6 que todos los implicados en el asunto de 
Lubumbashi comparecerían ante la justicia y que , a pesar ae la8 dificultades y 
limitaciones materiales, los derechoa humanos eran ae suma importancia para el 
pueblo ael Zaire, Con respecto a las comunicaciones presentadas por ciudadanos ael 
Zaire con arreglo al Protocolo Facultativo, se había enviado una respuesta a la 
Comisión ae Derechos Xumanoa y no al Comité. Si las parte8 interesadas estimaban 
que habían sufrid0 daños, tenían derecho a incoar procedimientos ante loa 
tribunales para obtener reparación. 

583. 11 terminar el examen del segunao informe periódico ael Zaire, el Presidente 
di0 las gracias ae nuevo 3 los representantes ael Zaire por su participación en el 
diálogo, que había sido constructivo y fructífero, y expresó la esperanza de que 
ese diálogo prosiguiere cuando el Zaire presentara su próximo informe periódico. 
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IV. COMENTARTOS GENERALES DEL COMITE 

584, El Comite comeneó el exemen de un aomentario general sobre la no 
discriminacih en su 36O período de sesiones , sobre la base de un proyecto inicial 
preparado por su grupo de trabajo. Examinó ese comentario general en sus sesiones 
gola., 903a., 914a,, 939a. y 948a., durante sus períodos de sesiones 36O y 37O. 
sobre la base de sucesivos proyectos revisados por su grupo de trabajo a la luz de 
las observaciones y propuestas de los miembros, El Comitd aprobó su comentario 
general sobre la no discriminación en su 9488. sesión, aelebrada el 9 de noviembre 
de 1989 (vdase el anexo VI A). A petición del Consejo Económico y Social, el 
Comité transmitió el comentario general al Consejo en su primer período ordinario 
de sesiones de 1990. 

585. En sus períodos de sesiones 38’ y 39O , el Comite examinó proyeatos de 
comentario general sobre el artículo 23 del Pasto, presentados por sus grupos de 
trabajo previos al período de sesiones. El Comité revisó los proyectos en sus 
sesiones 956a., *973a., 974a,, 988a. y 997a., y aprobó el texto definitivo del 
comentario general en su 1002a. sesión , celebrada el 24 de julio de 1990 (vdaae 
el anexo VI B), 

586. En su 39O período de sesiones , el Comité confirmó su decisión de aatualiaar 
sus comentarios generales sobre los artículos 7 y 10. Además, en su 1002a. sesión, 
decidió iniciar la labor preparatoria para la formulación de comentarios generales 
sobre los artículos 18, 25 y 27. 
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v. EXAMEN DE LAS COMUNICACIONES PREVISTAS EN EL PROTOCOLO FACULTATIVO 

557. Conforme al Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, todo individuo que alegue una violación de cualquiera de los derechos 
enumerados en el Pacto y que haya agotado todos los recursos internos disponibles 
en su país, poda’8 someter a la consideración del Comité de Derechos Humanos una 
comunicación estricta. De los 92 Estados que ae han adherido al Pacto o lo han 
ratificado, 50 han aceptado, al convertirse en puntos del Protocolo Facultativo, la 
competencia del Comité para entender de las denuncias presentadas por particulares 
(vdase la sección C del anexo I). Desde la presentación del último informe del 
Comité a la Asamblea General, cinco Estados han ratificado el Protocolo Facultativo 
o se han adherido a 61% Argelia, Filipinae, Irlanda, la RepÚblica de Corea y 
Somalia. El Comité no puede recibir ninguna comunicacjón relativa a un Estado 
Parte en el Pacto que no sea también Parte en ~1 Protocolo Facultativo. 

A. Marcha de los tr&¿&8 

588. El Comite inició su labor con arreglo al Protocolo Facultativo en su segundo 
período de seaionea, celebrado en 1977. Desde entonces, se han sometido a su 
consideracidn 418 comunicaciones relativas a 31 Estados Partes, entre ellas 47 que 
le fueron presentadas entre au 37’ y 8u 39” período de aesionee, que cubre el 
presente informe, 

589. La situación de las 418 comunicaciones sometidas a la consideración del Comité 
de Derechos Humanos hasta la fecha es la siguiente: 

a) Examen terminado mediante la formulación de observaciones conforme al 
párrafo 4 del artículo 5 del Protocolo Facultativo: 1101 

b) Comunicaciones declaradas inadmisibles: 108; 

cl Examen declarado suspendido o abandonado1 64; 

d) Comunicaciones declaradas admisibles, pero examen sin terminar! 331 

eI Examen pendiente de la admisibilidad de la comunicación: 103. 

590. Además, la secretaría del Comit6 tiene archivado6 varios centenares de 
comunicaciones a cuyos autores se les ha dicho que se necesitaba más información 
entes de que aue comunicaciones puedan eer sometidas al Comité para que lar 
examine. A loa autoree de otrae 100 comunicaciones se les ha informado que el 
Comiti no se propone examinar SUE casos dado que no entran en el &nbito del Pacto 
o se han considerado infundado3 o frívolos. 

591. En 1985 es publicó en inglás un volumen en el que figura una selección de las 
decisiones adoptadas en virtud del Protocolo Facultativo entre los períodos de 
sesiones aegundo y 16’ (julio de 1982). Las versiones en español y francés ee 
publicaron en 1988. En 1990 se publicó en inglés un volumen con una selección de 
las decisiones de los período de sesiones 17’ a 32’. Las versiones en español y 
francés se publicarán antes de final de año. 

592. Durante el 37’ y 39’ período de sesiones, el Comité terminó el examen 
de 14 casos y aprobó sus opiniones sobre ellas. Se trata de los casos 
Nos. 16711984 (Bernard Ominayak y the Lubicon Lake Band c. Canadá), 18111984 
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(A. y Xi. Sanjuan Arevalo c. Colombia), 193/1985 (Pierre Giry c. Francia), 
195/1985 (W, DeXgado Patas c. Colombia), 208/1986 (K. Singh Bhinder c. Canadá), 
215/1986 (G. A. van Meurs c. los Países Bajos), 21911986 (Domiaique Guesdon 
c. Francia), 23211987 (Daniel Pinto c. Trinidad y Tabago), 241 y 242/X987 
(F. Birindwa ci Birhashwirwa y E, Tshisekedi wa Mulumba cn Zaire), 25011987 
(Carlton Reid c. Jamaica), 291/1988 (Mario 1. Torres c. Finlandia), 295/X988 
(Aspo Yärvinen c. Finlandia) y 30511988 (Hugo van Alphen c. los Países Bajos), 

593. El Comité también terminó el examen de 23 casos que declaró inadmisibles. 
Se trata de los casos Nos. 22011987 (T. X. o. Francia), 22211987 (M. K. c. 
Francia), 244/1987 (A, 2. c, Colombia), 246/1987 (N. A. J. cI Jamaica), 25111987 
(A. A. c, Jamaica), 258/1987 (L. R. y T. W. o, Jamaica), 25911987 (D. 8. 
c. Jamaica), 260/1987 (C. 8. c. Jamaica), 26811987 (M. 0. 8. y S. P, a, Trinidad 
y Tabago), 27511988 (S. E. c. Argentina), 278/1988 (N. C, C. Jamaica), 28X/1908 
(C. G. c. Jamaica), 290/1988 (A. W. c. Jamaica), 29711988 (E. A. E. d. J. 
C. los Países Bajos), 30611988 (J, G. c. los Países Bajos), y 318/1988 (E. P. u 
c. Colombia), 329/1988 (D. F. c. Jamaica), 343, 344 y 34511988 RI A. V. N. et aI 
c. Argentina), 36911989 (G. S. c. Jamaica), 37811909 (E. E. c. Xtalia) y 379/1989 
(C, W, c. Finlandia). 

594, Los textos de las observaciones formuladas sobre los 14 casos, así como los 
textos de las decisiones sobre los 23 casos declarados inadmisibles, se reproducen 
en los anexos XX y X. Se suspendió el examen de 5 casos. Se tomaron decisiones de 
procedimiento respecto de numerosos casos pendientes (de conformidad con los 
artículos 66 y 91 del reglamento del Comité o con el artículo 4 del Protocolo 
Facultativo). Se pidió a la Secretaría que adoptara medidas en otros casos 
pendientes. 

B. Aumento del número de casos nrms al ComftB 
Bn virU4 del Protocolo FB 

595. Como ya señaló el Comité en su último informe anual , el aumento del número de 
Estados Partes en el Protocolo Facultativo y la creciente conciencia que tiene el 
público de la labor del Comitd en virtud del Protocolo Facultativo han dado lugar 
también a un considerable crecimiento del número de comunicaciones recibidas. 
Al comienzo del 39* período de sesiones del Comith, éste tenía ante sí 140 casos 
pendientes. Ese aumento del número de casos significa que el Comiti no podrá 
examinar las comunicaciones al mismo ritmo ni mantener el mismo nivel de calidad a 
menos que se refuerce el personal de la Secretaría. El Comiti de Derechos Humanos 
pide de nuevo al Secretario General que adopte las medidas necesarias para 
garantizar un aumento sustancial del personal asignado para prestar servicios 
al Comité. 

C. Nuevos criterios oara e> 
m el Protocolo Facultativo 

596. Teniendo en cuenta el aumento del número de casos, el Comiti ha seguido 
aplicando loa nuevos métodos de trabajo ideados durante el año anterior para 
tramitar en forma más expeditiva las comunicaciones previstas en el Protocolo 
Facultativo. 
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1. Relator Espgcial sobre nuevas comunicaciones 

697, En su 35 período de sesiones, el Comité decidió designar’un Relator Especial 
para que tramitase las nuevas comunicaciones previstas en el artículo 91 del 
reglamento del Comité, según fueran llegando, es docir, en los intervalos entre 
períodos de sesiones del Comitd. Así, la Sra. Bosalyn Xiggins fue designaaa 
Relatora Especial por un período de un aão. En el 38’ período de sesiones, el 
Comite renovó su mandato por otro año. En intervalos entre esos períodos de 
sesiones, la Relatora Espenial, transmitió varias nuevas aomuniaaciones a los 
Estados Partes interesados, con arreglo al artículo 91 del Reglamento del Comitd, 
soliait&naoles informacibn u observaciones relacionados con la auestión de la 
admisfhilidad de las comuniaaciones. En algunos casos la Sra. Rfggins recomendó al 
Comité que determinadas comunicaciones se declararan inadmisibles sin transmitirlas 
al Estado Parte. 

2. m del Gruuo de Trabajo sobre Comuniq9cioneg 

598, En su 36O período de sesiones, el Comité decidid autorizar al Grupo de Trabajo 
sobre Comunicaciones, integrado por cinco miembros, a que adoptase decisiones para 
declarar admisibles las comunicaciones cuando todos los miembros estuviesen de 
acuerdo. De no haber acuerdo entre los cinco miembros, el Grupo de Trabajo remite 
el asunto al Comité. Pueae hacerlo también cuando considere que corresponde al 
propio Comitd decidir acerca de la cuestión de la admisfbilidaa. El Grupo de 
Trabajo no es competente para adoptar decisiones que declaren inadmisibles las 
comunicaciones, pero puede formular recomendaciones al respecto al Comité, 
El Grupo de Trabajo sobre Comunicaciones ha declarado admisibles 13 comunicaciones 
con anterioridad a los períodos de sesiones 37”, 36O y 39’. 

D. -en coniunto ae comunicaciones 

599. De conformidad con el párrafo 2 del artículo 88 del reglamento del Comité, 
éste podrá deciair, cuando lo considere apropiado, el examen conjunto de dos o más 
comunicaciones. Durante el período que abarca el presente informe, el Comité 
aaoptó una decisión a los efectos ae examinar conjuntamente tres comunicaciones 
análogas (Nos. 343, 344 y 345, 8. A. V. N. 9t aI c. Argentina, anexo X, sección R) 
y una decisión a los efectos de examinar conjuntamente dos comunicaciones análogas 
(todavía en examen), 

600. En au labor en cumplimiento del Protocolo Facultativo, el Comité trata de 
llegar a aus decfsionea por consenso, sin recurrir a votación. 
acuerdo con el párrafo 3 del artículo 94, 

Sin embargo, de 
cualquier miembro del Comité puede pedir 

que a las observaciones del Comité se añada como apéndice un resumen de su opinión 
particular. En virtud del párrafo 3 del artículo 92, cualquier miembro del Comité 
puede pedir que se adjunte su opinión particular como apéndice de la decisión del 
Comité en la que se declare la inadmisibilidad de la comunicación. 

601. Durante los períodos de sesiones que abarca el presente informe, se incluyeron 
opiniones individuales como apéndices a las observaciones del Comité en los casos 
Nos. 16711984 (Ckninayak c. el Canadá), 181/1954 (Sanjuán Arévalo c. Colombia), 
19311985 (Giry c. la República Dominicana), 23211987 (Pinto c. Trinidad y Tabago), 
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250/1957 (Carlton Reid c. Jamaica), ê95/1985 (Jiirviaen c. PinlMdi8)r y 305/1988 
(van Alphen c. los Países Bajos) y a las decisiones del Comité por lae que se 
declaraban in8dmiSibles 18s comuaIicaCiCanes NOS. 2200987 (T. K. C. 
Francia), 222/1987 (M. K. C, Fraacia), 275/19aa (s. E. a. 18 Argentina), 290/19aa 
(A, W. c. Jamaica), 343, 344 y 345/1988 (R. A. V. N. y otros c. 18 Argentina) 
y 36911989 (0. S. ce Jamaica). 

F. Wevo foXmato &&EI decmbre la admisibiliàe8 
Y las observacioneanitiva 

602, El formato de las decisiones del Comitd Pue desde el comienzo relativamente 
simple, pues consistía en la presentación cronológica de las comunicaciones de 
los autores y de los Estados partes, tanto en la fase de determinación de 18 
admisibilidad como en la del examen sustantivo, seguida de 1s aplicación por el 
Comitd de las disposiciones pertinentes del Pacto y del Protocolo F8CUlt8tiVO. 

El Comitd COnsider8 que ese método conduce en ocasiones 8 duplicaciones 
considerables y 8 una p8rdid8 general de claridad. De ahí que en su 37' periodo 
de sesiones considerara conveniente introducir un nuevo formato par8 188 deaisiones 
destinado a lograr mayor precisión y brevedad. En el nuevo formato se dividen 
las decisiones en cuatro partes, correspondientes 8 los antecedentes, 18 denuncia, 
las observaciones del Estado parte y las cuestiones y actuaciones ante el Comitd. 
El primer caso en el que 88 aplicó ese mdtodo fue el No. 2OW1986 (Bhinder C. el 
CanadA). El nuevo formato se ha seguido en diversas decisiones adoptadas en los 
períodos de sesiones 30O y 39O. Sin embargo, el Comftd seguid utiliosndo el 
formato anterior en los casos en los que los hechos sean confusos 0 ousndo un8 
descripción cronológica de las actuaciones y comunicaciones pueda resultar Útil 
para facilitar la comprensión de la decisión del Comítd. 

0, m Qor el C& 

603. Par8 estudiar la labor realisada por el Comite con arreglo al Protocolo 
Facultativo desde su segundo período de sesione8, Celebrad0 en 1977, hssta 111 
36O período de sesiones, celebrado en 1989, se remite 81 1eOtOr 8 los informes 
anuales del Comité correspondientes 8 1954, 1985, 1986, 1987, 1988 y 1989 quOr 
entre otra8 cosas, contienen un resumen de las cuestiones de procedimiento y  de 
fondo examinadas por el Comité y de las decisiones adoptadas al reapeCt0. En loo 
8nexos 8 los informes anuales del Comité 88 reproducen periódia8mente loa texto8 
completos de 188 obaerv8cione6 fOrmUl8d8s por 01 COmit¿ y de 180 dacisioner por 188 
que 88 declaran las comunicaciones inadmisible8 en virtud del PrOtOa Facultativo. 

604. El resumen que figura a continuación refleja las novedades ocurrid86 en lar 
cuestiones examinadas durante el período comprendido en el presente informe, 

a) Elto del aaot.aabU? de todo6 lo8 mwau de 18 v  
(Protocolo Facultativo, apartado b) del párrafo 2 del artículo. 5) 

605. De conformidad con lo establecido en el apartado b) del párrafo 2 del 
artículo 5 del Protocolo Facultativo, el Comité no examinará ninguna comuntcaci¿n 
a meno8 de haberse cerciorado de que el autor ha agotado todos los recursos de 
la jurisdicción interna disponibles. Sin embargo, el Comité ya ha determinado 
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que esta norma sólo se aplica en la medida en que dichos recursos sean efectivos 
y existan realmente y siempre que el Estado parte proporcione “detalles de los 
recuraos queS 8egÚn sostenía, podría haber utilizado el autor en las circunstancias 
de su caso, junto con las pruebas de que existían posibilidades razonables de que 
tales recursos fuesen eEectivos84 (caso No. 4/1971, Torres Ramírez a. Uruguay). 
El artículo establece asimismo que el Comite no dejará de examinar una comunicación 
si ae determina que la tramitación de los recursos se prolonga injustificadamente. 

606. En varios casos que afectaban a Jamaica el Comité tuvo que decidir ni una 
solicitud de autoriaación especial para apelar ante el Consejo Privado constituía 
un remedio disponible a los efectos del apartado b) del párrafo 2 del artículo 5 
del Protocolo Facu.ltativo. Al declarar inadmisible la comunicacidn No, 281/1988 
(C. 0. ca Jamaica), el Comité observó “que el autor ha obtenido asistencia letrada 
a tal efecto y que el abogado del autor en Londres prepara actualmente una petición 
en su nombre solicitando autoriaación especial para apelar ante el Comith Judicial 
del Consejo Privado, El Comité, sobre la base de la información que tiene ante sí, 
no puede llegar a la conclusión de que la solicitud de autorización especial para 
apelar ante el Consejo Privado no constituye un recurso efectivo de que dispone 
el autor, en el sentido del apartado b) del párrafo 2 del artículo 5 del 
Protocolo Facultativo” (véase el anexo X, secc, L, párr. 6.31 véase asimismo 
el caso No. 251/1981, A. A. c. Jamaica, anexo X, secc. E, párr. 9.3). 

b) 
, 

&Cua de fumo wra acoaerse al artua10 2 del PrototiQ FacuA%atfvQ 

607. El artículo 2 del Protocolo Facultativo establece que “todo individuo 
que alegue una violación de cualquiera de sus derechos enumerados en el Pacto 
y que haya agotado todos los recursos internos disponibles podrá someter a la 
consideración del Comité una comunicación escrita”. 

608. Aunque en la etapa de admisibilidad un autor no tiene la necesidad de 
demostrar la presunta violación, debe presentar pruebas suficientes en apoyo de 
su alegación para que ésta constituya un caso w fa&. Una denuncia no es 
eimplemente una alegación, sino una alegación respaldada por cierta cantidad de 
pruebas. En consecuencia, cuando el Comité estima que el autor no ha presentado 
ante 81 un caso sima f&&.~ que justifique un examen más a fondo de los hechos, 
considera inadmisible la comunicación, de conformidad con el apartado b) del 
artículo 90 de su reglamento, según se enmendó en el 36O período de sesiones, 
declarando que el autor “no tiene derecho a formular ninguna queja con arreglo 
al artículo 2 del Protocolo Facultativo”. 

609. En el caso Ns. 32911988 (D. F. c, Jamaica), el autor había sido declarado 
culpable de asalto criminal y  condenado a 12 años de trabajos forzados por 
un tribunal de Jamaica. El autor sostenia que el juez había confundido al jurado, 
a la lus de las pruebas contradictorias que el jurado debía valorar. Al declarar 
la comunicación inadmisible, el Comité observó que “si bien el artículo 14 del 
Pacto garantiza el derecho a un juicio justo, la evaluación de los hechos y las 
pruebas en un caso determinado es de la competencia de los tribunales de apelación 
de los Estatos Partes en el Pacto. En principio, no corresponde al Comité examinar 
las instrucciones concretas impartidas por el juez al jurado, a no ser que se pueda 
determinar que esas instrucciones fueron claramante arbitrarias o equivalieron a 
una denegación de justicia. El Comité no tiene pruebas de que las instrucciones 
dabas por el juez adolecieran de esos defectos. En consecuencia, el autor no tiene 
motivo para reclamar con arreglo al artículo 2 del Protocolo Facultativo” (anexo X, 
secc. Q, párr. 5.2). 
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C) Jv (Protocolo Facultativo, art, 3) 

610, El caso No. 266/1937 (M. 0, 8. y Otros c. Trinidad y Tabago) se refieria a una 
solicitud de inscripción de una sociedad de asistencia juridica ante el Registrador 
General de Trinidad. El Registrador de Sociedades se negó a reconocer esa entidad 
aduciendo que el establecimiento de una sociedad con tale8 objetivos por no 
profesionales iba en contra de la política oficial. El Tribunal Supremo de 
Trinidad desestimó la demanda de 10s autores, y el Tribunal de Apelacibn se negó 
a tramitar su recurso por el procedimiento de urgencia. Los autores sostenían queO 
debido a la “demora excesiva” en los fallos de las apelaciones, eran víctimas &J 
violaciones de los artículos 2 y 5 del Pacto. En su 37’ período de sesiones, 
al declarar las comunicaciones inadmisibles, el Comité indicó lo siguiente: 

*IEl Comité ha examinado la8 alegaciones de los autores referente8 
a una violación de los apartados 8) y b) del párrafo 3 del articulo 2 y del 
párrafo 5 del Pacto y observa que son compromisos generales adquiridos por 108 
Estados que los particularos no pueden invocar aisladsmente con arreglo al 
Protocolo Facultativo. El Comite ha examinado de oficio si los hechos 
presentados plantean cuestiones con arreglo a otros artículos del Pacto, 
Ha llegado a la conclusión de que tal no es el caso. Por lo tanto, el Comité 
considera que la comunicación es incompatible con las disposiciones del Pacto 
en el sentido del artículo 3 del Protocolo Facultativo” (anexo XI seco. Ir 
párr. 6.2). 

611. El caso No. 27511988 (6. E. c. la Argentina) y en los Ros. 343, 344 y 345/1966 
(R. A. V. N. y otros c. la Argentina), los autores sostenían que se había 
violado el artículo 2 del Pacto porque las personas responsables de la muerte 
o desaparición de sus familiares no habían sido procesadas. En su 38” período 
de sesiones, el Comité, al declarar las comunicaciones inadmisibles en virtud del 
artículo 3 del Protocolo Facultativo, observó lo siguiente en el caso No. 27511958 
y en los otros tres caso81 

“En la medida en que la autora denuncia que la promulgaci6n de la 
Ley No. 23.521 frustró un derecho a que se procesase a ciertos funcionarios 
del Gobierno, el Comité se remite a su jurisprudencia de precedentes en que 
decidi que el Pacto no establece el derecho de una persona a pedir que el 
Estado someta a juicio penal a otra persona (H. C. M. A. cu 

Bau comunicación NO. 213/1966, pArrafo 11.6, declarada inadxisfble 
el 30 de maróo de 1989). En consecuencia, esta parte de la comunicacibn 
es inadmisible, ratione, por ser incompatible con las disposiciones 
del Pacto” (anexo X, secc. S, párr. 5.5). 

d) InadmisibiTidad ratione tems%%k 

612. En los mismos casos, el Comité tuvo ocasión de reafirmar la jurisprudencia 
establecida respecto de la importancia de la fecha de entrada en vigor del Pacto 
y del Protocolo Facultativo para el país en cuestión. Los autores de las 
comunicaciones habían sostenido que la promulgación de leyes en 1986 (Ley de Punto 
Final) y 1901 (Ley de Obediencia Debida) había frustrado sus esfuersos por obtener 
reparación por las violaciones supuestamente ocurridas en 1976, El Comité observó 
lo siguiente en el caso No. 27511966, y utilizó el mismo lenguaje en los casos 
Nos. 343, 344 y  345/1988: 



Y!on respecto a la aplicación ratione tqlng~& del Pacto InternaCiOnal de 
Derechos Civiles y Políticos y do3 Protocolo Facultativo en la Argentina0 el 
Comite recuerda que ambos inutrumsntos entraron en vigor el 6 de noviembre 
de 1966. Observa que el Pacto co puede aplicarse retroactivamente y que eI 
Comite no puede examinar, ationa&$&9&, presuntas violaciones ocurridas 
antes de la entrada en vigor del Pacto para el Estado parte interesado” 
(anexo X, secc. J, párr, 5.2). 

613. En los casos Nos. 220/1987 (T. K. c, Francia) y 222/1987 (M. K. c, PranOia), 
los autores, ciudadanos franceses de origen bretón, denunciaron que los tribunales 
franceses les habían negado repetidamente el derecho a expresarse en su lengua 
materna, el bretón, y que el Tribunal Administrativo de Rennes se había negad0 
a considerar sus demandas presentadas en idioma bretón, aduciendo que sólo podían 
examinarse las presentadas en frances. Loa autores sostenían, entre otras cosas, 
que se había violado el artículo 27 , con respecto al cual el Gobierno frands había 
hecho la siguiente “declaración” al adherirse al Pacto: “A la luz del artículo 2 
de la Constitución de la República Francesa, el Gobierno de Francia declara que 
el artículo 27 no es aplicable en lo que concierne a la República”. 

614. Al determinar si la declaración le impedía examinar alegaciones de violación 
del artículo 27 por Francia, el Comitá- observó lo siguiente, con las mismas 
palabras en los dos casos1 

“El apartado d) del párrafo 1 do1 artículo 2 de la Convención de Viena sobre 
el Derecho de los Tratados dice lo Siguiente: ‘Se entiende por “reserva” una 
declaración unilateral, cualquiera que sea su enunciado o denominación, hecha 
por un Estado al . . . sdherirse a un tratado, con objeto de excluir o modificar 
los efectos jurídicos de ciertas disposiciones del tratado en su aplicación a 

ese Estado’. La Convención no distingue entre reservas y declaraciones, El 
propio Pacto no da ninguna orientación para determinar si una declaración 
unilateral formulada por un Estado parte al adherirse a $1 debería tener 
efectos sxcluyentea, independientemente de si se le califica de reserva o de 
declaración. A este respecto, el Comité observa que no es la calificación 
oficial sino el efecto que la declaración quiere significar lo que determina 
su naturaleza. Si la declaración muestra una clara intención por parte del 
Estado parte de excluir 0 modificar 108 efectos jurídicos de una disposicidn 
concreta del tratado, debe Considerarse como una reserva obligatoria, aunque 
la exposición esté enunciada como una declaración. En el presente caso, le 
declaraci¿n que hizo el Gobierno frencés al adherirse al Pacto es clarar 
tiene por objeto excluir a Francia de la aplicación del artículo 27 y subraya 
s%mántiC~%nt% eSt% exclusión con las palabra8 ‘no es aplicable’. La 
intencirin de la daclaración es inequívoca y, así* se le debe dar un efecto de 
exclusión no obstante la terminología empleada. Además, la exposición del 
Estado parto, de fecha 15 de enero de 1989, se refiere también a una ‘reserva’ 
francesa con respecto al artículo 27. En consecuencia, el Comité COnSidOra 
que no es competente pera examinar denuncias dirigidas contra Francia en 
relación con presuntas violaciones del articulo 27 del Pacto” (anexo X, 8eCC. 
A, párr. 8.6 y anexa X, secc. B, párr. 8.6). 
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616. El caso No. 167/1964 (Deraard Qminayak y la AgrUpaCibn del Lago Lubicon 
c. el Canadá) fue presentado por el Jefe Ominayak, dirigente y representante 
de la Aqrupación del Lago Lubicon, constituida por indios crees que viven en 
el territorio del Canadé, en la provincia de Alberta. 

616. A pesar de au complejidad f&ctica y jurídica , el caso se referia b8siaamente a 
la presunta denegacidn del derecho de libre determinacibn y del derecho de los 
miembros de la Agrupación del Lago Lubicon a disponer libremente de su riqueaa y 
sus recursos naturales. Se sostenía que la destruccibn de la base ecodmiaa de la 
Agrupación y de EU estilo de vida originario había causado ya d&os irreparables. 

617. En su 3EI” período de sesiones, el Comitd aprobó observaciones sobre el caso, y 
abordó In cuestión de si puede invocarse ante 01 Comith, en virtud del Protocolo 
Facultatkvo, una violación del artículo 1 del Pacto. El Comitd nogb esa 
posibilidad: 

“Aunque todos los puebloe tienen el derecho a la libre determinaoibn y 
a establecer libremente su condición política, a proveer a su desarrollo 
económico, social y cultural y a disponer de sus riqueaas y recursos 
naturales, como se estipula en el artículo 1 del Pacto, no corresponde que el 
Comité aborde, con arreglo al Protocolo Facultativo del Pacto, la cuestión de 
si la Agrupación del Lago Lubicon constituye un ‘pueblo’. El Protocolo 
Facultativo establece un procedimiento mediante el cual los individuos pueden 
alegar que se han violado sus derechos individuales. Esos derechos tse 
enuncian en la parte III del Pacto , en los artículos 6 a 27 inclusive, 
No obstante, no hay inconveniente en que un grupo de individuos que afirme 
haber sido afectado en forma análoga presente COleCtiVamente una comunicación 
acerca de supuestas violaciones de sus derechos” (anexo IX, necc. A, 
párr. 32.1). 

, 
g) Medf.das =ovihmWuk conformtded 

618. Los autores de una serie de casos sometidos actualmente al Comíti son reclusos 
que han sido sentenciados a muerte y están a la espera de la ejecucibo. Teniendo 
en cuenta la urgencia de tales comunicaciones, el Comité ha pedido a los dos 
Estados partea interesados, de conformidad con eP articulo 66 del reglamento del 
Comité, que no ejecuten iar sentencias antes de que el Comit& tenga la oportunidad 
de examinar las cuestiones de au competencia. Se ha concedido el aplaramiento de 
las ejecuciones en los casos solicitados. 

al mcho a la vid6 (Pacto, art. 6) 

619. Aunque 1s pena capital no es en sí misma ilegal ea virtud del Pacto, en el 
pårrafo 2 del artículo 6 se estipula que “sólo podrá imponerse la pena de muerte 
por los más gravea delitos y de conformidad con leyes que est¿n en vigor en el 
momento de cometerse el delito y g.ue no v a m 
presente PactQ” (subrayado anadido). Por consiguiente, se establece un nexo entre 
la imposición de una sentencia de muerte y la observancia por las autoridades del 
Estado de las garantías del Pacto. En consecuencia, en un cauo en el que el Comité 
determinó que el Estado parte había violado los apartados b) y d) del párrafo 3 del 
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artículo 14 del Pacto, pues el autor no había tenido acceso a un juicio justo, el 
Comité seíialó que en tales circunstancias la imposición de la sentencia de muerte 
antreiíaba tambih una violación del artículo 6. En su8 opinione8 sobre los 
casos Nos. 23211987 (Daniel Pinto c, Trinidad y Tabago) y 250/1987 (Carlton Reid 
c, Jamaica), el Comite observó lo siguiente, con las mismas palabras en ambos cas088 

%l Comit6 es de la opinión de que la imposición de una sentencia de muerte 
como resultado de un proceso en el que no se hayan respetado las disposiciones 
ad Pacto constituye, cuando contra esa sentenoia no puede interponerae un 
recurso, una.violación del artículo 6 del Pasto. Como ha segalaao el Comité 
en su observación general 6 (lb), la disposición por la que una sentencia de 
muerte sólo pueae imponerse de acuerdo con la ley y no debe contradecir las 
disposiciones del Pacto entrafia que ‘deben observarse las garantías de 
procedimiento prescritas en el Pacto, incluido el derecho a un juicio justo 
pox un tribunal independients, la presunción ae inooencia, las garantías 
mínimas de defensa y el derecho a apelar ante una instancia superior’. En el 
caso en cuestión, puesto que la sentencia ae muerte definitiva ae impuso sin 
que ae bubieran respetado las garantías de juicio justo enunciadas en el 
artículo 14, hay que concluir que se ha violado el derecho protegido por 01 
artículo 6 del Pacto” (anexo IX, aecc. Ii, párr. 12.6 y secc. J, párr. 11.5). 

b) 1 a derecho a la seaur;.dad &.&LpersoU : (P:f3to, art. 9, párr, 1) 

620. El artículo 9 del Pacto protege el Aerer:k.o a Ia libertad y a la seguridaa 
personales. EXI su anterior jurispruaeuria, el Comité he examinado alegaciones 
de violaciones del artículo 9 del Pacto, w&re todo desde el ounto de ViSta de 
la privación de la libertad. En sus opiniones sobre el caso No. lSl/l984 
(Sanjuán Ar&alo c. Colombia), aprobadas en el 37’ período de aesionea, el Comité 
llegó a la conclusión de que se había quebranta80 el artículo 9 en relación con la 
dssaparición ae los hermanos Sanjuán lo que, aparte ae entrnaar una posible 
detención arbitraria, también conllevaba una violación de su derecho a la seguridad 
pra:na3 (anexo IX, secc. B, párr. ll). En su 3gU período de seaiones, el Comité 
tuvo La oportunidad de desarrollar su concepto en un caso que no entrañaba arresto 
o dotenG6n. En el caso No. 195119S5 (Delgaao Páez c. Colombia), el autor había 
sido sometiau a diversos tipos de presión , amenazas de muerte y finalmente un 
atentado contra su vida, que le llevó a tomar la decisión de abandonar el país y 
pedir asflo político en Francia. H&Aendo llegado a la conclusión de que se había 
ptoduc?.G. una violación del párralo 1 del artículo 9 del Pacto, el Comitd observó 
lo siguiente: 

“Parece evidente que ae ha dado la necesidad objetiva de que el Estado 
estableciera medidas para proteger la seguridad del Sr. Delgado, dadas 
la8 smenaaas que ae habían formulado contra él, el ataque contra su 
persona y el ase8inato de un colega próximo . . . Cuando el Batado parte 
no niega las amenazas ni coopera con el Comité para explicar si las 
autoridadea pertinentes teuian noticias de ellas, y, en caso afirmativo, 
qué ze había hecho al respecto, el Ckmité tiene que llegar a la conclusión 
de que era cierto que ze sabía de las amenazas y no se había hecho nada. 
En Consecuencia, aunque ae da cuenta plenamente de la situación que impera 
en Colombia, el Comité llega P la conclusión de que el Estado parte no ha 
tomado o no ha podido tomar mea?das adecuadas para garantizar el derecho 
deí Sr. Delgado a :,a seguridad de zu persona de conformidad con el párrafo 1 
del artículo 9” (anexo IX, secc. D, párr. 5.5). 
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cl . . 
EL aerecho a no ser obikto ae det.tu.uW 0 w.Won =MLwha 
(Pacto, art. 9, párr. 1) 

621, En el caso No. 305/1958 (van Alphen 0. 108 Países Bajos), el autor, un abogado 
holandés, alegó que se le había privado arbitrariamente de EU libertad. Detenido 
en relación con un supuesto proyecto ae frauae fiscal en que se sospechaba había 
partioipado alguno ae sua alientes, 88 le mantuvo äeteniao aurante un período ae 
nueve 8emana8, habida cuenta de 8u negativa a colaborar en la investigación contra 
eu clientes, que justificó sobre la base ael principio del carácter confideaaial 
ae la relación entre aboga80 y aliente. El Estado parte alegó que no se había 
violado el artículo 9 porque la detención del Sr. Alphen había sido legal. 
El Comité indicó que el artículo 9 protegía no solamente aontra la det:onaibn ilegal 
sino tambidn contra la detención y prisibn arbitrarias. Al manifestar eata Opinibn 
declaró lo siguiente: 

“La historia de la redacción del párrafo 1 del artículo 9 confirma que el 
término 'arbitrariedad' no puede equiparar88 al tdrmino ‘en contra de la ley’ 
sino que debe interpretarse m8s ampliamente para incluir elemento8 de falta de 
pertinencia, injusticia y falta de prsvisibilidaa. Esto significa que la 
prisión tras una detención legal no debe ser solamente legal sino razonable en 
toaas las circunstancias, Además, el mantener en prisidn a una persona debe 
ser necesario en todas las circunstancias, por ejemplo para impedir la huida, 
la manipulación de pruebas, o la repetición ael delito. El Estado parte no ha 
clemostraao que esto8 factores 88 dieran en este caso. De hecho, ha 
manifestado que la razón de la duración de la detención del autor era ‘que 
éste había seguido invocando au obligación de mantener el carácter 
confidencial de su comunicación pese al hecho de que la parte interesada 
le había eximido de su8 obligaciones a este respecto’ y que *la importancia de 
la investigación criminal exigía mantener deteniao al solicitante por razonec 
ae accesibilidad', Pese a que se habia eximido al autor del deber de mantener 
el carácter confidencial de aus comunicaciones , no estaba obligado a prestar 
esta cooperación. Por lo tanto, el Comitd encuentra que los hechos tal como 
se han preSentadO manifiestan una violación del pbrrafo 1 del artículo 9 del 
Pacto" (anexo XX, seca. M, gárr, 5.8). 

d) 
. 

Revisionds la lecrali8ad de la prisfón (Pacto, art, 9, pbrr. 4) 

622. En el caso No. 29111986 04, 1. Torres ce Finlandia), el autor, un ciudadano 
eilpaííol, había pedido arilo en Finlandia QLI agorto de 1987. Bn octubra do 1987 fue 
detenido ea virtud de la Ley de Extranjeroz. Derpu68 de que el gobierno l 8pa%ol 
eolicitara UU extradición como zospechoao de haber partioipado on un atraco en 
Barcelona en 1984, se le mantuw en prisión con arreglo a la Ley de Bxtradición de 
Delincuentes finlandesa. El autor alegó que durwte 8u detención en cumplimiento 
de la Ley de Extranjero8 no 89 le proporcionó la oportunidad de apelar contra zu 
detención ante un órgano judicial. El Estado parte arguyó que el autor podría 
haber recurrido ante el Ministerio del Interior, de conformidad con el articulo 32 
de la Ley de Extranjeros, contra lar órdenes de detenci¿n emitidas por la policia. 
No ob.dtante, el Comité observó que: 

“ai bien eaa posibilidad garantiza cierta proteccián y el examen ae la 
legalidad de la detención, no ratisface lo previsto en el párrafo 4 del 
artículo 9, el cual estipula que la legalidad de la detención debe zer 
determinada por un tribunal, para garantizar una mayor objetividad e 
independencia ae esos exámenes. El Comité considera asimismo que no pudo 
conseguirse que un tribunal examiaaae la legalidad de la detención del autor 
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mientras dete estaba detenido sobre la base de las órdenes dictadas por 
la policía, El examen por un tribunal sólo pudo llevarse a cabo cuando 
la detención quedó confirmada, despuds de siete días, por una orden ael 
Ministro. Como no se podía haber presentado recurso alguno hasta la segunda 
semana de estar detenido, la detención del autor del 6 al 15 de octubre 
de 1987, del 3 al 10 de diciembre de 1987 y del 5 al 10 de enero de 1988 violó 
la disposición del párrafo 4 del artículo 9 del Pacto que estipula que toda 
persona detenida podrá ‘recurrir ante un tribunal , a fin de que éste decida D 
la brevedad oosible sobre la legalidad de 8u prisión y ordene 8u libertad si 
la prisión fuera ilegal”’ (anexo IX, 8ecc. h, párr, 7.2). 

el P. )de.lasexfranierosemente (Pacto, art. 13) 

623, El artículo 13 del Pacto dispone que un extranjero que 88 halle legalmente en 
el territorio de un Estado parte sólo podrá 881: expulsado de Ql en cumplimiento de 
una decisión adoptada conforme a la ley, que 88 le permitirá exponer las razones 
que le asistan en contra de Bu expul8ión y  someter 8u caso a revisión ante la 
autoridad competente o bien ante la persona o personas asignadas especialmente por 
dicha autoridad competente, y hacerse representar con tal fin ante ellas. En el 
caso No.19311985 (Pierre Giry c. la República Dominicana) el autor se quejó de 
haber sido victima de varias violaciones a disposiciones do1 Pacto por parte de la 
RapÚblica Dominicana. Dijo que había entrado en la República Dominicana legalmente 
y que cuando se disponía abandonar el país, dos días después, fue aetenido en el 
aeropuerto de Santo Domingo y obligado, en contra de BU voluntad, a embarcar en un 
avión que se dirigía a los Estados Unidos ae AmfJrica, donde posteriormente fue 
sometido a juicio bajo acusaciones de tráfico de arogas y sentenciado a 28 años de 
encarcelemiento. El Comité observó que la manera en que el Sr, Giry había sido 
expulsado forzosamente del territorio dominicano, pese a que el Estado parte 
invocara la cláusula de excepción del artículo 13 del Pacto sobre razones 
imperiosas de seguridad nacional, revelaba un quebrantamiento de las garantías 
establecida8 en el artículo para la protección de los extranjeros. El Comité hizo 
hincapié en que aunque los Estados partes tienen el derecho a proteger 
enérgicamente su territorio contra la amenaza de tráfico ae drogas, y a concertar 
tratados de extradiCiÓn con otros Estados, la práctica de aplicar estos tratados, 
tal como se seguía entre la República Dominicana y los Estados Unidos de América, 
debe atenerse a las disposiciones del artículo 13 ael Pacto. Además, el Comité 
observó que, como había in¿icado en sus observaciones generales sobre la situación 
de los extranjeros J&/, el término “expulsión” en el sentido que adquiere en el 
artículo 13 del Pacto debe interpretarse ampliamente, y que incluye la extradición. 

f) 
. , 

Derecho a ser ordo vublim (Pacto, art. 14, párr. 1) 

624. El caso No. 21511986 (van Meura c. loa Países Bajos) entrañaba una 
controversia de derecho laboral entre un ciudadano de lo8 Países Bajo8 y una 
empresa farmacéutica. El autor alegaba que los procedimientos entablados ante un 
tribunal de aubdfstrito, que habían llevado a la cancelación de su contrato ae 
empleo, constituían una Violación del Párrafo 1 del artículo 14 porque se habían 
celebrado fn. COn respecto a la aplicación a los hechos del párrafo 1 del 
artículo 14 del Pacto, el Comité observó que los procedimientos en cuestión se 
referían a los derechos y obligaciones de las partes ea un procezo, y que si 8e 
invocan controversias laborales ea audiencias orales ante un tribunal, debe hacerso 
en público. El Comité ademis observó que "los tribunales deben informar sobre el 
lugar de celebración y el momento del juicio oral al que puede asistir el publico y 
proporcionar facilidades suficientes para que el público interesado asista, dentro 
de límites razonables, teniendo en cuenta, por ejemplo, el posible interés público 
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en el caso, la duración do1 juicio oral y el momento en que se haya hecho la 
solicitud oficial de publicidad”, En las circunstancias especificas de este casor 
sin embargo, el ComitB no pudo llegar a la conclusi¿n de que ae hubiera producido 
una violación del artículo 14, y manifestó lo siguiente1 “No esta claro si en este 
caso el juicio se había celebrado 0 no in cameras En la comunicación del autor no 
se manifiesta que su abogado o él mismo hubiera solicitado que los procedimientos 
tuvieran lugar en público o que el tribunal de subdistrito decidiera que se 
celebraran in camu Sobre la base de la información que tiene ante si, el Comite 
no puede llegar a la’oonclusión de que los procedimientos en el caso del autor 
fueran incompatibles con el requisito de “ser oído públicamente” en el sentido del 
pArrafo 1 del artículo 14” (anexo IX, secc. F, párrs, 6.1 y 6.2). 

g) Mbertad de relición (Pacto, art, 18) 

625, En el caso No 208/1986 (Bhinder c. el Canadá), el autor sostenía que había 
sido víctima de una violación del artículo 18 porque su empleador, la Canadian 
National Railroad exigía a todos sus empleados que hicieran uso dbl casco de 
seguridad cuando se encontraran en el patio de vagones de Toronto. El Sr, Bhinder, 
de religión sij, sólo puede llevar en la cabeaa un turbante, por lo que se negó a 
cumplir el requisito del casco de seguridad y fue despedido de su empleo. En las 
observaciones formuladas al respecto en su 31° período de sesiones, el Comite 
consideró que no había habido violación de las disposiciones del Pacto, y observó 
lo siguiente t 

“Se considere la cuestión desde el punto de vista del artículo 18 o desde el 
del artículo 26, a juicio del Comité hay que llegar a una misma conclusión. 
Si se afirma que el requisito de usar el casco plantea una cuestión con 
respecto al artículo 18, entonces se trata de una limitación que se justifica 
por las razones enunciadas en el párrafo 3 del artículo 18. Si se afirma que 
dicho requisito es una discriminación de factc contra las personas de la 
religión sij en el sentido del artículo 26, entonces, según loe criterios hoy 
bien establecidos en la jurisprudencia del Comite, la legislacián que requiere 
que los trabajadores empleados por el Estado federal estén protegidos de 
lesiones y descargas eléctricas mediante cascos de seguridad debe considerarse 
razonable y encaminada a fines objetivos que son compatibles con el Pacto” 
(anexo IX, secc. E, párr. 6.2). 

. , 
h) Uldad ante la lev, wual orotwion de la ley (Pacto, art. 26) 

626. Rn anteriores períodos de sesiones , el COmitd tuvo la oportunidad de 
pronunciarse sobre el alcance del artículo 26 del Pacto, incluida su aplicabilidad 
con respecto al tratamiento de los objetoree de conciencia que ee niegan a cumplir 
el servicio militar. Durante su 37’ período de aeaionea, el Comid declaró el caso 
No. 297/1988 (H. A. E. 8. J. c. los Países Bajos) incompatible con las 
disposiciones del Pacto e inadmisible en virtud del artículo 3 del Protocolo 
Facultativo. El caso se refería a un nacional holandés que alegaba que debería 
haber recibido prestaciones suplementariaa en relación con la Ley Holandesa de 
Asistencia General mientras cumplía un servicio civil tras haber sido reconocido 
objetor de conciencia. Alegaba aer víctima de una violación del artículo 26 del 
Pacto porque no había aido tratado como civil sino como recluta y, en consecuencia, 
no tenía derecho a las prestaciones concedidas en virtud de esa Ley de seguridad 
social. Al declarar la comunicación inadmiaible, el Comité observó, al igual que 
había hecho con respecto a las comunicaciones Nos. 245/1987 (61. T. 2. c. loa Países 
Bajos) y 26711987 (M. J. G. c. los Países Bajos): 
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*@que el Pacto no excluye el establecimiento por parte de los Estados partes de 
un servicio nacional obligatorio, que entraña determinad& pagos pecuniarios 
modestos. Sin embargo, independientemente de que este servicio nacional 
obligatorio se presta en forma de SerViCiO militar 0 en forma de cualquier 
otro servicio permitido, no es obligatorio pagar prestaciones cuando el 
interesado todavía permanece en la vida civil, El Comité observa a este 
respecto, como lo hizo en relación con la comunicación No. 21811986 
(Vos c. los Países Bajos) que el alcance del artículo 26 no se hace extensivo 
a las diferencias que resultan de la aplicación uniforme de las leyes en la 
asignación de prestaciones de seguridad social. En el presente caso, no hay 
nada que indique que la Ley de Asistencia General no sea aplicable igualmente 
a todos los ciudadanos que cumplan otro tipo de servicio, Por lo tanto, el 
Comité llega a la conclusión de que la comunicación es incompatible con las 
disposiciones del Pacto e inadmisible en virtud del artículo 3 del Protocolo 
Facultativo” (anexo X, aecc. N, párr, 8.2). 

627. Durante su 39” período de 8esione8, el Comitd aprobó observaciones relativas 
al caso No, 295/1988 (Järvinen c. Finlandia) relativas a la cuestión de si la 
disposición legislativa de que el servicio alternativo fuera de mayor duración que 
el militar entrañaba desigualdad de trato prohibida por el Pacto, Al llegar a la 
conclusión de que no había habido violación , el Comitd observó lo siguiente: 
“La principal cuestión que tiene ante sí el Comite es si las condiciones 
específicas en que el autor debe prestar el servicio alternativo constituyen una 
violación del artículo 26 del Pacto. El hecho de que el Pacto mismo no prevea el 
derecho a la objeción de conciencia nada cambia. Es más, la prohibición de la 
discriminación en virtud del artículo 26 no se limita a los derechos previstos en 
el Pacto, El artículo 26 del Pacto, aunque prohibe la discriminación y garantiza 
la igualdad de protección ante la ley para todos, no prohíbe todas las diferencias 
de trato. No obstante, toda diferenciación, como el Comité ha tenido la 
oportunidad de manifestar repetidamente, debe basarse en criterios razonables y 
objetivos. Al determinar si la prolongación del período de servicio alternativo de 
12 a 16 meses mediante la ley No. 647185, que se aplicó al Sr. Järvinen se basaba 
en criterios raaonables y objetivos , el Comitd ha considera80 en particular la 
ratio leu de la Ley y ha llegado a la conclusibn de que las nuevas disposiciones 
tenían por objeto facilitar la administración del servicio alternativo. La Ley se 
basaba en consideraciones prácticas y no tenía por objeto establecer 
discriminaciones. Sin embargo, el Comité se da cuenta de que la consecuencia de la 
diferenciación legislativa funciona en detrimento de los verdaderos objetores de 
conciencia, cuya filosofía les exigirá aceptar el servicio civil. Al mismo tiempo, 
las nuevas disposiciones no se tomaron simplemente para comodidad del Estado. 
Tenían por objeto liberar a los objetores de conciencia de la tarea, con frecuencia 
difícil, de convencer a la junta de examen de la sinceridad de sus creencias y 
permitían a un mayor dmero de individuos la posibilidaa de optar por un servicio 
alternativo. Dadas estas circunstancia-, la ampliación de la duración del servicio 
alternativo no deja de ser razonable ni ea punitiva” (anexo IX, secc. L., párrs. 
6.2 a 6.6). 

i) 
. 

Derecho de las minarlas (Pacto, art. 27) 

628. En el caso Ne 16711984 (Ominayak c. el Canadá), el Comité exsminó la cuestión 
de si el trato dado por el Gobierno del Canadá y por la provincia de Alberta a la 
agrupación del lago Lubicon constituía una violación de los derechos de ese grupo 
como minoría. El Comité determinó que se había cometido una violación del 
artículo 27, y señaló “que los derechos protegidos por el artículo 27 incluyen el 
derecho de las personas a emprender, en forma mancomunada, actividades económicas y 
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sociales que forman parte de la cultura de la comunidad a la que pertenecen”. 
Concluyó lo siguiente8 

“Las injusticias históricas a que se refiere el Estado parte, y determinados 
acontecimientos más recientes, amenazan el modo de vida y la cultura de la 
Agrupación del Lago Lubicon y constituyen una violación del artículo 21 
mientras persiste la situación, El Estado parte propone remediar esta 
situación mediante una rectificación que el Comité considera adecuada en el 
sentido del articulo 2 del Pacto” (anexo IX, secc. A, párr. 33). 

.  l H. maraciones solicitadas en las observaciones del Comate 

629. Las decisiones del Comité sobre el fondo se denominan “observaciones” en el 
párrafo 4 del artículo 5 del Protocolo Facultativo. Una vez determinado que se ha 
violado una disposición del Pacto, el Comité procede a pedir al Estado parte que 
adopte las medidas adecuadas para reparar la violación. Por ejemplo, en el período 
abarcado por el presente informe, el Comité, en un caso relativo a la desaparición 
y la posible muerte de las víctimas, señaló que “el derecho a la vida consagrado en 
el artículo 6 del Pacto y el derecho a la libertad y a la seguridad personales 
establecido en el artículo 9 del Pacto no han sido efectivamente protegidos” por el 
Estado parte. En sus observaciones, el Comité señaló que “recibiría con agrado 
información sobre toda medida pertinente adoptada por el Estado parte respecto de 
las observaciones del Comité y, en particular, invita al Estado parte a que informe 
al Comité acerca de los nuevos acontecimientos producidos en la investigación de la 
desaparición de los hermanos Sanjuán” (No, 161/1984, Sanjuan c. Colombia, anexo IX, 
secc, B, párrs. 11 y 12). En otro caso relativo a un extranjero al que se mantuvo 
en prisión mientras se tramitaba su extradición, el Comité indicó que se había 
violado el párrafo 4 del artículo 9 del Pacto ya que el autor no había podido 
recurrir contra su detención ante un tribunal durante los primeros siete días 
transcurridos desde que se emitiera la orden de detención. En sus observaciones, 
el Comité señaló que “el Estado parte está obligado a poner remedio a las 
violaciones sufridas por el autor y asegurarse de que tales violaciones no vuelvan 
a ocurrir”, y señaló que “acogería con agrado cualquier información sobre las 
medidas pertinentes que pudiera adoptar el Estado parte en relación con las 
observaciones del Comité” (Caso No. 291/1988, Torres c. Finlandia, anexo IX, 
secc. K, párr. 9). 

630. En dos casos en que los autores habían sido condenados 6 muerte tras procesos 
que a juicio del Comité habían violado aus derechos en virtud del artículo 14 del 
Pacto, el Comité pidió a los Estados partes que pusieran en libertad a los autores 
(caso No. 23211987, Daniel Pinto c. Trinidad y Tabago, anexo IX, secc. H., 
párr. 13.1; y caso No. 25011987, Carlton Reid c. Jamaica, anexo IX, secc. J., 
párr. 12.2). 

631. En dos casos relativos a dirigentes de la oposición zairenses que, entre otras 
cosas, habían sido encarcelados y castigados a destierro interno, el Comité llegb a 
la conclusión de que había habido violaciones de los artículos 7. 9, 10, 12 y 17 
del Pacto. En su8 opiniones, el Comité llegó a la conclusión de que el Estado 
parte tiene la obligación, de conformidad con las d’sposiciones del artículo 2 del 
Pacto, de tomar medidas efectivas para reparar las Jiolaciones sufridas por los 
autcres, en particular a garantizar que pueden apelar contra estas violaciones ante 
un tribunal, que el Sr, Tshisekedi y el Sr. Birindwa reciban compensacián adecuada 
y que en el futuro no se produzcan violaciones similares. El Comité aprovecha esta 
oportunidad para indicar que acogerá con satisfacción información sobre cualquier 
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medida pertinente tomada por el Estado parte con respecto a las opiniones del 
Comité (casos Nos. 241 y 242/1907, Birindwa y Tshisekedi cI el’laire, anexo IX, 
secc. I., párr. 14) 

1. Suoervisión del cumolimiento de las ohserv&nes del I 
Comite en virtud de 1 Protocolo Facultativa 

632. De su segundo período de sesiones al 3V , el Comitd de Derechos Humanos aprobó 
observaciones respecto de 100 comunicaciones recibidas en virtud del Protocolo 
Facultativo, y de.terminó la existencia de violaciones en 85 de esos casos. 
En el 37“ período de sesiones, los miembros del Comité consideraron oportuno en 
aguo1 momento evaluar el grado de cumplimiento de las observaciones del Comitd por 
los Estados, Por consiguiente, en su 37” período de sesionesr el Comité de 
Derechos Humanos pidió al Relator Especial sobre nuevas comunicaciones que 
elaborara un documento sobre la cuestión de las competencias del Comité en relación 
con el problema de las respuestas de los Estados partes a sus observaciones, que se 
presentaría al Grupo de Trabajo sobre Comunidaciones del 30’ período de sesiones. 
En au 30” período de sesiones, el Comité examinó el documento de trabajo presentado 
por el Relator Especial, así como el preparado por el Grupo de Trabajo y el de la 
Secretaría. El debate continuó durante el 39’ período de sesiones. 

633. El Comité consideró necesario tratar de obtener información sobre el 
cumplimiento de sus observaciones. En el pasado, el Comité había solicitado esa 
información en notas verbales. Además, los miembros del Comité habían aprovechado 
la oportunidad que brindaba el examen de los informes de los Estados en relación 
con el artículo 40 para plantear la cusstión (e incluso para presentar listas de 
casos a los representantes de los Estados). Sin embargo, 
se remitió esa información al Comité, 

sólo en unos pocos casos 
Por consiguiente, era frecuente que el 

Comité después de formular sus observaciones, no dispusiera de más información 
sobre lo ocurrido a una determinada víctima de una violación del Pacto. Además, el 
Comitd había recibido cartas de algunas víctimas que afirmaban que su situacibn no 
había cambiado o que no se había aplicado medida alguna de reparación. 

634. Por consiguiente, en su 39O período de sesiones el Comité decidió adoptar las 
medidas siguientes con miras al “seguimiento” de sus casos. Estas medidas figuran 
en el anexo XI al presente informe. 

635. Rn su 1002a. sesión, el Comité nombró por un período de un año Relator 
Especial para el seguimiento de las observaciones al Sr. János Fodor. 

. J. fnformacion rec , ibida de los Estados oartes desuues di . . 
3a aorobacaon de las obsezxwiones definitivraa 

636. Durante su 31’ período de sesiones, el Comité aprobó sus observaciones sobre 
el caso No. 186/1964 (R. Martínez Portorreal c. la República Dominicana). 
El Comité determinó que se habían violado los artículos 7, 9 y 10 del Pacto. 
Durante su 39’ período de sesiones, el Gobierno de la República Dominicana informó 
al Comité de las medidas que había adoptado para reparar esas violaciones, en 
particular de que había ofrecido al Sr. Martínez Portorreal y a los miembros del 
Comité dominicano de derechos humanos todas las seguridades y garantías necesarias 
para el cumplimiento de sus funciones y había expedido un pasaporte oficial al 
Sr. Martínez Portorreal (anexo XIII, secc. A). 
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637, Durante au 36O periodo do sesiones, el Comitó aprobó sus observaciones sobre 
el caso No. 23611987 03olaños c. Ecuador) y determinó que Mbia habido violación ae 
los párrafos 1 y 3 del articulo 9 y los párrafos 1 y 3 c) a0i artículo 14. Instó 
al Estado parte a que liberase al Sr. Bolaños y le inaemkiiaaSe. En su 38” período 
de sesiones, el Estado parte informó al Comité que el Br. Bolaños habia sido puesto 
en libertad y que el Gobierno del Ecuador se había propuesto roparar las 
violaciones que habia cometido contra él ayudándole a encontrar trabajo (anexo XII, 
secc, BI. 

630. Durante su 38’ periodo de sesiones, el Comité aprobó sus observaciones sobre 
la comunicación No. 291/1368 (M. 1. Torres c. Finlandia), El Comité determind que 
se habia violado el articulo 9 del párrafo 4 del Pacto (véase el párrafo 622 w). 
Durante su 39O periodo de sesiones, el Gobierno de Finlandia informó al Comité de 
que habia adoptado medidas legislativas para reparar la situación (anexo XIX, 
secc. CI. 

639. El Comité aprecia la cooperación de los Estados partea y las respuestas 
positivas a las observaciones aprobadas por el Comitd. 

&/ , Documentos Oficiales de la Asamwal. c-0 cuarto l?grlodp 
de sesiones. Sunlemento No. 44 (A/44/40). 

21 U&A., anexo III. 

9/ U&j., Suolemento No. 44 (A/44/40), párr. 27. 

%/ J.k.i!a.t m y  corrección (A/44/7 y  Corr.1 y  2). 

51 
, 

Vbase Documentos Oficiales de la As-lea Ge-al. tris , per1080 de s.&&Ws, SunlQa)Qnto No. 44 (A/32/44 y Corr.1) anexo IV. 

61 , m., daésimo sexto oeriodo de ws. S-o No. 44 (A/36/40), 
anexo V. 

11 LU%. , anexo VI. 

w Los informen y la información adicional de los Estados partes son 
documentos de distribución general y se enumeran en los anexos a los informes 
anuales ael Comité; estos documentos, así como las actas resumidas de las sesiones 
del Comité, se publican en los volúmenes encuadernados que se publican a partir de 
los años 1977 y 1978. 

91 Al 22 de mayo de 1990, la República Democrática Popular del Yemen y la 
República Arabe del Yemen se unieron en un Único Estado soberano, la República del 
Yemen. La República Democrática Popular del Yemen se adhirió al Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos el 9 de mayo de 1967. La República 
Arabe del Yemen no era un Estado parte del Pacto. 

, , 
UU Documentos Ofitiales de la Asamblea Gvimo rrrdmer uerio& 

&s SesiQnes. Suolemento No. 4Q (A/41/40), anexo VI, párr. 9. 
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ESTADOS PARTES EN EL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y 
POLITICOS Y EL PROTOCOLO FACULTATIVO Y ESTADOS QUE HAN FORMULADO 
LA DECLARACION CON ARREGLO AL ARTICULO 41 DEL PACTO AL 27 DE 
JULIO DE 1990 Y SITUACION DEL SEGUNDO PROTOCOLO FACULTATIVC QUE 

TIENE POR OBJETO LA MOLICION DE LA PENA DE MUERTE 

A. Estados partes en el Pacto Internacional de Derechos. 
* . s Y Políticos (92) 

Estado oarte 

Afganistán 

Alemania, República 
Federal de 

Argelia 

Argentina 

Australia 

Austria 

Barbados 

Bélgica 

Bolivia 

Bulgaria 

Burundi 

Camerún 

Canadá 

Colombia 

Congo 

Costa Rica 

Checoslovaquia 

Chile 
_..___- 

$31 Adhesión. 

Fecha en que se recibió el 
instrumento de ratificación 

9 adhesl 'ón, ã/ 

24 de enero de 1983 B/ 

17 de diciembre de 1973 

12 de septiembre de 1989 

8 de agosto de 1986 

13 de agosto de 1980 

10 de septiembre de 1978 

5 de enero de 1973 121 

21 de abril de 1983 

12 de agosto de 1982 B/ 

21 de septiembre de 1970 

9 de mayo de 1990 81 

27 de junio de 1984 B/ 

19 de mayo de 1976 81 

29 de octubre de 1969 

5 de octubre de 1983 a/ 

29 de noviembre de 1968 

23 de diciembre de 1975 

10 de febrero de 1972 

Fecha de entrada en visor 

24 de abril de 1983 

23 de marzo de 1976 

12 de diciembre de 1989 

8 de noviembre de 1986 

13 de noviembre de 1980 

10 de diciembre de 1978 

23 de marzo de 1976 

21 de julio de 1983 

12 de noviembre de 1982 

23 de marzo de 1976 

9 de agosto de 1990 

27 de septiembre de 1984 

19 de agosto de 1976 

23 de marzo de 1976 

5 de enero de 1984 

23 de marzo de 1976 

23 de marzo de 1976 

23 de marzo de 1976 
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Estado narte 

Chipre 

Dinamarca 

Ecuador 

Egipto 

El Salvador 

España 

Filipinas 

Finlandia 

Francia 

Gabón 

Gambia 

Guinea 

Guinea Ecuatorial 

Guyana 

Hungría 

India 

Irán (República 
Islámica del) 

Iraq 

Irlanda 

Islandia 

Italia 

Jamahirfya Arabe Libia 

Jamaica 

Japón 

Jordania 

Fecha en oue se . , reciba0 el 
Anstrumento de ratificación 

9 adhesióg ia/ Fecha de entre8a 

2 de abril de 1969 23 de marzo de 1976 

6 de enero de 1972 23 de marzo de 1976 

6 de marso de 1969 23 de marzo de 1976 

14 de enero de 1982 14 de abril de 1982 

30 de noviembre de 1979 29 de febrero de 1980 

27 de abril de 1977 27 de julio de ‘;iY77 

23 de octubre de 1986 23 de enero de 1987 

19 de agosto de 1975 

4 de noviembre de 1980 81 

21 de enero de 1983 &./ 

22 de marzo de 1979 BI/ 

24 de enero de 1978 

25 de septiembre de 1987 h/ 

15 de febrero de 1977 

17 de enero de 1974 

10 de abril de 1979 pa/ 

23 de marzo de 1976 

4 de febrero de 1981 

21 de abril de 1983 

22 de junio de 1979 

24 de abril de 1978 

25 de diciembre de 1987 

15 de mayo de 1977 

23 de marzo de 1976 

10 de julio de 1979 

24 de junio de 1975 23 de marzo de 1976 

25 de enero de 1971 23 de marzo de 1976 

8 de diciembre de 1989 8 de marzo de 1990 

22 de agosto de 1979 22 de noviembre de 1979 

15 de septiembre de 1978 

15 de mayo de 1970 81 

3 de octubre de 1975 

21 de junio de 1979 

28 de mayo de 1975 

15 de diciembre de 1978 

23 de marzo de 1976 

23 de marzo de 1976 

21 de septiembre de 1979 

23 de marzo de 1976 
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Kenya 

Líbano 

Luxemburgo 

Madagascar 

Malí 

Marruecos 

Mauricio 

México 

Mongolia 

Nicaragua 

Níges 

Noruega 

Nueva Zelandia 

Países Bajos 

Panamá 

Perú 

Polonia 

Portugal 

Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda 
del Norte 

República Arabe Siria 

República 
Centroafricana 

República de Corea 

República Democrática 
Alemana 

. 
Eecha en QUP 80 recibio e¿ 
jnstrumento de ratificacióg 

Q_adhesián a/ 

lo de mayo de 1972 a/ 

3 do noviembre de 1972 á/ 

18 de agosto de 1983 

21 de junio de 1971 

.lG de julio de 1974 a/ 

3 de mayo de 1979 

12 de diciembre de 1973 a/ 

23 de marso de 1981 81 

18 de noviembre de 1974 

12 de marzo de 1980 mi/ 

7 de marzo de 1986 B/ 

13 de septienlbre de 1972 

28 de dlciernbre de 1978 

11 de diciembre de 1978 

8 de marzo de 1977 

28 de abril do 1978 

18 de marzo de 1977 

15 de junio de 1978 

23 de marzo de 1976 

23 de marzo de 1976 

18 de noviembre de 1983 

23 de marzo de 1976 

23 de marzo de 1976 

3 de agosto de 1979 

23 de marzo de 1976 

23 de junio de 1981 

23 de marzo de 1976 

12 de junio de 1980 

7 de junio de 1986 

23 de marzo de 1976 

28 de marzo de 1979 

11 de marzo de 1979 

8 de junio de 1977 

28 de julio de 1978 

18 de junio de 1977 

15 de septiembre de 1978 

20 de mayo de í976 20 de agosto de 1976 

21 de abril de 1969 a/ 23 de marzo de 1976 

8 de de 1981 ñ/ mayo 8 de agosto de 1981 

10 de abril de 1990 a/ 10 de julio de 1990 

8 de noviembre de 1973 23 de marzo de 1976 
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Estado oartg 

República Dominicana 4 de enero de 1978 â/ 

República Popular 
Democrática de Corea 14 de septiembre de 1981 R/ 14 de diciembre de 1981 

República Socialista 
Soviética de Bielorrusia 

República Socialista 
Soviética de Ucrania 

República Unida de 
Tanzania 

Rumania 

Rwanda 

San Marino 

San Vicente y las 
Granadinas 

Senegal 

Somalia 

Sri Lanka 

Sudán 

Suecia 

Suriname 

Togo 

Trinidad y Tabago 

Túnez 

Unión de Repúblicas 
Socialistas Soviéticas 

Uruguay 

Venezuela 

Viet Nam 

-ha en Que se recibió el 
Jnstrume.:to de ratificación 

Q adhesión ã/ 7 de entrada en viuoy 

4 de abril de 1978 

12 de noviembre de 1913 23 de marzo de 1976 

12 de noviembre de 1973 23 de marzo de 1976 

ll de junio de 1976 aã/ ll de septiembre de 1976 

9 de diciembre de 1974 23 de marzo de 1976 

16 de abril de 1975 ã/ 23 de marso de 1976 

18 de octubre de 1985 R/ 18 de enero de 1986 

9 de noviembre de 1981 81 9 de febrero de 1982 

13 de febrero de 1978 13 de mayo de 1978 

24 de enero de 1990 R/ 24 de abril de 1990 

ll de junio de 1980 ã/ ll de septiembre de 1980 

18 de marzo de 1986 ã/ 18 de junio de 1986 

6 de diciembre de 1971 23 de marzo de 1976 

28 de diciembre de 1976 ã/ 28 c¶e marzo de 1977 

24 de mayo de 1984 ã/ 24 de agosto de 1984 

21 de diciembre de 1978 81 21 de marzo de 1979 

18 de marzo de 1969 23 de marzo de 1976 

16 de octubre de 1973 23 de marzo de 1976 

1' de abril de 1970 23 de marzo de 1976 

10 de mayo de 1978 10 de agosto de 1978 

24 de septiembre de 1982 ã/ 24 de diciembre de 1982 
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Estado Darte 

Yemen 81 

Yugoslavia 

Zaire 

Zambia 

Fecha en aue se recibió el 
instrumento de ratificacióq 

9 adhesión ã/ Fecha de entrada en vigor 

2 de junio de 1971 23 de marzo de 1976 

lo de noviembre de 1976 å/ 10 a0 febrero Be 1977 

lo de abril de 1984 â/ lo de julio ae 1984 

B, Rstados partes en el Pacto Internacional de Derechoa 
Civiles Y Políticos uue han hecho la declarac .  l 

xon con 

arrealo al artículo 41 (27) 

Estado narte Válida a nartir de 

Alemania, República 
Federal de 28 de marzo de 1979 

Argelia 12 de septiembre de 1989 

Argentina 8 de agosto de 1986 

Austria 10 de septiembre de 1978 

Bélgica 5 de marzo de 1987 

Canadá 29 de octubre de 1979 

Congo 7 de julio de 1989 

Dinamarca 23 de marzo de 1976 

Ecuador 24 de agosto de 1984 

España 25 de enero de 1985 

Filipinas 23 de octubre de 1986 

Finlandia 19 de agosto de 1975 

Gambia 9 de junio de 1988 

Hungría 7 de septiembre de 1988 

Válida hasta el 

27 de marzo de 1991 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

25 de enero de 1993 

Inaefiniaamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

h/ El 22 de mayo de 1990 la República Democrática Popular del Yemen y la 
República Arabe del Yemen se unieron en un Único Estado soberano, la República del 
Yemen, cuya capital es Sana'a. La República Democrática Popular del Yemen se había 
adherido al Pacto el 9 de mayo de 1987. La República del Yemen no era parte en 
el Pacto. 
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Irlanda 

Islandia 

Italia 

Luxemburgo 

Noruega 

Nueva Zelandia 

Países Bajos 

Perú 

Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda 
del Norte 

República de Corea 

Senegal 

Sri Lanka 

Suecia 

Estado partct 

Argelia 

Argentina 

Austria 

Barbados 

Bolivia 

Camerún 

Canadá 

Colombia 

Congo 

a wartir da 

8 de diciembre de 1989 

22 de agosto de 1979 

15 de septiembre de 1978 

18 de agosto de 1983 

23 de marzo de 1976 

28 de diciembre de 1978 

11 de diciembre de 1978 

9 de abril de 1984 

20 de mayo de 1976 

10 de abril de 1990 

5 de enero de 1981 

ll de junio de 1980 

23 de marso de 1976 

VBlida hasta eI 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indefinidamente 

Indef inidemente 

C. Estados uartes en el Protocolo FacuJ,!x&ivo (5Q1 

Fecha en aue se recibió el, 
instrumento de ratificación 

esión 81 

12 de septiembre de 1989 a/ 

8 de agosto de 1986 a/ 

10 de diciembre de 1987 

5 de enero de 1973 81 

12 de agosto de 1982 ã/ 

27 de junio de 1984 81 

19 de mayo de 1976 a/ 

29 de octubre de 196Y 

5 de octubre de 1983 a/ 

Eecha ae entrada en vio032 

12 de diciembre de 1990 

8 de noviembre de 1986 

10 de marzo de 1988 

23 de marso de 1976 

12 de noviembre de 1982 

27 de septiembre de 1984 

19 de agosto de 1976 

23 de marzo de 1976 

5 de enero de 1984 
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Estado nartg 

Costa Rica 

Dinamarca 

Ecuador 

España 

Filipina8 

Finlandia 

Francia 

Gambia 

Guinea Ecuatorial 

Hungría 

Irlanda 

Islandia 

Italia 

Jsmahiriya Arabe Libia 

Jamaica 

Luxemburgo 

Madagascar 

Mauricio 

Nicaragua 

Níger 

Noruega 

Nueva Zelandia 

Países Bajos 

Panamá 

Perú 

Fecha en aue se recibió el 
instrumento ae ratificación 

o adhesión a/ 

29 de noviembre de 1968 

6 de enero de 1972 

6 de marzo de 1969 

25 de enero ae 1985 ã/ 

22 de agosto de 1989 â/ 

19 de agosto de 1975 

17 de febrero de 1984 a./ 

9 de junio de 1988 81 

25 de septiembre de 1987 81 

7 de septiembre de 1988 a/ 

8 de diciembre de 1989 

22 de agosto de 1979 ~1 

15 de septiembre de 1978 

16 de mayo de 1989 81 

3 de octubre de 1975 

18 de agosto de 1983 ~1 

21 de junio de 1971 

12 de diciembre de 1973 ~1 

12 de marzo de 1980 81 

7 de marzo de 1986 81 

13 de septiembre de 1972 

26 de mayo de 1989 a/ 

ll de diciembre de 1978 

8 de marso de 1977 

3 de octubre de 1980 

Fecha de entrada en viuor 

23 de marso de 1976 

23 de marso de 1976 

23 de marso de 1976 

25 de abril de 1985 

22 de noviembre de 1989 

23 de marso de 1976 

17 de mayo de 1984 

9 de septiembre de 1988 

25 de diciembre de 1987 

1 de diciembre de 1988 

8 de marso de 1990 

22 de noviembre de 1979 

15 de diciembre de 1978 

16 de agosto de 1989 

23 de marzo de 1976 

18 de noviembre de 1983 

23 de marso de 1976 

23 de marso de 1976 

12 de junio de 1980 

7 ae junio de 1986 

23 de marzo de 1976 

26 de agosto de 1989 

ll de marzo de 1979 

8 de junio de 1977 

3 de enero de 1981 
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Portugal 

República 
Centroafricana 

República de Corea 

República Dominicana 

San Marino 

San Vicente y las 
Granadinas 

Senegal 

Somalia 

Suecia 

Suriname 

Toqo 

Trinidad y Tabaqo 

Uruguay 

Venezuela 

Zaire 

Zambia 

Fecha en oue se recibió el 
instrumento de ratifica&& 

9 adhesión a/ 

3 de mayo de 1983 

Fecha de entrada en victor: 

3 de agosto ae 1983 

8 de mayo de 1981 a./ 8 de agosto de 1981 

10 de abril de 1990 ê/ 10 de julio de 1990 

4 de enero de 1918 ~1 4 de abril de 1978 

18 de octubre de 1985 a/ 18 de enero ae 1906 

9 de noviembre de 1981 ih/ 

13 de febrero de 1978 

24 de enero de 1990 81 

6 de diciembre de 1971 

28 de diciembre de 1976 a/ 

30 de marzo de 1988 å/ 

14 de noviembre de 1980 a/ 

lo de abril de 1970 

10 de mayo de 1978 

lo de noviembre de 1976 a/ 

10 de abril de 1984 91 

9 de febrero de 1982 

13 de mayo de 1978 

24 de abril de 1990 

23 de marso de 1976 

28 de marzo de 1977 

30 de junio de 1988 

14 de febrero de 1981 

23 de marso de 1976 

10 de agosto de 1978 

lo de febrero de 1977 

10 de julio de 1984 

, D. -on del Segundo Protocolo Facult&ivo. des- 
a abolir la oana de muette C/ 

Fstado Parta 

Alemania, República 
Federal de 

Bélgica 
- 

icissi 

13 de febrero de 1990 

12 de julio de 1990 

c/ El Segundo Protocolo Facultativo fue aprobado y abierto a la firma, 
ratificación o adhesión en Nueva York el 15 de diciembre de 1989, y entrará en 
vigor tres meses después de la fecha en que se deposite ante el Secretario 
General el décimo instrumento de ratificación o adhesión. 
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Fstada Parte 

Costa Rica 

Dinamarca 

España 

Finlandia 

Honduras 

Italia 

Luxemburgo 

Nicaragua 

Noruega 

Nueva Zelandia 

Portugal 

República Democrática 
Alemana 

Rumania 

Suecia 

Uruguay 

Venezuela 

14 de febrero de 1990 

13 de febrero de 1990 

23 de febrero de 1990 

13 de febrero de 1990 

10 ae mayo de 1990 

13 de febrero de 1990 

13 de febrero de 1990 

21 de febrero de 1990 

13 de febrero de 2.990 

22 de febrero de 1990 

13 de febrero de 1990 

7 dò marzo de 1990 

15 de marzo de 1990 

13 de febrero de 1990 

13 de febrero de 1990 

7 ae junio de 1990 

Fecha de recepción del 
,instrumento de ratifi- 

. . cación o adhesron 

22 de febrero de 1990 

ll ae mayo de 1990 
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COMPOSICION Y MESA DEL COMITE DE DERECHOS HUMANOS, 1989-1990 

A. 

Nombre del miembrp 

Sr. Francisco José AGUILAR URBINA** 

Sr. Nisuke ANDO* 

Srta, Christine CHANET* 

Sr, Joseph A. L. COORAY* 

Sr. Vojin DIMITRIJEVIW 

Sr. Omran EL SHAFEI* 

Sr. János FODOR** 

Sra. Rosalyn HIGGXNS** 

Sr. Rajsoomer LALLAX** 

Sr. Andreas V. MAVROMMATIS** 

Sr. Joseph A, MOMMERSTEEG* 

Sr. Rein A. MYULLERSON** 

Sr. Birame NDIAYE* 

Sr. Fausto POCAR** 

Sr. Julio PRADO VALLEJO* 

Sr. Alejandro SERRANO CALDERA** 

Sr. S. Amos WAKO** 

Sr. Bertil WRNNERGREN* 

~onlnosicióq 

País de nacionallda8 

Costa Rica 

Japón 

Freocia 

Sri Lanka 

Yugoslavia 

Egipto 

liungría 

Reino Unido de Gran Bretaíía e 
Irlanda del Norte 

Mauricio 

Chipre 

Países Bajos 

Unidn de Repúblicas Socialistas 
soviéticas 

Senegal 

Italia 

Ecuador 

Nicaragua 

Kenya 

Suecia 

* Su mandato expira el 31 de diciembre de 1990. 

** Su mandato expira el 31 de diciembre de 1992. 
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La Mesa del Comit8, elegida por un período de dos tios en las sesiones 868a. 
y 869a.. celebradas el 20 de marzo de 1989, est& integrada por: 

Presidenta1 Sr. Rajsoomer LALLAH 

-1 Sr. Joseph A. L, COORAY 
Sr. Vojin DXMTTRIYEVIC 
Sr. Alejandro SERRANO CALDERA 

Belator: Sr. Fausto POCAR 
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Anexo III 

PROGRAMAS DE LOS PERIODOS DE SESIONES 37’, 38’ Y 39O DEL 
COMITE DE DERECHOS HUMANOS 

7O oerfodo de sesiones 

En 8u 923a. sesión, celebrada el 23 de octubre de 1999,.el Comitd aprobó 
el programa provisional siguiente (vóase CCPR/C/õl), presentado por 
el Secretario General de conformidad con el artículo 6:del reglamento, como 
programa del 37’ período de sesiones8 

1, Aprobación del programa. 

2. Cuestiones de organización y otros asuntos. 

3. Presentación de informes por los Estados partes en virtud del 
artículo 40 del Pacto. 

4. Examen de los informes presentados por los Estados partes en virtud del 
artículo 40 del Pacto. 

5. Examen de comunicaciones de conformidad con el Protocolo Facultativo 
del Pacto. 

380 oeríodo de sesioneS 

En su 951a. sesión, celebrada el 19 de marso de 1990, el Comitd aprobó el 
programa provisional siguiente (véase CCPR/C/65), presentado por el Secretario 
General de conformidad con el artículo 6 del reglamento, como programa 
del 3S” período de sesiones: 

1. Aprobación del programa. 

2. Cuestiones de organización y otros asuntos. 

3. Medidas adoptadas por la Asamblea General en su cuadragksimo cuarto 
período de sesiones: 

a) Informe anual presentado por el Comité de Derechos Humanos en virtud 
del artículo 45 del Pactor 

b) Aplicación eficaz de los instrumentos internacionales sobre derechos 
humanos, incluidas las obligaciones de presentar informes contenidas 
en esos instrumentos. 

4. Presentación de informes por los EstaBos partes en virtud del artículo 40 
del Pacto. 

5. Examen de los informes presentados por los Estados partes en virtud del 
artículo 40 del Pacto. 

6. Examen de las comunicaciones recibidas de conformidad con el Protocolo 
Facultativo del Pacto. 
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QO . . 0 de sesionQ 

En.su 980a. sesión, celebrada el 9 de julio de 1990, el Comité aprobó el 
programa provisional siguisnte (véase CCPR/C/66), presentado por el Secretario 
General de conformidad con el artículo 6 del reglamento, como programa 
del 39“ período de sesiones: 

1. 

2. 

3. 

4. 

5. 

6, 

Aprobación del programa. 

Cuestiones de organización y otros asuntos. 

Presentación de informes por los Estados partes en virtud del artículo 40 
del Pacto. 

Examen de los informes presentados por los Estados partes en virtud del 
artículo 40 del Pacto, 

Examen de comunicaciones recibidas de conformidad con el Protocolo 
Facultativo del Pacto. 

Informe anual del Comité a la Asamblea General sobre sus actividades, 
presentado por conducto del Consejo EcOnÓmiCO y Social, conforme al 
artículo 45 del Pacto y öl artículo 6 del Protocolo kacultativo. 
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Anexo IV 

PRESENTACXON DE INFORMES E INFORMACION ADICIONAL POR LOS ESTADOS PARTES 
EN VIRTUD DEL ARTICULO 40 DEL PACTO DURANTE EL PERIODO QUE SE EXAMINA a/ 

UtaBos Partes 

pecha de loa 
Fecha e aw 

aQh& 
recordatorios enviados a ll& 

&?cha en aue sa &&,&s cuvcs informes aúq 
presentarse presentaron no se han preseotadq 

A. Informes iniciales de los Estados Partea , que debran presentarse en 1983 

San Vicente y  
las Granadinas 

8 feb. 1983 5 sep. 1989 

B, Informes iniciales de los Estados Partea 
gue debían wesentarse en 1984 

Gabón 20 abr. 1984 No recibido aih 1) 15 de mayo de 1985 
2) 5 de agosto de 1985 
3) 15 de noviembre de 1985 
4) 6 de mayo de 1986 
5) 8 de agosto de 1986 
6) 7 de abril de 1987 
7) lo de diciembre de 1987 
8) 6 de junio de 1988 
9) 21 de noviembre de 1988 

10) 10 de mayo de 1989 
11) 12 de diciembre de 1989 
12) 15 de mayo de 1990 

. C. fnformes ani- de loa Estados Para 

Níger 9 jun. 1987 No recibido aún 

Sudán 

, aue deblan ore-se en 1987 

17 jun. 1987 No recibido aún 

1) lo de diciembre de 1987 
2) 6 de junio de 1988 
3) 21 de noviembre de 1988 
4) 10 de mayo de 1989 
5) 12 de diciembre de 1989 
6) 15 de mayo de 1990 

1) lo de diciembre de 1987 
2) 6 de junio de 1988 
3) 21 de noviembre de 1988 
4) 10 de mayo de 1989 
5) 12 de diciembre de 1983 
6) 15 de mayo de 1990 
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dos Partes 

Fecha de los 
Fecha en aug recordatorios enviados a lo& 

ilQ?2iw Fecha en que sa R stados cuvos 
, informes aug 

presentarse presentaron no se han uresentadq 

D. Informes iniciales de los Estados Partes 
gue debían aresentarse en 190% 

Guinea Ecuatorial 24 dic. 1988 No recibido aún 1) 10 de mayo de 1989 
2) 12 de diciembre de 1989 
3) L5 de mayo de 1990 

E. Secfundos informes periódicos de ;os Estados Partes 
w  -3 i n 

Jamahiriya Arabe 
Libia 

4 feb. 1983 No recibido aún 1) 10 de mayo de 1984 
2) 15 de mayo de 1985 
3) 13 de agosto de 1985 
4) 28 de noviembre de 1985 
5) 6 de mayo de 1986 
6) 8 de agosto de 1986 
7) lo de mayo de 1987 
8) 24 de julio de 1987 
9) lo de diciembre de 1987 

10) 6 de junio de 1988 
11) 21 de noviembre de 1988 
12) 10 de mayo de 1989 
13) 12 de diciembre de 1989 
14) 15 de mayo de 1990 

Irán (República 
Islámica del) 

21 mar. 1983 No recibido aún 1) 
2) 
3) 
4) 
5) 
6) 
7) 
8) 
9) 

10) 
11) 
12) 
13) 
14) 

10 de mayo de 1984 
15 de mayo de 1985 
13 de agosto de 1985 
18 de noviembre de 1985 
6 de mayo de 1986 
8 de agosto de 1986 
lo de mayo de 1987 
24 de julio de 1987 
lo de diciembre de 1987 
6 de junio de 1988 
21 de noviembre de 1988 
10 de mayo de 1989 
12 de diciembre de 1989 
15 de mayo de 1990 

Madagascar 3 aqo. 1983 13 jul. 1990 
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de loa 
Fecha en aug recordatorios envi.&os a loa 

debian .F echa E;stadas cuvoa informes m 
presentarse presentaraa 

F, -06 informes oeriódicos de los Es-s para 
ue mhn wesentarse en 1984 

Bulgaria 

Chipre 

28 abr. 1984 No recibido arin 1) 15 de uayo de 1985 
2) 5 de agosto de 1985 
3) 18 de noviembre de 1985 
4) 6 de mayo de 1986 
5) 8 de agosto de 1986 
6) lo de mayo de 1987 
7) lo de agosto de 1987 
8) lo de diciembre de 1987 
9) 6 de junio de 1988 

20) 21 de noviembre de 1988 
11) 10 de mayo de 1989 
12) 12 de diciembre de 1989 
13) 15 de mayo de 1990 

18 ago. 1984 No recibido aún 1) 15 de mayo de 1985 
2) 5 de agosto de 1985 
3) 18 de noviembre de 1985 
4) 6 de mayo de 1986 
5) 8 de agosto de 1986 
6) 1' de mayo de 1987 
7) 7 de agosto de 1987 
8) lo de diciembre de 1987 
9) 6 de junio de 1988 

10) 21 de noviembre de 1988 
11) 10 de mayo de 1989 
12) 12 de diciembre de 1989 
13) 15 de mayo de 1990 

Reptilka Arabe 
Siria 

18 ago. 1984 No recibido aún 1) 15 de mayo de 1985 
2) 5 de agosto de 1985 
3) 18 de noviembre de 1985 
4) 6 de mayo de 1986 
5) 8 de agosto de 1986 
6) lo de mayo de 1987 
7) 7 de agosto de 1987 
8) lo de diciembre de 1987 
9) 6 de junio de 1988 

10) 21 de noviembre de 1988 
11) 10 de mayo de 1989 
12) 12 de diciembre de 1989 
13) 15 de mayo de 1990 
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dos Parte% 

pecha de 10s 
Fec a e aw 

debilàq 
recordatorios enviados a 10s 

Pecha en aue SQ Esta-q 
presentarse presentara no se han vresentadq 

G. Seaundos informes rierfádicos de los gsts8os Partea , ue debaan presentarse en 1985 

Nueva Zelandia- 27 mar, 1985 No recibido aún 1) 12 de diciembre de 1989 
Islas Cook 2) 15 de mayo de 1990 

Gambia 21 jun. 1985 No recibido aún 1) 9 de agosto de 1985 
2) 18 de noviembre de 1985 
3) 6 de mayo de 1986 
4) 8 de agosto de 1986 
5) lo de mayo de 1987 
6) 1“ de diciembre de 1987 
7) 6 de junio de 1988 
8) 21 de noviembre de 1988 
9) 10 de mayo de 1989 

10) 12 de diciembre de 1989 
11) 15 de mayo de 1990 

Sur inarne 

Venezuela 

2 ago. 1985 No recibido aún 1) 18 de noviembre de 1985 
2) 6 de mayo de 1986 
3) 8 de agosto de 1986 
4) lo de mayo de 1987 
5) lo de diciembre de 1987 
6) 6 de junio de 1988 
7) 21 de noviembre de 1988 
8) 10 de mayo de 1989 
9) 12 de diciembre de 1989 

10) 15 de mayo de 1990 

1“ nov. 1985 No recibido aún 1) 20 de noviembre de 1985 
2) 6 de mayo de 1986 
3) 8 de agosto de 1986 
4) lo de mayo de 1987 
5) lo de diciembre de 1987 
6) 6 de junio de 1988 
7) 21 de noviembre de 1988 
8) 10 de mayo de 1989 
9) 12 de diciembre de 1989 

10) 15 de mayo de 1990 
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Fecha 
UUQ p3car~os a loa 

, 

.,,""s. 
Fec a en aue sa 

li!Lm-= 
Estadosvos informes aún 

w  se han araaenterda 

8. Seau ndas . 
info~lo~deos Partea , aue deblan presentarse en 1986 

Líbano 21 mar. 1986 

Xenya 

Malí 

ll abr. 1986 No recibido aún 

11 abr, 1986 

República Unida 
de Tansanía 

11 abr, 1986 

No recibido aún 

No recibido aún 

No recibido aún 

1) 10 de mayo de 1986 
2) 8 de agosto de 1986 
3) lo de mayo de 1987 
4) 13 de agosto de 1987 
5) lo de diciembre de 1987 
6) 6 de junio de 1988 
7) 21 de noviembre de 1988 
8) 10 de mayo de 1989 
9) 12 de diciembre de 1989 

10) 15 de axyo de 1990 

1) 10 de mayo de 1986 
2) 8 de agosto de 1986 
3) lo de mayo de 1987 
4) lo de diciembre de 1987 
5) 6 de junio de 1988 
6) 21 de noviembre de 1988 
7) 10 de mayo de 1989 
8) 12 de diciembre de 1989 
9) 15 de mayo de 1990 

1) 10 de mayo de 1986 
2) 8 de agosto de 1986 
3) lo de mayo de 1987 
4) lo de diciembre de 198'1 
5) 6 de junio de 1988 
6) 21 de noviembre de 1988 
7) 10 de mayo de 1989 
8) 12 de diciembre de 1989 
9) 15 de mayo de 1990 

1) 10 de mayo de 1986 
2) 8 de agosto de 1986 
3) lo de mayo de 1987 
4) lo de diciembre de 1987 
5) 6 de junio de 1988 
6) 21 de noviembre de 1988 
7) 10 de mayo de 1989 
8) 12 de diciembre de 1989 
9) 15 de mayo de 1990 
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&&i en aue . 
Dcha de loa 

Irecorde&?rios enviados a lo+% 
-dos cuvos i,&grmes aug 

Jamaica lo ago. 1986 No recibido atîn 1) 1 de mayo de 1987 
2) lo de diciembre de 1987 
3) 6 de junio de 1988 
4) 21 de noviembre de 5988 
5) 10 de mayo de 1989 
6) 12 de diaiembre de 1989 
7) 15 de mayo de 1990 

Sri Lanka 10 sep. 1986 22 mar. 1990 

Marruecos 31 oct. 1986 22 mar. 1990 

Antillas Neerlandesa8 31 oct. 1986 No recibido aún 1) 12 de diciembre de 1989 
2) 15 de mayo de 1990 

1. &~u&M informes weriódicos de los Est&s Parta 
gue debían oresentarse en 1987 

Jordania 22 ene. 1987 18 dic. 1989 

Guyana 10 abr. 1987 No recibido aún 1) lo de mayo de 1967 
2) 1' de dic:embre de 1987 
3) 6 de junio de 1988 
4) 21 de noviembre de 1988 
5) 10 de mayo de 1989 
6) 12 de diciembre de 1989 
7) 15 de mayo de 1990 

Islandia 

República 
Popular 
Demoardtiaa 
de Corea 

30 oct. 1987 No recibido aiin 1) 1' de diciembre de 1987 
2) 6 de junio de 1988 
3) 21 de noviembre de 1988 
4) 10 de mayo de 1989 
5) 12 de diciembre de 1989 
6) 15 de mayo de 1990 

13 dic. 1987 No recibido aún 1) 23 de junio de 1968 
2) 21 de noviembre de 1986 
3) 10 de mayo de 1989 
4) 12 de diciembre de 1969 
5) 15 de mayo de 1990 
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J, 

San Vicente y 
las Granadinas 

Austria 

Perú 

Egipto 

Viet Nam 

El Salvador 81 

K. 

a de u 

. dos informes we iodicos & los Esudos Perrtes 
sebian mesentde en 1988 

8 febr, 1988 Bi 

9 abr. 1988 20 jul. 2990 

9 abr. 1988 No recibido aún 1) 21 de noviembre de 1988 
2) 10 de mayo de 1989 
3) 12 de diciembre de 1989 
4) 15 de mayo de 1990 

13 abr. 1988 No recibido aún 1) 21 de noviembre de 1988 
2) 10 de mayo de 1989 
3) 12 de diciembre de 1989 
4) 15 de mayo de 1990 

23 dic. 1988 Er/ 

31 dic. 1988 No recibido aún 1) 10 de mayo de 1989 
2) 12 de diciembre de Y.989 
3) 15 de mayo de 1990 

dos informes r)er * , lodicos de los Estados Partaa , gue deblan wresentarse en &$!g@ 

República 
Centroafricana Q/ 

Gabón f/ 

Afganistán 

Bélgica 

Guinea g/ 

Luxemburgo 

9 abr. 1989 No recibido aún 1) 12 de diciembre de 1989 
2) 15 de mayo de 1990 

20 abr. 1989 Eo recibido aún 1) 12 de diciembre de 1989 
2) 15 de mayo de 1990 

23 abr, 1989 No recibido aún 1) 12 de diciembre de 1989 
2) 15 de mayo de 1990 

20 jul. 1989 No recibido aún 1) 12 de diciembre de 1989 
2) 15 de mayo de 1990 

30 sep. 1989 No recibido aún 1) 12 de diciembre de 1989 
2) 15 de mayo de 1990 

17 nov. 1989 No recibido aún 1) 15 de mayo de 1990 

-173- 



os Par- 

Pecha de 105 
P pcordatorioa enviados a loa 

da pecha en crue BB -8 cuvos informas aun 
m.-esen~arsQ presontarog 

Congo 

Zambia 

Bolivia $1 

L. -dos informes PB r ió 110s d..k de los Estados Para 
g.ug. debenpresentarse en 199Q (durante el período 
que se exanina) g/ 

4 ene. 1990 No recibido aún 1) 15 de mayo de 1990 

9 jul. 1990 lo recibido aún 

13. jul, 1990 NO recibido aún 

M. Terceros informes ne r ióaicos aa los Estados Parte5 
gue debían D ese ta se r. n r en 1988 

Zaire 30 ene. 1988 i/ 

Jamahiriya 
Arabe Libia k/ 

4 feb. 1988 No recibido aún 1) 6 de junio de 1988 
2) 21 de noviembre de 1989 
3) 10 de mayo de 1989 
4) 12 Be diciembre ae 1989 
5) 15 de mayo af3 1990 

Irán (República 
Islámica del) Ir/ 

21 tnar. 1988 NO recibido aún 1) 6 de junio d% 1988 
2) 21 de noviembre de 1988 
3) 10 de mayo de 1989 
4) 12 de Diciembre de 1989 
5) 15 de mayo de 1990 

Líbano k/ 21 mar. 1988 NO recibido aún 1) 6 ae junio de 1988 
2) 21 de noviembre ae 1988 
3) 10 de mayo de 1989 
4) 12 de diciembre de 1989 
5) 15 de mayo de 1990 

Panamá 6 jun. 1988 No recibido aún 

Madagascar k/ 3 ago. 1908 No recibido aún 1) 21 de noviembre de 1988 
2) 10 de mayo de 1989 
3) 12 de diciembre de 1989 
4) 15 de mayo de 1990 

Yugoslavia 3 ago. 1988 No recibido aún 1) 21 de noviembre de 1988 
2) 10 de mayo de 1989 
3) 12 de diciembre de 1989 
4) 15 de mayo de 1990 

República 
Socialista 
Soviética af3 
Bielorrusia 

4 nov. 1988 4 jul. 1990 
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, N. Terceros informes mrioc¶icos de los ws Part;a8 . gue debaangresentarse en 1989 

República Dominicana 

Bulgaria Ir/ 

Rumania 

Chipre h/ 

Finlandia 

República Arabe 
Siria k/ 

República Socialista 
Sovi&tica de Ucrania 

Reino Unido de Gran 
Bretaiia e Irlanda 
del Norte 

Polonia 

Suecia 

Ecuador m/ 

3 abr. 1989 

28 abr. 1989 

28 abr. 1989 

18 ago, 1989 

18 ago. 1989 

18 ago. 1989 

18 ago. 1989 

18 ayo. 1989 

27 oct. 1989 

27 oct. 1989 

4 nov. 1989 

$1 

No recibido aún 1) 12 de diciembre de 1989 
2) 15 de mayo de 1990 

No recibido aún 1) 12 de diciembre de 1989 
2) 15 de mayo de 1990 

No recibido aún 1) 12 de diciembre de 1989 
2) 15 de mayo de 1990 

28 ago. 1989 

No recibido aún 1) 12 de diciembre de 1989 
2) 15 de mayo de 1990 

12 ene. 1990 

20 oct. 1989 

No recibido aún 1) 12 de diciembre de 1989 
2) 15 de mayo de 1990 

30 oct. 1989 

7 jun. 1990 
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dos Par- 

Pecha en aue 
debían 

presentarsa 

j?echa de loa 
recordatorios enviados a los 
EstaBr>s CUYOS informes aún 

no se han m-as.&& 

0, TCerceros informes *  l geriodicos de los Eswos Partea 
9ue deben txesentarse en 199Q (durante el período 

Trinidad y Tabago 

Uruguay Q/ 

Nueva Zelandia 

Canadá 

Iraq 

Mongolia 

Senegal 

Gambia k/ 

India 

Mauricio p/ 

que se examina) n/ 

20 mar. 1990 

21 mar. 1990 

27 mar. 1990 

4 abr. 1990 

4 abr. 1990 

4 abr, 1990 

4 abr. 1990 

21 jun, 1990 

9 jul. 1990 

18 jul. 1990 

No recibido aún 1) 15 de mayo de 1990 

No recibido aún 1) 15 de mayo de 1990 

No recibido aún 1) 15 de mayo de 1990 

No recibido aún 

No recibido aún 1) 15 de mayo de 1990 

No recibido aún 1) 15 de mayo de 1990 

No recibido aún 1) 15 de mayo de 1990 

No recibido aún 

No recibido aún 

No recibido aún 

ã/ Del 28 de julio de 1989 al 27 de julio de 1990 (final del 39’ período de 
sesiones). 

221 De conformidad con la decisión adoptada por el Comité en su 38’ período 
da sesiones (973a. sesión), la nueva fecha para la presentación del segundo informe 
periódico de San Vicente y las Granadinas es el 31 de octubre de 1991. 

E/ En au 39” período de sesiones (1003a. sesión), el Comité decidió ampliar 
el plaao de presentación del segundo informe periódico de Viet Nam del 23 de 
diciembre de 1988 al 31 de julio de 1991. 

w En su 29’ período de sesiones el Comité decidió prolongar el plazo para 
la presentación del segundo informe periódico de El Salvador del 28 de febrero 
de 1986 hasta el 31 de diciembre de 1988. 

61 En su 32’ período de sesiones (794a. sesión), el Comité decidió prolongar 
el plazo para la presentación del segundo informe periódico de la República 
Centroafricana del 7 de agosto de 1987 hasta el 9 de abril de 1989. 
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41 No se ha recibido aún el informe inicial del Estado Parte. 

g’ En el 32’ período de sesiones (792a. sesión) del Comitd, se fijó el 30 de 
septiembre de 1989 como plaso para la presentación del segundo informe periódico de 
Guinea. 

h/ Para una lista completa de los Estados Partas cuyos segundos informes 
periódicos dsben presentarse en 1990, vdase el documento CCPWW63. 

i/ En su 36O período de sesiones (914a. sesiin), el Comitb decid16 prolongar 
el plazo para la presentación del segundo informe periódico de Bolivia del Pl de 
noviembre de 1988 hasta el 13 de julio de 1990. 

i/ En su 39* período de sesiones (1003a. sesión), el Comitd decidi ampliar 
el plazo para la presentación del tercer informe periódico del Zaire del 30 de 
enero de 1988 al 31 de julio de 1991. 

k/ No se ha recibido aún el segundo informe periódico del Estado Parte. 

Ll De conformidad con la decisión adoptada por el Comftd en su 38O período 
de sesiones (973a. sesión), la nueva fecha para la presenta&% del tercer informe 
periódico de la República Dominicana es el 32 de octubre de 1991. 

m/ En su 33” período de sesiones (833a. sesión) , el Comitd decidid prolongar 
el plaso para la presentacidn del tercer informe peribdico del Ecuador del 4 de 
noviembre de 1988 hasta el 4 de noviembre de 1989. 

Q/ Para una lista completa de los Estados Partes cuyos terceros informes 
periódicos deben presentarse en 1990, vdase el documento CCPWW64. 

Q/ En su 35’ período de sesiones (891a. sesión), el Comitd decidió prolongar 
el plaao para la presentación del tercer informe peribdico del Uruguay del 21 de 
marso de 1989 hasta el 21 de marzo de 1990. 

0’ En su 36’ período de sesiones (914a. sesión), el Comit¿ decidió proloaqar 
el plaao para la presentación del tercer informe periódico de Mauricio del 4 de 
noviembre de 1988 hasta el 18 de julio de 1990. 
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STTUACSON DE LOS INFORMES ESTUDIADOS DURANTE EL PEI¿IODO QUE 
SE EXAMINA Y DE LOS INFORMRS CUYO EXAMEN AUN ESTA PENUIENTE 

8 Porta 

San Vicente y 
las Granadinas 

Viet Nam 

San Marino 

Argentina 

Yemen Democr&tico 

Madagascar 

India 

Costa Rica 

República Dominicana 

Nicaragua 

Portugal 

Sri Lanka 

Marruecos 

PlU%Wá 

Jordania 

E.&%a en me 
debian en w 

B se 

. A. Mormes inlclales 

8 feb. 1983 5 sep, 1989 

23 dic. 1983 7 jul. 1989 

17 ene. 1987 14 aep. 1988 

7 nov. 1987 ll abr. 1989 

8 mayo 1988 18 ene. 1989 

353a. y  954a. 
(38’ período de sesiones) 

982a., 983a., 986a. y 9878. 
(39* período de sesiones) 

980a. y 981a. 
(39' período de sesiones) 

952a., 955a. y 956a. 
(38' período de sesiones) 

927a. y 9328. 
(37“ período de sesiones) 

8. Seaundos infoaes oeriádicog 

3 ago. 1983 

9 jul. 1985 

2 ayo. 1985 

29 mar. 1986 

ll jun. 1986 

lo ago. 1966 

10 sep. 1986 

31 oct. 1986 

31 dic. 1986 

22 ene. 1987 

13 jul, 1990 

12 jul. 1989 

ll nov. 1966 

lo sep. 1988 

29 nov. 1988 

lo mayo 1987 
30 jua. 1988 81 

22 mar. 1990 

22 mar. 1990 

4 ago. 1988 

18 dic. 1989 

No examinado aÚn 

No examinado aún 

950a. a 960a. 
(38* período de sesiones) 

967a. a 970a. 
(38' período de sesiones) 

975a. a 978a. 
(38“ período de sesiones) 

934a. a 937a. 
(37" período de sesiones) 

No examinado aún 

No esamirrado aún 

No examinado aún 

No examinado aún 
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Canadá 

Austria 

Zaire 

Checoslovaquia 

República Democrática 
Alemana 

Túnez 

Alemania, República 
Federal de 

Unión de 
Repúblicas 
Socialistas 
Soviéticas 

República 
Socialista 
Soviética ae 
Bielorrusia 

Chile 

España 

Finlandia 

República 
Socialista 
Soviética ae 

Ucrania 

Reino mia0 ae 

Gran Bretaña e 
Irlanda ael Norte 

Suecia 

Fecha e aUQ 
!3.Qdn 

r>resentaraa ,8”“(“, 

8 abr. 1988 28 jul. 1989 No examinado aún 

9 abr. 1988 10 jul. 1990 No examinado aún 

1’ feb. 1989 29 feb. 1989 993a. a 995a. 
(390 período ae sesiones) 

C. Terceros informes 13eriÓdicoa 

4 feb. 1988 

4 feb. 2988 

4 feb. 1988 

3 ago. 1988 

4 nov. 1980 

4 nov. 1988 

28 abr. 1989 

28 abr. 1989 

18 ago. 1959 

18 ago. 1989 

18 ago. 1989 

27 oct. 1989 

17 ene. 1989 

8 jul, 1988 

17 ab-. 1989 

lo ah. 1988 

26 ago. 1988 

4 jul. 1990 

3 mayo 1969 

28 abr. 1989 
lo jun. 1989 

28 ago. 1969 

12 ene. 1990 

12 ene. 1990 

30 oct. 1989 

No examinado aún 

No examinado aún 

990a. a 992a. 
(39O período ae oesiones) 

963a, a 965a. 
(38O períoao ae sesiones) 

928a, a 93Xa. 
(37O período de sesiones) 

No examina&0 aún 

942a. a 945a. 
(37O período ae sesioner) 

No examinado aún 

No examinado aún 

No examinado din 

No examinado aán 

No examinad0 aún 
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, Eecha en aw se oresantn 

Kenya ñ/ 4 mayo 1982 

Gambia &/ 5 jun. 1984 

Pansmá BI 30 jul, 1984 

Zaire E/ 23 sep. 1988 

0. , Pnformacion nress&&a con poswioribd , 
al ==ilmQn de 10s -inicialas 001 el Comie 

No examinada aún 

NO examinada aún 

No examinada aún 

993a. a 995a. 
(39O período de sesiones) 

E. Jnformación adicional uresea&&a con nosterioridad al exadnw . , $9 los senos informes ner4od4aos nor el Comita 

Finlandia 

Suecia 

4 jun. 1986 

lo jul. 1986 

No examinada aún 

NO examinada aún 

81 Fecha de la nueva presentación. 

w En su 25’ período de sesiones (601a. sesión), el Comitd decidió examinar 
el informe juntamente con el segundo informe periódico del Estado Parte. 

E/ El informe fue examinado juntamente con el segundo informe periódico 
del Zaire. 
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COMENTARIOS GENERALES R/ PRESENTADOS CON ARREGLO AL PARRAPO 4 DEL 
ARTICULO 40 DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLITICOS 

A. Nio -al NO. 16 (37) b/. c/ (no discruación) 

1. La no discriminación, junto con Xa igualdad ante la ley y la igual protección 
de la ley’sin ninguna discriminación constituye un principio b&siao y general 
relativo a la protección de los derechos humanos. Así, el párrafo 1 ¿iel artículo 2 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece la obligación de 
cada Estado Parte de respetar y garantizar a todos los individuos que se encuentren 
en su territorio y estdn sujetos a su jurisdicción, los dereohos reoonocidos en el 
Pacto, sin distinción alguna de rasa4 color, sexo, idioma, religión, opinibn 
política o de otra índole, origen naoional o social, posición económica, nacimiento 
o cualquier otra condición social. En virtud del artíaulo 26 todas las personas no 
solamente son iguales ante la ley y tienen derecho a i.gual protección de la ley, 
sino también se prohíbe cualquier discriminación en virtud de la ley y garantiza a 
todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier dfsoriminacfón por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 
indole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento 0 cualquier otra 
condición social. 

2. En efecto, la no discriminación constituye un principio tan básico que en el 
artículo 3 se establece la obligación de cada Estado Parte de garantiaar a hombres 
y mujeres la igualdad en el goce de los derechos enunciados en el Pacto, Si bien 
el párrafo 1 del artículo 4 faculta a los Estados Partes para que en situaciones 
excepcionales adopten disposiciones que suspendan determinadas obligaciones 
contraídas en virtud del Pacto, ese mismo artículo exige, entre otras cosas, que 
dichas disposiciones no entrafien discriminación alguna fundada Únicamente en 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social. Además, el 
párrafo 2 del articulo 20 impone a los Estados Partes la obligación de prohibir por 
ley toda apología del odio nacional, 
la discriminación. 

racial 0 religioso que constituya incitacidn’a 

3. Debido a su carácter básico y general, el principio de no discriminación así 
como el de igualdad ante la ley y de igual protección de la ley a veces se 
establecen expresamente en artículos relacionados con determinadas categorías de 
derechos humanos. El párrafo 1 del artículo 14 establece que todas las personas 
son iguales ante loa tribunales y cortes de justicia y el párrafo 3 del misma 
artículo dispone que durante el proceso toda persona acusada de un delito tendrá 
derecho, en plena igualdad, a las garantías mínimas enunciadas en los incisos a) 
a g) de este último párrafo, Análogamente, el artículo 25 prev6 la igualdad de 
participación de todos los ciudadanos en la vida pública, sin ninguna de las 
distinciones mencionadas en el artículo 2, 

4. Corresponde a los Estados Partes decidir cuáles son las medidas apropiadas 
para la aplicación de las disposiciones pertinentes. Sin embargo, el Comiti 
desea ser informado acerca de la naturaleza de tales medidas y de su conformidad 
con los principios de no dibcriminación y de igualdad ante la ley e igual 
protección de la ley. 

5. El Comité desea seiíalar a la atención de los Estados Partes el hecho de que en 
ciertos casos el Pacto les exige expresamente que tomen medidas que garanticen la 
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igualdad de derechos de las personas de que se trate. Por ejemplo, el pkrafo 4 
del articulo 23 estipula que los Estados Partes tomarán las medidas apropiadas para 
asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidad de ambos esposos en cuanto al 
matrimonio, durante el matrimonio y  en caso de disolución del mismo. Las medidas 
que se adopten podrán ser de carácter legislativo, administrativo o de otro tipos 
pero los Estados Partes tienen la obligación positiva de asegurarse de que los 
esposos tengan igualdad de derechos, como lo exige el Pacto. En lo que respecta a 
los niños, el articulo 24 dispone que todo niño, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, 8~x0~ idioma, religión, origen naaional 0 social, poeioión 
económica o nacimiento, tiene derecho a las medidas de protección que su condición 
de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado. 

6. El Comitd toma nota de que en el Pacto no se define el término 
g@dlscriminaciÓn” ni se indica qué es lo que constituye discriminación, Sin 
embargo, en el artículo 1 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación Racial se establece que la expresión 
88diecriminaciÓn racial” denotará toda distinción, exclusión, restricción 0 
preferencia basadas en motivos de razar Color, linaje u origen nacional 0 étnico 
que tenga por objeto o por resultado anular 0 menoscabar el reconocimientor goce 
o ejercicio, en condicionea de igualdad, de los derechos humanos y libertades 
fundamentales en las esferas política, eCOnÓmioa, social, cultural 0 en cualquier 
otra esfera de la vida p8lica. De igual manera, en el artículo 1 de la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer se 
eetabiece que la expresión “discriminación contra la mujer” denotará toda 
distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por 
resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 
independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre 
y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas 
política, económica, social.. cultural y civil 0 en cualquier otra esfera. 

7. Si bien esas convenciones se refieren sólo a un tipo específico de 
discriminación, el Comite considera que el termino “discriminación**, tal como se 
emplea en el Pecto, debe entenderse referido a toda distinción, exclusión, 
restricción o preferencia que se basen en determinados motivos, como la raza, el 
color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra indole, el 
origen nacional 0 socialu la posición económica , el nacimiento 0 cualquier otra 
condicidn social, y que tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el 
reconocimiento, goce 0 ejercicio , en condiciones de igualdad, de los derechos 
humanos y libertades fundamentales de todas las personas. 

0. Rin embargo, el goce en condiciones de igualdad de loe derechos y libertades 
no significa identidad de trato en toda circunstancia. A este respecto, las 
disposiciones del Pacto son ezplícitas. Por ejemplo, el párrafo 5 del artículo 6 
prohíbe que se imponga la pena de muerte a personas de menos de 16 saoe de edad. 
El mismo párrafo prohíbe que se aplique dicha pena a las mujeres en estado de 
gravidez. De la misma manera, en el párrafo 3 del artículo 10 se requiere que los 
delincuentes menores estén separados de los adultos. Además, el artículo 25 
garantiza determinados derechos políticos, estableciendo diferencias por motivos de 
ciudadanía y de edad. 

9. Los informes de muchos Estados Partea contienen información tanto sobre 
medidas legislativas como administrativas y decisiones de los tribunales 
relacionadaa con la protección contra la discriminación jurídica, pero suelen no 
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iiWluir información que ponga de manifiesto una disariminaci¿a de hecho. 
Al informar sobre el pArrafo 1) del artículo 2 y los artíaulos 3 y 26 del Pacto, 
los Estados Partes por lo general citan disposiciones de su constituciáa o de sus 
leyes sobre igualdad de oportunidades en lo que respecta a la igualdad de las 
personas + Si bien esta informaci&a es sin duda alguna Útil, el Comit6 quisiera 
saber si sigue existiendo algún problema de discrimiaaaión de hecho, practicada ya 
aea por las autoridades públicas, la aomunidad o por personas u órganos privados. 
El Comitd desea ser informado acerca de las disposiciones legales y medidas 
administrativas encaminadse a reduair o eliminar tal dieariminacibn. 

10. El Comitd desea tambidn seííalar que el prinaipio de la igualdad exige algunas 
veces a los Estados Partes adoptar disposiciones positivas para reducir o eliminar 
las condiciones que originan o facilitan que se perpetúe la discriminaaióa 
prohibida por el Pacto, Por ejemplo, en un Estado en el que la situación general 
de un cierto sector de su población impide u obstaculisa eP disfrute de los 
derechos humanos por parte de esa población, el Estado debería adoptar 
disposiciones especiales para poner remedio a esa situación. Las medidas de ese 
carscter pueden llegar hasta otorgar, durante un tiempo, al sector de la población 
de que se trate un aierto trato preferencial en cuestiones concretas en comparacibn 
con el resto de la poblacibn. Sin embargo, en cuanto son necesarias para corregir 
la discriminaci¿n de hecho, esas medidas son una diferenaiaaibn legítima con 
arreglo al Pacto. 

11. Tanto en el psrrafo 1 del artículo 2 como en el artículo 26 se enumeran 
motivos de discriminación tale8 como la rasar el color, el sexoI el idioma, la 
religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional o social, la 
posición económica, el nacimiento o cualquier otra condición social. El Comitd ha 
observado que en algunas constituciones y leyes no se sefialan todo8 los motivos por 
los que se prohibe la discriminación, en la forma en que se enumeran en el 
párrafo 1 del artículo 2. Por lo tanto, el Comitd desearía recibir informaoión de 
los Estados Partee en cuanto al significado que revisten esas omisionss. 

12. Si bien el artículo 2 del Pacto limita el ámbito de los derechos que han de 
protegerse contra la discriminación a los previstos en el Pacto, el artículo 26 no 
establece dicha limitacidn, Esto ea, el artículo 26 declara que todas las personas 
son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminacibn e igual protección de 
la ley; tsmbi8n dispone que la ley garantiaará a todas las personas protecci&n 
igual y efectiva contra la discriminación por cualquiera de los motivos en 61 
enumerados, A juicio del Comité, el artíoulo 26 no se limita a reiterar la 
garantía ya prevista en el artículo 2 sino que establece en sí un derecho 
autónomo. Prohibe la discriminación de hecho 0 de dereaho en cualquier esfera 
sujeta a la normativa y la protección de las autoridades públicas. Por lo tanto, 
el artículo 26 ae refiere a las obligaciones que ae imponen 8 108 Estados Partes en 
lo que respecta a suu leyes y la aplicación de sus leyes. Por consiguiente, al 
aprobar una ley, un E8tado Parte debe velar por que ue cumpla el requisito 
establecido en el articulo 26 de que el contenido de dicha ley no sea 
discriminatorio. Dicho de otro modo, la aplicación del principio de no 
discriminación del artículo 26 no se limita al ámbito de los derechos enunciados 
en el Pacto. 

13. Por último, el Comfd observa que no toda diferenciaci¿n de trato constituir/ 
una discriminacibn, si los criterio8 para tal diferenciación non ranonsbles y 
objetivos y lo que se persigue es lograr un propósito legítimo en virtud del Pacto. 
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1. En el artículo 23 del Pacto Lnternacioaal de Derechos Civiles y Políticos se 
reconoce que la familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene 
derecho a la protección de la sociedad y del Estado. La protección de la familia y 
de sus miembros se garantiza también, directa o indirectamente, en otras 
disposiciones del Pacto. De este modo, el artículo 17 estipUla que la familia no 
será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales. Ademb, el artículo 24 del 
Pacto prevé concretamente la protección de los derechos del niso, en su condición 
de menor o como miembro de una familia. A menudo los informes de los Estados 
Partes no dan suficiente información sobre la manera en que el Estado y la sociedad 
desempeha su obligación de dar una protección a la familia y a las personas que la 
integran. 

2, El Comité observa que el concepto de familia puede diferir en algunos aspectos 
de un Estado a otro, y aun entre regiones dentro de un mismo Estado, de manera que 
no es posible dar una definición uniforme del concepto. Sin embargo, el Comité 
destace que8 cuando la legislación y la práctica de un Estado consideren a un grupo 
de personas como una familia, éste debe ser objeto de la protección prevista en el 
artículo 23. Por consiguiente, en sus informes, los Estados Partes deberían 
exponer la interpretación 0 la definición que se da del concepto de familia y de au 
alcance en sus sociedades y en sus ordenamientos jurídicos, Cuando existieran 
diversos conceptos de familia dentro de un Estado, “nuclear” y “extendida”, debería 
precisarse la existencia de esos diversos conceptos de familia, con indicación del 
grado de protección de una y otra. En vista de la existencia de diversos tipos de 
familia, como las de parejas que no han contraído matrimonio y su8 hijos y las 
familias monoparentales, los Estados Partes deberían tambi6n indicar en qué medida 
la legislación y las prácticas nacionales reconocen y protegen a esos tipos de 
familia y a sus miembros. 

3. Para dar de una manera eficaz la protección prevista en el artículo 23 del 
Pacto, es preciso que los Estados Partes adopten medidas de carácter legislativo, 
administrativo o de otro tipo. Loa Estados Partes deberían suministrar fnformarión 
detallada sobre el carácter de esas medidas y sobre los medio8 utilizados para 
asegurar su aplicación efectiva. Por otra parte, como el Pacto reconoce t5mbi6n a 
la familia el derecho de ser protegida por la sociedad, los informes de los Estados 
Partes deberían indicar de qué manera el Estado y otras instituciones sociales 
conceden la protección necesaria a la familia, en qué medida el Estado fomenta la 
actividad de estas úìtimas, por medios financieros 0 de otra índole, y cómo vela 
por que estas actividades sean compatibles con el Pacto. 

4. En el párrafo 2 del articulo 23 del Pacto se reafirma el derecho del hombre y 
de la mujer de contraer matrimonio y de fundar una familia ai tienen edad para 
ello. En el párrafo 3 del mismo artículo se establece que el matrimonio no podrá 
celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes. En 105 
infOrmeS de los Estados Partes debería indicaree si existen restricciones o 
impedimento5 al ejercicio del derecho a contraer matrimonio sobre la base de 
faCtOre especiales como el grado de parentesco o la incapacidad mental. Si bien 
el Pacto no establece una edad concreta para contraer matrimonio ni para el hombre 
ni para la mujer, dicha edad debe ser tal que pueda considerarse que los 
contrayentes han dado au libre y pleno consentimiento personal en las formas y 
condiciones prescritas por la ley. A este respecto, el Comité desea recordar que 
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dichas disposiciones legales deben ser compatibles con el pleno ejercicio de los 
demis derechos garantiaadoo por el Pacto1 así, por ejemplo, el derecho a la 
libertad de pensamiento, de conciencia y de religión implica que la legislación de 
cada Estado debe prever la posibilidad de celebrar tanto el matrimonio religioso 
como el civil. Sin embargo, a juicio del Comit6, el que un Estado exija que un 
matrimonio celebrado de acuerdo con los ritos religiosos oe celebre, aonfirme o 
registre también según el derecho civil no es incompatible con el Pacto. También 
se pide a los Estados que incluyan información sobre este aspecto en sus informes, 

5. El derecho a fundar una familia implica, en principio, la posibilidad de 
procrear y de vivir juntos. Cuando los Estados Partes adopten polítiaas de 
planificación de la familia, datas han de ser compatibles con las disposiaiones del 
Pacto y sobre todo no deben ser ni discriminatorias ni obligatorias. Asimismoe la 
posibilidad de vivir juntos implica la adopción de medidas apropiadas, tanto en el 
plano interno cuanto, según sea el caso, en cooperación con otros Estados, para 
asegurar la unidad o la reunificación de las familias, sobre todo cuando la 
separación de sus miembros depende de razones de tipo político, económico o 
similares, 

6. En el párrafo 4 del artículo 23 del Pacto se preval que los Estados Partes 
tomen las medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y de 
responsabilidades de ambos esposos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio 
y en caso de disolucibn del mismo. 

7. En cuanto a la igualdad en el matrimonio, el Comitd desea deõtaaar, en 
particular, que no debe haber discriminación alguna basada en el sexo en cuanto a 
la adquisición o pdrdida de la nacionalidad por razón del matrimonio. Asimismo, 
debería salvaguardarse el derecho de cada c¿nyuge a seguir utiliaando 8u propio 
apellido o a participar en condiciones de igualdad en la elección de un nuevo 
apellido. 

8. Durante el matrimonio, los esposos deben tener iguales derechos y 
responsabilidades en la familia. Esta igualdad se aplica también a toda6 las 
cuestiones derivadas del vínculo matrimonial, como la elección de residencia, la 
gestión de los asuntos del hogar, la educación de los hijos y la administración de 
los haberes. Esta igualdad es también aplicable a los arreglos relativos a la 
separación legal o la disolución do1 matrimonio. 

9. Así, debe prohibirse todo trato discriminatorio en lo que respecta a 108 
motivos y los procedimientos de separación o do divorcio, la custodia de los hijos, 
los gastos de manutención o pensión alimentaria, el derecho do virita, y la p(rdida 
y la recuperación de la patria potestad, teniendo en cuenta el inter&s priawdial 
de los hijos a este respecto. En particular, los E8tadoe Partes deberían incluir 
en sus reportes información sobre las normas adoptadas para dar a loa niflor la 
protección necesaria en caso de disolución del matrimonio o de oeparación de los 
cónyuges. 
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JI/ Sobre el caricter y la finalidad de los comentarios generales, vease 
os . Of- la As-al- -ta rrw de sesionesc 

Ba (A/36/40), anexo VII, introducción. Para una descripción de la 
historia del mtkodo de trabajo, la elaboración de los comentarios generales y su 

. UtiliaaCi¿n, Véase &&., Qs. Sunmto NO. 4Q 
(Al39140 y Cora.1 y 21, pbrrs. 541 e 557, En canto al texto de los comentarios 
generales ya aprobados por el Comitd, vdase m., -senta oeríodo da , L 
eesial3es.p No. 4.Q (A/36/40), meto ~11) M., riaepimo sentimo oerlodq , SuoUminto No. 4Q (A/37/40), anexo Qt j&,&, trirr8ainu> octavo aeraodq 
j& sesiones. SuolerQgnt;9 No. 4Q (A/36/40), anexo VII ti., W,g&snc noveno períodp 

urzm No. 4Q (A.39/40 y Corr.1 p 21, cnexo VII U., , de aesiom. Suolemento No,%Q (A/40/40), anexe VI) ti., , 
E-r Deriodo. de sesionec._ (A/41/40), anexo VII # . w-e cuadraass.imo tercer aeru2.b de seszunto Ho. 44 (A/43/40), , anexo VI, 8 m., ~ cuarto oeracdo de 6esi.o nes. Suolwnto No, 44 
(A/44/40), anexo VI. Tambih se han publicado en los documentos CCPR/C/21/Bev.l y 
CCPR/C/21/Rev.l/Add.l y 2, 

PI Aprobado por el Comktd en su 948a. eeeibn (37O período de sesiones), 
celebrada el 9 de noviembre de 1989. 

01 El dimero entre parhesis indica el período de sesiones en que se aprobó 
el comentario general. 

91 Aprobado por el Comitd en su 1002a. sesi6n (39’ período de sesiones) 
celebrada el 24 de julio de 1990. 

81 El número entre paréntesis indica el período de sesiones en que 88 aprobó 
la observación general. 
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CARTAS DEL PRESIDENTE DEL COMITE EN RELACION CON EL LUQAB DE 
REUNION DE LOS FUTUROS PERIODOS DE SESIONES 

A. Carta â&fecha 27 de actubre de 1989 a 10s 
de laa Qn.isiones Qti.b.t&nm 

Por la presente, deseo dar a conocer a V.E. la opinión del Comité de Derechos 
Humanos en relación con la propuesta ae la CCAAP (contenida en los phrafos 23.5 
y 23.6 ae su informe a la Quinta Comisiónc a0Oukneat0 AI44171 a0 efectuar 
reducciones, que afectan al Comit6 de Derechos Xumanos, en las estimaCiOaeS 
presupuestarias para aetiviaaaes de derechos humanos durante 19904991, presentadas 
por el Secretario General. Esta propuesta de reaucaióa se basa ea la hipótesis de 
que resultaría más “eficaa en funciba ael casto” y  m8s *~proauctivo@’ para el Comité 
ae Derechos Iiumanos suspender su antigua práctica ae celebrar cada do una at3 su6 
tres reuniones ea la Sede de las Naciones Unidas. 

El Comité ae Derechos Humanos no est8. ae acuerdo en la ooaveniericia as 
suprimir la celebración Be reuniones ea Nueva York ni ea lo bien fundado de las 
razones en las que se basa esa propuesta. Por el contrario, el ComitA est& 
convencido de que esa medida sería perjuãicial y limitaría considerablemente la 
eficacia ael Comité. 

Celebrar una vez al aíío ea Nueva York el período de sesiones no es una 
cuestión secundaria para el ComitA, sino que sirve para lograr fines importantes en 
relación con el desempeíío eficaz ae su manaato que le incumbe ea virtud ael Paoto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Ese Pacto, que confiere fueras ae 
tratado a los derechos civiles y políticos enunciados en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y del que hasta la fecha son Parte 88 E8tabo8, confía al 
Comit6, entre otras cosas, la responsabilidad de vigilar cómo se aplican realmente 
esos derechos ea el plano nacional. Ello implica un examen aeteaiao, ea presencia 
ae los representantes ae los Estados interesarlos, ae los informe8 periódico8 
presentados por los Estados, y exige el establecimiento ae un aiáiog0 permanente, 
rigurosa y constructivo entre el Comiti y  las Estados Partes sobre la base do la 
conf iansa mutua. A este respecto, os particularmente importante que el Conritd 
pueaa reunirse coa los representante8 ae los munero8o8 Estados Partes que no tienen 
misiones permanentes en Ginebra para tratar ael cumplimiento ae au obligación de 
presentar informes y de otras obligaciones que les impone el Pacto. Por ejemplo, 
ea marzo y abril de 1989 se celebraron ea Nueva York cantaator necesarios - y muy 
provechosos - con representantes de más ae 20 Estados Partes. 

Para el Comité tiene tsmbién considerable importancia mantener contactos 
periódicos ea la Sede can miembros ae las misiones permanentes y  ae las 
delegaciOneS participantes en el exsmen que realisa 1s Tercera Comisiön de los 
informe6 anuales del Comité y en 108 trabajos ae la Sexta Comiei6a. Momir, los 
período8 de sesiones del Comité que se celebran oa la Seae brindan a ciertos 
Estados Partes que, por rasan06 financieras o administrativas, tendrian 
dificultades para enviar representantes a Gingbra, la op0ttuniaaa a0 prerentar sus 

informes en Nueva York. Un importante objetivo q ¿s alcantado gracias a la 
celebración en Nueva York del período ae sesiones es potenciar al dximo las 
actividades del Comité mediante más smplios contactos COII los mai09 ae información 
mundiales. 
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Además de esas consideraciones de fondo, el Comité desea seaalar que, desde el 
punto de vista jurídico, la adopción de la propuesta de la CCAAP tendría el efecto 
de una enmienda de facto al pirrafo 3 del artículo 37 del Pacto, adoptado por la 
Asamblea General ea la parte A de su resolución 2200 (XXI), de 16 de diciembre 
de 1966, en virtud de la cual ae autoriza al Comité a que celebre normalmente sus 
períodos de sesiones en la Sede de las Naciones Unidas o en la Oficina de las 
Naciones Unidas en Ginebra. Según la opinión meditada de los miembros de Comité, 
sólo pueden introducirse legalmente enmiendas al Pacto mediante el procedimiento 
establecido en el propio Pacto. A este respecto, el ComitB ha tomado nota del 
párrafo 21 del Informe final del Secretario General sobre la aplicación de la 
resolución 41/213 (A/44/222, de 26 de abril de 1969) que dice que los órganos 
creados en virtud de tratados “no es& sujetos al principio de que las reuniones 
deben celebrarse en la Sede oficial”. 

Por último, señor Presidente, el Comité desea señalar que, así como sus 
períodos de sesiones de primavera han sido atendidos fácilmente por el personal 
permanente de los Servicios de Conferencias de la Sede, no ocurriria lo mismo en 
Ginebra donde, a nuestro juicio, debido al considerable volumen de trabajo de 
conferencia, sería necesario contratar del exterior con carácter temporal a todo o 
a casi todo el personal de los servicios de conferencias. Así pues, si bien aobre 
la base teórica del “costo completo”, pueda parecer más costoso atender a las 
reuniones del Comité en Nueva York, en términos reales los gastos de los servicios 
de conferencias en Ginebra resultarían, casi con certeza, considerablemente más 
elevados. 

Teniendo en cuenta lo que antecede, el ComitB no se explica cómo el CCAAP ha 
llegado a su conclusión, y presume que lo ha hecho sin disponer de una información 
completa y suficiente. 

Por todaa esas raaones, el Comité de Derechos Bumanos confía firmemente en que 
la Quinta Comisión no le privará de los medios para continuar desempedando las 
funciones que le impone el Pacto de una forma que ha merecido en todo momento la 
aprobación y el encomio sin reservas de la Asamblea General. 

Como la labor del Comite de Derechos Humano8 tiene un interds directo para la 
Tercera Comisián, informo también al Presidente de esa Comisión del asunto que 
acabo de exponer. 

%radecería a Vuestra Excelencia que distribuyese la presente carta como 
documento de la Quinta Comisión. 

(m) Rajsoomer LALLAR, Juez 
Presidente 

Comiti de Derechos Rumanos 
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8. ara e fecha 26 de mo de 1990 al Prem 
Comitd de Conferencias 

En su resolución 441201 de 21 de diciembre de 1969, la Asamblea General pidib, 
entre otras cosas, al Comité de Derechos Humanos *‘que tenga(a) plenamente en cuenta 
las recomendaciones contenidas en los párrafos 23.5 [y] 23.6 . . . del informe de la 
Comisión Consultiva en Asuntos Administrativo8 y de Presupuesto, incluida la 
necesidad de una utilización óptima de los recursos, así como las disposiciones de 
la resolución 401243 de la Asamblea General, de 15 de diaiembre de 1965, y el 
artículo 37 del Pacto Internacional de Derecho8 Civiles y Políticos, cuando vaya(n) 
a decidir dónde habrá(n) de celebrar sus .., período8 de sesiones futuros, y que 
informe(n) al respecto a la Asamblea General en su cuadragdsimo quinto período de 
sesiones por conducto ael Comité ae Conferencias”, 

El calendario ae reuniones del Comité para el actual bienio fue aprobado en 
marzo ae 1989 y, siguiendo 8u norma habitual, el Comitd decidió celebrar cada tio 
dos de sus períodos de sesiones en Ginebra y uno en la Sede. El Comit6 no 
examinará el calendario de sus futuras reuniones hasta el prbximo do. Ahora bien, 
habida cuenta de que la Asamblea General ha pedido al Comit6 que la informe al 
respecto en su cuadragésimo quinto período de 888ione8, me dirijo a usted para 
darle a conocer la opinión del Comité acerca del lugar de celebracidn de 8~8 
futuros períodos de sesiones. 

Tras ser informada en su 37’ período de sesiones (octubre/noviembre de 1959) 
de las recomendaciones adoptadas por la Comisión Consultiva en Asuntos 
Administrativo8 y de Presupuesto que, en efecto, privarían en el futuro al Comitd 
ae la oportunidad de celebrar 8~8 reuniones de primavera en la Sede, el Comité 
pidió que yo escribiera al Presidente de la Quinta Comisión de la Asamblea General 
en BU cuadragésimo cuarto período de sesiones para informarle acerca de la 
importancia que seguía concediendo a la celebración anual de uno de %UI tres 
períodos de sesiones en Nueva York. 

Como ae indicaba en esa carta, la celebración peribdica de reunioaaes en 
Nueva York brinda al Comit6 la posibilidad de reunirse con representante8 de los 
Estado8 Partes en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicor que no 
tienen representación en Ginebra, sobre todo para tratar del cumplimiento de su 
obligación de presentar informes) mantener contacto8 periódicos con miembro8 de la8 
misiones permanentes y de las delegaciones que participan en los trabajos de las 
Comisione8 Tercera y Sexta, y lograr que 8us actividades tengan la s&xima 
repercusión en la opinión pública a travh de loa contacto8 con orgaairaciones no 
gubernamentales y los medio8 de información coa ba8e en Nueva York, Qtr8 ventaja 
importante de celebrar reuniones en Nueva York ea que brinda a cierto8 Estados 
Partes que, por razone8 financieras 0 admini8tratiVa8 tienen difiCUltade para 
enviar representante8 a Ginebra, la oportunidad de presentar au8 informe8 en 
Nueva York. 

Re8peCtO del articulo 37 ael Pacto , el Comité desea seifalar a la atención 811 
párrafo 3, en el que se dispone que “el Comiti se reunir& normalmente en la Sede de 
las Naciones Unidas o en la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra”. El ComitA 
considera que, desde un punto de vista jurídico, la supre8ión de Sueva York como 
lugar de reuniones tendría el efecto ae una enmienda de facto a ese artículo, y que 
esas enmiendas sólo pueden efectdsrse legalmente mediante el procedimiento 
establecido en el propio Pacto. 
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En cuanto a las disposiciones de la resolucii;a 401243 de In Asamblea General, 
de 18 de diciembre de 1985, que se ha pedido tambddn al Comité que tenga en cuenta, 
el ComitB señala que, por ser un órgano creado en virtud de un tratado, no se le 
puede aplicar elprincipio de que las reuniones deben celebrarse en la Sede 
oficial. Pero aunque no fuese así, el comité estima que, por las raaones 
anteriormente expuestas, astaríõ plenamente justificado que se mantuviera 
Nueva Yorh como lugar de sus reuniones de primavera. 

Por esas y otras raaones de peso , el Comité estimó y sigue estimando que la 
supresión de Nueva.York como lugar de reuniones sería perjudicial y limitaría mucho 
su eficacia. 

Concretamente en relación con los pirrafos 23.5 y 23.6 del informe de ia CCAAP 
contenido en el documento A/44/7, el Comitd no comparto la opinión de que “podrítn 
economiaarse importantes sumas de dinero, y aumentaría la productividad, si todas 
las reuniones se celebrasen en Ginebra”, Por el contrario, el ComitB tiene raaón 
cuando considera que, pose a los gastos extraordinarios del viaje de Ta secretaría 
del Comite a Nueva York los gastos globales que tendrían que sufragar las Naciones 
Unidas podríao ser, ciertamente, mayores ai las reuniones de primavera del Comité 
se celebraran en Ginebra. Al parecer, ello se debe al hecho de que en Ginebra se 
celebran muchas conferenciao en esa dpoca del aíío, raaón por la cual sería 
necesario contratar, oon carácter temporal y fuera de la Crganiaación a la mayor 
parte 0 a la totalidad del per-canal necesario do1 servicio de conferencias, 
mientras que las necesidades del servicio de conferencias del Comité en la 
primavera han sido atendidas en los últimos aqos sin dificultad por el personal de 
la Sede de Nueva Yorh, Y aunque fuera verdad que la celebra&& de reuniones en 
Nueva York implicara algunos gastos extraordinarios , en el mejor de los ca808 las 
pequesas economías que podrían realiaarse no justificarían, ciertamente, una 
pdrdida de la eficacia del Comité. 

De igual forma, el Comité no ve qu6 “aumeuto de la productividad” resultaría 
de la adopción de esa medida, pues no comprende qué ventaja supone celebrar las 
reuniones en Ginebra en lugar de en Nueva ‘York. Lejo de aumentar la 
productividad, el hecho de no poder celebrar en la Sede contactos periódicos de 
alto nivel con representantes de los Estados Partes, que ha tenido una importancia 
decisiva en un numero considerable de casos para incitar al cumplimiento del Papto 
o de eliminar la posibilidad de que los Estados que deseen hacerlo presenten sus 
informe8 en Nueva York, reduciría de hecho de forma considerable la capacidad del 
Comiti para desempeîlar de forma adecuada su función principal de vigilancia del 
cumplimiento del Pacto por los Estados Partes, 

Con todo, el ComitA eu plenamente consciente de la necesidad de realioar 
economía8 y, de hecho, ha tratado en los últimos asos de mejorar la eficacia de sus 
operaciones para reducir al mínimo los gastos, Durante 1989, en particular, adoptó 
varian decisiones que tendrán como consecuencia aumentar considerablemente la 
relación costo-eficiencia de laa operaciones del Comit¿. 

Una de eaa medidas ha sido reducir el nrimero de reunioner dedicadas al examen 
de los informes iniciales y periódicoa de 108 Estado8 Partea, de tres a dos y de 
cuatro a tres, respectivamente. El Comité acordó también que se informara por 
escrito a 10s Estados Partes que presentaban informes periódicos antes de su 
COmOarOCenclar de la necesidad de ner breves al presentar sus informes. Esas 
medidas, han permitido al Comite aumentar el número de informes examinado8 en cada 
período de sesiones en un 30%, aproximadamente, y mantener al día su creciente 
volumen de trabajo sin tener que pedir más tiempo de reunión, 
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Ademée, el Comit6 ha designado recientemente a un Relator ESpedal para que ee 
ocupe de las nuevas comunicaciones recibidas entre dos períodos de sesiones del 
Comite, y ha acordado tambi&a autorizar a su Grupo de Trabajo sobre Comunicaciones 
a que adopte decisiones respecto de la admisibilidad de las quejas presentadas en 
virtud del Protocolo Facultativo del Pacto, El ComitA espere que esas medidas 
permitan a la Secretaría atender a las necesidades de servicios de conferencias de 
las reuniones del Comité en Nueva York con menos personal procedente de Ginebra de 
lo que era necesario en el pasado, con la consiguiente reducción de los gastos. 

Sobre la base de la información que hemos facilitado, eP Comit6 espera 
einceramente, selior Presidente, que el Comit6 de Conferencias acuerde que el Comite 
de Derechos Humanos continúe en el futuro celebrando sus períodos de sesiones de 
primavera en la Sede y que el Comité de Conferencias así lo recomiende a la 
Asamblea General. 

(Firma&) Rajsoomer DALLAD, Juez 
Presidente 

Comit6 de Derechos Humanos 
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Anexo VIII 

ESTUDIO SOBRE LOS POSIBLES ENFOQUES A LARGO PLAZO PARA AUMENTAR LA 
EFECTIVIDAD DEL FUNCIONAMIENTO DE LOS ORGANOS EXISTENTES Y FUTUROS 
ESTABLECIDOS EN VIRTUD DE INSTRUMSNTOS DE DERECHOS RUMANOS DE LAS 

NACIONES UNIDAS 

Por su resolución 199W25, la Comisión de Derechos Bumanos, en su 46O período 
de sesiones, decidió, entre otras cosas, invitar “a los órganos creados en virtud 
de tratados a que examinen el eztudio sobre posibles enfoques a largo plazo, 
consideren qué conclusiones y recomendaciones son de importancia para las 
respectivas esferas de competencia y envíen sus observaciones al Secretario 
General”. En cumplimiento de esa resolución, el Comité de Derechos Humanosr en su 
39O periodo de sesiones, celebrado en julio de 1990, examinó el estudio, contenido 
en el documento A/44/668. A continuación figuran las observaciones del Comité 
sobre las conclusiones y recomendaciones del estudio , tal como se reproducen en el 
resumen del propio documento A/44/668. 

El Comité conviene en que los procedimientos para la presentación de informes 
son de importancia decisiva para el régimen internacional’establecido en materia de 
derechos humanos. Al mismo tiempo, considera que debería llamarse la atención 
sobre la importancia esencial de los procedimientos nacionales utilizados en la 
preparación de informes. En particular, es importante que, en el proceso de 
preparación de informes, se aproveche la oportunidad para poner en conocimiento del 
mayor número posible de sectores de la comunidad, la preparacidn de los mismos 
(párr, 2). 

El Comité, consciente de la excelente experiencia por él acumulada a este 
respecto, apoya la sugerencia de otorgar cierto grado de discrecionalidad en cuanto 
a la periodicidad de la presentación de informes a los órganos de fiscalización que 
se establezcan en virtud de futuros tratados. El Grupo de Trabajo considera que la 
periodicidad de la presentación de informes no debe superar los cinco años 
(párr. 4). 

Si bien es cierto que la superposición de obligacionas de presentar informes 
plantea un problema y debe reducirse al mínimo posible, el simple recurso por los 
Estados Partea a la remisibn recíproca no satisfará adecuadamente las necesidades 
de los órganos creados en virtud de tratados. La reunión d% presidentes debería 
examinar la cuestión y hacer recomendaciones a los citados órganos sobre el tipo de 
remisibn recíproca que puede ser adecuado y  aceptable. Con tal fin, convendría 
volver a poner a disposición de la próxima reunián de presidentes el informe del 
Secretario General que indica la extensión de la superposición de las cuestiones 
objeto de los instrumentos internacionales de derechos humanos, que figura en el 
documento HRI/MC/190S/L.3. Podría considerarse también la posibilidad de poner ese 
documento a disposición de los Estados Partes. La asistencia a los Estados Partes 
en la preparación de informes de alcance nacional, subregional o regional debería 
ser una esfera prioritaria para los servicios de asesoramiento y el programa de 
asistencia técnica de las Naciones Unidas. Además, las directrices consolidadas 
para la parte inicial de los informes de los Estados Partes, y también el manual 
que está preparando eI UNITAR en colaboración con el Centro de Derechos Humanos con 
miras a ayudar a los Estados a cumplir sus obligaciones en materia de presentación 
de informes deberían co.npletarse y ponerse a disposición de los Estados Partes lo 
antes posible (párrs. 5 y 6). 
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El Comité apoya decididamente la opinibn de que las actividades de los órganos 
establecidos en virtud de tratados de dbrechos humanos deberían Piaeaaiarse 
mediante el presupuesto ordinario de la6 Naciones Unidas (p&rrs, 8 a 14). 

El Comité concuerda en que la dotación de personal de 1a Secretaría y los 
recursos financieros destinados a apoyar las actividades de los órganos 
establecidos en virtud de tratados son exageradamente insuficientes, en particular 
cuando se los compara con el nivel de apoyo de que se dispone para otras 
actividades para las que se requieren fondos de otras instituciones 
internacionales. Es evidente que ese apoyo debe aumentarse si se quiere que los 
órganos establecidos en virtud de tratados sean capaces de enfrentarse con 8xito a 
sus crecientes volúmenes de trabajo. A este respecto, el Comité observo que, a 
pesar de la importancia de los derechos humanos, los cuales, en palabras del 
Secretario General, desempeíían “un papel crucial en el mantenimiento de la 
estabilidad de la sociedad nacional e internacional”, el sector de los derechos 
humanos estaba recibiendo menos del 10 del presupuesto ordinario de las 
Naciones Unidas (párr, 16). 

El Comité apoya las recomendaciones que se hacen en el párrafo 17. 
La práctica hasta ahora seguida por él a este respecto ha sido presentar a las 
delegaciones listas de cuestiones poco antes del examen del informe, El Comité 
apoya asimismo la recomendación que se hace en el párrafo 18, 

El Comité considera que su práctica de registrar las observaciones formuladas 
por sus miembros al concluir el examen del informe de un Estaao Parte ha sido muy 
útil tanto para el Comité como para los Estados Partes, y en consecuencia 
recomendaría a otros órganos establecidos en virtud de tratados la adopción de una 
práctica similar. También deben estudiarse modos y medios para aumentar al i&imO 
la repercusión de estas observaciones generales (párr. 19). 

La conveniencia de conseguir un máximo de congruencia normativa en lo que 
respecta a las normas de derechos humanos resulta evidente. NO obstante, habida 
cuenta de las limitaciones existentes en cuanto a dotación de personal; los avances 
a este respecto sólo pueden plantearse a largo plazo, a medida que se vaya 
disponiendo de más recursos de personal de secretaría (pkrs. 20 y  21). 

Al Comité le satisface el formato de su informe anual, pero esta de acuerdo en 
que, para fomentar una mayor sensibilización del público sobre la labor de los 
órganos establecidos en vitud de tratados quizás fuera útil poder sintetfsar de vez 
en cuando los informes anuales de dichos órganos y ponerlos a disposición dsl 
público en general en un formato que resulte más legible. El Comiti comparte 
también la opinión que se manifiesta en el estudio sobre la necesidad de dar más 
publicidad a la labor de los órganos establecidos en virtud de tratados, sobre todo 
por conducto de los Centros de Información de las Naciones Unidas (pirr. 22). 

Basado en su experiencia, el Comité conviene en que el funcionamiento de los 
Órganos de supervisión se vería grandemente facilitado por la difusión, en forma 
accesible, de los trabajos preparatorios (párr. 29). 

El Comité, aunque apreciando.las preocupaciones que se manifiestan en el 
párrafo 168 del estudio, opina que en el futuro no debería darse preferencia a los 
instrumentos no vinculantes sobre los vinculantes, y sugiere que, siempre que zea 
posible, las funciones de supervisión o vigilancia que se prevea en futuros 
tratados de derechos humanos se asignen a Órganos apropiados ya establecidos por 
otros tratados. El Comité considera que algunos de esos Órganos deberían tener 
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competencia para vigilar la aplicación de mds de un instrumento tnternacional de 
t¶ereohos humanos y está de acuerdo en que sería preferible que, siempre que sea 
posible, los nuevos instrumentos 88 adopten en forma de protocolos a los 
instrumentos ya existentes. En el caso de que ae previera esa posible ampliación 
de Iuncionea, 88 deberáa consultar a los Órganos de vigilancia interesados y 
adoptar las medidas oportunas con inclusión Bel apoyo financiero y de personal que 
proceda (párrs. 20, 30, 31, 32 y 33). 
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